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Discurso pronunciado en la sesión del Senado 
del día 5 de junio de 1916. 
Sres. Senadores: 
Pocas veces me he levantado en esta Cámara en una situación 
de igual dificultad, porque acaso el án imo del Senado está m á s 
propicio a examinar otros temas y a oír a otros oradores, que a 
entretenerse con los conceptos, exclusivamente económicos y de 
reconst i tución del país, con que yo he de molestaros esta tarde. 
Y no hay que examinar siquiera, porque no puede haber duda en 
ello, que habría de ser siempre en él mayor el agrado, oyendo la 
palabra de los oradores que están anunciados, que la del Min i s -
tro de Hacienda, que os habla. 
Pero yo, señores , no tengo m á s remedio que hablar; procuro, 
todos sois testigos de ello, no prodigar mi palabra en las Cáma-
ras, pero no rehuyo tampoco, no puedo rehuir, el cumplimiento 
de mis deberes ministeriales. Reiteradas alusiones, todas ellas 
amables, verdaderamente bondadosas, de distintos oradores de 
los que han intervenido en la discusión del mensaje; preguntas 
concretas a nombre de partidos de Gobierno que tienen su re-
presentación en el Senado; solicitudes insistentes, fuera de la 
Cámara, a nombre de fuerzas de opin ión , que no es posible, 
menos que nunca ahora, a gobernante alguno dejar de tomar en 
cuenta; y, por úl t imo, sin necesidad de todos estos factores, sin 
la autoridad externa que todos ellos representan, pero acaso, 
permitidme que lo diga, sobreponiéndose a todos ellos, una voz 
interior, la voz de mi deber, me dicen que no habiendo hablado 
en el Congreso al presentar los presupuestos, por motivos que 
ya es tán de sobra explicados, no puedo dejar que pase un día 
m á s sin explicar delante de la representación de mi país cuál es 
Deber de no retar-
dar más la expli-
cación al país de 
las orientaciones 
económicas y de 
Hacienda del par-
tido liberal y los 
planes de trabajo 
a realizar, a estos 
respectos, por el 
Gobierno. 
— vm 
De cómo se ha en-
cargado el Sr. Al-
ba de la cartera 
de Hacienda. 
la política económica y de Hacienda de este Gobierno, en el que 
tengo el honor de figurar, y cuáles son los trabajos a que modes-
ta, pero resueltamente, se consagra y ha de consagrarse en lo 
sucesivo el Ministro que os habla. 
Me importa^ señores , advertiros, para que no tengáis al menos 
el derecho de sentiros defraudados, que, contra mi costumbre, 
no podré ser breve; que la naturaleza de los temas que he de 
exponer, la serie de factores que influye actualmente en la posi-
ción económica de España, no me permiten encerrar lo que he de 
deciros en los minutos que habitualmente representan la dura-
ción de mis discursos. Pero, en cambio, os prometo, y veréis 
cómo cumplo mi ofrecimiento, no decir una palabra que no res-
ponda a una idea, a una necesidad de Gobierno, a una pregunta 
que se me haya dirigido; no emitir una frase que no sea indis-
pensable para la exposición o para el razonamiento. 
Y no he de ser tampoco un Ministro de partido, hablando 
desde el banco azul; no he de incurr i r en aquella vulgaridad 
desacreditada, verdaderamente deshonrosa ya para quien la u t i -
liza, del «más eres tú». No vengo desde este sitio a hacer cargos 
a los que nos antecedieron en el Gobierno y menos a estorbar 
la política de los que nos sucedan; vengo sólo a hablar como 
español — un español que se sienta aquí —de cuál es la si tuación 
del país en los momentos presentes, y sus soluciones posibles 
en orden a los problemas económicos y financieros. 
Me cuesta trabajo, Sres. Senadores, porque soy un hombre 
sinceramente modesto, hablar de lo que me es personal y exclu-
sivo, porque, entre otros motivos, m á s que nunca, en la vida 
moderna los hechos nos enseñan que los individuos desaparecen, 
se esfuman, apenas tiene importancia su acción, que sólo corres-
ponde a la colectividad. Pero no puedo menos de recoger algo 
que particularmente a mí se refiere y que se deriva de palabras 
pronunciadas por distintos oradores en este debate del mensaje. 
Hay unas que pronunc ió mi digno amigo el Sr. Allendesalazar, 
que me sirven de motivo, aun sabiendo yo con qué bondadoso 
concepto él las dijera, para liquidar este aspecto personal de mi 
situación en la cartera de Hacienda. 
Su señoría me decía, entre una serie de elogios para mi per-
sona, ciertamente inmerecidos: «No me explico cómo el Sr. Alba 
ha podido desear ser Ministro de Hacienda»; y tengo que decir 
al Sr. Allendesalazar y al Senado que el Sr. Alba, modestamente, 
pero resueltamente, sinceramente, no deseaba ser Ministro de 
Hacienda. Pero yo creo que en la vida pública, y así lo he practi-
cado siempre, más aun que en otros órdenes de la vida humana, 
hay ciertas posiciones que, por lo mismo que envuelven grandes 
deberes, ni se solicitan ni pueden renunciarse. Así, requerido 
por mi ilustre amigo y jefe el Sr. Presidente del Consejo de M i -
nistros, para desempeñar el Ministerio de Hacienda, hice, cons-
ciente de mi deber y deseoso de merecer, por mi abnegación al 
menos, las posiciones a que mi país rile ha elevado, lo que cual-
quiera de vosotros hubiera hecho: decirle que estaba a su dispo-
sición, y a la disposición de mi partido y de mi país . Así vine al 
Ministerio de Hacienda. (El Sr. Presidente del Consejo de Minis-
tros hace signos de asentimiento.) 
Pero, inmediatamente, tomando más que motivo, pretexto, de 
una frase, que era en mí expres ión también sincera de modestia, 
aquella con que dije un día a los periodistas que no me sentía 
mancebo capaz de despachar recetas en todas las farmacias, se 
pretendió echar sobre la solución de tal crisis el carácter de una 
crisis que podr ían llamar nuestros vecinos los franceses «de 
fortuna»; y se me pedía en el acto, y se echaba de menos un pro-
grama, el que yo hubiera de desarrollar desde el Ministerio de 
Hacienda. Permitidme, Sres. Senadores, que me sonr ía ante vos-
otros, como me sonreí cuando hube de leer tales comentarios de programas 
' noclc aduplar pía-
prensa. Bienaventurados los simples de corazón. A estas alturas aesdc«tabajo. 
de la política española, de la vida española, después de toda la 
historia que arrastra nuestro pueblo, ¡hay todavía quien pide 
programas, y cree en ellos, y los necesita para discurrir y para 
alentarl 
Para mí la exposición de un programa — respetando siempre 
la posición o los deberes personales del que lo exponga, sobre 
todo cuando ese programa no es expuesto ante aquellos, como 
voy a hacerlo esta tarde, que tienen derecho y hasta obligación 
ineludible de exigirlo — m á s contribuye a afirmar la duda en los 
hombres discretos, que a abrir un margen de crédito a quien de 
programas pomposos alardea. Así, dije en una in ter rupción, 
creo que contestando al Sr. Bas, que consideraba como motivo 
de orgullo mío , en el sentido en que esta palabra puede lícita-
mente usarse, no haber incurrido en ese vulgar tópico. Yo no he 
expuesto hasta hoy n ingún programa, me he limitado a decir en 
público y en privado que me proponía trabajar modestamente, 
silenciosamente, asiduamente, por el bien de mi país ; y que mi 
país habr ía de juzgarme, en su día, no por mis palabras, no por 
2 * 
Xu fon estos mo-
mento* dc formu-
— X — 
Realismos de expo-
sición que impo-
ne al Ministro de 
anuncios ruidosos, ni programas flameados al viento, sino, tan 
severamente como quisiera, por las obras que yo, con el concur-
so de mis compañeros de Gobierno y el del Parlamento, pudiera 
llevar a la Gaceta. 
Y henos ya, Sres. Senadores, vosotros y yo, contemplando la 
realidad tal cual es, tal cual yo la he encontrado en el Ministerio 
Hacienda el mo-
mento presente, de Hacienda. Antes de venir en la tarde de hoy a hablaros desde 
este banco, me he preguntado a mí mismo si podía y debía incu-
rr ir en ese otro tópico de los discursos de rosicler y de viejo esti-
lo, que consiste en pintarlo todo muy bien, en presentarlo todo 
del modo más agradable posible, en desvanecer las dudas m á s 
justificadas, en acallar los temores m á s prudentes, en echar tin-
tas rosadas sobre cuanto parezca más sombr ío y m á s negro; y 
me he contestado a tal pregunta que este no era mi deber, que 
yo no tengo en modo alguno este derecho, sino la obligación 
inexcusable, limpia de cargos para nadie, sin faltar tampoco a 
ninguna de mis obligaciones, ni olvidar las reservas que se i m -
ponen a quien desempeña el Ministerio de Hacienda por sus 
relaciones con el crédito público, de hablar ingenuamente al país 
y presentar ante esta Cámara, que es y ha sido siempre todo 
reposo y meditación y anál is is sereno, la s i tuación de la Hacien-
da y de la Economía españolas . 
Yo os recuerdo, Sres. Senadores, como una sis tematización 
que pasó de los labios de un hombre ilustre e inolvidable, el 
Sr. Fernández Villaverde, a considerarse como postulado c o m ú n 
a todos los partidos y a todos los Gobiernos, que aquel insigne 
financiero consideraba que en la política económica a desarrollar 
en nuestro país , había tres momentos: el primero, que él l lamó 
de la l iquidación; el segundo, que denominó de la reconst i tución; 
el tercero, que es el que apellidaba de la desgravación. Es decir: 
primero, pagar lo que se debía, liquidar todas las deudas, com-
poner los fragmentos de la Hacienda española que se había diso-
ciado bajo el peso de nuestros desastres coloniales y por las des-
dichas de nuestras guerras; d e s p u é s , reconstituir las fuerzas 
económicas de España para impulsarlas hacia el porvenir, inten-
sificar la producc ión , mejorar las condiciones de vida de la indus-
tria, del comercio, de la navegación y de la agricultura; y, por 
úl t imo, hacer un alto en el camino fiscal, pensar cuáles esfuerzos 
se habían demandado con exceso o con injusticia al contribuyen-
te, y acometer una obra de liberación, de acomodamiento, de re-
dención de aquellos núcleos contributivos m á s castigados, a los 
Loa tres momentos 
o etapas preconi-
zados por la poli-




nos que le suce-
dieron. 
— Xí — 
cuales, por virtud del desahogo del Tesoro, fuera posible ya le-
vantarles las cargas o disminuir las contribuciones y hacer m á s 
soportables los impuestos. 
E l primer período, el de la l iquidación, se realizó gracias, en 8^^,'¡¿^le5¿ 
primer término —justo es reconocerlo así—, a aquel inolvidable ™dlfo"Tp¡zñ 
hombre público, al concurso que le prestaron su jefe y su par-
tido, y al que—también será justo proclamarlo en la H i s t o r í a -
le prestaron todos los partidos políticos, todos los grupos socia-
les, todas las fuerzas españo las , aun los m á s extremos; aun 
aquellos que en sus comienzos le combatieron aparentemente y 
en la realidad fueron su mejor y m á s eficaz instrumento de cola-
boración y de ayuda. 
Pero lo peor fué, Sres. Senadores, que sin llegar al segundo 
período, al de la reconst i tución interior, de la intensificación de 
las grandes fuerzas nacionales, de un salto, por culpa de unos y 
otros Gobiernos, nos colocamos en el tercero e iniciamos aquella 
política de desgravación, en la cual todos tenemos alguna parti-
cipación; y olvidamos lo que llamó el Sr. Echegaray en una frase, 
como suya, genial y expresiva, «el santo temor al déficit», y 
ca ímos, no sé por culpa de quién, probablemente por culpa de 
todos, o por lo menos con la complicidad de todos, en el déficit, 
en el desnivel del presupuesto, en la contracción de grandes obli-
gaciones, al mismo tiempo que reduc íamos los ingresos. Y así , 
Sres. Senadores, al cabo de diez y seis años , nos encontramos 
hoy con que aquella obra es como si no se hubiera realizado; 
España está hoy en tales condiciones que necesita volver al p r i -
mer período, al de liquidar, al de nivelar, al de rehacer lo que 
en estos a ñ o s no hemos sabido siquiera conservar. (Muy bien, 
muy bien.) 
Yo creo que para exigir a los ciudadanos los sacrificios que confe s iónPreuade 
^ * 0 ^ culpas que los sa-
habrá que exigirles, para demandar al Parlamento el concurso wf*** 50« 
0 7 r a demandarse al 
que es inaplazable demandarle, es preciso que nosotros, los r^s requieren 
hombres de todos los partidos políticos, empecemos por confe-
sar la culpa y entonar propósi to de la enmienda; reconocer que 
no hemos hecho presupuestos, puesto que el presupuesto está 
en déficit; que no hemos hecho servicios públicos, puesto que 
los servicios públicos no han mejorado al compás que crecie-
ron los gastos del presupuesto; y que tampoco hemos hecho fá-
cil y expedita la vida del ciudadano, que hoy soporta sobre sí 
toda una serie de gabelas, y vive vida difícil, muchas veces mise-
rable. 
— x « — 
Aumento de los pre- Hemos pasado, Sres. Senadores, de aquellos presupuestos 
supuestos en mas ^ 2. ± x 
de un 50 Por 100 de 1901. que representaban 960 millones, en n ú m e r o s redondos, 
en quince añu», > M. * J 7 
sin repercusiur.es al úl t imo presupuesto de 1915, en el cual los pagos ejecutados, 
positivas aprecia- x ± ' x a * j 
ia vida na- prescindiendo de cifras que se refieren a la adquisición de sus-
tancias alimenticias y a otros conceptos que no son imputables 
para este momento, llegan a la cifra, verdaderamente espantable, 
de 1.512 millones de pesetas. Y yo os pregunto, Sres. Senado-
res: ¿es que examinando la realidad española, viendo a nuestro 
país en su conjunto y en sus organismos todos, contemplando 
los aspectos diversos de la vida del Estado y de la vida nacional, 
observáis en la realidad social, en la vida diaria del Estado y de 
la nación, en el desarrollo de los servicios, en el estado de nues-
tra enseñanza , de nuestro ejército, de nuestros funcionarios, de 
nuestra riqueza, una mejora tal que corresponda a este aumento 
de cifras desde los 960 hasta los 1.512 millones de pesetas? Y 
conste que no hay siquiera la posibilidad de echarla culpa exclu-
sivamente sobre los Gobiernos, porque las cifras—no quiero 
molestaros con su lectura—acreditan también que no han sido 
los Gobiernos sólo los que impulsaron los gastos de nuestros 
presupuestos invariablemente hacia arriba (achaque que no es 
tampoco peculiar del Parlamento español , ciertamente), sino que 
siempre, por obra de los Parlamentos, los presupuestos han sido 
elevados, acrecidos, aumentados sobre los proyectos presentados 
a las Cámaras . 
LPrlesu¿uesion de Y as í ' Sres- Senadores, lo primero que hemos de considerar 
ccdonLsudeasde en esta ^ p i d a s íntes is de la s i tuación de la Hacienda española, 
•w- tal como la ha recogido el partido liberal en su actual etapa de 
Gobierno, es la liquidación del presupuesto de 1915. ¿Cuáles son 
los antecedentes de esta liquidación? Se encierran en la de los 
presupuestos de 1909 a 1914, ambos inclusive. Vemos que las cuen-
tas de estos presupuestos arrojan un déficit de más de 84 millones 
de pesetas. Pero sumando: las emisiones lanzadas de obligaciones 
del Tesoro para hacer frente a las necesidades del instante, en 
n ú m e r o s redondos 238 millones de pesetas; la formalización de 
cuentas realizadas en 1911 con relación a la Caja de Depósitos por 
valor de 25 millones de pesetas; y, por úl t imo, a virtud del exceso 
de lo cobrado sobre lo pagado por recargos a los ayuntamientos, 
la cifra de cerca de 800.000 pesetas, se llega al resumen siguiente: 
^ X í t l — 
1. ° Déficit que arrojan las cuentas \ 84.155.727,66 
2. ° Emisión de obligaciones del Tesoro 237.540.000 
3. ° Formalizaciones en 1911 do cuentas de la 
Caja de Depósitos 25.000.000 
4. ° Exceso de lo cobrado sobre lo pagado por re-
cargos municipales. 787.372,91 
Total del déficit en los seis años 347.483.100,57 
Y vamos ya al presupuesto de 1915. Conforme a los datos de la 
Intervención general, este presupuesto se ha liquidado con un 
déficit de m á s de 320 millones de pesetas, correspondientes: 36 mi-
llones, casi 37, a diferencia entre pagos y cobros; y 283 y r/„ en 
n ú m e r o s redondos, a obligaciones del Tesoro puestas en c i r -
culación. Sumado este déficit al de los seis a ñ o s anteriores, 
representa una suma de 667.914.726 pesetas. Pero aun a esta cifra 
hay que agregar algunas otras, y permitidme, Sres. Senadores— 
yo os agradezco, desde el fondo de mi alma, la atención con que 
escucháis esta árida exposición — , que insista en tales datos, 
porque no será posible que acometamos obra eficaz alguna sin 
darnos perfecta idea de cuál es la verdadera si tuación de la Ha -
cienda española en el día. Todos venimos oyendo hablar genér i -
camente del déficit del presupuesto, del crecimiento de las obl i -
gaciones del Estado, de la si tuación difícil del Tesoro; pero es 
indispensable que, con la autenticidad y el detalle apetecibles, se 
diga a España entera, y para ello a las Cortes, hasta dónde llega 
la dificultad y cuáles son los procedimientos que el Parlamento, 
por la iniciativa del Gobierno, habrá de aplicar para conjurarla y 
vencerla. 
Con t inúo , pues, mi amarga enunciación. A las cifras que obiigacionej reco-
' *^  •* ^ ^ nocidas y pen-
acabo de leer hay que agregar lo que importan las obligaciones a^ cmar ei^io 
reconocidas y no pagadas al liquidarse el presupuesto de 1915, 'sn-
que son 254 millones de pesetas, casi 255 millones; de ellos de-
duzcamos 43 millones de compras de guerra, que después se 
han rescindido o anulado, y quedan todavía pendientes de pago 
m á s de 210 millones de pesetas. Figura como contrapartida en la 
liquidación del presupuesto de 1915 que examinamos, la suma 
de 67 millones y medio de pesetas, aproximadamente, de dere-
chos reconocidos a favor del Tesoro, y no hechos efectivos por 
éste; pero de estos derechos, conociendo la experiencia de los 
presupuestos, no habremos de tomar en cuenta sino la mitad 
aproximadamente, porque la otra mitad no será efectiva. Sume-
mos esta cifra, esta deducción, a todas las que anteriormente 
— JCIV — 
exponía , y aun habrá que agregar una nueva partida de 1.183.129 
pesetas por diferencia entre las obligaciones reconocidas a favor 
de los Municipios y lo abonado a és tos , y así llegaremos, señores 
Senadores, a cifras de resumen sobre las que considero innece-
sario, verdaderamente superfino, requerir la atención y la pre-
ocupación de la Cámara. 
1.° Déficit desde 1.° de enero de 1809 a 31 de di-
diciembre de 1914 347.483.100,77 
2 0 Déficit del presupuesto de 1915 320.431.625,86 
3. ° Exceso de las obligaciones contraidas y no 
pagadas en 1915, sobre lo que se haga efec-
tivo de los restos pendientes de cobro del 
mismo ejercicio 176.989.877,87 
4, ° Diferencias en 1915 a favor de los Ayunta-
mientos por recargos municipales 1.183.129,84 
Déficit desde 1.° de enero de 1909 
a 31 de diciembre de 1915 846.087.734,34 
Total, como veis, desde 1.° de enero de 1909 a 31 de diciembre 
de 1915, 846 millones y pico de pesetas, digamos 850 millones. Ya 
tenéis hecha, Sres. Senadores, la cuenta de liquidación de todos 
estos presupuestos. Y la hago objetivamente, sin dirigir cargo a 
nadie, l imi tándome a exponer cifras, y aceptando en nombre de 
m i partido, claro está, la parte de responsabilidad que en tales 
cifras nos quepa. 
Balance de ia cuín- Pero la cuenta del Tesoro también debe conocerla el Senado. 
ta del Tesoro co-
mo complemento Tenemos en circulación por distintas emisiones de obligacio-
de la del Presu-
puesto. nes 620.790.500 pesetas. Calculemos el saldo en la cuenta de Te-
sorer ía entre el Estado y el Banco, por una cifra aproximada, 
porque claro está que el saldo efectivo cambia todas las semanas, 
a 116 millones de pesetas. No olvidemos aquellos 100 millones de 
pesetas de pagarés de Ultramar, que todavía conserva el Banco 
en cartera, porque no llegóse a cumplir los distintos preceptos y 
planes que se encaminaban a amortizar totalmente esta deuda. 
Tomemos también en cuenta, Sres. Senadores, el déficit probable 
del ejercicio de 1916 en que nos encontramos, aunque apliquemos 
al presupuesto toda la energía de recaudación que sea posible, y 
a salvo, si el concurso del Parlamento no nos falta, de vigorizar 
sus ingresos. No creo que sea prudente calcular este déficit del 
ejercicio de 1916 en menos de 200 millones de pesetas. Así llega-
mos, Sres. Senadores, a una cifra, por saldo en contra del Tesoro, 
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que habrá de tenerse presente para cualquier operación de l iqu i -
dación y consolidación, de 1.036 a 1.040 millones de pesetas, en 
n ú m e r o s redondos. 
Recordemos a ú n que el día que queramos intentar un balance 
completo, habremos de traer a colación aquellos 150 millones de 
pesetas que el Banco de España anticipó al Tesoro, en cumpli-
miento de la ley de renovación de su privilegio; no olvidemos 
tampoco lo que representará la liquidación con las corporacio-
nes civiles, para poner término a esa vergonzosa peregrinación 
que constantemente padecen los Ministros de Hacienda, oyendo 
llamar a las puertas del Tesoro a sus acreedores m á s legít imos, 
sin que sea posible pagar a muchos de esos Municipios rurales 
que necesitan sus láminas para atender a las m á s perentorias 
necesidades de las villas y de las aldeas. Y aun tengamos en 
cuenta 48 millones y pico de obligaciones pendientes de Ultramar, 
que todavía el Tesoro español no ha satisfecho, cuando ya casi en 
la memoria de muchos se ha olvidado el recuerdo de las que 
fueron nuestras colonias. 
Todas las cuentas, todos los datos, conducen a una misma 
conclusión: no lo olvide el Parlamento español , no lo olvide el 
país, para apreciar toda la magnitud de la obra que ha de acome-
ter este Gobierno: cualquiera operación de consolidación, pres-
cindiendo de los recursos que la reconst i tución nacional deman-
da, exigirá, por de pronto, una cantidad mínima de 1.000 millones 
de pesetas. 
En estos días , la Prensa y la opinión comentaban con regocijo 1 ^ J - j ^ S » ^ ! 
un hecho, que evidentemente favorece al país , favorece al Banco; 
favorece al crédito público, en suma: se había llegado por aquél 
a la cifra de 1.000 millones en oro en sus reservas metál icas. 
¿Cómo he de negar yo, Sres. Senadores, la parte de consuelo y de 
aliento que esta cifra representa en el desarrollo de la economía 
española? Pues yo faltaría también a mi deber si no hablase, en 
relación a este dato, de la si tuación del Banco con aquella since-
ridad, descarnada, acaso brutal, que os ofrecí en las primeras 
palabras de mi discurso. 
¿Por qué? Porque no podemos olvidar, Sres. Senadores, que 
aun en su primera parte está incumplido aquel tantas veces c i -
tado art. 4.° de la ley de 13 de mayo de 1902, relativo al régimen 
del Banco de España; no podemos olvidar tampoco que, igual-
mente, está incumplido el precepto que obligaba al propio Banco 
a que en 1913 quedase por entero liquidada su cartera de interior; 
del Banco en re-
lación con la polí-
tica de orden de 
la Hacienda y el 
Tesoro. 
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y, asimismo, no podemos olvidar, en fin, Sres. Senadores, lo que 
leemos todas las semanas en los balances que el Banco de Es-
paña publica, y es que el Estado español ha excedido, con bas-
tante, la cifra de 75 millones de saldo pasivo a que autoriza la ley 
de Tesorería. De manera que esos 1.000 millones en oro son, 
desde luego, un factor que hace honor a la gestión del Banco de 
España; pero no es, ni puede ser, un motivo suficiente para que 
el Parlamento y los Gobiernos de España dejen de preocuparse, 
aunque no sea m á s que en este aspecto puramente bancario, de 
colocar al Banco de España dentro de las condiciones a que le 
obliga su propio estatuto. 
Y como no es posible—porque hay que decirlo con toda lealtad 
igualmente—, como no es justo impulsar, menos obligar, al Banco 
de España a que se coloque dentro de tales condiciones, sin que 
el Tesoro viva, a su vez, dentro de la normalidad, los dos factores 
se completan, los dos factores son congruentes para llegar a esta 
conclusión: que no será tampoco fácil, ni siquiera hacedero, co-
locar al Banco de España en si tuación de satisfacer en varios 
respectos las aspiraciones de la opinión pública, reiteradamente 
expuestas, mientras nosotros aquí , en el Parlamento y en el Go-
bierno, no nos preocupemos de dar a la Hacienda española una 
estabilidad de nivelación en el presupuesto, y de orden en el 
Tesoro, que hace muchos años ya no tiene. 
Resumen de sitúa- Tal es, Sres. Senadores, la si tuación en que nos encontramos. 
cion y alto que se ^ ' * 
impone en ci si - Se han cumplido, ¡cómo no habían de cumplirse!, todas las pre-
tcma de conti- r - * ' * . ' r 
""crcJwoac oncs dicciones de los espí r i tus previsores; ha surgido la realidad que 
ellos nos anunciaron; y frente a esta realidad— después hablare-
mos de la si tuación y de los propós i tos del Gobierno, pero hoy no 
gobiernan sólo el partido que se sienta en este banco, sino que di-
rigen todos los elementos de las Cámaras , todos los factores de 
la opinión, aun aquellos que no tienen una representación direc-
ta en el Parlamento—, frente a esta s i tuación, ¿es posible señalar 
como única fórmula de momento aquella que preconizaba aquí el 
otro día mi digno y querido amigo particular el Sr. Bergamín, de 
seguir viviendo del crédito, de seguir, según la frase vulgar, el sis-
tema de trampa adelante, de continuar englobando los déficits de 
un presupuesto con los del presupuesto que sigue? Yo creo que 
el Sr. Bergamín, espír i tu tan equilibrado, entendimiento tan s u -
t i l , hombre tan versado en los problemas de la Economía y de la 
Hacienda en tal momento, permí tame que se lo diga a su señor ía , 
no representaba en toda su pureza el criterio del partido liberal-
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conservador, sus tradiciones y aun su significación dentro de la 
sociedad y de la política españolas . 
Yo no puedo creer, no quiero creer que el partido conserva-
dor, que tiene aquella significación y aquellas tradiciones y que 
tiene además una gran parte de responsabilidad en la situación 
del día, nos ofrezca, y ofrezca a España, como única solución 
para hacer frente a todas las presentes circunstancias, la de con-
tinuar viviendo en el déficit y haciendo apelaciones, más o menos 
temerarias, al crédito público. Porque, ¿hasta cuándo va a durar 
esto? ¿Hasta dónde? Y ¿hasta cuándo y hasta dónde podremos 
usar, en condiciones relativamente normales, del crédito públi-
co? Pero ¿es que el crédito es indefinido, ni puede ser limitado? 
¿Es que podemos apelar al crédito, podemos abrir el bolsillo de 
nuestros conciudadanos—no hablemos ahora del extranjero—, sin 
ciarles—y después ahondaré en este concepto—una idea severa y 
firme de la solvencia del Estado español y de la resolución de to-
dos los partidos y de todos los Gobiernos de afirmar esta solven-
cia y colocar, una vez más , la Hacienda española en las condicio-
nes de seriedad y de orden que le corresponden? 
No; nosotros, el partido liberal, el Gobierno liberal, por tomis-
mo que se da cuenta de la gravedad de las circunstancias, creo 
que hay que afrontar resueltamente, valerosamente la situación;, 
cree que no puede acudirse a ella con paliativos ni con aplaza-
mientos; que no basta decir que no sabemos qué es lo que resul-
tará de la recaudación de los tributos en estos momentos en que 
la guerra europea se desarrolla, porque todo lo que puede suce-
der es que nuestros cálculos, si somos prudentes, sean exagera-
dos en el pesimismo, y la realidad los corrija viniendo a las cajas 
del Tesoro ingresos con que no con tábamos . Pero si la situación 
es difícil, y si los recursos con que hayamos prudentemente de 
contar son escasos, España tiene la obligación, y bien lo interpre-
ta el sentir del pueblo, de ajustarse estrictamente a la posibilidad 
nacional, en el momento en que nos encontramos. (Muy bien.) 
Tal es la si tuación y tal es el problema para el partido liberal. Cjmo puede y debe 
^ r r * timultaneane la 
Pero hablemos, repito, con toda lealtad. E l Sr. Rodríguez San poUiicadesoiyen-
» ' " cía de n Hacien-
Pedro, con su gran autoridad, que me complazco siempre en re- da jiaden-cons.-
" ' 1 • • litucion economi-
conocer y acatar, me invitaba, invitaba al Gobierno, a que expl i- ca'.como imP:-
i ' J 7 i i rativo categórico 
case lo que él creía una incógnita y hasta una incongruencia, en j1^6 realidad 
los momentos actuales, en su programa económico. Él me decía: 
«Y si hay que nivelar, y si hay que liquidar, y si hay que dar al 
presupuesto la solvencia que le corresponde, ¿cómo es posible 
3 • 
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que al mismo tiempo queráis acometer las obras y los planes de 
reconsti tución de que se habla?» 
Sigamos hablando, Sres. Senadores, con toda claridad. Noda 
hay que sea para mí más repugnante en la vida pública que cierta 
clase de eufemismos y de habilidades; además creo que están per-
fectamente desacreditados en el país, y éste lo único que es l imará 
d é l a s palabras que pronuncie esta tarde el Ministro de Hacienda, 
habrá de ser la sinceridad notoria con que salen de mis labios. 
(Muy bien.) 
En efecto, Sr. Rodríguez San Pedro; en efecto, Sres. Senadores; 
nosotros creemos que no sólo hay que liquidar, sino que hay que 
reconstituir; que no sólo hay que liquidar ese pasado y hay que 
llegar a la nivelación del presupuesto, sino que hay también que 
reconstituir la patria española, que hay que reconstituir las fuer-
zas económicas del país. Pero, no es una idea nuestra, no es un 
punto de vista que vosotros podáis compartir o no, sino que es, 
sencillamente, un imperativo de la realidad ¿Por qué? Porque no 
está España ya en aquellas condiciones — el tiempo tiene su va-
lor—que evocaba el inolvidable Villaverde, diciendo: «Primero, 
afirmaremos la solvencia, la nivelación del presuesto, y después 
reconstituiremos el país». Hoy hay que hacer las dos cosas a un 
tiempo, no sólo porque la generación actual tiene ya derecho a 
exigirnos que le entreguemos una patria m á s grande, m á s culta, 
más fuerte, sino también porque con la t ransformación hondí -
sima que se está operando en el mundo, si España no se coloca 
rápidamente , inmediatamente, en esas condiciones de riqueza, 
de fuerza y de cultura que yo encomio, ¡ah!, España se quedará 
a t rás ; y en el concierto de las naciones y en la lucha de los pue-
blos, no vale pedir treguas, ni entrar en la explicación de a quién 
corresponde la culpa y de quién se deriva la responsabilidad. 
Hay que darle, pues, a España cuanto antes, esos elementos, 
para que pueda ser rica, para que pueda ser culta, para que pue-
da ser fuerte; y esos elementos no se los podemos dar sino aco-
metiendo al mismo tiempo, s imul táneamente , paralelamente, la 
obra de nivelar el Tesoro, de nivelar el presupuesto, y la obra de 
impulsar todas las grandes fuerzas nacionales, la agricultura, la 
industria, el comercio, la navegación, todo lo que constituye el 
nervio, la fuerza y la vida de España. (Muy bien, muy bien.) 
'fnd5inab"eidde Estoy ya viendo, Sres. Senadores, apuntar en vuestros la -
^ i í e ^''soT bios> aun siendo como sois tan propicios a la benevolencia para 
í)srifaacdtoíes,Cna0- el Ministro de Hacienda - no me cansaré nunca de agradecéroslo 
c ion a Ies para 
obra de Gobieroq 
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bastante—, una sonrisa entre compasiva y desdeñosa: «¿De dónde 
va a salir todo eso? Pero ¿cómo se va a poder hacer todo eso?» 
(Varias voces: No, no). Señores , yo sería un insensato, sobre todo 
hablando desde este sitio, s i no hubiera pensado, antes de decir 
lo que he dicho, cuáles son los medios que habéis puesto en mis 
manos, los medios que España tiene para hacer frente a la situa-
ción; y yo os digo, y ahora desenvolveré el concepto, que así como 
he expuesto en toda su desnudez, sin atenuación alguna, el esta-
do actual del Tesoro y de la Hacienda, yo tengo el convencimiento 
ínt imo, arraigado, profundo, que hasta los hechos, no sólo no 
rectifican, sino que cada día confirman m á s , de que España se 
halla en excelentes condiciones todavía para hacer frente a tal s i -
tuación y marchar gloriosa y rica y fuerte hacia el porvenir. (Muy 
bien, muy bien.) ¿Cómo? No hay fórmulas maravillosas, ni proce-
dimientos ocultos, ni recetas sibilíticas; no hay m á s que pensar, 
señores , en lo que han hecho todos los pueblos en circunstancias 
semejantes. Apelar a la opinión, que es lo primero que yo he c u i -
dado de hacer en esta tarde, mostrando escuetamente la situación 
de las cosas; demandar de todos los partidos, desde la extrema 
derecha a la extrema izquierda, su concurso indispensable para 
gobernar, en estas circunstancias, como un verdadero gobierno 
nacional; consagrar a la labor toda la austeridad, toda la severi-
dad, todo el sacrificio que ella exige; que no es ni puede ser obra 
personal del Ministro de Hacienda, ni siquiera del Gobierno, que 
ha de ser obra del Parlamento, ha de ser obra del país , ha de ser 
obra de España. 
Para mí, para el Gobierno, la labor a ejecutar se descompone Primera etapa: las 
economías como 
en tres etapas, igualmente indispensables y complementarias, J ? 6 ™ ' 8 ^ pra"¡ 
cada una de las cuales tiene su momento y su actuación. ^*?!"!*0"6* 
Primera: La política de las economías . Me preguntaba el se-
ñor Bergamín: «Pero ¿es que cree el Sr. Ministro de Hacienda 
que con esa austeridad, de que habla, en materia de gastos, se va 
hacer frente a la situación?.-.» Yo no sería digno de contender 
con el Sr. Bergamín, no lo soy nunca por mi aptitud, pero no lo 
sería tampoco por la posición que ocupo, si creyera que sólo con 
las economías en el presupuesto habría de nivelarse éste. Pero 
creo que m á s que nunca en los momentos presentes, toda fun-
ción política ha de estar embellecida y vigorizada por un profun-
do sentimiento de ética, y que no es honrado que nos dirijamos 
al contribuyente español exigiéndole sacrificios, que no es lícito 
que acudamos al agricultor, al industrial, al comerciante, al ga-
cios al país. 
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nadero, mos t rándoles la crisis que se opera en todos los pueblos 
del mundo, sin que los partidos políticos y las agrupaciones ad-
yacentes no sólo prediquen, sino que practiquen también el sa -
crificio. (Muy bien, muy bien.) 
¿Es , señores , que puede continuar, que debe continuar y 
acrecer toda esa orgía de cifras en el presupuesto de gastos? ¿No 
tenemos todos el convencimiento de que hay en la administra-
ción española mucho que suprimir, sin que padezcan en lo m á s 
mínimo los servicios públicos? (Muy bien, muy bien.) Yo he sido 
ya Ministro de varios departamentos, he desempeñado funciones 
diferentes en la Administración española, y digo que, sin que-
branto alguno para la vida del Estado, para la vida de la A d m i -
nistración y del país , pueden practicarse en proporción conside-
rable, que no quiero señalar ahora, esas reducciones. Lo dijo ya 
certeramente, con su gran autoridad el Sr. Presidente del Conse-
jo de Ministros, en su discurso inolvidable sobre las reformas en 
Guerra; puede decirlo cualquiera de vosotros que haya interveni-
do de algún modo, en la vida del Estado; no ya tantas grandes 
calidades de la política, tantas altas representaciones que en el 
Senado tienen su asiento y han desempeñado las funciones más 
importantes en nuestro país. Creo, señores , que podemos llegar, 
con el asentimiento unán ime de la Cámara, a la conclusión de 
que son indispensables y posibles las economías . (Muy bien.) 
Aspecto especial de Pero hay un aspecto actual de la vida española que de un 
las economías en 
los gastos de Ma- modo singular nos demanda, que de una manera especialísima 
rruecos. 17 
nos pide, la realización de ese plan orgánico de reducción y 
transformación de los gastos públicos. De ello se ha hablado en 
la Prensa en estos días. Comprenderéis , señores , todos los tra-
bajos minuciosos, todas las vigilias febriles que el Ministro de 
Hacienda, cumpliendo su deber, consagra, desde que ocupa este 
departamento, al examen de los factores de la vida económica 
española ; de ellos he recogido y tengo aquí un cuadro con el 
epígrafe Gastos de Marruecos. Y como no expresa la crítica exclu-
siva de los actos de este o de los otros Gobiernos; y como la res-
ponsabilidad de todas sus cifras cae sobre todos, gobernantes de 
hoy, gobernantes de ayer, parlamentarios de siempre; y como lo 
que yo digo no se opone al cumplimiento de la misión histórica y ci-
vilizadora de España en Marruecos, sino que señala sencillamente 
la necesidad y la urgencia de transformar allí un sistema de políti-
ca y de adminis t rac ión , os mos t ra ré , y ent regaré después a los se-
ñores taquígrafos este elocuente, aleccionador, cuadro estadíst ico: 
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Este cuadro dice, como veis, que desdé el año 19Ó9 al 1915, los 
gastos de Marruecos representan 682 millones y medio de pese-
tas (Rumores)j y de estos 682.millones y medio, si nos fijamos en 
un solo ejercicio, en el año 1915, apreciaremos—como en todos — 
una desproporción que es todo un símbolo de política, que es un 
símbolo que nos trae a la memoria lo que en otras partes hiciéra-
mos y lo que en otras partes nos costara tantas vidas y tantos 
sacrificios estéri les. (Muy bien.) 136 millones, casi 137, en el pre-
supuesto de Guerra; 3 millones y medio en el presupuesto de Fo-
mento; 136 millones, casi J37, en el desarrollo de la política m i l i -
tar; tres millones y medio en el departamento de Fomento, en la 
política de penetración pacífica, en la intensificación de los inte-
reses materiales, en el acoplamiento de aquellos nuevos ciudada-
nos españoles , o protegidos por España , a la vida moderna, a la 
vida europea. (Un Sr. Senadora Cifras elocuentes.) 
Y hablo de esto sin recelo, porque sé cuál es el espír i tu del 
Gobierno liberal en que figuro, porque afirmo también que sería 
imposible realizar la obra económica de nivelación del presupues-
to sin que real izásemos al propio tiempo una, por dolorosa, i n -
dispensable amputac ión , en este presupuesto de Marruecos. Así, 
el Gobierno liberal no predica sólo con palabras, sino que predica 
con obras; así, estos mismos días , España entera ha contempla-
do con satisfacción la vuelta a la patria de importantes contin-
gentes militares que estaban en Marruecos; y esta obra no ha de 
interrumpirse: ha de continuarse y mejorarse. Y por ello puedo 
hablar, porque de otro modo haría un discurso de Academia o de 
Ateneo: por ello puedo hablar desde este sitio de la transforma-
ción, de la modificación radical de la política de España en M a -
rruecos. 
Esto, en cuanto a la primera parte de nuestra política econó-
mica, de reducción. Vamos ya a la segunda. 
SSdaachn de b ¡ Es indispensable, Sr. Bergamín, y Sres. Senadores, por vio-
denda0.sdelaHa" JentofIue ello resulte, por difícil que ello parezca, vigorizarlos 
ingresos del Tesoro. Ya la gestión en la si tuación actual va dando 
su fruto, porque de enero aquí , todos los meses se han saldado 
con una diferencia importante en m á s en la recaudación, con re-
lación a los períodos del año pasado; diferencia que en el mes de 
mayo, primero en que he tenido el honor de actuar como M i n i s -
tro de Hacienda, ha llegado a cerca de nueve y medio millones de 
pesetas de aumento, casi igualando la cifra de 1914, anterior a la 
guerra. Los ingresos en mayo de 1916, ascienden a 117.263.028 
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pesetas, y los de mayo de 1914, período anterior a la guerra, re-
presentaron 117.507.000 pesetas, es decir, una diferencia insigni-
ficante con relación a los de mayo úl t imo. 
No voy a ser yo tan necio que atribuya este resultado a una 
obra personal, y menos a una obra personal mía. Cito el dato 
para contrastar un aspecto de la realidad nacional, es decir, de 
la vida española con aquel sombr ío pesimismo del Sr. Bergamín, 
según el cual no nos quedaba en la si tuación presente otro re 
curso que esperar a que concluyera la guerra. Yo creo que no 
debe esperarse a que concluya la guerra, no sólo que no debe 
esperarse, sino que no puede esperarse a que concluya la gue-
rra, para rehacerse y reconstituirse. Un prueba de que hay fuer-
za en la vida interior de nuestro país , que nos empuja a esta la-
bor, son tales resultados; es que la vida de la Hacienda en los 
meses transcurridos del año 1916 nos enseña ya que, en cierto 
modo, acomodados a las dificultades que la guerra produjo, 
podemos contar con una Hacienda relativamente normal para 
realizar la obra de que os estoy hablando. 
Claro es que ésta no será posible sólo por tales procedimien- ^oyectos de ley 
^ * * creadores de nue-
tos, sino que, como he dicho, habrá que traer al Parlamento, y vos recursos para 
^ " e l lesoro. 
los iremos trayendo inmediata y sucesivamente, proyectos de ley 
creadores de nuevos recursos para el Tesoro. Así, al mismo 
tiempo que leía ante el Congreso el proyecto de presupuesto 
para 1917, presentaba el primero.de nuestros proyectos tributa-
rios, el del impuesto sobre las utilidades obtenidas con carácter 
extraordinario, con ocasión de la guerra; y a este proyecto segui-
rán otros, de los cuales, naturalmente, no os he de hablar hoy, 
Sres. Senadores, porque sería indiscreto en mí el hacerlo, pro-
duciendo ia alarma consiguiente en los intereses a que pueden 
afectar, sin presentar, desde luego, las realidades que han de ir a 
la Gaceta. 
Yo no desconozco que, en efecto, la si tuación de España no es 
la m á s propicia para votar nuevos impuestos; pero, además , den-
tro de los actuales, puede obtenerse una elasticidad, un mayor 
fruto que, con el concurso del Parlamento, nos ayudará a vigori-
zar el presupuesto de ingresos. 
Ahora es preciso, sí , hablar al país con toda claridad, no dejar EsPiri,u dc facri.fl-
r ' ' 1 cioqucprccisa in-
que se columpie en ciertas idílicas ilusiones, nacidas de un falso J ^ V ^ t u b l d o 
concepto de la neutralidad. No cabe negar que en el fondo de !a c ión'curope^quí 
sociedad española , en los momentos presentes, se aprecia un Esíaífmíoíí 
egoísmo que contrasta CQU el espír i tu de sacrificio que ilumina y 
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hermosea a todos los pueblos en lucha. Hemos visto en estos 
días qué protestas tan nerviosas sugir ió un hecho insignificante 
como el de que el alumbrado en Madrid se apagara a las cuatro 
de la madrugada, ante el temor de la escasez de carbón. Y yo me 
preguntaba: Pero ¿es que el espír i tu recio y animoso de la raza 
española ha desaparecido ya? Pero ¿es que una molestia como 
esa, es comparable a lo que sufren en silencio otros pueblos y 
razas? Pero ¿es que cabe callar ya a España que no es posible 
que Europa casi entera arda en una hoguera y aquí no nos 
caliente siquiera las mejillas el calor de las llamas? (Muy bien, 
muy bien.) 
T7adónea?crddito Hagámoslo así, y después que hayamos practicado una política 
para obra de con- austera de reducción de los gastos públicos y de demanda al país 
solidacion econo- * 
raka y financiera ingresos que fortalezcan el Tesoro, ofreciéndole s imul tánea-
mente el programa de su reconst i tución, entonces España podrá 
apelar al crédito para consolidar su situación financiera y econó-
mica. ¿Por qué? Porque ya lo dije antes: si invirt iéramos los tér-
minos, cor re r íamos gran riesgo —he de decirlo con toda claridad, 
aunque con toda clase de miramientos y de respetos para las 
personas, porque no he venido a provocar a nadie y sólo me 
limito a recordar hechos—de que nos ocurriera lo que sucedió 
al Gobierno conservador con la operación de crédito que inten-
tó. ¿Por qué? No hay agravio ninguno para aquel Gobierno en 
decirlo; porque, aparte errores de ejecución notorios, no existía 
en el mercado nacional un ambiente de confianza; y hay que dar 
al mercado, en primer té rmino , la sensación de que el Estado 
español quiere emprender una nueva vida, quiere que aquello 
que se gaste, se gaste bien y con fruto, en obligaciones repro-
ductivas, para que quien tiene dinero, nos abra los bolsillos y 
suscriba nuestras cédulas de crédito. No es posible, sería insen-
sato en nosotros, hacer apelación al crédito, acudir a la Bolsa 
solicitando que se suscribiera emprést i to de ninguna especie, sin 
que previamente hub ié ramos realizado esta obra de austeridad y 
de política positiva. 
Así, queremos realizar antes loque demanda ser primero en 
nuestro sistema de política; y después acudiremos al crédito. 
¿Cuándo? No hay fecha fija, no puede haberla; cuando nosotros 
percibamos que hemos dado al país , al Extranjero, a las Bolsas, 
a nuestros conciudadanos y a todo el mundo esa sensación de 
que hablo, la sensación de que el régimen austero está en el 
Gobierno, la sensación de que el presupuesto se ha nivelado, la 
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sensación de que la política de reconst i tución económica ha 
llegado a imponerse en España. (Muy bien, muy bien.) 
Y para realizarla, no nos detendremos en el procedimiento, ni 
renegaremos de nuestros antecedentes; tomaremos en cuenta y 
tendremos presentes todos los factores de la vida nacional. 
No pasará para nosotros inadvertido el momento, relativa- Factores complejos 
r *• 7 de la vida nació-
mente próx imo, en que ha de expirar el privilegio del Banco de nadorTeíeurfi' 
España; tampoco pasará inadvertido el momento, relativamente cío común, 
próximo también, en que ha de renovarse o ha de cesar el régi-
men establecido con la Compañía Arrendataria de Tabacos; menos 
pasará inadvertido para nosotros el momento, más próximo aún , 
en que expire el concierto celebrado con el monopolio de explo-
sivos; y no nos olvidaremos de que hay un régimen, con carácter 
provisional, pero que viene perdurando durante siete u ocho 
años , con relación a la fabricación de cerillas y fósforos. No deja-
remos, en fin—con la mayor suma de respetos y de miramientos 
para todas las manifestaciones del crédito y de la riqueza, pero 
conscientes de nuestro deber, y bien seguros de que ha de acom-
pañarnos el concurso de los unos y de los otros—de contemplar 
en su complejidad y en su totalidad la vida nacional, y señalar un 
ideal c o m ú n , y un beneficio c o m ú n también, a cuanto pueda y 
deba actuar cooperando a esta labor de reconst i tución de la Ha-
cienda y de la Economía patrias. 
Factores de ella serán asimismo la política del crédito y la po- -^E*1*?" de,"é-
r j f dito y la política 
lítica de los transportes. Dé la política del crédito más adelante de transpones, 
hablaré brevemente. La política d é l o s transportes,como primera 
manifestación de ella, ha de exigir que multipliquemos la red fe-
rroviaria y que coloquemos a nuestras Compañías de ferroca-
rriles en condiciones de hacer frente a todo el desarrollo enorme, 
estupendo, que seguramente vendrá en el tráfico cuando la guerra 
concluya, ya que sus empresas es imposible que puedan afrontar 
con los medios actuales aquel florecimiente del intercambio para 
los mercados del interior y para los mercados extranjeros. 
¿Cómo había de ocu r r í r s enos realizar una política económica 
de amplia base, mirando al porvenir de España , s in tener en 
cuenta todos estos factores de que os vengo hablando? No los he 
de detallar m á s , porque os molestar ía con exceso y porque no 
sería este momento el m á s oportuno. Lo único que hago es 
anunciar tales conceptos, a guisa de índice, para que el Senado 
piense que tiene delante un Gobierno que conoce la realidad, y 
procura hacerla frente con los medios que la ley pone en sus 
4 * 
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manos, y con la conciencia de su deber y del momento en que el 
mundo se encuentra. 
Proyectos que cons. Dividimos también en dos momentos distintos, en cuanto al 
tiluyen el mornen- ' 
to inmediato dei programa de trabajo, el que ha de ocupar la atención de las Gá-
plan- de trabajo • •• • 
deiGobierno. maras: uno, el inmediato, el de este período de Parlamento; otro, 
el del o toño. Para este primer período, no sólo las Cámaras se 
ocuparán en el examen y discusión del proyecto de ley, que ya 
leí en el Congreso, sino de otros igualmente importantes; no sólo 
de aquellos que se refieren a la ampliación de ingresos, que de 
esos no hablaré por la razón que antes dijera, sino también de 
otros que afectan al desarrollo y a la impuls ión de los grandes 
intereses públicos. Es uno de ellos, y vendrá muy pronto a las 
Cámaras , el de creación del Instituto de Crédito, en el cual com-
partiremos, ¿por qué no hab íamos de compartirlas?, algunas 
soluciones, ideas y aspiraciones de las que ya patrocinó el Go-
bierno conservador presidido por mi ilustre amigo el Sr. Dato. 
Pensamos, sobre todo, al crear este Instituto, en el desarrollo 
de los intereses comerciales de la exportación española en Orien-
te, en Africa y en América. 
No quiero anticipar ideas, porque tendrán su cabida en el de-
bate especial que al asunto consagremos; pero sí diré que pro-
curaremos en el proyecto adelantarnos a las dificultades que en 
la práctica se deriven de la especial naturaleza del problema, en 
orden a la s i tuación del comercio de exportación español . No 
estamos, señores , en aquellas condiciones en que se encontraba, 
por ejemplo, el comercio a lemán, al constituir sus Bancos para 
la exportación; fácil era dar a ésta impulso, porque los viajantes 
de comercio alemanes hablan ido por delante de la obra de sus 
Institutos de crédito; y aquí condenados, como tantas veces, a 
realizar el progreso de la vida española a través de la historia, 
por saltos, tendremos que adelantarnos, o al menos lo procura-
remos, a lo que ya debían tener hecho y conquistado los agentes 
de iniciativa privada. 
Traeremos también, con igual brevedad, un proyecto de ley re-
lativo al crédi to agrario, porque no cabe pensar en n i n g ú n des-
arrollo efectivo de la economía nacional, sin impulsar vigorosa-
mente la vida rural , dando auxilio a los labradores y a los terra-
tenientes, que hace tantos a ñ o s vienen pidiendo a los Gobiernos 
medios económicos que hagan posible lo implantación de los cul-
tivos modernos. 
Como he dicho que no queremos renegar de nuestros antece-
Jcxvti — 
denles, ni olvidar la tradición del partido liberal en materia eco-
nómica, vendrá también, con toda brevedad, un proyecto de ley 
relativo a lo que se ha dado en llamar, en un español mas o me-
nos defectuoso, el impuesto de plusvalía y a la transformación del 
impuesto territorial; con un significado netamente social, y una 
orientación encaminada a proteger especialmente la vida de los 
pequeños cultivadores y de los colonos, y las colectividades tradi-
cionales en la vida de las aldeas y de los Municipios y comunida-
des del campo. No he de enunciar m á s el contenido de este pro-
yecto, porque sería ciertamente peligroso hacerlo sin el conoci-
miento de todos sus detalles. Cont inúo, pues, la indicación de 
estos temas en que me entretengo y entretengo al Senado. 
Traeremos también para este primer período un proyecto de 
ley relativo al régimen de los funcionarios de Hacienda, porque 
no es discreto ni justo acometer ninguna gran obra relacionada 
con el Tesoro, sin cuidarse de la si tuación de sus agentes y de dar 
a éstos una organización racional y una si tuación decorosa, como 
cumple en este siglo en que nos encontramos. 
Y no dejaremos, en fin, olvidada en nuestra obra legislativa de 
momento, aquella reforma de la ley del inquilinato, solicitada por 
insistentes requerimientos de la opinión pública, y referida p r in -
cipalmente a la vida municipal en Madrid. 
Ya veis, Sres. Senadores, si os ofrecemos desde luego labor momento 
del plan de tra-
copiosa para ocuparos todo el tiempo durante el cual queráis dis- bajo para otoño, 
pensarnos vuestra atención y vuestro concurso; ya veis si era 
justo aquel sentimiento de desconfianza o de menosprecio con 
que algunos esp í r i tus suspicaces creían ver comenzada la vida 
parlamentaria en este período, suponiendo que por parte del Go-
bierno la obra legislativa habría de ser interina, precaria, provi-
sional, hasta el o toño . Entonces, sí, vendrá el presupuesto de ra-
dical t ransformación de la Hacienda; vendrán con él todas las re-
formas que he esbozado esta tarde; pero mientras tanto, y mien-
tras las Cortes quieran trabajar, materia ha de haber sobrada para 
desarrollar todas las iniciativas y satisfacer muchos legít imos 
afanes. 
Aun necesito un poco m á s vuestra atención; la Cámara com-
prenderá que el Ministro de Hacienda no puede ni debe moles-
tarla todas las tardes, y que es preferible una sola exposición, 
aunque resulte m á s extensa de lo que habitualmente suele ser en 
mis labios, para que el Senado y el país puedan contemplaren su 
conjunto lo que ha de ser la obra económica del Gobierno liberal. 
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He hablado ya de lo que nos ocupará en este período y de lo 
que podrá ocuparnos en el otoño; pero este no es todo el conte-
nido del programa económico del partido liberal. 
E l Sr. Presidente del Consejo de Ministros dijo al constituir 
este Gobierno, que principalmente habíamos de consagrarnos a 
una labor económica y financiera, y el Gobierno, man ten iéndose 
firme en esta actitud, que permite la colaboración de todas las 
ideas y de todas las representaciones, no sólo piensa en un por-
venir inmediato, sino también en otro m á s lejano — próximo 
siempre, pero más lejano — porque no vamos a hacerlo todo a un 
tiempo, pero no queremos dejar de hacer todo lo que sea posible. 
Tercer momento de en esta etapa de Gobierno. Por esto, realizada que sea la obra del 
a d m i n i s tración 
deipresupuesto^ o toño, con los presupuestos y con las leyes económicas comple-
preparacióndele- / X A « x-
yes para la trans- men ta r í a s , prepararemos la labor inmediata, que no sólo será de 
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mica dei país. adminis t rac ión de ese gran presupuesto, sino también de prepa-
ración de otras leyes indispensables igualmente para la transfor-
mación económica de nuestro país. ¿En qué sentido? 
La guerra, Sres. Senadores, nos ha enseñado a todos, aun a 
aquellos que vivieran más alejados de estos problemas, todo lo 
. que España necesita para ser positivamente independiente; la 
guerra nos ha enseñado lo que falta en España para a t e n d e r á las 
necesidades patrias, y no habrá en lo futuro gobernante cons-
ciente de su deber, digno de ocupar su puesto, que no sienta ante 
todo la preocupación de atender a este vacío nacional. Porque 
cuando en la vida del Gobierno se perciben un día y otro las pal-
pitaciones del espír i tu público en peticiones distintas, y se oye 
cómo los viticultores nos piden sulfato de cobre, cómo otros cu l -
tivadores demandan de nosotros el azufre, cómo unas industrias 
solicitan el cáñamo y el yute, cómo otras piden carbón, cómo no 
tenemos trigo bastante para las necesidades del consumo inte-
rior, cómo nos falta tonelaje, como tantos y tantos productos, 
tantos y tantos ar t ículos que son indispensables para la vida 
españolaj surge en el án imo más propenso a la tranquilidad y al 
optimismo el convencimiento de que no hay en este país nada, 
absolutamente, comparable, en urgencia y apremio a esa política 
económica de intensificación de todos los medios que España 
necesita, como antes dijera, para ser en la realidad, en el hecho, 
positivamente, independiente y au tónoma . 
Acondicionamiento Normalizado el Tesoro, vigorizado el presupuesto, nivelados 
económico de lis-
paña para bastar- jos ingresos con los gastos, adoptado el plan de obras públ icas , 
moderniMdón'de ei Gobierno liberal tendrá inmediatamente que preocuparse, se 
servicios. 
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preocupará este Gobierno, de crear, de vigorizar, de intensificar, 
con la intervención del Estado, porque de otro modo no podría 
realizarse en muchos años , la gran obra de colocar a España en 
esa condición de «bastarse a sí misma»; y tendremos que llevar, 
y llevaremos, la obra a todos los ó rdenes de la actividad del país 
y del Estado. 
Y aun, además , pensaremos que estamos viviendo, con ligeras 
excepciones, muy honrosas para los que las realizaron, del mis-
mo sistema que implantaron, en un día ya remoto, Bravo Muri l lo 
y Mon, y procuraremos modernizar los grandes servicios públ i -
cos; y volveremos la vista a la realidad española, y apreciaremos 
que hay una serie de Municipios que claman por la solución de-
finitiva del problema d é l a s Haciendas locales; porque hemos an-
dado la mitad del camino, que consist ía en destruir, pero no 
hemos andado la otra mitad, que consiste en crear; y la mayor 
parte de los Ayuntamientos, sobre todo los rurales, viven hoy en 
la miseria y en la irregularidad permanentes, y no saben con qué 
recursos, legalmente, pueden subsistir. Y como no podemos 
hacerlo todo de una vez, y como no podemos reintegrar en su 
función a un tiempo la Hacienda del Estado y las Haciendas loca-
les, comenzaremos por hacer lo uno, para ir después al socorro 
de los pueblos, a resolver el problema de sus Haciendas. 
Y aun, s eño res , como la clave, como la cúpula , como el com- Poli,ica monetaria, 
plemento de esta obra, coincidiendo acaso, |Dios lo haga!, con el 
advenimiento de la paz, España tendrá que preocuparse de su 
política monetaria, de definir su política monetaria, de acomodar 
su si tuación a la de los pueblos que la tienen normal en el mundo 
y de sanear para siempre sus instrumentos de cambio. 
Nosotros se r í amos unos insensatos si qu i s ié ramos acometer-
lo todo en este momento y a un tiempo—lo repito de nuevo—, 
pero no desconocemos la realidad económica de España y la s i -
tuación de España en el mundo. Y en todo caso, queremos, res-
pecto de nuestros conciudadanos, realizar una labor de inicia-
ción, de exposición de ideas, para que la opinión pública vaya 
preparándose a recibir y aceptar nuestras soluciones de Go-
bierno. 
No quisiera, s eño re s , sentarme sin decir algunas palabras indefensa de nues-
0 r tro crédito, valo-
para que el Senado pueda meditar —en todo caso lo haría , lo ha- ^ y mercado», 
brá ya hecho seguramente—acerca de un problema que es, en este 
momento, preocupación de todos los Estados del mundo. Hemos 
hablado de crédi to, y hay que preocuparse, no ya para el día de la 
paz. sino desde luego para este instante en que nos encontra-
moSj de la defensa de nuestro crédito, de nuestros valores y de 
nuestros mercados. 
Después de otros países beligerantes y neutrales, Francia mis-
ma, en estos días, el 31 de mayo, acaba de promulgar una ley en-
caminada a impedir la cotización de valores extranjeros en los 
mercados franceses; no sólo la cotización, sino la puesta en ne-
gociación—diciéndolo así , con una t raducción algo bárbara—, y 
la int roducción de valores extranjeros en el mercado francés. 
Nosotros, pensando en el día que sea, para el día de que yo ha-
blaba antes al Senado, tenemos que considerar este problema de 
un modo muy reflexivo y muy atento, no sólo para evitar aquel 
éxodo de capitales que para el día de la paz anuncian tantos eco-
nomistas, no sólo para no favorecer tampoco el éxodo de obre-
ros, que igualmente se anuncia, sino también pensando en una 
necesidad inmediata, positiva y estimable de nuestros valores, 
que se relaciona con la capacidad de nuestro mercado. La capaci-
dad de nuestro mercado no es grande, y España ha de contar, por 
de pronto—el porvenir dirá si puede contar con otros factores y 
otros elementos—, sólo con sus propios recursos, ccn las fuer-
zas del país , para afrontar los problemas y las necesidades fu-
turos. 
Soy deliberadamente, Sres. Senadores, muy parco en la expo-
sición de este tema de mi discurso, y notaré is cierta lentitud en 
mi palabra, porque no quiero ir con ella ni una línea m á s allá de 
lo que deba ir, y no debo ir m á s allá de lo que sea absolutamente 
indispensable para que el Senado se haga cargo de mi in tención. 
Hay en España una aspiración, en la cual acaso han coincidi-
do todas las representaciones de la Cámara , con distintas moda-
lidades, con procedimientos diferentes, pero en el fondo con 
igual concepción del problema. Me refiero a la domiciliación del 
Exterior. A esa aspiración respondió la promulgac ión de dos re-
soluciones dictadas con noble espír i tu por el partido conserva-
dor. Con relación a una de ellas, en la otra Cámara—respondien-
do a instrucciones personales de nuestro ilustre jefe el Sr. Con-
de de Romanones—señaló puntos de vista especiales de nuestra 
comun ión política mi amigo y correligionario el Sr. Marqués de 
Cortina. 
A mí , para el momento, me basta decir al Senado: primero, 
que la política de defensa de sus valores y de sus mercados es 
practicada por todos los países del mundo, no ya por los belige-
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rantes, sino también por los neutrales; segundo, que merced a 
las resoluciones dictadas por el Estado español , la cifra inicial 
de 1.028 millones de pesetas de Exterior español , en Par í s , se va 
reduciendo considerablemente; el 31 de mayo se habían domici-
liado ya en España , de estos 1.028 millones, m á s de 232 millones 
de pesetas; y que paralelamente con este movimiento se acentúa 
la cotización del Exterior español en P a r í s , contrastando por 
cierto con la cotización correspondiente a nuestros valores de 
Interior, en té rminos tales, que ha llegado el 2 de junio a 96,80. Y 
no olvidéis, s eñores , que en julio de 1914, antes de la guerra, se 
cotizaba a 85. 
¿A qué decir m á s , de esa marcha de las cotizaciones y de ese 
movimiento de ingreso de tí tulos y de salida de numerario en 
España? Están expuestos los factores del problema: acerca de él 
no se pronuncia el Gobierno inmediatamente, pero sí declara que 
es esta política económica y moral del crédito español , del man-
tenimiento de la capacidad del mercado español , de la afirmación 
de la moneda española , de protección a los valores españoles , 
algo que nos invita a todos a la meditación y a la acción. Por 
ahora, calla y escucha el Gobierno que se sienta en este banco; 
sin perjuicio, claro es, de estar, no sólo propicio a oír, sino de-
seoso de conocer la opinión del Senado y de la representación de 
los distintos grupos de la Cámara acerca de tan importante y de-
licada materia. 
Y vamos ya, Sres. Senadores, al ú l t imo término de esta pero- La po^^.de es-
^ ' ' * portacionyel 
ración, a aquel que se refiere concretamente, puesto que habla- abastecimiento 
7 1 ^ mercado inte-
mos de crédito en el exterior, al movimiento de las exportaciones rior-
españolas y a la política que con relación a la exportación nos 
proponemos desarrollar, pregunta que vino, principalmente, de 
los labios de mi digno amigo el Sr. Allendesalazar. 
Para nosotros, en esta política de exportación, no hay, en el 
régimen del movimiento de productos españoles hacia el extran-
jero, más que una limitación capital, única, pero de la que 
nosotros nos preocupamos en primer té rmino, abastecimiento 
del mercado nacional. No cabe hablar de desenvolvimiento de 
grandes industrias, ni de impuls ión de cultivos, ni de desarrollo 
de fuerzas económicas nacionales que se encaminen exclusiva-
mente hacia el exterior, con daño del consumidor español . Esta 
es la política que hemos aplicado, que he aplicado—me refiero ya 
exclusivamente a mí—, desde que desempeño el Ministerio de 
Hacienda. 
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Yo he creído, en efecto, como el Sr. Rodríguez San Pedro, 
opinión de la que participaba también el Sr. Allendesalazar, que 
estaba en el caso de cumplir el deber que la ley me impone de oír 
a la Junta de Aranceles y Valoraciones antes de resolver sobre 
estas delicadas materias; y por eso habréis visto algunas Reales 
órdenes en la Gaceta que en su encabezamiento consignan «de 
acuerdo con el parecer de la Junta de Aranceles y Valoraciones», 
etcétera. No quiere esto decir, no puede esto querer decir que el 
Ministro de Hacienda se compromete inflexiblemente a seguir el 
parecer de la Junta de Aranceles y Valoraciones; lo único que 
afirmo es, que salvo en casos de notoria urgencia, de extraordi-
naria urgencia, de aquellos que en conciencia mueven a una 
resolución inmediata al gobernante, yo oiré siempre a la Junta 
de Aranceles y Valoraciones. 
Aspiro también a dar a esta política de la exportación, en todo 
lo posible, una cierta estabilidad sin la cual, coincido con SS. SS., 
no hay apenas vida comercial posible; porque el que contrata ne-
cesita saber en qué condiciones contrata, no puede estar pen-
diente de que al día siguiente, u ocho días después , una resolu-
ción del Poder público convierta en materia ilícita lo que como 
comercio completamente moral y lícito contra tó . 
Y en lo que se refiere a productos de la tierra, se preocupa el 
Gobierno, por un lado, de que no carezca de ellos el mercado na-
cional, pero por otro, de no hacer tampoco—como ya ocurr ió en 
cierto momento, por un exceso de previsión, disculpable, pero, 
en fin, disculpable entonces, no para nosotros, que ya tenemos la 
lección que la experiencia ajena nos m o s t r ó — q u e a un tiempo 
existan en el mercado nacional grandes cantidades de trigo ex-
tranjero y el fruto de la recolección de la cosecha de España. (Va-
rios Sres. Senadores: Es verdad). Este es un daño que se inflige, 
cuando se practica política tal, al pequeño cultivador principal-
mente, que es el que necesita acudir m á s pronto al mercado con 
sus productos. No se causa daño de ninguna especie a los gran-
des mercaderes, a los que hemos dado en llamar acaparadores, 
porque és tos esperan tranquilamente a que escasee el producto 
para v e n d e r á buen precio aquel trigo que adquirieron a precio 
bajo del pobre cultivador, que necesitaba venderlo en el acto. 
Por eso el Gobierno se preocupa de que el mercado español 
esté abastecido de trigo hasta la recolección de la próxima cose-
cha, y creemos poder estar seguros de que así sucederá; pero 
cuidaremos mucho, como con cuentagotas, de que los trigos 
— XXXIII — 
extranjeros no vengan m á s larde a producir los daños sobre el 
mercado nacional a que acabo de referirme en mis palabras ante-
riores. 
Creo que estas declaraciones satisfarán a mi respetable amigo 
el señor Rodríguez San Pedro, en cuyas palabras indudablemente 
se reflejaba una preocupación que es, como ve S. S., común tam-
bién al Gobierno. 
Y dos palabras aun respecto de los sistemas para impulsar la 
exportación, a que se refería de un modo m á s concreto el señor 
Allendesalazar. 
E l Sr. Allendesalazar recordaba una proposición, como suya 
digna de toda consideración, siquiera yo no comparta la acepta-
ción de sus principios, que presentara a las Cortes pasadas, i m -
pulsando., la exportación de determinados productos españoles , 
favoreciendo en general a la exportación; y nos preguntaba si 
nosotros íbamos a seguir practicando desde el Gobierno o íba-
mos a comenzar a practicar desde el Gobierno, mejor dicho, esa 
política. Es visto, por lo que antes dijera, y por los proyectos que 
vamos a traer a las Cámaras , cuán to nos preocupa el es t ímulo de 
la exportación. Y no sólo por todo lo dicho, sino también por lo 
que ya está en la Gaceta, por la creación del depósito comercial 
de Barcelona, con lo cual creemos haber respondido a los que 
eran deseos fervientes de algunas regiones españolas y a nues-
tros propios compromisos. Seremos fieles a ellos, no sólo con la 
adopción de las medidas contenidas en ese Real decreto, sino 
con aquellos complementos que dentro de la ley se nos demanden 
y que conduzcan a hacer más eficaz el sistema. No los hemos de 
regatear, y menos que nadie los ha de regatear el Ministro de 
Hacienda, que por cien motivos de delicadeza y de justicia se 
complació en colaborar de una manera personal y directa en la 
redacción de aquel Real decreto; Real decreto que—estoy dis-
puesto a discutirlo, cuando se presente la ocasión—es en alguna 
de sus soluciones m á s radical y más amplio que el dictamen pre-
sentado en el Congreso respecto del proyecto de zonas neutrales. 
Lo que no creemos, Sr. Allendesalazar, es que sea hoy compa-
tible este sistema, que es en el fondo una manifestación de la 
política de las admisiones temporales, con la inst i tución del 
drawback o cualquier otro sistema semejante. ¿Por qué? Porque 
se complicaría enormemente el problema, sin darle solución m á s 
fácil. Yo no conozco país alguno en que se hayan adoptado a un 
tiempo todas estas diversas soluciones, ni por estos tan distintos 
5 * 
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caminos. Yo comprendo que la Cámara, que el Gobierno, señalen 
un sistema, el que sea; nosotros hemos señalado el del depósito 
comercial, porque tenemos la experiencia de otros países , que 
acredita que este sistema del depósito comercial se ha instituido 
precisamente para suplir deficiencias, y corregir errores que se 
habían observado en aquellos otros sistemas de que es una ex-
presión el de drawback o de devolución de derechos a que se refe-
ría la proposición de S. S.; porque hemos creído que la admis ión 
temporal, que la autorización de ciertas elaboraciones en una 
zona franca, sin el abono de derechos, tiene las ventajas y no 
tiene los inconvenientes de aquel otro sistema preconizado por su 
señoría, que consiste en devolver, en el momento de exportarse 
una mercancía, al exportador, los derechos correspondientes a 
las primeras materias que han intervenido en la elaboración del 
producto; y no es fácil señalar la cantidad de primera materia que 
hay en él, ni deja tampoco de ser difícil para el Gobierno evitar 
una serie de inconvenientes que del sistema mismo se derivan, y 
que no he de exponer ahora para no corresponder indebidamente 
a la bondad que conmigo está teniendo la Cámara. Lo que digo 
es que, iniciada la política de favorecer la exportación con el de-
pósi to comercial de Cádiz, con el depósito comercial de Barcelo-
na, con el proyecto de Instituto de Crédito que hemos anunciado, 
no vamos a complicar el problema con la adopción de otras me-
didas, que no serían eficaces para el' logro del fin que apetece-
mos, y que, en cambio, serían desde luego un elemento de per-
turbación para la economía nacional y un positivo sacrificio para 
el Tesoro público. 
Conclusión. Creo, señores , haber contestado, y acaso lo he hecho con de-
masiada profusión, a los requerimientos que de distintos lados 
de la Cámara se habían dirigido al Gobierno en demanda de las 
caracterís t icas de su obra económica y de su política de Hacien-
da. Pero no he de sentarme sin dejar vivo, latente, ante la Cáma-
ra, un convencimiento: el de que yo no he hablado esta tarde 
como un disertante, como un ateneísta, como un expositor de 
doctrinas, como lo que ha dado en llamarse un sembrador de 
ideas; que yo he procurado y he querido hablar esta tarde, ante 
todo y sobre todo, como un gobernante; que por esto he cuidado 
de no exponer soluciones utópicas de imposible realización; que 
creo haberme movido constantemente dentro de la realidad espa-
ñola, de la realidad legal y de la realidad social y económica; que 
todos los proyectos anunciados vendrán a las Cámaras para que 
sean examinados y discutidos, no creyendo, ¿cómo ha de creerse 
por el Gobierno, ni por mí?, que son una expresión perfecta para 
que todos los aceptéis en el acto, sino sencillamente como una 
ponencia, sobre la cual habrá de actuar la sabiduría de las Cor-
tes; pero que todo habrá de discutirse y de votarse; que la situa-
ción de España lo demanda; que no puede permi t í r senos , que no 
se nos permit ir ía , ni a vosotros, oposiciones, ni a nosotros, ma-
yoría y Gobierno, que ent re tuviéramos el tiempo hablando y que 
nos separásemos sin realizar obra útil . 
Contemplemos, señores , cuál es la gravedad del momento 
presente; invitemos a los que están fuera de aquí a que nos sigan 
y ayuden; pero empezando nosotros también por darnos cuenta 
de todos los deberes que esa gravedad de la situación nos impo-
ne. El Ministro de Hacienda, modestamente, cree responder a las 
circunstancias con lo que aquí ha dicho; pero responderá m á s 
aun con lo que procura rá hacer. Para ello ha venido a este banco; 
para ello estará en él mientras las Cortes vivan reunidas en este 
período; para eso mismo volverá en el otoño; y si no pudiera vol-
ver para eso, estad seguros, Sres. Senadores, de que no volvería. 
(Grandes aplausos. — Muchos Sres. Senadores felicitan al orador.) 

Discurso pronunciado en la sesión del Congreso de 
los Diputados del día 30 de septiembre de 1916. 
Sres. Diputados: 
a las Cortes un 
programa orgáni-
co de política eco-
nómica de recons-
titución nacional. 
Tengo el honor y la satisfacción de comparecer delante del Par- ^ p a ^ X G 0 ^ : 
lamento para cumplir, en nombre del Gobierno de S. M . , el com- no.- «mpror 
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premiso que contrajera en el mes de junio úl t imo, de presentar a 
las Cortes un programa orgánico de política económica de recons-
titución nacional; con lo cual ratifico el sentido de la política que, 
caracterizando hoy nuestra actuación al frente de los destinos de 
España, informaba aquella proposición incidental suscrita por 
las minor ías de la Cámara, que determinó, por un movimiento de 
delicadeza, siempre respetable, la sus t i tuc ión del Gobierno con-
servador que presidía mi ilustre amigo el Sr. Dato. 
No por rendirme a una fórmula retórica, que, a fuerza de usar-
se, parecería impropia de los presentes instantes, sino como 
expresión sincera de un espír i tu ingenuo, he de deciros que 
pocas veces he hablado ante vosotros con una preocupación tan 
honda, y al mismo tiempo con un deseo tan resuelto de corres-
ponder a todo lo que demandan y exigen de un gobernante estas 
circunstancias. He de rogaros, en primer té rmino , que no me 
oigáis con una expectación que no corresponde a la modestia de 
la persona y a la propia humildad de mi obra; pero que no me 
oigáis tampoco con prevención injustificada, nacida de ecos que 
se han esparcido deliberadamente por el país aun antes de que el 
Ministro de Hacienda hubiera dado noticia de sus proyectos. 
Contra todo mi gusto, y desde luego contra toda mi convenien-
cia, en esta tarde no podré ser corto, porque es tanta la materia 
que el Gobierno ha acumulado para presentarse ante el Parla-
mento, y son tan coLiplejos y tan varios los asuntos a que he
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referirme, que, sin daño de la claridad, sin quebrantar el mismo 
deber que hoy me anima de exponeros en todos sus aspectos lo 
que constituye el programa económico y financiero del Gobierno, 
yo no podría reducirme a los t é rminos sobrios a que habitual-
mente se contrae mi palabra. 
Para evitar repeticiones, siempre enojosas, he de remitirme, 
en general, a aquel discurso que pronunciara ante el Senado en 
5 de junio úl t imo y que fué la anunciación de este mismo pro-
grama de política económica y de Hacienda. 
Pareció aquél , entonces, a algunos, uno de tantos programas 
como los Gobiernos han lanzado al viento; ni siquiera pudo mo-
lestarnos la desconfianza, justificada por tantas experiencias, con 
que distintos oradores de la minoría recibieron nuestros ofreci-
mientos. Pero el cumplimiento de aquel programa está en la obra 
de que se dará lectura dentro de unos minutos. Venimos como 
gobernantes conscientes de su deber, y m á s que nunca penetra-
dos de cuáles son las circunstancias de España y del mundo, a 
cumplir leal y honradamente nuestros compromisos. No tenemos 
la seguridad de que el acierto nos haya acompañado , porque éste 
no depende de la voluntad de los hombres; pero sí estamos segu-
ros de haber procurado responder con toda lealtad a los p r o p ó -
sitos que nos animaban y a los ofrecimientos que expusimos 
ante el país . 
Hablé entonces de cuál era la si tuación del presupuesto y de 
cuál era también la del Tesoro, y como corolario de todos los n ú -
meros y de todas las cifras, que fielmente mos t ré , sin ocultar 
ninguno de los factores de la si tuación del país , p romet ió el Go-
bierno liberal, por el ó rgano de su Ministro de Hacienda, presen-
taros en este instante, apenas se reanudaran las sesiones parla-
mentarias, en primer té rmino , una obra económica que realizara 
la política de nivelación del presupuesto por todos considerada 
indispensable, volviendo a los tiempos verdaderamente gloriosos 
y fecundos para la patria del inolvidable Villaverde, y ofrecimos 
también un programa de política reconstituyente de todas las 
fuerzas vivas del país , que sea como el primer es t ímulo , el primer 
empujón vigoroso, para que España se rehaga, se reconstituya 
en estos momentos difíciles de su historia. Estos dos postulados, 
la nivelación y la recons t i tuc ión , Sres. Diputados, puedo anticipá-
roslo, es tán cumplidos, es tán satisfechos. Luego leeré un presu-
puesto con superávit , y leeré también toda una serie de leyes eco-
nómicas encaminadas a la reconst i tuc ión del país . 
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Quiero deciros, respondiendo a algo que seguramente asoma 
ya en vuestra imaginación, que no es la nuestra una obra mara-
villosa ni una labor de taumaturgia política; que es una modesta 
obra de voluntad, de plan y de orden; que para ella no me he mo-
vido exclusivamente dentro del arsenal de mis iniciativas, sino 
que no he vacilado en traer de nuevo a conocimiento de las Cor-
les del Reino, con las modificaciones que responden a la perso-
nal significación de cada Ministro, iniciativas y proyectos que 
suscribieron otros que lo fueron de Hacienda, lo mismo en el 
partido liberal que en el conservador. 
Y ahora, par j procurar dar a este discurso, a esta exposición, 
a este informe, un cierto sistema que fatigue menos vuestra aten-
ción, os ant iciparé, como plan de las palabras que haya de pronun-
ciar, el siguiente. Primero voy a hablar del presupuesto ordina-
rio y de sus leyes complementarias; después , de eso que se ha 
llamado impropiamente el presupuesto extraordinario, o sea el 
plan especial de crédito y de reconst i tución de las fuerzas y de 
los servicios nacionales; y, en úl t imo término, habré de presen-
taros todo el conjunto, todo el sistema, de leyes económicas y 
financieras que vienen a complementar nuestra política, que no 
queremos, que no hemos querido nunca que fuera exclusiva-
mente fiscal. 
Tratemos en primer término del presupuesto ordinario; y P o r d i ñ a r i o B d 8 
dentro del presupuesto ordinario, hablemos de los gastos. La f^08_ *^1* 
nota esencial, característica de la actuación del Gobierno en el puio ¡Jad » su 
' determmación. 
presupuesto de gastos, es la sinceridad; porque la sinceridad, en 
este aspecto de la labor, es una expres ión sencilla de la formali-
dad del gobernante. Nada más fácil que urdir un presupuesto, 
que combinar fantást icamente, traviesamente, unas cifras con 
otras, para presentar ante el Parlamento una convención, una 
farsa más . Pero no están los momentos para farsas; antes bien, 
imponen una política de austeras realidades; y a esa austeridad 
se ha rendido el Gobierno en cuyo nombre tengo el honor de 
hablar. 
Y hemos sido sinceros, así en la determinación de los gastos, 
como en la es t imación de los ingresos. Lo hemos sido en primer 
término en aquel cálculo indispensable de todos los factores del 
presupuesto influidos por las circunstancias, encarecidos por 
ellas; por ejemplo, en los del coste de las subsistencias y de los 
servicios del Ejército, y de otros gastos semejantes dentro de los 
presupuestos civiles. Si nosotros hub ié r amos querido reincidir 
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en Acciones de presupuestos anteriores, sólo con no tomar en 
consideración estos coeficientes de los gastos, sólo con no ren-
dirnos a lo que es la realidad de los mercados hoy, habr í amos 
bajado el presupuesto en m á s de 11 millones de pesetas; pero 
hemos creído que no cabía insistir en esa política, que no cabía 
suponer que el precio de los art ículos de primera necesidad esta-
ba reducido e iba todavía a reducirse más , cuando todos los s í n -
tomas, todos los signos de la economía mundial, lejos de engen-
drar esta idea optimista, m á s bien afirman el convencimiento 
contrario. 
Hemos cuidado también — y me adelanto a cierto género de 
objeciones, que, antes de que fuera conocida nuestra obra, ya se 
deslizaban en los comentarios de Prensa — de que no falte n ingún 
gasto permanente y ordinario en el presupuesto, también ordina-
rio, para 1917. De modo que os advierto, Sres. Diputados, que 
no hemos querido incidir en el fácil y cómodo procedimiento de 
llevar a un presupuesto, llamado extraordinario, gastos que sean 
propiamente permanentes y ordinarios; que hemos hecho en los 
gastos una dis t inción, de que hablaré m á s adelante, cuando 
exponga directamente el plan especial y extraordinario de servi-
cios y de gastos de reconst i tución; pero que no sólo no hemos 
dejado de incluir n ingún gasto ordinario y permanente — aun en 
relación con servicios que no tienen este carácter, pero que han 
de perdurar en los Presupuestos durante a ñ o s y a ñ o s — , sino 
que el Gobierno os invita a que le mos t ré i s cualquier epígrafe, 
cualquier consignación que, teniendo este carácter, haya podido 
pasar inadvertida para nosotros, en la seguridad de que inmedia-
tamente irá al presupuesto ordinario. (Muy bien.) 
Pero hablamos de un plan extraordinario, llamadlo como que-
ráis , hablamos de un conjunto de gastos que se van a realizar en 
pro de la reconst i tución nacional, y fuera hipocresía, falacia ver-
daderamente despreciable, que no a tend iésemos al servicio de lo 
que estos gastos hayan de representar y que nos olvidáramos 
igualmente de la cantidad que representará en los presupuestos 
ordinarios sucesivos la consolidación de la Deuda flotante. He-
mos atendido a una y otra finalidad. Así, hemos llevado también 
al presupuesto ordinario m á s de 38 millones de pesetas en que 
estimamos el interés y el servicio correspondiente, ya para la 
deuda que hemos de consolidar, ya también para la deuda que 
habremos de emitir, según después os expondré , a fin de atender 
a los gastos de reconst i tución. De manera que no hemos dejado 
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fuera de este presupuesto ordinario, importa decirlo desde luego, 
nada que dentro de él debiera incluirse, porque no de otra ma-
nera podemos afirmar y consagrar seriamente la solvencia del 
presupuesto español . (Aprobación.) 
Pero el Gobierno había hecho un ofrecimiento: el de la política Las economías, 
de las economías , no porque nadie pensara que és tas bastaban 
para nivelar el presupuesto—imaginarlo sería sencillamente una 
tontería—, sino porque en tendíamos que, para realizar la política 
de sacrificios, impuesta por las circunstancias, que nosotros 
habíamos de obligar a sobrellevar a las clases contribuyentes y a 
los funcionarios mismos, era indispensable revestir tal obra de 
un sentido de ética que la apoyase y que la ennobleciera. Y así , 
con todos los trabajos, con todas las dificultades, con todos los 
dolores que esta política de reducción siempre encierra, el Go-
bierno trae desde luego una cifra de economías en los gastos 
permanentes que excede de 32 millones de pesetas. 
En todo el presupuesto, en lo que se refiere a las consignado- ^ m a e s t r o » d e e » 
nes del personal, no hemos hecho m á s que una excepción, que, 
con sólo proclamarla, matiza ya la política del Gobierno; porque 
no habíamos de ponernos en contradicción con nuestros propios 
actos; no hab íamos de hablar de un presupuesto extraordinario 
de cultura, y al mismo tiempo reducir los gastos de enseñanza , e 
interrumpir la política pedagógica que han seguido en los úl t i -
mos años todos los Gobiernos, 
Por eso traemos una consignación especial, dentro del presu-
puesto ordinario, de dos millones y medio de pesetas, para llegar 
a completar el sueldo de 1.000 pesetas, como mín imo, a todos los 
maestros 4e escuela, y para la creación que corresponda de nue-
vas escuelas en el Reino. (Muy bien.) 
Pero no es esto todo; el Gobierno no ha querido entregarse a 
una obra irregular, apresurada, irreflexiva, de economías en el 
personal, suprimiendo unos servicios, reduciendo otros, trastor-
nando todos los ó rdenes de la Adminis t ración, y lanzando a la 
calle a una multitud de funcionarios que honradamente hubieran 
desempeñado sus cargos hasta entonces. Había que llegar a una 
fórmula racional, eficaz, de amort ización, y en el articulado de la 
ley de presupuestos se os propone, Sres. Diputados, la reduc-
ción en un 25 por 100 de las plantillas de todos los funcionarios 
civiles del Estado —sin otra excepción que la de esos mismos pro-
fesores de primera enseñanza a que antes me refería—, en el sen-





de ellas, a la amortización; y así lograremos en el espacio de po-
cos a ñ o s la reducción de todas las plantillas de los servidores del 
Estado, realizando al propio tiempo una política de mejora y pro-
tección del personal, por cuanto en la liquidación que se practi-
cará, según se determina en el articulado de la ley de presupues-
tos, al final de cada año , destinaremos el importe de la mitad de 
la amort ización a mejoras para el personal y la otra mitad a la 
amort ización efectiva en el presupuesto de las consignaciones 
para el mismo. Y así , realizada esta política, sumadas a las cifras 
de la amort ización civil las que resultan de la amort ización m i l i -
tar propuesta en sus reformas por el Sr. Ministro de la Guerra, 
obtendremos cerca de 20 millones m á s de economías , sólo en 
atenciones de personal. (Aprobación.) 
dd proteo- No se nos ha olvidado — ¡cómo había de olvidársenos! — lo que 
torado en Maj rue-
cos. dijera desde los bancos de la oposición el ilustre jefe del Gobierno 
respecto a la política de España en Marruecos, ni lo que ha sido 
expres ión constante de las reclamaciones de todas las minor ías 
políticas del país: el anhelo general de reducir ese presupuesto, y 
el afán, no menos unán ime , de transformar su naturaleza. Y ha-
biendo, de acuerdo con el Alto Residente de España en la zona del 
protectorado, llegado el Gobierno a la determinación de un nuevo 
plan de los trabajos y de la actuación española allí, se consigue, 
desde luego, en comparac ión con el presupuesto de 1915, una 
economía de m á s de 24 millones. Pero esta economía, seño-
res, es mucho mayor en la realidad, porque no debe olvidarse 
que aquel cálculo de gastos del presupuesto resul tó rectificado 
en proporc ión considerable; como que los gastos efectivos, se-
g ú n arroja la l iquidación del presupuesto de 1915, ascendieron 
en Marruecos a m á s de 160 millones; y comparada esta cifra 
con la que nosotros presuponemos, que es, aproximadamente, 
de 100 millones, resulta que la economía efectiva para el país , 
no la meramente numér ica en el papel, sino la que se obtiene 
realmente, sólo en Marruecos, es de m á s de 60 millones de pe-
setas. 
Claro es, señores , que somos bastante sinceros para que, si 
nos p regun tá i s , reconozcamos que no está contenido en este nue-
vo programa de política y en estas cifras lodo lo que constituye el 
ideal de los Ministros que se sientan en este banco; pero yo os 
digo que comparé is cifras y procedimientos, y no creo que n ingún 
esp í r i tu que actúe de buena fe pueda dejar de reconocer que, hasta 
ahora, no dió n ingún Gobierno un paso tan acentuado y tan firme 
en la política que todos hemos pregonado y que todos deseamos 
implantar en Marruecos. (Muy bien.) 
De esta misma política positiva de reducción de gastos en los Glf00nsefeder^ 0oh¡ 
funcionarios, de transformación del sistema de penetración exclu- ^Guinea, 
sivamente militar, es también expres ión el presupuesto especial 
relativo a nuestras posesiones españolas en el Golfo de Guinea, 
que habrá de someteros mi digno compañero el Sr. Ministro de 
Estado, p roponiéndoos fórmulas de cooperación comercial, de 
explotación de aquellos territorios, todavía inexplotados por 
España, en los cuales sigue reinando meramente la actuación 
militar y de los diplomáticos y de los frailes, recordando períodos 
que no honran, ciertamente, a la historia patria. Con esa trans-
formación se logrará , de momento, una reducción en el presu-
puesto de gastos, y a la larga, algún positivo ingreso para el Te-
soro público. (Aprobación.) 
Hubiéramos querido reducir igualmente, o por lo menos trans- ^ ' ¡ ¿ S s " ecle' 
formar, el presupuesto de obligaciones eclesiásticas. A ello nos 
obligaban nuestros antecedentes, así nos lo imponían los votos 
particulares suscritos reiteradamente por dignos individuos de 
las minor ías liberales en otras Cortes; pero en la necesidad, que 
todos conocéis, que seguramente todos habréis de compartir, de 
proceder de acuerdo con Roma para llegar a estas reducciones, 
naturalmente, no cabía que en este instante se os ofreciera el 
resultado de la correspondiente negociación. Conste que para el 
Gobierno no ha pasado inadvertido tal extremo de su política 
económica y de reducción en los gastos públicos; y no ha pasado, 
no sólo por lo que se refiere a la t ransformación de este presu-
puesto desde el punto de vista del interés del Estado, sino tam-
bién desde aquel otro punto de vista que afecta al clero parro-
quial, que el Gobierno considera digno de especial protección, 
pero dentro de las sumas concordadas, transformando las cifras, 
administrando el presupuesto de un modo que corresponda m á s 
eficazmente a la cura de almas, y con menos prodigalidad al ser-
vicio catedral y a otro género de gastos que tienen naturaleza 
completamente distinta. (Muy bien, en la mayoría.) 
Por ú l t imo, también hemos querido oponer un dique a una ^"mpifabieí'' 
política que venía haciéndose en los ú l t imos a ñ o s en relación 
con el presupuesto de gastos, y que consideramos funesta para 
el país: la política de los crédi tos ampliables. Los crédi tos am-
pliables venían de tal manera mul t ip l icándose en nuestros pre-
supuestos, que habiendo comenzado por una cifra reducidís ima, 
que respondía realmente a las necesidades y a las modalidades 
de los créditos mismos, llegaba a términos que de hecho conver-
tían en una ficción el presupuesto que vosotros votabais; porque 
todos o casi todos los créditos susceptibles de aumento en el 
curso de un ejercicio, se reputaban ampliables. 
Así no había nada m á s sencillo que hacer un presupuesto; 
porque con imputar a cada uno de esos crédi tos una cifra 
caprichosa, mín ima, se os podía, cómodamente , presentar el 
resultado que quisiera el Ministro de Hacienda; y después , la 
realidad se encargaba de que esos créditos crecieran y crecieran 
durante el curso de un año , y por ser ampliables, ni siquiera el 
Parlamento se enteraba de ello, hasta que se publicaba la l iqui -
dación de cada presupuesto, y se veía que algunos de tales c réd i -
tos habían sido duplicados, triplicados y hasta decuplicados. Por 
eso, una de nuestras resoluciones ha sido reducir el n ú m e r o de 
crédi tos ampliables a los que estrictamente deben serlo dentro 
de un régimen leal de presupuesto y de fiscalización; y así , 
hemos suprimido nada menos que 30 crédi tos ampliables^ que 
consideramos que no tienen, ni pueden tener rectamente, esta 
naturaleza. (Muy bien.) 
De tal modo, respondiendo en todo a una política de severidad, 
de restr icción, de recogimiento, hemos llegado a la cifra total de 
gastos ordinarios para el ejercicio p róx imo, de 1.325.934.137 pese-
tos; 1.325 millones en n ú m e r o s redondos, 
iosinarresos.- Hablemos ahora de cómo vamos a cubrir esta cifra; porque 
Sinceridad en su 
evaluación. dentro del presupuesto de gastos, hemos realizado una de las 
misiones, uno de los deberes que nos incumben; hemos reduci-
do la cifra de los gastos, hemos dado severidad a la administra-
ción del presupuesto; pero ahora viene el complemento. Aquella 
política no sería bastante para que l legásemos a la nivelación: os 
preciso dotar de nuevos ingresos al presupuesto del Estado. 
Veamos cuál es en la materia la política que ha desarrollado y que 
os somete hoy el Gobierno de S. M . 
Hemos querido ser en el cálculo de los ingresos, tan sinceros 
como lo hemos sido en la determinación de los gastos. También 
en estos cálculos tiene ancho campo, cuando quiere actuar, la 
travesura de un Ministro. Con suponer que por una repentino, 
súbi ta prosperidad del poís, por una mayor eficacia de la gest ión 
de los intereses del Estado, por cualquier otro género de circuns-
tancias, los cifras de los ingresos van a rebasar las previsiones 
ordinarias y a aproximarse a aquellos t é rminos que al Ministro 
de tíacienda le conviene que logren, es facilísimo presentaros un 
presupuesto nivelado. ¡La Historia nos lo enseñal 
Pero yo he preferido participar de aquella sinceridad que ya 
usaron en este banco otros dignos antecesores míos , siquiera la 
sinceridad entonces se mostraba para señalaros la cifra del défi-
cit. En la ocasión presente la sinceridad actúa para someteros 
exactamente las cifras de los gastos y de los ingresos calculados; 
pero para deciros también de qué medios aspiramos a valemos 
para cubrir el déficit. 
Cálculo de ingresos. Dado el curso de los sucesos en el mun-
do, hubiera sido risible que el Gobierno os trajera un presupues-
to de ingresos calculado en absoluto sobre cifras normales ante-
riores a la guerra europea. Hubié ramos podido hacerlo, hub ié ra -
mos podido mostraros esta i lusión, este artificio; es posible que 
la realidad misma viniera a confirmar este optimismo. No tene-
mos datos, no tenemos bastantes factores de conocimiento, ni 
los tiene nadie, para señalar de antemano la fecha de la paz; y no 
cabe duda que la fecha de la paz ac tuará de un modo directo so-
bre los ingresos del Tesoro. 
En estas condiciones — ya en el proyecto de presupuesto se 
dice — hemos distinguido, al hacer la evaluación de los ingresos, 
su diverso rendimiento, en comparación con el úl t imo presu-
puesto normal de 1913. 
Guando las bajas han sido motivadas por circunstancias 
extraordinarias, como ocurre en Aduanas, transportes mar í t i -
mos, etc., se ha buscado el rendimiento probable del presupues-
to en el año , dada la recaudación obtenida en los ocho primeros 
meses del corriente; y partiendo de la cifra así obtenida y de la 
alcanzada en la recaudación de 1013, hemos tomado el promedio. 
No es exagerado este cálculo, porque el principal impuesto afec-
tado por la guerra, el de Aduanas, va afortunadamente repon ién-
dose en t é rminos muy sensibles. 
En aquellos tributos que es tán en alza, en relación con la 
recaudación obtenida en 1913, hemos hecho la dist inción siguien-
te: cuando el alza es producida por normal desarrollo del tributo 
— contr ibución territorial, industrial y utilidades, etc.—, se ha 
hecho la evaluación para 1917 tomando como base lo recaudado 
en los ocho primeros meses de 1916; cuando el alza es producto de 
circunstancias anormales—minas de Almadén, derechos de expor-
tación, etc. — , se hace la evaluación buscando el promedio entre la 
recaudación probable de 1916 y la de 1913; y, por tanto, calculamos 
para 1917 bastante menos de lo que se ha de recaudar segura-
mente en 1916. 
Con estos procedimientos y con estos cálculos, los ingresos 
actuales nos dan un resultado para 1917 de 1.315 millones de pese-
tas. Había, pues, que crear nuevos recursos; ya lo dijo el Ministro 
de Hacienda en su discurso programa del Senado, y m á s tarde 
hubo de repetirlo ante vosotros. 
Sobrante de 95 m¡- R ind iéndonos a esta necesidad y tomando en cuenta la situa-
llonet de pesetas. J 
ción del país , hemos creado nuevas fuentes de ingresos, que 
representan m á s de 106 millones de pesetas, o sea, en junto, un 
presupuesto de ingresos de 1.421 millones y pico. Tenemos, por 
tanto, un superávit inicial de unos 95 millones de pesetas, apro-
ximadamente. (Rumores.) 
Yo os ruego, señores , que no juzguéis por impres ión; que no 
formuléis conclusiones de pensamiento, sin datos de hecho que 
os permitan l legara una resultante lógica. Contaba yo de ante-
mano, cuando os he leído esta cifra de sobrante de 95 millones, 
con un cierto rumor alborozado de la Cámara; porque, en efecto, 
tanto hemos pregonado todos la si tuación presente, y tanto hemos 
señalado todos sus dificultades, que no es ex t raño que, sin ana-
lizar los factores y los elementos del plan trazado, os parezca 
poco menos que un cuento de hadas financieras este sobrante de 
95 millones de pesetas. Pero vamos inmediatamente a ver cómo 
brota el sobrante, y vais también a conocer a qué responde nues-
tra política de sobrantes vigorosos, copiosos, tenaces, que no son 
sino una previsión para atender al desarrollo de ese otro plan 
extraordinario de reconst i tución de que hablaremos m á s tarde. 
Es esta exposición, Sres. Diputados, árida y fatigosa, m á s to-
davía para vosotros que para mí (Varios Sres. Diputados: No, no; 
es muy interesante); pero es indispensable. Yo p rocu ra ré corres-
ponder a la benevolencia de la Cámara no diciendo sino lo que sea 
absolutamente preciso en el instante, para que forméis vuestro 
juicio cabalmente. 
Heoenidad de Nuevos recursos. Yo me hago cargo desde luego de todas las 
nuevos recur-
sos, que n-i suposiciones, de todos los temores, de todas las alarmas. E l con-
ooníribncióa tribuyente está inquieto, temiendo que la garra del Fisco caiga so-
t e r r i t erial, "* 1 7 . 
niaiaindus- bre él, y se han creado toda clase de fábulas, toda suerte de com-
trial, ni al ' ^  
crédito pú- binaciones y todo género de arbitrismos. Me importa daros, des-
blico. 
de luego, Sres. Diputados, una tranquilidad; estos nuevos recur-
sos no afectan esencialmente ni a la contr ibución territorial, ni a 
la cont r ibuc ión industrial, ni al crédito público. A la cont r ibuc ión 
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territorial, porque, dada la naturaleza de la riqueza agraria en 
España, yo he creído que const i tuir ía un error de política eco-
nómica el procurar adicionar con una décima o con varias déci-
mas de recargo aquella contr ibución (Muy bien),^ lo mismo se 
me ha ocurrido en relación con la contr ibución industrial. 
No me esfuerzo en transmitiros lo que he pensado, consciente 
de mi deber, respecto al crédito público. Yo creo que no hay nada 
que dañe tanto al desarrollo, a la vida y al prestigio de un país , 
ante el mundo, como el que con insistencia unos y otros Min i s -
tros de Hacienda cosquilleen los signos de crédito ante el extran-
jero. (Mwj bien, muy bien.) Por eso he dejado intactos los tres 
grandes sectores de la riqueza nacional; y digo intactos porque, 
aunque me he de referir después a algo en relación con la contri-
bución territorial, no afecta ciertamente a la tierra, como os ex-
plicaré. 
E l primero de los recursos con que ampliamos el presupuesto ' c w n s o b í l i o i 
de ingresos—no os sonr iá i s , Sres. Diputados de enfrente, ni s in - J r a í r d T n a -
táis tampoco exasperación contra el Ministro de Hacienda, que ri0B-
cumple el mandato de su deber—es la contr ibución sobre los be-
neficios extraordinarios. (El Sr. Nougués: Muy bien.) Se nos pre-
guntaba con insistencia cuán to e spe rábamos obtener de esta 
contr ibución. La hemos cifrado en 30 millones de pesetas, canti-
dad que no es, ni mucho menos, exagerada, sobre todo si tenéis 
en cuenta que, sea el que quiera el criterio que en definitiva adop-
te el Parlamento respecto a la cuest ión llamada de la retroactivi-
dad, habrá de acumularse más de una cuota dentro del próximo 
ejercicio en la l iquidación del tributo a que nos referimos. Ele-
mentos de los mismos que han venido protestando contra la im-
plantación de dicho tributo reconocen que, en efecto, es un pro-
blema relativamente fácil el obtener esos 30 millones de pesetas 
sobre la l iquidación de los beneficios extraordinarios con oca-
sión de la guerra. 
Por hoy nada m á s , porque la d iscusión ha de continuar, y en 
ella el Gobierno ha de sostener de nuevo su criterio, abierto a 
todas las transacciones, dispuesto a todas las facilidades, para 
llegara un acuerdo con las distintas representaciones de la Cá-
mara, y no hay que decir que con la de las fuerzas económicas 
del país , interesadas en este proyecto. 
Viene en seguida una ley de reforma tributaria. ¿Es que tras ^f"^*1*11"** 
de este nombre se esconde una t ransformación radical de la or-
ganización técnica de los tributos en España? No. En la exposi-
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ción, absolutamente sincera, que yo hago ante el Parlamento, he 
de confesaros que mi propósi to , en los primeros momentos, fué 
precisamente este: intentar la modernización, la t ransformación 
científica, hasta donde yo pudiera lograrla, de todo nuestro siste-
ma de tributos. 
Pero inmediatamente, hombre cauto —procuro siempre ser, 
lo — me asaltó el recuerdo de que toda t ransformación, por acer-
tada que sea, implica una per turbación, y, t r a tándose de ingre-
sos, una reducción considerable; y no estamos, señores , en mo-
mentos de renunciar ni a uno solo de los millones que pud ié ra -
mos aportar a las cajas del Tesoro. 
Yo sigo opinando lo que he dicho más de una vez respecto a 
la organización fiscal de España : que está todavía encajada en los 
moldes que la imprimieran aquellos varones esclarecidos que se 
llamaron Mon y Bravo Muri l lo; que no se ha hecho sino una su -
perposición de impuestos, tributos y gabelas; que impor ta rá des-
hacer algún día ese dédalo; pero en estos momentos, el Ministro 
de Hacienda ha de cuidar, m á s que de su preocupación doctrinal, 
m á s que de un imperativo técnico, de la necesidad real, de su de-
ber escueto de vigorizar los ingresos del Tesoro. Y así , en la re-
forma tributaria que se os somete con relación a siete leyes: la 
territorial — explicaré en qué—,1a de utilidades, la de derechos 
reales y t ransmis ión de bienes, la de grandezas y t í tulos, la de 
transportes, la de azúcares y la de timbre, me he reducido a re-
coger las lecciones de la experiencia en estos ú l t imos a ñ o s , a 
remediar algunas injusticias y a suplir muchas omisiones. Voy a 
deciros rap id ís imamente , claro es que prescindiendo de muchos 
detalles, porque de otro modo no acabar íamos nunca, lo que es 
la reforma en cada una de las leyes anunciadas. 
COfüíiÍíl,ción ,erri' Ya 08 ^e dioho que el Gobierno no ha querido imponer nuevos 
gravámenes a la tierra, no ha querido aumentar su cont r ibuc ión; 
por consiguiente, al hablar de reformas en este tributo, había de 
referirme a aquellas que tuviesen meramente un carácter formal, 
o que no afectasen a la tierra misma, sino que correspondiesen a 
otros apartados incluidos dentro de la ley. 
Así, además de reducir el descuento imputado a los edificios 
que ocupan sus propios d u e ñ o s , el l íquido imponible de los so-
lares se fija en el 5 por 100 de su valor en venta, y el tipo de impo-
sición aplicable al mismo en el del 10 por 100 del l íquido imponi-
ble determinado en dicha forma, sin que en n ingún caso pueda 
ser la cuota inferior a la de una tierra de labor de igual cabida y 
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de la mejor clase del té rmino municipal. No puede continuar, se-
ñores Diputados — creo que todos reconoceréis que esto es per-
fectamente justo—, el espectáculo de ciertos solares que todos 
conocemos, que podr íamos señalar por su propio nombre, en el 
centro de Madrid, que pagan una cuota verdaderamente ridicula. 
Se modifican los t é rminos de varias exenciones de las admiti-
das en la ley de la Contr ibución territorial; no las detallo porque 
son largas y no tienen una importancia sustancial; las encontra-
réis en el proyecto correspondiente y en el extracto que se repar-
tirá a los Sres. Diputados. 
No contiene este proyecto sino un aumento en la contr ibución 
territorial de los terrenos dedicados a pastos de reses bravas y 
que son susceptibles de mejor cultivo. (Muy bien, muy bien. Ru-
mores.) 
Y para que nada falte en esta exposición, sobre todo en lo que 
se refiere a cifras, he de decir que el cálculo, la est imación del 
aumento derivado de la t ransformación del tributo de que acabo 
de hablaros, es modestamente de 125.000 pesetas en la contribu-
ción rústica—no creo que la cifra pueda parecer exagerada—y de 
2 millones de pesetas en la urbana. 
Hablemos de las utilidades. Una mala noticia para muchos de Coniribudón sobr,; 
r las utilidades de 
los Sres. Diputados que aquí se sientan y que ejercen profesiones [• ?vexa mobi-
liberales. Se sujetan a la contr ibución de utilidades las profesio-
nes de la tarifa 4.a de la contr ibución industrial , salvo las dé la 
Sección de Artes y Oficios; y, en su consecuencia, las profesiones 
de orden civil , judicial, y médicos , pagarán el 8 por 100 hasta una 
utilidad de 5.000 pesetas y el 10 por 100 desde 5.000 pesetas en ade-
lante. Yo creo que no hay nada más justo; que no había razón 
para que estas profesiones no pagaran en relación con la utilidad 
que obtuviesen. 
Pero iremos, s eño res , y digo que iremos, porque el día que yo 
deje este banco seré uno de los castigados con tal severidad, ire-
mos en una regocijada compañía ; porque los toreros, pelotaris, 
artistas dramát icos o l ír icos, etc., segui rán sujetos al impuesto 
de utilidades; pero en lugar de producirse el notorio escándalo 
que ahora se da, que se traduce en recaudaciones verdadera-
mente irrisorias con relación a este tributo, se les sujetará a 
una cuota mín ima determinada por medio de patentes que osci-
larán entre 10 y 10.000 pesetas al año . (Muy bien.) 
Contiene a d e m á s la reforma un precepto de mayor sustancia, 
que se refiere a la posible unificación de la t r ibutación de las So-
7 * 
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ciedades; pero no partiendo — me anticipo a toda inquietud — de 
las cuotas más altas, sino buscando el término medio. Se unifica 
en el 10 por 100 el gravamen de las Sociedades anón imas y co-
manditarias por acciones, y se inicia una reforma que formaba 
ya parte del convencimiento, bien añejo, del Ministro de Hacien-
da, pero que era una imposición para él después de todo lo que 
se dijo aqu í cuando se discutió en el verano úl t imo la contribu-
ción sobre los beneficios extraordinarios; me refiero a la inclu-
sión en la contr ibución de utilidades de todas las Sociedades re-
gulares colectivas, comanditarias simples y demás mercantiles, y 
las Sociedades y Asociaciones en general de fines lucrativos. 
No hay razón, como entonces se dijo, para que de dos Socie-
dades, una anón ima y otra que no lo sea, que ejercen su indus-
tria, su negocio, pared por medio, la una esté gravada con cuotas 
que resultan en la práctica relativamente altas, y la otra pague 
una cantidad mezquina. La reforma es un imperativo de justicia, 
y yo supongo que tendrá el asentimiento de todas las oposicio-
nes de la Cámara que, en aquella d iscus ión de que antes hablaba, 
requirieron al Ministro de Hacienda para que marchase en esta 
dirección. Es, además , una reforma que nos encamina hacia el 
ideal, en cuanto es preparación de la técnica y del procedimiento 
de la Adminis t ración para llegar al impuesto sobre la renta. 
Se hace una declaración terminante respecto a los ferrocarri-
les de las Sociedades mineras, para poner té rmino a toda una 
serie de cuestiones que han llegado con reiteración hasta el Tr i -
bunal Supremo, y se afirma un principio de protección de la eco-
nomía nacional, del crédito nacional, del trabajo nacional, que es 
el de que las Sociedades extranjeras estén sometidas a todos, 
absolutamente todos los impuestos que pagan las Sociedades es-
pañolas (Muy hien), añadiendo que en n ingún caso la cifra de sus 
utilidades en el Reino haya de estimarse, al efecto de la contr i -
bución , inferior a la que proporcionalmente al capital total y al 
empleado en España , corresponda a éste en los beneficios to-
tales de la Sociedad. 
A virtud de estas reformas, modestas en la apariencia, pero 
sumamente eficaces en la práctica, aspiramos a obtener, durante 
el ejercicio p róx imo, una cifra de aumento en los ingresos de 
seis millones de pesetas. La Adminis t rac ión, por los datos, por 
las es tadís t icas que tiene a su disposición, por el resultado de 
una serie de experiencias, la ha cifrado en mucho m á s ; sin em-
bargo, he querido ser modesto, ser parco, y realmente no más 
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que en seis millones de pesetas va estimada en la relación que se 
somete a los Sres. Diputados. 
Algunas palabras sobre el impuesto de derechos reales y impuesto de dé te . 
0 í ^ chos reales y 
t ransmis ión de bienes. Ministros de Hacienda, del partido con- transmisión de 
' r bienes. 
servador como del partido liberal, que en esto no ha habido dife-
rencia entre unos y otros factores de la política española, han 
procurado implantar dentro de este tributo un coeficiente de 
progresión. En el mismo sentido caminan nuestras reformas. 
Extiéndese la progres ión a los de la línea recta y a los cónyuges , 
si bien el aumento de tipos recae principalmente sobre las gran-
des fortunas, para las que se llega en la línea recta no más que 
al tipo del 4 por 100. 
En orden a las sucesiones, se considera a los colaterales de 
quinto y sexto grado como ext raños , se llega hasta el 30 por 100 
cuando los parientes de dichos grados heredan abintestatOj se 
restablece el tipo del impuesto de 25 cént imos por 100 sobre los 
bienes de las personas jurídicas y se proponen otras reformas 
que se ha estimado de estricta justicia y que han de ser bien 
acogidas por las Cámaras y por la opinión pública. 
Todas estas reformas, según los cálculos de la Administra-
ción — aquí me oyen personas que los conocen lo mismo que el 
Ministro de Hacienda que os habla, porque las estadíst icas no se 
han formado en la dirección de nuestra política exclusivamente, 
sino que pertenecen al acervo común de los técnicos de la A d m i -
nistración española—, todas estas reformas produci rán un míni-
mum de mayor ingreso de ocho millones de pesetas; sin embar-
go, no las ciframos m á s que en la mitad, en cuatro millones de 
pesetas, para el p róx imo ejercicio. 
Grandezas, t í tu los , honores y condecoraciones. No es grande Grandezasjntuio». 
la cifra que hemos de obtener, pero respondemos a un senti-
miento de justicia poniendo término a la reducción que implantó 
la ley de 1899. E n una palabra, aumentamos el 50 por 100 sobre 
las cuotas correspondientes, y no estimamos este aumento de 
ingresos sino en 450.000 pesetas. 
E l impuesto de transportes no es de aquellos que, doctrinal- Impp^lees8,0 de ,ía,)*" 
mente, tengan n i puedan tener la simpatía del actual Ministro de 
Hacienda, ni seguramente la de la mayoría de los Diputados que 
aquí se sientan, porque técnicamente es algo que se opone al des-
arrollo del trabajo, a la circulación de la riqueza; pero la experien-
cia de los ú l t imos a ñ o s , en que se han prodigado las exenciones 
del tributo, nos enseña que estas desgravaciones no han ido jamás 
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al consumidor, y que el Estado ha perdido cifras muy considera-
bles de las que recaudaba por impuesto de transportes. Éste, en 
efecto, ha ido quedando en las zarzas de una serie de reclamacio-
nes y exenciones sucesivas, al extremo de que en el propio Minis-
terio de Hacienda es difícil enterarse de qué clases están gravadas 
por el impuesto de transportes y qué otras se hallan redimidas de 
él; porque hay exclusiones mediante leyes, mediante Reales decre-
tos y hasta mediante simples Reales órdenes . 
De modo que, desde luego, por una necesidad de seriedad de 
la Administración, importaba establecer de manera categórica y 
concreta la si tuación legal de este impuesto; e importaba no 
menos que, con relación a aquellos ar t ículos respecto de los que 
la experiencia ha enseñado que la desgravación no ha resultado 
en beneficio del consumidor, se restableciera el impuesto y vol-
viera al Estado, siquiera fuera en parte, lo que éste, graciosamen-
te, había dejado en manos de unos y otros intermediarios. 
Esto y nada más que esto es lo que se hace en relación con el 
impuesto de transportes; y así obtenemos cuatro millones y 
medio; dos millones con relación al impuesto de transportes por 
mar, y dos millones y medio con relación al impuesto de trans-
portes por tierra. 
impuesto sobre ej Dos palabras sobre el impuesto de azúcares . Todos recorda-
réis , Sres. Diputados, aquella ley de 15 de julio de 1914 que reba-
jó el impuesto de 35 a 25 pesetas. Realmente respondió a un pac-
to del Gobierno y del Parlamento con respetables intereses que 
necesitaban del concurso del Estado para afrontar una si tuación 
difícil; una de las bases de ese pacto, desde luego la más esen-
cial, era la obtención de una rebaja en el precio. Por desgracia, la 
realidad no ha correspondido a tales esperanzas. El Ministro de 
Hacienda no quiere hacer cargo a nadie, porque no es este mi 
propósi to en el instante en que os hablo. Ya habremos de entre-
tenernos, largamente, en todos los aspectos, en todas las moda-
lidades de este problema, que de un lado interesa a una parte 
de la agricultura española tan importante como la que cultiva la 
remolacha, de otro a un sector industrial, tan respetable como el 
de los fabricantes de azúcar , y de otro, por úl t imo, a una falange 
enorme de consumidores, que somos en definitiva todos los c i u -
dadanos. 
Yo no hablo ahora de ello: me limito, como Ministro de Ha-
cienda, a afirmar desde el punto de vista fiscal, un hecho; y es 
que aquella rebaja no ha aprovechado a los consumidores; que, 
azúcar. 
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por lo que quiera que sea, el azúcar no sólo no ha bajado, sino ' 
que ha encarecido, y, al propio tiempo, que la rebaja del impues-
to le ha costado, en n ú m e r o s aproximados, al Tesoro unos doce 
millones de pesetas, y habiendo de demandar nuevos recursos 
para fortalecer los ingresos, yo he creído, creo de mi deber au-
mentar de 25 a 30 pesetas el impuesto sobre cada 100 kilos de azú-
car, y de 12 a 15 pesetas sobre igual cantidad de glucosa. Con una 
reserva, para que no actúe este factor como un nuevo medio de 
encarecimiento: con la reserva de que, desde el instante en que 
los precios lleguen a aquel límite que tenían cuando se votó la 
ley de que os hablaba, el Estado renunc ia rá en provecho del con-
sumidor y de estos mismos industriales, a la elevación del i m -
puesto que, como veis, no es sino el 50 por 100, la mitad de lo que 
antes se bajó. (Muy bierij muy bien.) 
Y vamos a la reforma del Timbre. La reforma del Timbre no Timbre dd Estado, 
cabe, señores , que yo os la exponga oralmente, siendo, como es, 
principalmente, de detalle. Se extiende, se diluye, abarca muchas 
manifestaciones de la actividad nacional; pero, desde luego, sin 
cuantía excesiva, sin que constituya ni represente un gravamen 
que pueda resultar insoportable para ninguno de aquellos elemen-
tos que han de pagarlo. Al contrario, por ejemplo, en los protes-
tos de letras se atiende a demandas reiteradas de las Cámaras de 
Comercio y de la Industria en el sentido de que exista una escala 
gradual, para que no pague lo mismo un protesto de cierta cuan-
tía que otro de una cuant ía insignificante. Suprimimos el papel 
de oficio, reforma varias veces intentada, porque el papel de oficio 
es una prodigalidad más de la Administración, que se aplica a 
toda suerte de menesteres, que no son precisamente aquellos 
para los que lo ha instituido la ley. 
Se plantea una reforma — después hablaré de ella al referirme 
a la ley del Banco—de tanta trascendencia como el impuesto so-
bre la circulación de billetes, en cuanto a la cifra de la circula-
ción productiva, del 1 por 1.000; y se regula todo lo que se refiere 
a la expendición de recibos y de documentos de crédito, en esca-
las que se acompañan al proyecto. Nada m á s fácil que calcular el 
resultado de todas estas reformas, puesto que la Adminis t ración 
posee estadíst icas correspondientes a cada una de las unidades 
o de los grados sobre que el tributo ha de descansar. Calculamos 
este aumento, resultante de la t ransformación del impuesto del 
Timbre, en 11 millones y medio de pesetas. Tal es, Sres. Diputados, 
el contenido de esa que yo he llamado ley de Reformas tributarias. 
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monopolio a« peno no bastaba todo ello: era necesario crear algún nuevo 
venta del al-
oohoi. ingreso para el Tesoro, en forma distinta, en dirección diversa de 
como hasta ahora se hubiera movido nuestra actividad fiscal. Yo 
medité mucho qué nuevo gran recurso podría crearse; aun am-
pliando algunos de los existentes, para vigorizar en cifra relativa-
mente importante los ingresos del Tesoro, y después de muchas 
reflexiones, y de tomar en cuenta, más que el ejemplo de lo hecho 
en el extranjero, con enseña r ello mucho, las realidades naciona-
les, me he inclinado a proponeros la creación de un nuevo mo-
nopolio, que es el monopolio del alcohol. (Rumores.) 
¿Es que soy yo, acaso, partidario, doctrinalmente, de la polít i-
ca de los monopolios? No lo soy; pero ya he dicho que no he 
venido aquí a dejarme influir por mis puntos de vista persona-
les, sino a atenerme en primer término a la realidad nacional y 
al momento en que ac túo . Los monopolios, como tales, en cuan-
to son entregados a una entidad particular, resultan una confe-
sión de incapacidad, m á s o menos relativa, de parte del Estado; 
pero no creo que en la materia nosotros hayamos de aprender 
ahora nada nuevo; porque la incapacidad de nuestra Administra-
ción en ciertos respectos está bien acreditada por las enseñanzas 
recogidas en la actuación de otros monopolios; y sobre todo, tra-
tándose de la ins tauración de uno nuevo, de iniciar una nueva 
política monopolizadora, creo que todos los hombres reflexivos 
y conocedores de la realidad nacional es tarán conformes en que 
cuando menos para instaurar el monopolio, para iniciar esa po-
lítica fiscal, para abrir después el camino a otras iniciativas del 
Estado, hay que contar con la iniciativa particular, hay que entre-
garse a la cooperación privada, no se puede descansar en la i n i -
ciativa y en la gestión exclusivas del Estado. De ahí la idea de 
entregar el monopolio del alcohol, en la forma que voy a explica-
ros en seguida, a un arriendo, a una Sociedad que actúe conjun-
tamente con el Estado. 
L a idea de desarrollar considerablemente el ingreso por a l -
coholes, de hacer del alcohol un gran ar t ículo de renta, no es 
una idea nueva, es una idea que han compartido todos los parti-
dos de Gobierno y que han tratado de practicar desde este banco 
ilustres Ministros de Hacienda, algunos de los cuales me escu-
chan, en todos los tiempos y en todas las situaciones. España , 
s in embargo, puede decirse que es todavía una excepción en el 
mundo; porque el alcohol es uno de los grandes ingresos, de los 
grandes medios de los presupuestos extranjeros, y sin que aspi-
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remos, ni mucho menos, por mil razones, ni siquiera en la parte 
proporcional que nos corresponder ía , atendida la población de 
España, a cifras que podrían reputarse de fantásticas, como ha 
producido este impuesto en Rusia, podemos aproximarnos a 
tipos de percepción que han admitido otros países . 
E l primer escollo que había que salvar para implantar esta 
nueva política fiscal era el del daño, real o supuesto, para los 
intereses de la viticultura española . Yo no examino ahora desde 
el punto de vista de las ideas, de la economía, de la técnica, si es 
o no racional producir en estos tiempos alcohol de vino. No lo 
examino, me atengo a una realidad nacional, y la realidad es que 
en este respecto, como en tantos otros, España está todavía ape-
gada a cierta rutina, y aunque la filoxera se ha encargado de sua-
vizar, de aligerar, casi de resolver el problema, reduciendo el 
enorme sobrante que antes tuviéramos de producción de vino, 
todavía existe un cierto factor de producción de alcohol de vino, 
con el cual hay que contar, con el cual debe contar todo Ministro 
de Hacienda, que no quiera dar a su reforma un carácter de hos-
tilidad para una manifestación respetable e interesante de la 
riqueza nacional. Así, yo no propongo nada que vaya directa-
mente contra el productor, ni nada que restrinja la producción, 
ni nada que sirva de obstáculo o de gravamen al productor mis-
mo o a su producto; lo que hago es proponer al Parlamento un 
sistema que consiste en la compra del producto elaborado; es 
decir, que lo que va a estar monopolizado, lo que va a estar es-
tancado, hablando en té rminos vulgares, es la venta del alcohol. 
Así, el Estado, ya directamente, ya por medio de una entidad 
arrendataria, adqui r i rá el alcohol, dando preferencia al vínico. 
La determinación del precio, escollo en el cual también se tro-
pezaría si la Adminis t ración se adelantara a fijarlo en cuant ía 
que pudiera no ser conveniente para el productor, se herá con 
intervención de los productores mismos, sobre la base de que el 
del alcohol vínico resulte remunerador para el cultivo de la vid, 
y de que en los industriales el fabricante tenga cuando menos un 
margen de ganancia del 10 por 100. Los precios de venta se rán 
—y en esta cifra claro es que estriba todo rendimiento del im-
porte—, para el alcohol neutro rectificado, de 96 a 97 grados, 300 
pesetas hectolitro; para el alcohol vínico, destilado a vapor, de 95 
grados, 295 pesetas hectolitro. Formará parte también del mono-
polio la creación de un impuesto sobre la cerveza de producción 
nacional y extranjera, de 10 pesetas por hectolitro de volumen 
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real, impuesto perfectamente soportable para este aspecto de la 
producción nacional. Se autoriza al Ministro para proceder al 
arriendo por veinte años de la explotación del monopolio, me-
diante el pago al contratista de un canon no superior al 3 por 100 
del producto líquido de impuesto hasta 40 millones, y de 4 por 
100 de 40 millones en adelante. 
Planeado así el monopolio, sobre bases que ofrecen un margen 
discreto de ganancia a la entidad que haya de encargarse del mis-
mo, no será una repetición de algunos otros, en que los arrenda-
dores se han enriquecido a expensas del Tesoro. Y este es uno 
de los grandes ingresos que podremos tener de momento; pero, 
m á s aun, con que habremos de contar, en lo futuro. Calculamos 
el aumento, por virtud de la inst i tución de este monopolio, sobre 
los 15 millones de pesetas, o poco m á s , en que se calcula el ren-
dimiento este año , en 34 millones y medio; bien entendido que, 
cuando el monopolio esté asentado y vaya desar ro l lándose nor-
malmente, en el espacio de un año ó dos, su producto, según los 
datos que me complaceré en ofrecer a la Cámara cuando este pro-
yecto de ley se discuta, excederá de 66 millones de pesetas. Es 
decir, que el Tesoro español habrá llegado a disponer de una 
fuente de ingresos en a rmonía con lo que representa el alcohol 
en otros presupuestos extranjeros; y así habremos logrado, no 
sólo la finalidad económica y fiscal que nos proponemos, sino 
también aquella otra elevadísima función social moralizadora que 
se persigue en todos los pueblos al gravar fuertemente el con-
sumo del alcohol. 
lonopouo de y hablemos ahora unos instantes, como de nuevos fuentes de 
explosivos. ' 
aumento de ingresos para el Tesoro, de los demás monopolios 
ya en vigor. 
Monopolio de explosivos. Como todos sabéis , el contrato con 
el Estado vence en 31 de agosto próximo. E l Gobierno ha creído 
que no podía proponeros la renovación de ese monopolio, por 
razones fiscales, y por otras razones verdaderamente elevadas en 
relación con la defensa nacional y con la economía del país . Es 
este, Sres. Diputados, uno de esos contratos que han venido a 
constituir en la práctica—salvando la recta intención de los que 
en él intervinieron—un verdadero agravio para el presupuesto del 
Estado. Con deciros que en algunos años , sólo el canon que se 
supon ía con derecho a percibir la Sociedad arrendataria sobre los 
explosivos extranjeros importados para la defensa nacional, re-
presenta casi tanto como lo que ella ha de pagar al Estado por 
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todo el servicio, está calificada la naturaleza del contrato. (Muy 
bien, muy bien.) 
El Estado, sólo en dos años ha podido cobrar, aproximada-
mente, cuatro millones de pesetas; ya sabéis que el canon de o r i -
gen es de 3.000.024, con una escala proporcional de aumento, se-
gún la cantidad de cajas de dinamita vendidas. ¿Cuáles han sido 
los beneficios alcanzados por la Sociedad concesionaria? Aparen-
temente ha obtenido pocos beneficios, por una razón: porque la 
Compañía tiene una serie de fábricas que le suministran las p r i -
meras materias, y cuando la ganancia sobre el producto elabora-
do hubiera de ser muy grande, se produce la circunstancia, ca -
sual sin duda, de que todas estas primeras materias es tán muy 
caras, han encarecido mucho, y así no se llega nunca a un coefi-
ciente de verdadera importancia para ser tomado en cuenta. Hoy 
mismo, la mayor dificultad con que el Ministro de Hacienda tro-
pezaba para traeros una solución en el asunto consiste en que 
no se sabe exactamente cuáles son los elementos de la fabrica-
ción en este monopolio del Estado; y sería punto menos que 
imposible lograr una est imación adecuada de tales elementos de 
fabricación y conocer en detalle el desarrollo del negocio en estos 
úl t imos años . La Junta de Defensa del Reino y el Estado Mayor 
Central, en un folleto que está en todas las manos, que contiene 
la acertada iniciativa de mi digno compañero el Sr. Ministro d é l a 
Guerra respecto de las reformas militares, proponen la sup res ión 
del monopolio como una necesidad de defensa nacional; pero, 
aunque no estuviera justificada en cuanto a este aspecto, que 
sería hoy por hoy el m á s importante, repito que, desde el punto 
de vista de los intereses del Tesoro, el Ministro de Hacienda no 
podía proponeros su renovación. 
Por el contrario, respondiendo a un sentimiento de justicia y 
de guarda elemental de los intereses públ icos , os propone que, 
llegado que sea el instante de la expiración del monopolio de 
explosivos, no se renueve, y pase directamente la explotación a 
manos del Estado. ¿En qué forma? No se me había de ocurrir que 
el Estado se convirtiera en industrial, porque, aparte otras razo-
nes, ya os digo cuál es la si tuación en relación con la industria. 
Vamos, pues, a un impuesto sobre el consumo, y vamos, sobre 
todo, a dejar que se cree la industria nacional, que es importan-
tísima para el desarrollo de España , porque no sólo mira a la 
guerra, con todos los elementos que para ésta puede represen-
tar—y con sólo que pensé i s en la s i tuación en que se hubiera 
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encontrado España de afectarle directamente la conflagración 
europea os sentir íais aterrados—, es que mira a la paz. Actual-
mente están encarecidos todos los explosivos en relación con las 
obras públ icas , con las obras privadas, con la minería , con todos 
los servicios y todos los trabajos; y como volvemos al régimen de 
fabricación y venta libres, y como nos hemos de limitar en las 
tarifas a lo que nos diga entonces la si tuación del mercado, sería 
prematuro formularlas hoy, no obstante lo cual se sienta la base de 
que el importe pueda producir 10 millones de pesetas al año . Habi-
da cuenta que sólo a cuatro meses habrá de aplicarse el nuevo ré-
gimen durante el año 1917, se cifra el aumento en 2.200.000 pesetas. 
Esperamos, y esperamos no con fantasía, no por ensueño , sino 
por los datos mismos que la Adminis t ración posee, que el bene-
ficio a obtener por el Estado en ejercicios futuros excederá con re-
lación a la si tuación presente en m á s de siete millones de pesetas. 
^^baco10 del Hablemos de otro de los grandes monopolios: el del tabaco. 
En el monopolio del tabaco, bien por acuerdo con la actual Com-
pañía Arrendataria, bien mediante la const i tución de otra enti-
dad, si a ello hubiere lugar, en concurso público, os proponemos 
una modificación del actual régimen, que habrá de producir para 
el Estado, desde el primer ejercicio, un beneficio sobre el actual, 
de unos cuatro millones de pesetas, y en lo futuro m á s de seis 
millones. ¿Cómo? 
E n primer té rmino , suprimiendo una remunerac ión para la 
Compañía que no tiene ya razón de ser. Todos sabéis que la Com-
pañía percibe un interés sobre el capital empleado en el negocio; 
y esto, que en los primeros tiempos del contrato respondía a una 
función de justicia y de previsión, por el carácter aleatorio del 
contrato mismo, que podía considerarse hasta como una aventu-
ra, no tiene razón alguna para subsistir al cabo de los años , 
cuando todos conocemos el desarrollo intenso y felizmente p r ó s -
pero de la Compañía Arrendataria de Tabacos y de la renta que 
administra. Es , pues, perfectamente justo, y creo que no ha de 
sorprender, tengo motivos para afirmarlo, a la propia Compañía, 
que se suprima la cifra representada por el abono de interés a 
este capital. 
Pero, aun m á s . Los actuales premios, que son del 5 por 100 
hasta 140 millones de pesetas, del 10 por 100 de 140 millones a 160 
y del 5 por 100 de 160 millones en adelante, deben reducirse, y 
proponemos se reduzcan al 4 por 100 hasta 160 millones y al 
5 desdo 160 en adelante. 
En la gestión del Timbre no hay razón tampoco para que 
subsista un premio de cobranza que no está en a rmonía con la 
facilidad de la gestión respectiva. Por eso el premio de cobranza 
del Timbre, que hoy en todos los casos es del 2 por 100, lo deja-
mos reducido al 1, cuando el ingreso sea por efectos timbra-
dos, y al medio, cuando los ingresos se hagan en metálico, fun-
ción en la que la Compañía no desempeña otro trabajo que el me-
ramente interventor. 
Cesa la exención de contribuciones de que ahora goza la So-
ciedad arrendataria. En adelante el contratista estará sujeto a to-
das las obligaciones en relación con los impuestos del Estado. 
Cuando los beneficios del contratista, por razón de su partici-
pación en las comisiones del tabaco y timbre, excedan del 8 por 
100 del capital empleado, el Estado tendrá la participación del 25 
por 100 en el exceso de participación del 8 al 12 por 100, y la del 
50 por 100 en el exceso del 12 en adelante. 
Y aun proponemos otra modificación, que no tiene carácter 
fiscal, pero que creemos que será saludada con regocijo por todos 
los agricultores españoles . 
Hace muchos a ñ o s se viene persiguiendo inút i lmente la auto-
rización para el cultivo del tabaco, dentro de ciertas restricciones 
que corresponden a la función de tutela del Estado para evitar 
que la renta sufra daño . Es una de ias bases para el futuro arrien-
do el autorizar este cultivo. (Muy bien.) 
Dejamos excluidos del contrato del monopolio de tabacos las 
posesiones españolas de Africa, para someterlas a una combina-
ción especial; porque realmente hoy allí tropieza con dificultades 
la gestión de la renta. Y , por úl t imo, suprimimos el servicio de 
Giro mutuo del Tesoro, que ha perdido toda eficacia, toda necesi-
dad, por la t ransformación hecha en este servicio. 
Dos palabras sobre otro de los monopolios, el de cerillas. E l ^ceriuasí0 de 
monopolio de cerillas está, como todos sabéis , viviendo en un ré-
gimen de interinidad desde el año 1908, en que pasó a la acción 
del Estado. Todos los Ministros de Hacienda, sin excepción, se 
han preocupado de poner té rmino a la si tuación de este monopo-
lio, que constituye, no sólo un daño para los ingresos del Tesoro, 
sino un desdoro para la Adminis t ración. Porque, con deciros que 
hay cerradas bastantes fábricas, que no se sabe qué ha de ser de 
ellas, y que hoy representan un gasto para el Tesoro; que se está 
viviendo de contratos particulares con cada uno de los fabricantes, 





siones han colocado al Estado en verdadero conflicto, y que, éú 
suma, es general el desconcierto, tanto en el servicio de fabrica-
ción como en el de venta, habiendo Iwy agente meramente expen-
dedor de cerillas que percibe más de 100.000 pesetas de comisión; 
con deciros esto, está ponderado que hay una necesidad urgente 
de modificar los servicios de este monopolio, de arrendar la fabri-
cación, haciéndose cargoel Estado de los productos, y de arrendar 
igualmente el servicio de venta a una o a distintas entidades. L o -
grado esto, inmediatamente el Estado obtendrá un beneficio cuan-
t iosís imo. 
Sin embargo, nosotros no ciframos el aumento m á s que en 
500.000 pesetas, aparte un millón de economías en los actuales 
gastos de fabricación. 
Ya queda hecha enteramente la enumerac ión de los nuevos 
ingresos, y ya veis, Sres. Diputados, cómo no se os propone n i n -
guna exacción que no sea justa, ni , en conciencia, puede decirse 
que cualquiera de las que se os someten sea irrealizable. Se trata 
de rentas perfectamente conocidas, de transformaciones absolu-
tamente razonables y de aumentos de gravamen que no afectan 
en lo m á s mín imo a la en t raña de la economía nacional. Y he ahí 
logrado el aumento de tributos, y así alcanzada, por consiguiente, 
la nivelación del presupuesto. (Muy bien.) 
Vamos ahora a decir algunas palabras sobre aquellas leyes que 
tienen el carácter de complementarias del presupuesto y de orga-
nización de la Hacienda. P rocu ra ré ser lo m á s breve posible en 
este respecto de mi discurso, porque todavía me faltan algunos 
otros que os han de inspirar mayor interés . Estas leyes se refie-
ren al Catastro, al servicio de Clases pasivas, al arriendo de la pro-
ducción de las minas de Almadén, a la organización del servicio 
de los empleados de Hacienda, a los edificios del Estado, a las car-
gas de justicia, a las Administraciones de distrito y a las obven-
ciones de Aduanas. 
Proyecto de ley del Catastro. Se viene hablando hace muchos 
a ñ o s de la necesidad de impulsar rápidamente la conclus ión del 
Catastro en España . En efecto, no hay más que pasar por el M i -
nisterio de Hacienda para comprender la necesidad y la trascen-
dencia de que estos trabajos se ultimen. Por eso se os somete 
una ley para que dentro de diez años esté concluido el servicio 
del Catastro. 
Hub ié ramos querido reducirlo a un período de tiempo mucho 
menor; pero no ha sido posible, por una razón sencilla y al mis-
rrio tiempo inapelable; porque, dada la marcha de los trabajos dei 
Catastro en España, hasta ahora, no se ha creado personal técni-
co bastante para que dichos trabajos se realicen con mayor rapi-
dez y con aquella perfección que al Estado le interesa. 
Bastará deciros, para que comprendá i s la importancia de esta 
ley, que aspiramos a obtener mediante ella, no, naturalmente, en 
el ejercicio próximo—por eso ya he apartado el examen de estas 
leyes del de las que tienen una relación directa e inmediata con 
los ingresos del Tesoro—, un aumento de 100 millones en la con-
tribución territorial, y esto aunque rebajemos al 12 por 100 el tipo 
de percepción de la cuota. Porque se calcula en 2.000 millones el 
líquido imponible de la riqueza española, y actualmente sólo 
560 millones tributan. De 560 hasta 2.000, todo eso está por inves-
tigar, todo eso está por traer al Catastro, todo eso está, en defini-
tiva, por tributar. Ya veis, señores , que el horizonte es amplio, y 
la obra justa y redentora. Y en cuanto a la riqueza urbana, trami-
tada que sea la reforma, sin m á s que tomar en cuenta los coefi-
cientes ya obtenidos, en relación con los edificios a los cuales 
afecta la comprobación , llegamos al resultado siguiente: en cada 
uno de esos edificios, de esos inmuebles, ha obtenido el Estado, 
según liquidaciones hechas, una ventaja, una mejora de 37 pese-
tas; suponiendo que en los que restan haya de obtenerse una 
mejora, no de 37 pesetas, sino sólo de cinco, obtendremos un 
aumento, también en la riqueza urbana, de 15 millones de pesetas. 
Pero me adelanto a una observación, porque veo ya en algu-
nos Sres. Diputados, de aquellos que son partidarios del cómodo 
statu quOj y de no imponer nuevos tributos, el apresuramiento 
en objetar al Ministro de Hacienda que, si todo esto es cierto, ¿a 
qué traer nuevos ingresos, a qué traer nuevos gravámenes? No 
cabe tal argumento. Ya he dicho que la obra del Catastro no pue-
de realizarse, por ráp idamente que se ejecute, en menos de diez 
años , y diez años—acaso, de momento, ni uno—no debe esperar, 
no puede esperar la s i tuación actual del Tesoro y de la Hacienda. 
Ley de Clases pasivas. Uno de los m á s ilustres Ministros de ciases pasivas. 
Hacienda que ha tenido España , de aquellos que mayor atención 
y mayores desvelos consagraron a su servicio, el Sr. Gamazo, 
trajo el año 93 un proyecto de clases pasivas que habría produ-
cido notorio provecho al interés público, si el Parlamento hubie-
ra llegado a votarlo. Declaraba en el p reámbulo de aquel proyecto 
de ley el Sr. Gamazo que sent ía espanto ante el crecimiento de las 
cifras de clases pasivas. Entonces alarmaba e inquietaba al s eñor 
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Gama2o, en su espíri tu de patriota, afanoso de normalizar la 
Hacienda pública, la cifra de 55 millones de pesetas; y ahora, se-
ñores Diputados, para atender a las obligaciones ineludibles que 
se nos ofrecen, si no in t rodujésemos modificación ninguna, ten-
dr íamos que pagar el año p róx imo m á s de 80 millones. Y sigue 
la marea, y sigue le declaración de años de carrera, y sigue el 
abono de tiempo de servicios; y se da la paradoja, verdaderamente 
grotesca, mientras el país sufre todos sus males, de que haya 
españoles que tienen de servicio m á s a ñ o s de los que cuentan de 
edad. (Muy bien.) Aunque os parezca incomprensible, hay, en 
efecto, quien tiene abono de doble tiempo de servicios, y como 
comenzó muy pronto a pres tá rse los al Estado, y, además , se le 
abonan ocho años de carrera, resulta que tiene m á s a ñ o s de 
servicios que de edad. Pronto, muy pronto, en el espacio de po-
cos a ñ o s , estas cifras, si no les ponemos inmediatamente un d i -
que— por eso la urgencia del proyecto —, ascenderán a 100 millo-
nes de pesetas. Pensad, señores , lo que es el presupuesto de una 
Nación en que figura una cifra muerta de 100 millones de pesetas; 
sumad esto—ya se ha dicho muchas veces — con lo que son otras 
atenciones igualmente inertes, como el servicio de la Deuda y las 
cargas de justicia, y todo lo demás que corresponde a ese apar-
tado estático e infecundo del presupuesto, y llegaréis a la conclu-
sión de que si el Parlamento y los Gobiernos no se preocupan de 
hacer una amputac ión , por dolorosa que sea, absolutamente 
ineludible, España no podrá marchar, no podrá vivir. (Apro-
bación.) 
No voy a proponeros nada que constituya un agravio contra 
los llamados intereses creados, por dudosos, por ilegítimos que 
algunos me parezcan. Yo establezco una dist inción entre el hoy y 
el m a ñ a n a . 
A lo actual, el respeto, con ciertas restricciones de que ahora 
hablaré; a lo futuro, la supres ión en absoluto de los haberes pa-
sivos. Tenemos en España una entidad, que es el Instituto Nacio-
nal de Previsión; concertemos con él los servicios para el retiro, 
para la jubilación, para el atendimiento en la vejez o en la inva-
lidez de los funcionarios del Estado, y para atender a las familias 
de los mismos, y nada m á s , en lo futuro. Pero como en cuanto al 
presente, no podemos dejar tampoco las cosas según es tán , hay 
necesidad de dictar algunas disposiciones. 
La primera de ellas, una medida que ya, propuesta por aquel 
sagaz político que se l lamó Romero Robledo, dió un resultado 
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extraordinario con relación a las clases pasivas de Ultramar; lo 
primero que hay que hacer ahora es una revisión general. Vea-
mos qué es lo que existe bajo ese presupuesto; porque ya al 
Parlamento se le ha dicho muchas veces que, por ext raño que 
parezca, hay todavía a lgún exclaustrado a quien se está abonando 
pensión, y para cobrarla, el perceptor habrá de tener muy cerca 
del siglo. (Risas.) Así, pues, lo primero, una revisión; las pensio-
nes que sean legít imas se seguirán pagando; pero las que no sean 
legítimas, desaparecerán . Responderemos además a otro pr in-
cipio: al de que en lo futuro no disfruten de haberes pasivos, ni 
de cesant ías , ni de emolumentos de ninguna clase, aquellos que 
realmente no los necesitan como congrua para vivir. Por tanto, 
toda persona que disfrute rentas, sueldos o ingresos de cualquier 
clase, iguales, por lo menos, al duplo de la pensión que le corres-
ponda, no tendrá derecho a haberes pasivos. (Muy bien.) Sólo 
serán abonables los servicios prestados efectivamente, día, por 
día; y acabaremos también con todas esas astucias, con todas 
esas loterías, que tanto estorban para la gestión de los intereses 
públicos, que se refieren a la famosa combinación, a la famosa 
determinación del sueldo regulador. (Aplausos.) Y , por úl t imo, 
queremos que termine el espectáculo verdaderamente vergonzoso 
de que, jubilados por imposibilidad física, que dejan en tal con-
cepto de prestar sus servicios al Estado, pasen al día siguiente al 
servicio de Compañías y de entidades, en las cuales, por lo visto, 
no hay inconveniente en abonar sueldos a aquellos que deben 
estar imposibilitados físicamente para todos y para todo. 
Esto no puede seguir; s i es tán imposibilitados físicamente para 
cobrar del Estado, no pueden cobrar en otras partes; si cobran 
en otras partes, es que han mejorado; y si han mejorado y están 
en condiciones de subsistir, el Estado no tiene por qué preocu-
parse de ellos. (Muy bien.) 
Hemos creído que estas disposiciones eran previas, eran indis-
pensables para acometer m á s tarde una operación financiera que 
tendrá relación directa e influencia inmediata en la cifra destinada 
al pago de las clases pasivas. 
Ilustres predecesores míos en el Ministerio de Hacienda, con 
un conocimiento de la técnica nunca bastante encomiado, se pro-
pusieron realizar esta operación a la que me refiero, bajo distintas 
formas. He creído, sin embargo, que si compl icábamos este pro-
yecto de ley con su derivación financiera o bancaria, se re t rasar ía 
su salida de las Cámaras , y espero a que este proyecto, examinado 
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y mejorado por el Parlamento, salga pronto de él. Por eso me ha 
parecido que era prudente revisar, sanear, clasificar, excluir p r i -
mero; y después , cuando sepamos ya lo que queda, cuando conoz-
camos el término concreto, el coeficiente exacto sobre que ha de 
descansar la combinación financiera, entonces y sólo entonces 
solicitaremos del Parlamento la autorización precisa para reali-
zarla, y así lograremos disminuir seguramente, cuando menos en 
una tercera parle, la cifra tan crecida que representa hoy la con-
signación para las Clases pasivas del Estado. 
Minas de Almadén. Hablemos de Almadén. Todos sabéis , Sres. Diputados, que las 
minas de Almadén son las mejores del mundo en su género; que 
los técnicos dicen que el Estado español debería obtener en ellas 
una utilidad, cuando menos, del 600 por 100 del costo déla produc-
ción. Y, sin embargo, observamos los Ministros de Hacienda que 
cada día va disminuyendo el coeficiente de utilidad por producción 
del azogue, y así , el costo por frasco ha aumentado desde 46 pese-
tas, poco m á s , en 1900, hasta 84 y media en 1915, y si se suma a este 
coeficiente, en que están computados no más que los gastos de 
producción, los que corresponden a la cifra de los haberes pasi-
vos abonados por el Estado a los obreros de Almadén, nos encon-
tramos con que ya el beneficio líquido no es sino de 75 pesetas; y 
la dirección técnica de las minas dice que si el precio del azogue 
después de la guerra tomase los cursos que tuvo antes de ella, es 
más que posible que el Estado español, ¡asombraos , Sres. Diputa-
dos!, no tuviera beneficio alguno en la producción del azogue en 
las minas de Almadén. 
Es, pues, ineludible poner término a aquella si tuación; y acre-
ditada, prescindiendo de toda teoría, la incapacidad industrial del 
Estado, hay que entregar las operaciones de producción de las mi-
nas de Almadén, en las condiciones que se señalan en el proyecto 
de ley, a una entidad privada, que no sólo disminuya el coeficiente 
dé gastos en un 15 por 100, como nosotros seña lamos con relación 
a los cinco años ú l t imos , sino que además realice allí la transfor-
mación de las minas, la modificación de las labores y la electri-
ficación de los servicios, que es indispensable, porque no es po-
sible, porque no es ni humano siquiera, trabajar en las minas 
como actualmente se está todavía trabajando en las de Almadén. 
Fuc¿0dnaa.riosdelIa Presentamos también un proyecto de ley de empleados del M i -
nisterio de Hacienda. Creemos que no puede pensarse en trans-
formaciones de los servicios públicos, sin ocuparse paralelamente 
de aquel instrumento que ha de responder a toda esta política, y 
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el instrumento es el personal. Por eso, en el proyecto de ley que 
se somete a vuestra consideración, se procura la asociación de las 
grandes capacidades en materias económicas y financieras, a la 
gestión de la Hacienda en las altas categorías de la Administra-
ción; se funda todo el sistema en el régimen de la oposición; se 
distinguen dos funciones que son, por su naturaleza, tan diversas 
como las que corresponden al Cuerpo general de Hacienda y a los 
servicios auxiliares; se especializa la función de la inspección, 
que, verdaderamente, ha de estar confiada a un personal especia-
lísimo, por sus conocimientos de todos los órdenes de la Adminis-
tración, por su inteligencia, por su moralidad; y por ú l t imo, se 
llega mediante la combinación de todos estos sistemas, de todos 
estos principios, a la reducción a que aspiramos de las plantillas, 
según el art ículo de la ley de presupuestos de que antes hablé. 
Se complementa toda la obra, en lo que se refiere al presupues- Edt^ os del E*-
to, con otras leyes. Es , en primer lugar, una de ellas la relativa a 
los edificios del Estado, para poner té rmino a la actual s i tuación. 
El Estado paga m á s de tres millones de pesetas al año por alquiler 
de edificios para sus servicios. Simplemente con que movilizara 
esta suma y con que gastase el capital que a ella corresponde 
como anualidad, el Estado estaría decorosa y perfectamente ser-
vido, y no con t inua r í amos en la si tuación en que nos encontra-
mos hace tantos y tantos años . A tal necesidad responde el pro-
yecto de ley sobre edificios públ icos , coincidente con iniciativas 
de otros dignos antecesores míos . 
Se os propone la reducción de las cargas de justicia, mediante Car8as de jwtM»» 
su conversión obligatoria en t í tulos de la Deuda; iniciativa tam-
bién común a los Ministros de Hacienda de todas significaciones 
y de todos los partidos. 
Se os propone igualmente, por vía de ensayo, la creación de Ad"Contrfbuciones 
Administraciones de Contribuciones de distrito en aquellas c iu - ded.strito. 
dades que no son capitales de provincia y que tienen m á s de 
20.000 habitantes, sin aumento alguno de gastos en el presu-
puesto, simplemente con el de material de las oficinas respecti-
vas. Según como sea el resultado de esta experiencia, así las 
extenderemos o no a otras poblaciones. 
Por úl t imo, se regula lo que afecta a las llamadas obvenciones o b v e n c i o n e s de 
7 0 ^ Aduanas. 
de Aduanas, con relación a las cuales hay que poner t é rmino , 
por decoro de la Adminis t rac ión, al actual estado de cosas, que 
van en desdoro del personal y de la pureza de los servicios. Y 
tomando el tipo adoptado en otros pa íses , el régimen ya eslable-
9 • 
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cido, que tiene el asenso común , con ventaja para los funciona-
rios y para el servicio, y desde luego redimiendo al ciudadano de 
ciertas gabelas que no están justificadas, ni siquiera autorizadas 
por la ley, se establece, en t é rminos que puedan a todos parecer 
razonables y admisibles, este suplemento de ingreso para el per-
sonal de Aduanas. 
Habré de referirme a cont inuación al llamado plan especial de 
crédito y de reconst i tución nacional, y a las leyes económicas que 
marchan en la misma dirección de ese plan; pero como, segura-
mente, la Cámara está fatigada, y yo también lo estoy, me permi-
to rogar al Sr. Presidente, presumiendo la conformidad de los 
Sres. Diputados, que me conceda unos minutos de descanso. 
(Muy bien, muy bien.—Grandes aplausos.) 
G a s t o s de je- Entramos, Sres. Diputados, dentro del examen, necesana-
c o n s t i t u c i ó n 9 , . , , , , , . . 
nacional. mente un poco rápido, de todos los factores que integran la po-
lítica económica y financiera del Gobierno, en aquel que he deja-
do para segundo término en el plan de este discurso, o sea el re-
lativo al proyecto de ley especial de crédito o de reconst i tución 
nacional; en suma, en aquello que se ha llamado hasta ahora, en 
las conversaciones de las gentes y en los comentarios prematu-
ros de los periódicos, el Presupuesto extraordinario. 
¡Presupues to extraordinario! Pronunciada la palabra, como si 
fuera verdaderamente fatídica, brota el manantial de crí t icas, re-
co rdándonos aquel principio clásico de la unidad de presupues-
to y de cuentas. Claro es que el Ministro de Hacienda no desco-
noce, no puede desconocer este principio; pero antes de entrar 
en el examen de la eficacia que hayamos de concederle con rela-
ción a la obra económica en que ha de ocuparse el Parlamento, 
yo invito a aquellos que dan demasiada importancia a los dogmas 
de la economía clásica, a que mediten si las circunstancias por 
que atraviesa el mundo son las m á s a propósi to para que nos-
otros consagremos como inexpugnables todos esos principios, 
todos esos grandes aforismos. 
Preguntadles a los Ministros de Hacienda de los países en 
guerra si se han preocupado con exceso de respetar esos pr inc i -
pios y esas reglas que aprendieron en las aulas, y en las que se 
recrearon más tarde leyendo los libros de los tratadistas m á s 
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eminenles, o sí, por el contrario, ellos y el mundo entero se en-
cuentran en circunstancias en las cuales ha fracasado todo lo 
que cons iderábamos más cierto y más evidente. Los pueblos no 
tienen hoy otra ley que la necesidad; así , hemos de rendirnos 
nosotros también a las necesidades de España y preocuparnos 
única y exclusivamente de cuáles son los medios que ellas recla-
man para marchar adelante hacia el porvenir. 
Yo declaro que de todas las observaciones que se han dirigido 
al plan del Gobierno en relación con la inversión extraordinaria 
de gastos, la que considero más fundada es aquella que, inspirán-
dose en ciertas experiencias, se encamina a temer la ficción de 
que el presupuesto extraordinario, el llamado presupuesto extra-
ordinario, no sea sino un cauce que se abra para desaguar una 
cifra demasiado crecida del presupuesto ordinario. Pero a esta 
objeción hemos de acudir inmediatamente, afirmando que el 
plan especial de reconst i tución no es un procedimiento vulgar de 
ficciones para desaguar el presupuesto ordinario, y para lograr 
así la nivelación. No lo es, en primer té rmino, por las cifras; por-
que si recordáis el sobrante con que aparece presentado el pre-
supuesto ordinario, y tomáis en consideración la afirmación del 
Ministro de Hacienda que os habla, en la seguridad racional de 
que ese presupuesto, si le dotáis con los medios que se os han 
propuesto, produci rá , yo os lo garantizo, un sobrante superior 
a 100 millones de pesetas, bastar ía este sobrante para cubrir cual-
quiera cifra de gastos, en aquellos que os pareciese que, estando 
incluidos en el presupuesto especial o extraordinario, debieran 
figurar en el ordinario o anual. 
Pero es que realmente el presupuesto, este plan y esta ley, res- D i s t i n c i ó n emre 
^ •' . * > x i o r gastos ordinarios 
penden a una dis t inción, que es elemental, que lo es en la vida y extraordinarios, 
privada y en la vida de las Sociedades. Aquí se ha dicho, y yo no 
sólo comparto la teoría, sino que en la práctica procuro también 
sujetarme a ella, que el gestor de la Hacienda de un país , en los 
tiempos que corremos, no es sino el gestor de una gran Sociedad 
anónima. ¿Y es que en las Sociedades anón imas no existe esta 
misma dist inción entre lo permanente y lo extraordinario, entre -
lo que son gastos de entretenimiento del negocio, en cada uno de 
los casos, y lo que son aumentos de activo o adquisiciones extra-
ordinarias para ensanchar los medios de producción, para am-
pliar los elementos todos del activo mismo? ¿Es que en un régi-
men de Sociedad anón ima se le ocurr i rá a un gestor acudir a esas 
ampliaciones de maquinaria o de elementos del activo industrial 
con el producto habitual del negocio, o, por el contrario, todos 
hacen lo que estamos haciendo, gestionando, amasando nosotros? 
¿Es que cuando hay necesidad de grandes ampliaciones, de gran-
des transformaciones industriales, no se acude, bien a un aumen-
to del capital social, mediante una nueva emisión de acciones, bien 
a una provisión de metálico, por medio de una emisión de obliga-
ciones? Pues cualquiera de las dos formas de ampliación del nu-
merario de una Sociedad anónima, aplicada al crédito del Estado 
¿qué es sino la confirmación de la misma teoría del Gobierno, la 
confirmación de que no puede confundirse lo que es por su natu-
raleza normal, ordinario, habitual, con lo que es excepcional, 
extraordinario, lo que en té rminos comerciales de gestión técnica 
son los gastos de primer establecimiento? fMuy bien.) 
Y ¿qué sucede? Que cuando se prescinde, por encar iñarse de-
masiado con aforismos fetichistas, de estos imperativos de la rea-
lidad, se entra en un desorden cien veces m á s dañoso que el mal 
que se quiere evitar. Esta es la situación del presupuesto español . 
Porque hemos vivido aquí enamorados de este fetichismo de 
la unidad del presupuesto, sin duda escarmentados, yo lo reco-
nozco, por el resultado de otros presupuestos extraordinarios 
de otras épocas , que no he de recordar ahora, y hemos caído en 
un daño mucho mayor, que ha producido un considerable perjui-
cio a la economía nacional y que es la pesadumbre y la esterili-
dad del propio presupuesto. Y ¿en qué consiste este daño? Bas-
tarán unas cuantas palabras para ponerlo de manifiesto. 
El país , la Nación, los elementos todos que constituyen el alma 
española y la potencia española , viven, aspiran como todos los 
seres vivos a progresar y a desarrollarse, y se encuentran con el 
obstáculo de un presupuesto ordinario que, por el normal des-
arrollo de las rentas públ icas , no admite el aumento de los gastos 
sino en un coeficiente muy reducido. Y asoman, por ejemplo, los 
cultivadores del Alto Aragón, y piden que se acometa la gran obra 
de su Canal; y viene el Ministro de la Guerra, y nos dice que, 
implantado el servicio militar obligatorio, es indispensable la 
cons t rucción de cuarteles; y el Ministro de Ins t rucción pública 
pronuncia uno de sus discursos m á s elocuentes hablando del 
estado de la pedagogía española, y de la necesidad de aumentar 
las Escuelas; y el Ministro de Marina nos recuerda que España 
no puede ser potencia, no puede tener representación en el 
mundo, sin la ejecución de la ley de Construcciones navales; y el 
Ministro de la Gobernación invoca las grandes consideraciones 
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de la higiene contemporánea , la necesidad de la policía sanitaria, 
la necesidad indispensable de las comunicaciones; y el Ministro 
de Fomento, en nombre de un alto interés patriótico demanda 
recursos para terminar y acometer obras públicas de urgente eje-
cución; y así todos y cada uno de los Ministros, respondiendo a 
estos grandes intereses nacionales, piden aumentos para sus 
presupuestos, y los piden bien y rectamente encaminados, no 
para el desenfreno de las plantillas, ni para la prodigalidad de las 
credenciales, sino para la creación y el desarrollo de grandes ser-
vicios, sin los cuales no hay país que tenga la fisonomía y la 
silueta de un Estado con temporáneo . 
Y ¿qué ocurre? Que se entabla un pugilato de nobles influen-
cias, de celo verdaderamente laudable, y que en esa disputa, en 
esa lucha, como es muy poco lo que se puede repartir, es muy 
poco lo que llega a cada una de aquellas grandes atenciones na-
cionales; y son las migajas que se desperdigan, que se lanzan 
sobre todo el pa ís , y las obras que se comienzan y no se acaban 
nunca y que duran veinte años , con consignaciones raquí t icas ; y 
vienen los turnos de influencia locales para favorecer a esta o a 
la otra región; y así no tenemos servicios de Estado y carecemos 
de los elementos de potencia con temporánea ; y no nos asiste 
ninguno de aquellos atributos que corresponden a un país como 
España , que tiene en sí misma, en potencia, factores de progreso 
tan hermosos y tan pujantes. 
Yo pudiera presentaros ejemplos, que hablan al espír i tu me-
nos predispuesto a reconocer estas verdades. No he querido 
rebuscar: tengo en la mano un documento en el cual la Interven-
ción civil de Guerra y Marina, que está prestando servicios mer i -
t í s imos a la nación, se dirige al Ministerio de Hacienda—bien ex-
traña, por la fecha en que este documento se escribió, a cuáles 
eran los planes del Gobierno—, y le llama la atención sobre la 
manera de desarrollarse los gastos con relación a las construc-
ciones militares, y le dice: «Note el Sr. Ministro de Hacienda cómo 
van esas construcciones militares, lo que se gasta en ellas, el año 
en que comenzaron y el año en que deben concluir.» No haría 
falta que la Intervención civil lo dijera, porque cada uno de vos-
otros y todos en nuestras provincias tenemos algún edificio 
público que lleva quince a ñ o s sin acabar: ya un cuartel que está 
pendiente de rematarse, ya algún otro edificio del Estado en pro-
yecto. Pero, datos gráficos. A l hospital militar de Córdoba se le 
concedió el primer crédi to el año 1890, la obra importa poco m á s 
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de 500.000 pesetas; pues al paso que va, necesitará todavía doce 
años para concluirse. La reforma del cuartel del Carmen, en 
Sevilla, se votó el año 1898; al paso que va, tardará quince años en 
acabarse. Y así el cuartel de Figuerido en la península del Morra-
zo, y así el de Rodrigo de Vivar en Burgos, y así el cuartel de A r -
tillería de Pozuelo, y así el nuevo cuartel de Artillería de Madrid, 
y así el Depósito de Sementales de Córdoba, y así la ampliación 
del hospital militar de Granada, y así el cuartel para el campa-
mento de Artillería, y así toda una serie de obras que representan 
un valor de 8.300.000 pesetas, en las que se han invertido 2 mi l lo -
nes, y pura las cuales se asigna, en consignación normal y ordi -
naria para 1916, 269.000 pesetas. 
Y ¿qué sucede? Que cuando las obras se concluyen, están 
enormemente encarecidas por los gastos generales y de entrete-
nimiento, y que las m á s de ellas no responden siquiera a las ex i -
gencias técnicas de la época en que se acaban, porque fueron 
proyectadas y aun iniciadas cuando no se discurr ía ni se vivía 
como se vive hoy, y aun práct icamente, materialmente, han su-
frido de tal modo los estragos del tiempo, que casi todas resultan 
inúti les para los propios servicios a que se destinaban. 
¿Qué quiere decir esto? Quiere decir que hay que acabar con 
tal sistema, que hay que examinar cuáles son las obras, los ser-
vicios, los planes que responden a un verdadero interés nacional, 
que es la primera labor a que el Gobierno se ha consagrado; y, 
con el concurso del Parlamento, decir que esas obras y esos ser-
vicios se van a ejecutar, y ejecutarlos como lo haría un particular 
que aspirase a tener casa, o una Sociedad que intentara desarro-
llar y aumentar su activo; realizarlos tan rápidamente , tan inme-
diatamente como sea posible. Aquí entra ya la modalidad, la 
forma, el régimen del presupuesto, de que luego hablaré . 
¿Es un capricho del actual Gobierno? ¿Es la resultante sim-
plemente de c a m p a ñ a s personales de estos o de los otros Minis-
tros? Nada m á s lejos de la realidad, Sres. Diputados. Cierto es 
que los actuales Ministros sentimos un amor especial al des-
arrollo de estas obras, que las hemos predicado por el pa í s ; pero 
no es menos cierto que hace muchos a ñ o s participan de estas 
propagandas, siquiera no hayan logrado el éxito para la voluntad 
resuelta de ejecutar los planes, hombres pertenecientes a todos 
los partidos y a todas las significaciones; que aquel hombre 
insigne que se llamó Villaverde, partidario m á s que nadie de la 
nivelación a todo trance, rectificando su punto de vista de la p r i -
— LXXI — 
mera etapa, en el úl t imo Gobierno por él presidido, presentó un 
proyecto de presupuesto, suscrito por el Sr. García Al ix , que i n i -
ciaba la misma político, que entonces se llamó de reconstrucción; 
que el Sr. González Besada, dignís imo Ministro de Hacienda del 
partido conservador, presentó también un proyecto de ley de pre-
supuesto extraordinario, sobre el cual no llegaron a deliberar las 
Cortes; que el Sr. Sánchez de Toca, personalidad preeminente 
dentro del partido conservador, en publicaciones meri t ís imas, que 
tienen, sin duda, el asenso de una gran parte del país y desde lue-
go el de su partido, ha procurado la realización de la misma polí-
tica; que dentro del partido liberal —no citaré a los de casa por lo 
mismo que son los m á s p róx imos a mí —, constantemente hemos 
predicado, hemos demandado, hemos intentado lo propio. No hay 
que hablar de otras significaciones de la Cámara, no hay que ha-
blar—tan notorias y elocuentes son — de aquellas peticiones de 
las izquierdas españolas para un gran presupuesto de enseñanza , 
para un gran presupuesto de obras públ icas . Es decir, que pocas 
veces habrá podido acometerse una obra pública con un mayor 
estado previo de asentimiento en la opinión. A este asentimiento 
responde el plan que os ha sometido el Gobierno. 
Y ;,qué es este plan? Unas cuantas palabras acerca de él. En Necesidad de u 
" * r * emisión de deuda. 
primer término, es una ley de autorización de emisión de deuda. 
¿Por qué? En las dos Cámaras se han mostrado opiniones distin-
tas respecto al-instante en que hubiera de emitirse el llamado 
emprést i to . Había opiniones muy respetables en pro de la emi-
sión rápida del emprés t i to ; había otras opiniones, la modesta 
mía, entre ellas, que consideraban que no debíamos , no podía-
mos ir a esta operación de crédito sin haber iniciado previamente, 
con el voto de las Cortes, la política de austeridad en los gastos y 
de nivelación en el presupuesto, a que responden los proyectos de 
ley que van o seros sometidos. 
Pero todos, absolutamente todos los componentes de la opi-
nión política en España coinciden en algo, que no es n ingún des-
cubrimiento, porque basta leer los estados de si tuación del Te-
soro y del presupuesto para llegar a idéntica conclusión, a saber: 
que se necesita una operación de crédi to , de consolidación, reali-
zable hoy, realizable dentro de unos meses, realizable cuando 
sea; que hay que consolidar la Deuda flotante, que hay que hacer 
un alto en toda esa masa de papel que pesa sobre el Tesoro; que 
hay que concluir con todos esos vencimientos a m á s o menos 
corto plazo, que son la angustia y la pesadilla de los Ministros de 
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Hacienda, no tanto por la s i tuación presente, por lo que repre-
senten en el momento en que nos encontramos, como por la 
posibilidad de que uno de esos vencimientos coincida con suce-
sos que influyan con daño en nuestra política interior o en la 
política exterior. Respondiendo a estas inquietudes y a esta 
necesidad evidente, el Ministro de Hacienda os pide, en los p r i -
meros ar t ículos del proyecto de ley, una autorización para emitir 
Deuda que consolide la flotante y recoja las cifras del déficit del 
Presupuesto y del Tesoro, y que, además , cubra lo que exige la 
ejecución de ese plan de reconst i tución de que os hablaré. 
^c^n-GaMofm^- ¿ Q 1 1 ^ es este plan de reconst i tución; ^qué es este plan de gran-
ihare?. jes gastos? En primer té rmino , la expresión de que España , 
dándose cuenta de su posición en el mundo, y sin pretender 
incurrir en aventuras bélicas de ninguna clase, se apresta, sin 
embargo, a afirmar eficientemente su propia soberanía , su propia 
independencia, que no están debidamente guardadas por una 
organización militar como la presente, ni pueden estarlo, en la 
si tuación en que nuestro Ejército se encuentra; que es indispen-
sable, si no queremos incurr i r las clases directoras y los hombres 
políticos en la responsabilidad m á s tremenda y horrible que po-
dría venir sobre nosotros, darle los medios militares que necesita 
un ejército moderno. Eso es lo que pide, en primer té rmino, el se-
ñor Minis t ro de la Guerra. ¿Lo pide capr ichosamente?¿Pide dinero 
sin expres ión de un plan? ¿Pide dinero sin que el Parlamento se 
dé cuenta de las atenciones en que se va a invertir? No; el señor 
Ministro de la Guerra acompaña un estudio notabi l ís imo, reali-
zado por el Estado Mayor Central y por la Junta de Defensa del 
Reino, en la que se congregan las m á s altas representaciones del 
país , s egún el cual ha de invertirse la cifra de 372 millones que se 
piden a las Cortes. Hemos suprimido deliberadamente en sus 
cifras—no creo que haya reparo alguno en dar esta explicación 
ante la Cámara—todo lo que se refería a algunas defensas de 
fronteras, porque creemos que no cabe incurr i r en el error 
de otros tiempos, de realizar estos gastos sin saber y definir 
antes cuál ha de ser en lo futuro la política internacional de 
España . 
Se dota igualmente a los servicios navales de aquellos recursos 
que fueron ya dotados en leyes especiales por el Parlamento en 
época anterior. 
No creo que haya duda en esta Cámara ni en la otra, en cuanto 
a la responsabilidad enorme que con t rae r í amos si nos s epa rá se -
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mos sin dotar a estos Ministerios militares de las cifras que nos 
piden. Pensad si el Parlamento no votara estas cifras, y el Gobier-
no liberal se viera luego const reñido a hacer lo que hizo el Go-
bierno conservador presidido por el Sr. Dato, que contrajo en este 
respecto obligaciones por m á s de 200 millones, fuera del presu-
puesto. (Rumores.) ¿Qué se pensaría de la previsión del Parla-
mento? Hizo bien el Gobierno que presidió el Sr. Dato; pero nos-
otros creemos hacer mejor viniendo al Parlamento, que es la 
representación del país , a decirle: «Este es el plan del Gobierno, 
esperamos la inspiración de las Cámaras , y confiamos en que nos 
doten de recursos suficientes para realizar el programa de polí-
tica militar.» 
Pero en seguida nos hacemos otra reflexión, otra pregunta; ^ob ras^púb i l c l t ' 
desde el año 98, después de nuestros desastres coloniales, esta- comunicaciones 
' * * y demás f emcics 
mos diciéndole al país que va a llegar el momento de este llamado del Estado• 
presupuesto de recons t i tuc ión; que inmediatamente todos los 
sacrificios que exigíamos del contribuyente iban a tener como 
recompensa, como fruto, el acometimiento de una nueva política 
de expansión de todos los factores económicos de la Nación espa-
ñola; y esta política no ha llegado todavía, y han pasado muchos 
años . ¿Vamos a exigir ahora sin ella al contribuyvnte nuevos y 
cuantiosos sacrificios? 
¿Es que es posible, no que este Gobierno, ni este Parlamento, 
ni Parlamento alguno de la tierra pidiera a los ciudadanos sacri-
ficios tan dolorosos y no les entregara en cambio algo de lo que 
demandan para la mejora de su vida material? Y como riqueza 
no es sólo lo que se refiere a los instrumentos económicos , sino 
que lo es también todo lo que afecta a la cultura, que es la pre-
disposición para la aptitud en la vida, así empezamos por dotar 
el presupuesto de Ins t rucc ión pública, y se os piden entre otras 
atenciones 100 millones para nuevos locales de escuelas, con 
arreglo a planes que previamente ha preparado el Sr. Ministro 
del ramo; y viene el Sr. Ministro de Fomento— hablo sin perjui-
cio, naturalmente, de todas las amplificaciones y explicaciones 
que en el cumplimiento de su peculiar responsabilidad estos 
señores Ministros y todos los demás os darán cuando se exami-
nen los estados particulares de sus respectivos presupuestos—, 
viene el Sr. Ministro de Fomento, repito, y pide m á s de 1.000 mi-
llones para obras públ icas de todo género ; vienen después los 
otros Departamentos civiles, y piden lo que necesitan las comu-
nicaciones y los distintos servicios del Estado, y así llegamos 
10 * 
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— contemplémosla tal cual ella es, sin desfigurarla, sin rehuir 
que la Cámara la aprecie en toda su extens ión—, así llegamos a 
esa suma del presupuesto o plan especial que se os ha repartido 
de 2.133 millones de pesetas. 
¿Os parece mucho, Sres. Diputados? No cabe discutir previa-
mente—porque sería discutirla con prejuicio, con preocupacio-
nes, con pasión, y, por lo tanto, con injusticia —la naturaleza de 
esta cifra; hay que examinarla con todos los datos, con todos los 
antecedentes que han venido a la Cámara, con todos los comple-
mentos que se os t raerán; cuantos más queráis pedir, mejor. Pero 
si os pareciera mucho en esta primera crítica de impresión, yo os 
diría que pensaseis que en 1901 el presupuesto de gastos ero 
de 960 millones, y que la l iquidación del presupuesto de 1915 ha 
importado 1.512 millones; es decir, que la iniciativa de los Gobier-
nos y el voto del Parlamento, crecientes cada año en materia de 
gastos, han sacado de la Nación—hay gastos que antes no figura-
ban en el presupuesto—cerca de 500 millones de pesetas m á s al 
año . Y yo os digo: pensad lo que son estos 500 millones m á s sa-
cados al contribuyente, venid a la realidad nacional, y decid, en 
un examen de conciencia sincero, delante del país , s i es que en 
igual medida hemos hecho Ejército, hemos hecho Marina, hemos 
hecho enseñanza , ni riqueza, ni nada de lo que teníamos obliga-
ción de hacer. (Muy bien.) 
Y como no lo hemos hecho, y como teníamos que hacerlo, 
pensad también, s eñores , en la gran operación de crédito que 
hubiera podido emitirse teniendo como anualidad 300 ó 400 m i -
llones de pesetas; incluid en esa operación de crédito todos los 
planes navales que quisieran realizarlos Sres. Ministros de M a -
rina, todos los planes de política militar que quieran traer los 
generales españoles , todos los planes de obras hidrául icas y civi-
les que quisieran aportar los Ministros de Fomento, el desarrollo 
que a la enseñanza quisieran dar los Sres. Ministros de Instruc-
ción pública, la política forestal, la política de comunicaciones, la 
de cons t rucc ión de edificios, todo lo que querá i s , y todo eso ca-
bría, dentro de lo que insensible, pero gradual e infecundamente, 
han votado las Cortes desde aquel año . (Muy bien.—Aplausos.) 
Distribución de los y /es que se va a gastar esto de una vez? ¿Es que ha pensado 
gastos extraordi- o n «=• 
ga r ios en diez nadie en la locura, en la insensatez de gastar esto de una vez, de 
echar toda esta carga sobre el presupuesto de un año? Sería caso 
de demencia; pero, además , s eñores , sería imposible realizarlo en 
un año , no teniendo, como no tenemos, ni personal, ni utillajejm 
afios. 
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medios materiales, ni ninguno de los factores que son indispen-
sables para realizar fecundamente estas grandes obras de interés 
público. Por eso, en el plan especial se acude al sistema de emi-
siones sucesivas, de emisiones anuales, durante un período de 
diez años . Pod íamos haber reducido el té rmino, pensando en lo 
que han hecho otros pueblos extranjeros; pero hemos preferido 
acomodarnos a la realidad económica de España, y hemos creído 
que, determinando, como determinará el Parlamento, coope-
rando a la iniciativa del Gobierno, una gradación, la m á s adecua-
da a las necesidades públ icas , de todas estas obras, se ejecuta-
rán naturalmente en los primeros a ñ o s las que sean mas urgen-
tes, y se ejecutarán en los ú l t imos a ñ o s del decenio las que lo 
sean menos. 
Y ¿sabéis lo que ocurr i rá con esta política, y a eso responde el LoB sobantes <Jei 
presupuesto or-
sobrante, que os pareció acaso excesivo cuando yo lo expuse an- dinario, pasados 
' * ^ r algunos anos, 
tcriormente; sabéis , digo, lo que ocurr i rá? ¡Ahí Que pasados los 3,^/^1 ¿es-
primeros ejercicios de este período de diez años , los propios so- arroiio dei pian 
1 • ' r r especial y extra-
brantes del presupuesto bas tarán para atender al desarrollo del ordinario, 
plan especial y extraordinario. Cuando llegue el momento de dis-
cutir el plan, yo tendré el gusto de ofrecer a la Cámara, para que 
le sirva como elemento de juicio y de deliberación, un cuadro 
formado sobre resultados y liquidaciones perfectamente compro-
bados, en relación con los tributos y con el desarrollo que les he-
mos de atribuir en el curso de estos diez a ñ o s , según el cual, pa-
sados los primeros años , no sólo no habrá necesidad de hacer 
nuevas emisiones de Deuda, sino que bas ta rán los sobrantes 
para atender a los gastos del plan extraordinario, y aun se podrá 
recoger la deuda emitida en los ejercicios primeros, sin m á s que 
una limitación que naturalmente no está en nuestras manos, 
pero que está en las vuestras: la limitación de que el Parlamento 
no vuelva a la antigua política del aumento de gastos, del funesto 
aumento de gastos en cada uno de los a ñ o s . Y no olvidemos ade-
más que como todos esos gastos han de realizarse en el país , han 
de acrecer la fortuna española , han de ser algo que resulte i n -
corporado a la obra nacional, y, por tanto, al propio tiempo que 
un gasto, serán un nuevo factor de ingresos en los impuestos y 
en el desarrollo de todas las fuentes de la riqueza pública y 
privada. 
Resta—y es preciso decirlo ade lan tándose a otra suerte de ob- Garantías para ia 
debida inversión 
jeciones —, resta, para que este presupuesto tenga la confianza de las cantidades 
^ 1 r r 0 destinadas a aten» 
nacional, no m á s que una condición, que es la de su garant ía , la cion.es «>raordi-
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de que se adopte con tales cautelas y con tales intervenciones 
que jamás tengan, ni el país ni el Parlamento, la duda de que se 
va a gastar ni una sola peseta que no sea en la dirección que el 
Parlamento, al votarla, haya designado. En el proyecto de ley exis-
ten prevenciones m á s que suficientes, a nuestro juicio, para que 
el Parlamento vote tranquilo los recursos que se le piden; pero s i 
no le pareciesen bastantes al Parlamento, señale las que quiera. 
E n este punto, el Gobierno no tiene reparos ni regateos de 
n ingún género; lo que el Parlamento considere que es necesario 
para dar al país la sensación de la recta intervención de este plan 
extraordinario, de este presupuesto extraordinario, si así le l la -
máis , nos parecerá bien; estamos dispuestos a ello. Lo único que 
no queremos, en suma, y con esto concluyo la materia, lo único 
que no queremos, que no quiere el Gobierno, es que el Parla-
mento se separe en este período de sesiones, dando al país la im-
presión de una verdaderamente inconsciente insensibilidad res-
pecto a lo que pasa en el mundo y respecto a lo que son las nece-
sidades públ icas . Nosotros no hacemos semejante agravio al Par-
lamento: hemos respondido a nuestros compromisos, trayendo 
un plan, trayendo un proyecto; estamos ahora seguros de vues-
tro patriotismo y de vuestra cooperación. (Muy bien.) 
leyes de poii- y vamos ya, señores , a decir unas cuantas palabras, las menos 
tica e c o n ó m i - . 
ca y financie- que resulte posible, respecto a la tercera parte de esta exposición, 
ra, encamina-
aas apropui- o sea de las leyes de política económica y financiera. 
sar l a rique-
za p ú b l i c a . Leyes de política económica y financiera. ¿Qué quiere decir 
esta frase que acabo de pronunciar? Quiere decir que para el Go-
bierno liberal, para el Ministro de Hacienda que os habla, no todo 
el problema del día es meramente fiscal; ya dije, desde las pr ime-
ras sesiones de las Cortes, que yo no había venido a este sitio 
para ejercer única y exclusivamente de recaudador. Yo creía, y 
sigo creyendo, que el Ministro de Hacienda tiene, sí, que ser un 
recaudador, procuro serlo hasta ahora; pero tiene que ser tam-
bién en estas circunstancias un propulsor, el m á s activo, el m á s 
diligente, s i queréis el m á s audaz, de la riqueza pública; porque 
no importa sólo rehacer el Tesoro, sino que hay también que re-
hacer el pa ís . 
Y atendiendo a la realidad nacional, nosotros hemos visto a 
un lado una gran población agraria, una gran población rural d i -
seminada por los campos, que nos hablaba del atraso de la agr i -
cultura española y de su necesidad, de su deseo de redimirse; y 
hemos visto al otro lado otro gran elemento de la economía aspa-
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ñola, que son los industriales, los comerciantes y los navegantes, 
que nos pedían también que el Estado, en este momento de crisis 
de los pueblos, les ayudara y les protegiera. Traemos, pues, una 
serie de leyes que responden a este doble anhelo. En relación con 
la agricultura, viene un proyecto de ley modificando el régimen 
fiscal de la propiedad territorial, y otro instituyendo el Banco Na-
cional Agrario. Con relación al otro factor de la economía espa-
ñola, los industriales, los comerciantes, los hombres de mar, os 
sometemos una ley de protección directa a las industrias, y una 
ley instituyendo el Banco de Comercio exterior. Y rematando 
toda esta labor, y todo el sistema, traemos una ley con vistas al 
interés público, aunque sin daño , así al menos lo cree el Min i s -
tro de Hacienda, sin daño positivo para el Banco de España , 
transformando el régimen de este gran establecimiento de cré-
dito. 
Aumento de valor y régimen fiscal d é l a propiedad inmueble. A«iiV»« » i» 
Responde, en primer té rmino, este proyecto de ley a un principio ^,0^" 
de justicia consignado en la Const i tución española, y que es, ade- Kgimerfisca3! 
más , expresión de la política y del régimen de todos los pueblos fnemiebfcropiedad 
constitucionales; pero es también un medio de satisfacción para 
evidentes necesidades de la agricultura nacional. Ya sé yo que 
mañana, una crítica superficial, dirá que el Ministro de Hacienda 
español quiere imponer a nuestro país leyes iniciadas por un 
eminente hacendista extranjero; que no hemos hecho — se dice 
esto constantemente por los mismos que suelen no tomarse el 
trabajo de leerlas — sino traducir o copiar. Me adelanto a la ob-
jeción. 
Lo que se propone en el proyecto de ley sometido a las Cáma- EI proyecto e» net« 
ras españolas es neta y castizamente español . Podrá , natural- "p»ñoi-
mente, no parecer bien a respetable parte de la opinión española; 
podrá merecer estas o las otras crí t icas; pero no hay nada m á s 
español, m á s castizamente español que lo qtie os proponemos. 
Hemos bebido en las fuentes de aquel gran economista Fiórez-
Estrada, que se adelantó a Henri George y a Lloyd George; hemos 
meditado ante los precursores de esta doctrina, que se llamaron 
Alonso de Castrillo, Juan Luis Vives, Pedro de Valencia y tantos 
otros; hemos estudiado el régimen establecido en las Provisiones 
de 1766 a 1770; hemos aprendido, en fin, en aquellas disposiciones 
que se implantaron con evidente ventaja para los terratenientes 
y cultivadores españoles , por gobernantes que se llamaron Aran-
da y Campomanes. 
Señores: esliamos oyendo todos los días lamentarse detestado 
de la agricultura española, escuchando a diario exhortaciones 
inspiradas condenando y procurando remediar los males de 
nuestra agricultura, el absentismo, el régimen de arriendos, la 
intervención de estos o los otros factores, rutinarios y antieconó-
micos; pero todo ello no se remediará j amás con la exhortación 
evangélica, ni por la propaganda teórica; males tan hondos no se 
pueden corregir en la sociedad contemporánea m á s que por un 
gran medio que tienen en su mano los Parlamentos y los Gobier-
nos; este medio es la política fiscal, es el impuesto. (Muy bien.) 
Así, nosotros hemos traído el proyecto de ley de que os hablo. 
No tenemos la pre tensión insensata de que lo discutáis apresura-
damente, con la urgencia que representa para nosotros y para to-
dos el afán de votar las leyes de reconst i tución económica y com-
plementarias del presupuesto a fin de legalizar después la situa-
ción económica; porque nos hacemos cargo de su trascendencia, 
y porque no queremos actuar como charlatanes, ni como dema-
gogos a la violeta, sino como hombres de Gobierno, y es necesa-
rio — lo reconocemos — que sobre ese proyecto de ley, que señala 
la iniciación de una política nueva en el derecho territorial de Es-
paña, vengan las informaciones correspondientes, se oiga al país 
y a todos los elementos, desde luego los primeros, aquellos que 
puedan creerse perjudicados por la reforma. Pero después de esa 
meditación, después de esa reflexión, después de esa audición de 
todos los grandes intereses públ icos , claro es que creemos que 
debe discutirse y en su día votarse como uno de los proyectos 
m á s eficaces, m á s interesantes, m á s trascendentales para la eco-
nomía española . 
E l proyecto es extenso, es amplio; yo no he de deciros ahora 
todo lo que contienen sus preceptos; bastará que os señale a lgu-
nas de sus m á s acentuadas direcciones, 
principales disposi- En la primera parte de este proyecto se grava con un nuevo 
cionesdel proyec-
to. Contribución tributo —que por cierto no se evalúa en los ingresos —el aumen-
sobre el aumento . . . . 
de valor. Hanici- to del valor en los bienes inmuebles, no debido a mejoras hechas 
pación en ella de 
las Mancomuni- por el propietario. 
dades, Diputacio- ^ * * „ i i j 
nesprovinaaiesy Se considera como actual valor de las fincas el que resulte de 
Ajuntarnientos. 
capifalizar al 5 por 100 la renta líquida con que figure el inmueble 
en el Avance catastral o Registro fiscal, y, en su defecto, el l íquido 
imponible que aparezca en el Amillaramiento; pero se concede un 
.plazo de cuatro meses, a partir de la promulgación de la ley, para 
que los d u e ñ o s de bienes inmuebles que no los tengan inscritos 
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en dichos Registros o Amillaramientos, o los tengan indebida-
mente, soliciten en forma las oportunas inclusiones y rect iñca-
ciones. 
La justicia del precepto es evidente. No es que el Fisco se ade-
lanta para aprovecharse —como podría hacerlo — de las oculta-
ciones en que han incurrido tantos y tantos contribuyentes espa-
ñoles; es la Administración quien les muestra su deber y les da 
un término para declarar aquello que corresponde al verdadero 
valor de las fincas; y sobre esa declaración, una vez establecida, 
se harán las operaciones necesarias. ¿Qué puede suceder? ¿Que 
alguien persevere, que alguien perdure en la ocultación? A él la 
responsabilidad y las consecuencias. El Estado no puede aspirar, 
no debe aspirar a otra cosa que a que el impuesto sea en todo 
tiempo la expres ión de la justicia. 
Creemos que agentes eficaces de la implantación de este t r i -
buto han de ser, en primer té rmino , las corporaciones populares, 
y recordando algo que ya consignó en su proyecto de ley sobre 
Haciendas locales el que fué nuestro inolvidable jefe, y siempre 
será llorado, Sr. Canalejas, al in terés del Estado asociamos, según 
los casos, el de los Ayuntamientos, de las Mancomunidades, de 
las Diputaciones provinciales. Los tipos de imposición varían del 
15 al 30 por 100 del aumento del valor, según éste exceda de un 10 
por 100 o exceda del 200 por 100. E l aumento del valor inferior al 
10 por 100 no es tará sujeto a t r ibutación. 
Recordamos un principio general en tr ibutación que va a pa- ^ S r f í t x i f l l 
recer nuevo a muchos, y, sin embargo, estaba ya en nuestras dtctíque1 cadl 
leyes: el de que la contr ibución territorial se exigirá por el pro- íbíeirr/ndi"1'' 
ducto que la finca sea susceptible de rendir/ cualquiera que sea 
su producción actual efectiva. (Muy bien.) ¿Por qué el Estado, la 
sociedad, han de pagar el lujo o el capricho de un propietario? 
(Muy bien, muy bien.) Y establecemos un recargo del 25 por 100 
sobre la contr ibución territorial que satisfagan las fincas que, 
siendo susceptibles de un cultivo remunerador, se encuentran 
total o parcialmente incultas. 
Como seña lamos una eficacia determinada y concreta, y desde Derechos concedí-
•' ' ^ dos a los arren-
luego trascendental, a esta determinación de la cuota del l íquido JSrde^ncas' 
imponible, concedemos a los actuales arrendatarios la facultad rústicasj solare», 
de prorrogar por cinco a ñ o s los contratos vigentes, sin que en 
ningún caso el precio del arriendo pueda exceder de la renta o 
líquido imponible con que figuran inscritas las fincas a los efec-
tos, del pago de la cont r ibución territorial. 
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Reconocemos a los arrendatarios el derecho de realizar mejo-
ras en las fincas rús t icas en determinadas condiciones y con 
derecho a percibir estos incrementos o a continuar los arrenda-
mientos, y en algunos casos, hasta expropiar la finca. La A d m i -
nistración se reserva como facultad la m á s esencial para la i m -
plantación de esta política, la de revisar la capacidad productiva 
del suelo, con la derivación, natural en nuestro sistema, de ex-
propiar con las justas indemnizaciones al propietario que se re-
sista a mejoras de los cultivos. 
Sigue toda una serie de disposiciones en que desenvolvemos 
estos mismos principios, y consignamos también el derecho de 
los arrendatarios que lleven en cultivo la totalidad de una finca 
durante veinte o m á s a ñ o s , o durante treinta en unión de sus 
ascendientes, y se comprometan a pagar una contr ibución co-
rrespondiente a una renta o l íquido imponible superior en un 10 
por 100, a expropiarla, previo el pago al propietario del precio que 
resulte de capitalizar al 5 por 100 la renta o el l íquido imponible, 
m á s el 10 por 100 de quebranto y precio de afección. Igual dere-
cho podrán ejercitar conjuntamente los diversos propietarios de 
una sola finca. En defecto del arrendatario, podrán utilizar los 
derechos en cada localidad las Cooperativas de obreros agrícolas. 
Comunidades y Juntas de labradores. (Rumores.) 
¿Por qué esos rumores, Sres. Diputados? ¿Es que esto contie-
ne a lgún agravio a la moral? ¿Envuelve un ataque al derecho? ¡Si 
empezamos por respetar el principio del pago unido a la expro-
piación! Pero ¿no hablamos todos de que es necesario comba-
tir el absentismo, de que hay que proteger el que las tierras sean 
de los mismos que las cultivan? ¿No estamos todos convencidos 
de que el atraso de la agricultura española en muchas regiones 
no depende sino de ese régimen odioso y absurdo de los arrien-
dos? Pues ¿cómo queréis que salgamos de este régimen? ¿O es 
una cosa la predicación doctrinal y teórica, y otra el que hagamos 
lo que está en nuestras manos hacer como legisladores? (Muy 
bien.—Rumores.) 
Esencialmente se aplican los anteriores principios a los sola-
res de las grandes poblaciones, y se les grava con un recargo de 
la cont r ibuc ión si pasado determinado n ú m e r o de a ñ o s no se 
construye sobre ellos. 
Adicionamos en esta ley la formación por el Gobierno de ins-
tituciones que faciliten la adquis ic ión por los cultivadores, de 
fincas rusticas, y la realización de mejoras en las mismas, y el 
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fomento en cualquier forma de la riqueza inmueble. Y , por últi-
mo, en base adicional, procuramos resolver la ardua cuest ión de 
las roturaciones arbitrarias. 
Pero claro es que todas estas medidas de política, todas estas (:rceoagrkíianacaioi 
soluciones ser ían ineficaces si los que hubieran de aprovecharlas prementoddp?^  
no dispusieran de medios económicos bastantes para ello: ten- jectoanterior, 
drían la opción a ser felices, pero no podrían jamás llegar a 
alcanzar la felicidad. Hay que complementar la política facilitan-
do el crédito, abriendo las esclusas del crédito agrario, para que 
puedan llegar a él todos los pequeños labradores que ahora, o no 
tienen dinero alguno, o son víctimas de la usura rural; y a esta 
necesidad evidente, en la que se han ocupado con reiteración las 
Cámaras, responde el Gobierno con el proyecto de ley de crea-
ción del Banco agrícola nacional, que tiene sus precedentes cal i -
ficados en propagandas, en peticiones, en iniciativas legislativas, 
que no son tampoco exclusivas de las izquierdas. Respetables 
personalidades de las derechas se han ocupado con reiteración 
en estos problemas, que ocupan preferentemente a la llamada 
democracia cristiana. 
Pedimos una autorización al Gobierno para constituir un 
Banco Agrícola Nacional con sucursales; por lo menos, una en 
cada una de las regiones agrícolas peninsulares. E l capital del 
Banco será de 100 millones, de los cuales aportará 25 el Estado y 
los 75 restantes por aportaciones particulares, en las que pddrán 
participar, si quieren, los Pósi tos . Los beneficios se d is t r ibui rán , 
asignando en primer lugar el 5 por 100 a las acciones particulares 
y, una vez cubierto este interés , otro 5 por 100 a las del Estado. 
Los beneficios restantes se dis t r ibuirán por igual entre unas y 
otras acciones. Se autoriza al Banco para emitir obligaciones y 
bonos agrarios hasta el duplo del capital desembolsado y del 
fondo de reserva. Además, el Estado podrá facilitar al Banco una 
cantidad igual a la que invierta en p ré s t amos hipotecarios hasta 
la cifra de cien millones de pesetas. 
Otorgando expres ión viva a una fórmula jur ídica que tuvo ^ropVdaíinmu^ 
ya su antecedente en proyectos de ley de hombres ilustres de 
todos los partidos, creamos, damos realidad a la cédula t i tu-
lar de la propiedad inmueble, para facilitar los p rés t amos hipo-
tecarios, y, aparte de varias reglas y disposiciones, naturalmen-
te encaminadas a afirmar la vida de la inst i tución, declaramos 
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^naus^xits1** Y en seguida, fieles a la política de que os hablaba antes, nos 
icUrdos0rprofec! dirigimos a los otros factores de la economía española, de la vida 
tores de la Admi- España: los industrialcs, los comerciantes y los navegantes. Se 
nistracion, pres» ^ ' j o 
co^gara^ífa^ dice con insistencia: «Hay que proteger las industrias, hay que 
interés ai capital. estimular el desarrollo de la vida industrial en este paíso; y se 
multiplican las propagandas, las peticiones, y las fórmulas , pero 
todas ellas realmente poco precisas, como respondiendo a un 
sentimiento, m á s que a un estudio concreto; y así apenas si se lee 
una ponencia en condiciones de llevarse a la Gaceta. Ha procu-
rado el Gobierno responder a esta necesidad nacional, y lo ha 
hecho sin timidez, con toda resolución, convencido de que el 
sacrificio que hoy se imponga el Estado será la garantía más eficaz 
d é l a gran prosperidad de mañana . 
A tal sentimiento responde la ley de protección a las indus-
trias que se os somete en el día de hoy. E l Estado podrá otorgar 
su protección a las industrias bajo tres formas diversas: una, 
acuerdos de la Adminis t rac ión que favorezcan el desarrollo de las 
industrias mediante los procedimientos que luego os indicaré; 
otra, los p ré s t amos en efectivo metálico hasta un límite que tam-
bién en la ley se señala; otra, la garant ía de interés al capital que 
se invierta, sobre todo en la const i tución de las grandes i n -
dustrias. 
Se señala en la ley cuáles son las industrias en las que de una 
manera m á s inmediata ha pensado el Estado al redactar este pro-
yecto; porque aun teniendo, claro es, la misma consideración 
para el Gobierno todas las manifestaciones del trabajo nacional, 
hemos de preocuparnos, como gobernantes, de la creación de 
aquellas industrias, de aquellos negocios que la experiencia, so-
bre todo en este período de la guerra, nos ha enseñado que son 
m á s indispensables en España , para que no vivamos tributarios 
del extranjero. En tal sentido, citamos especialmente la de cons-
trucción de buques con destino a la Marina mercante, hasta un 
límite que en el proyecto se señala; las hulleras hasta completar 
el consumo nacional de carbón; las del hierro y acero y sus ma-
nufacturas; las del cobre, el cinc y el latón, y, en general, todas 
las industrias meta lúrgicas relacionadas con la defensa nacional; 
la fabricación de herramientas no elaboradas a ú n en España; las 
industrias agrícolas , dedicadas a la t ransformación de productos 
españoles , que actualmente son transformados en el extranjero; 
los Sindicatos de exportación de ganados, vinos, frutos y produc-
tos agrarios españoles ; la producción de abonos y de maquinaria 
agrícola; la utilización de saltos de agua, con una potencia supe-
rior a 1.000 caballos de fuerza; las industrias químicas , y en espe-
cial las productoras de materias colorantes: el lavado de lanas, la 
fabricación de material eléctrico y científico de todas clases; las 
industrias del libro, con preferencia las que se dediquen a la ex-
portación de publicaciones españolas a América; las creadas para 
satisfacer necesidades de la política de penetración en Marruecos; 
y, en general., todas las industrias que produzcan art ículos toda-
vía no producidos en España, las que transformen primeras ma-
terias en la actualidad enviadas con tal objeto al extranjero, y to- j 
das las existentes en España, en cuanto a las ampliaciones de sus^» 
propios negocios, o a la creación de otros complementarios o de-
rivados de los mismos. 
Está inspirada la ley, naturalmente, en un sentimiento de de-
fensa del capital y del trabajo nacionales, y por esto exigimos que 
sean españoles los negocios, que sean españolas las personas 
que los constituyan, que sea español el 80 por 100 del personal, 
cuando menos. 
Y vamos a los acuerdos protectores de la Adminfstración. E s -
tos acuerdos para la Administración no representan n ingún sa-
crificio, y son, sin embargo, un es t ímulo , el más eficaz, para que 
las industrias se desenvuelvan, porque las pone al amparo de 
toda contingencia durante un cierto período de a ñ o s , quince en 
algún aspecto; y así declara: la exención de los impuestos de de-
rechos reales y de timbre para la const i tución de la entidad de 
que se trate; el aplazamiento duranle cinco años , o reducción por 
el mismo plazo al 50 por 100, de todos los impuestos que graven 
la industria protegida; la libre in t roducción, durante quince 
años, de las primeras materias hasta ahora no manipuladas ni 
trabajadas en el país; el derecho arancelario invariable, durante 
quince años , para el producto elaborado — con lo cual las indus-
trias vivirán tranquilas sabiendo que no se las puede perturbar 
ni inquietor—; la exención de todo impuesto de exportación, du-
rante cinco años ; régimen amplio de admis ión temporal para to-
das las primeras materias y productos que hayan de transfor-
marse en España o adicionarse a otros españoles con destino a 
la exportación, régimen especial de protección en el Banco de 
España, en el Banco Hipotecario y en el Banco Nacional de Co-
mercio que se proyecta, todo ello de acuerdo con estas entidades; 
régimen de especial protección en cuanto a las tarifas de trans-
porte por las l íneas de ferrocarriles y de navegación que exploten 
— xxxxr* — 
Compañías subvencionadas, también de acuerdo con éstas ; exen-
ción de toda clase de arbitrios municipales y de puertos; prefe-
rencia de los productos de las industrias favorecidas en los con-
tratos de suministros y ejecución de obras del Estado, Provincia 
o Municipio, así como en las obras o servicios que se hagan por 
concesión del Estado mismo. 
Desarrollamos después el sistema relativo a los p ré s t amos , 
que pueden llegar hasta el 50 por 100 de la cantidad necesaria 
para la creación de las nuevas industrias^ y por úl t imo, estable-
cemos el régimen de garant ía de interés del 5 por 100, hasta la 
suma de un total capital de 200 millones, o sea de 10 millones para 
la anualidad correspondiente, con relación a aquellas grandes 
industrias que de otro modo no es fácil que se establezcan en 
España . 
Como la ley responde a necesidades urgentes, y a algo que es 
de oportunidad en la vida nacional, tiene también un período de 
tiempo limitado, porque no habría de estar abierto este régimen 
indef in idamente .Habrán de solicitarse estas concesiones antes 
del 31 de diciembre de 1919; es decir, durante tres a ñ o s aspiramos 
a que al amparo de estas concesiones, verdaderamente extraor-
dinarias de parte del Estado español , surja una amplia floración 
de grandes industrias en el país; y para ello no se regatean me-
dios, ni el Estado se preocupa de otra cosa que de allanar obs-
táculos . Toca ahora a la iniciativa privada aprovechar tantas faci-
lidades y recoger sus frutos. 
CieacióndeunBan- Para completar el sistema, creamos igualmente el Banco E s -
co de Comercio 
exterior para com- pañol de Comercio exterior, que facilitará la exportación de los 
pletar el sistema ^ M 
industriase de- Procluctos españoles , la importación de las primeras materias, y 
ciaran desconta- q\ auxil io de la agricultura y de las industrias nacionales, pro-
blcs con la misma ' " 
eficacia auc las yecto que ha sido reclamado con insistencia por todas las entida-
Ictras las facturas w - i * 
comfrciaie». ¿ q q económicas del país , y que ya fué objeto de calurosas y reite-
radas propagandas durante el anterior período del Gobierno pre-
sidido por el Sr. Dato. 
Damos realidad a la ley de Hipoteca naval, procuramos dentro 
del tráfico español la nacionalización de los seguros mar í t imos , y 
autorizamos la const i tución de almacenes generales de mercade-
r ías y depós i tos francos. E l capital del Banco no será menor de 40 
millones de pesetas; el Estado garantiza el 5 por 100 de in terés a 
los capitales desembolsados; los crédi tos que el Banco otorgue 
se rán con la garant ía de mercader ías , conocimientos de embar-
que, cartas de porte, facturas comerciales, etc., e introducimos la 
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novedad de considerar descontables con la misma eficacia que las 
letras, según han pedido respetables entidades económicas, prin-
cipalmente de Cataluña, las facturas comerciales. Tales son, se-
ñores Diputados, las l íneas generales a que responde este pro-
yecto de inst i tución del Banco de Comercio exterior. 
Y llegamos ya en la relación al úl t imo de los proyectos de ley Proyectodeiey 
0 ^ f j j modiflcando 
anunciados, que es el que modifica el régimen del Banco de ^'i^1111®11 
del Banco do 
España. E s p a ñ a . 
Delante del Banco de España , todo gobernante discreto, sean 
las que quieran sus ideas particulares respecto de la inst i tución 
bancaria, ha de sentir un gran respeto al organismo de que se 
trata, y una gran preocupación de inquietarlo y perturbarlo en 
términos que dañar ían , no sólo a la inst i tución misma, sino a 
toda la economía del país . A l propio tiempo ha de inspirarse en 
razones de alto in terés nacional, que exigen una cierta transfor-
mación en el régimen del primero de nuestros establecimientos 
de crédito. Y a este doble sentimiento, de prudencia, en un sen-
tido, de cierta a rmon ía con lo establecido, con la tradición, y, 
por otra parte, de espír i tu innovador, de evolución demandada 
por las mismas costumbres comerciales y las ansias del país , res-
ponde el proyecto de ley que sometemos a la consideración del 
Parlamento. 
Ya tuve yo el honor de decir en el discurso pronunciado en el Necesidad de resoi-
Yer, desde ahora, 
Senado, que el partido liberal consideraba que el problema que el p^biema de 
^ nuestro primer 
envuelve la renovación del privilegio del Banco, es un problema Estabiedmiemo 
de crédito. 
de toda oportunidad, que no cabía diferir. ¿Por qué? De una parte, 
porque no faltan sino cinco años para que el privilegio expire; y 
pensad que la renovación hecha en el año 1891, siendo Ministro 
de Hacienda el Sr. Gos Gayón, se hizo con trece años de anticipa-
ción al momento de expirar aquel contrato. E l Banco necesita 
conocer de antemano el instante en que ha de sentirse con su 
privilegio caducado o renovado. Y de otra parte, si procuramos 
todos establecer una política económica nueva, si nos dispone-
mos a desarrollar m á s intensamente que hasta aquí los grandes 
intereses del pa í s , no cabe que establezcamos esta política ni que 
pensemos seriamente en que pueda desenvolverse, sin que el 
Banco de España sea su primer colaborador y su m á s eficaz ins-
trumento. 
Se ha redactado, pues, ese proyecto de ley, que consideramos E,tP)lifccta0c^(¿', 
respetuoso para los intereses fundamentales del Banco, y al pro- ficaciones deiac-
» • - •« tual régimen en 
pío tiempo ventajoso para los intereses públ icos; y, agrupadas { ^ ' ^ " x ^ * 
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las materias, se aprecian en él las siguientes ventajas: unas, lo 
son mirando al interés directo del Estado y del Tesoro, y otras, 
con relación al interés m á s respetable, m á s importante para to-
dos, con serlo mucho el del Estado y el del Tesoro: al interés de 
la industria, del comercio^ al desarrollo de los grandes factores 
de la producción nacional. 
Con relación al Estado, establecemos el carácter gratuito, 
como lo prestan todos los Bancos congéneres , para el servicio de 
Tesorería; ampliamos hasta 100 millones el saldo de la cuenta de 
Tesorería, el disponible, ya que el saldo de 75 millones hasta aho-
ra en vigor respondía a momentos en que ni el volumen de los 
negocios del Banco ni el de los presupuestos del Estado, habían 
alcanzado la cifra que en la actualidad; y establecemos para este 
saldo no m á s que el interés del 1 por 100. 
Todos sabéis que cuando se renovó el privilegio en la ocasión 
a que antes me referí, el Banco hizo al Estado un anticipo de 
150 millones, pagaderos al terminar el período de tiempo que en-
tonces se establecía. A l renovar el privilegio, es natural que se 
prorrogue igualmente el pago, si así le conviene al Estado, de 
estos 150 millones de pesetas. Y queda también diferido sin inte-
rés el abono de los pagarés de Ultramar por valor de 100 millones, 
que todavía no ha recogido el Estado y que se hallan en poder del 
Banco. 
Pero puede llegar, llegará seguramente un momento en que 
al Estado le convenga, por fortalecer la s i tuación económica del 
Banco y por honor a su propia firma, desaparecidas las circuns-
tancias difíciles de hoy, reintegrar al Banco esta suma. No sería 
explicable que el Tesoro no pudiera reintegrarla. Pero, si se re-
integrase, desaparecer ía en el contrato lo que pud ié ramos consi-
derar como precio de la renovación del privilegio, estimado ya en 
1891, como antes os dijera, en el p rés t amo sin interés de esa 
suma de 150 millones. El privilegio algo vale, el privilegio de emi-
tir billetes algo ha de representar para el Estado, y, en tal senti-
do, establecemos un ar t ículo en virtud del cual, a partir de un 
cierto n ú m e r o de a ñ o s , el Estado podrá devolver en anualidades 
de 25 millones los 250 millones que es en deber al Banco; pero 
sobre las sumas devueltas, el Banco ya abonará , a su vez, al Teso-
ro, un interés del 5 por 100, por virtud del cual podrá llegar el Es-
tado a percibir del Banco, cuando los 250 millones estén devuel-
tos, la suma de 12 millones y medio de pesetas ul año . 
Establecemos, ya os lo he dicho antes, el timbre de 1 por 1.000 
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sobre la circulación productiva de los billetes de Banco; reduci-
mos el plazo para que el Banco abone al Tesoro el importe de los 
billetes retirados de la circulación; seña lamos la gradación de 
tiempo en que el Banco ha de desprenderse de su cartera de valo-
res, en a rmonía con principios que forman ya parte de proyectos 
anteriores, al propio tiempo que determinamos qué participación 
habrá de corresponder al Estado, y es de un 25 por 100, en el pro-
ducto, en el cupón de estos valores, y de las acciones de tabacos, 
mientras permanezcan en la cartera del Banco. Estas son las mo-
dificaciones en relación con el in terés del Estado, y en las que 
creemos haber respondido al interés público sin causar un que-
branto verdaderamente estimable, menos injusto, a nuestro p r i -
mer Establecimiento de crédito. 
Pero en relación con la economía y con el crédito del país que- Modificaciones del 
^ * régimen del can-
daban otras cuestiones, que no son simplemente de política del coenreiadóncon 
^ 1 1 la economía y el 
Tesoro; y así , seña lamos , ampl iándolo , el coeficiente con que ha crédito del país, 
de fortalecer sus reservas metálicas, aumentando el encaje oro; 
determinamos, antes lo anuncié , y r eúne ambos caracteres, la 
movilización de la cartera de valores del Estado; establecemos 
una fórmula, que creemos práctica, para que el Banco llegue a ser 
verdaderamente, como debe serlo, un Banco de Bancos; es decir, 
que asocie a su propia gest ión, propia función en la sociedad es-
pañola, al resto de la Banca en el país , a toda una serie de orga-
nismos intermedios, que lleguen hasta los industriales y los co-
merciantes, para multiplicar así todas las operaciones a las cuales 
de otro modo no puede alcanzar fácilmente la gestión del Banco 
de España. Y creemos que la fórmula es práctica por cuanto de-
terminamos una bonificación en favor de estos organismos inter-
medios con relación a la totalidad de las operaciones bancarias. 
Se establece también que los p r é s t a m o s de valores industriales 
guarden proporc ión con los hechos sobre valores públ icos; de 
manera que en plazo breve lleguen a ser iguales una y otra 
cartera. 
Afirmamos asimismo el veto, por parte del Estado, para futu-
ras enajenaciones de oro; es decir, que el Banco de España no 
podrá realizarlas, sin contar previamente con el exequátur del 
Gobierno. Seña lamos la posibilidad de que se llegue a iniciar la 
desmonetización de la plata, y para entonces la colaboración del 
Banco en estas funciones. Y acudimos, por ú l t imo, a remediar un 
mal del cual se han lamentado todos los que han examinado estos 
problemas, o sea la exigüidad del fondo de reserva del Banco de 
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España . Todos sabéis que durante muchos a ñ o s el Banco vino 
obteniendo beneficios, relativamente considerables, y, sin embar-
go, por un sentimiento que es perfectamente humano y explicable 
en sus accionistas, esos beneficios se repartieron ín tegros en 
dividendos copiosos, en vez de dedicar una mayor suma a forta-
lecer el fondo de reserva. Esta política ha sido rectificada en parte 
en los a ñ o s ú l t imos . Ejerciendo una función de verdadera tutela 
el Gobierno sobre el Banco, señala en qué límite ha de ser nece-
sario que se detraiga una cierta cantidad de beneficios para apli-
carlos a fortificar el fondo de reserva. 
Tales son, en té rminos generales, las caracter ís t icas del nuevo 
proyecto de ley respecto al régimen del Banco de España. Dada 
su trascendencia, por un lado, y por otro, al menos en ciertos 
aspectos, su naturaleza contractual, excusado es añadi r que as-
piramos a que.la nueva ley tenga, no sólo el voto de las Cortes, 
sino también la cooperación del Banco mismo. Para ello, el Go-
bierno ejercitará, una vez m á s , la predisposición a la a rmonía y a 
recoger el mayor n ú m e r o posible de voluntades, en servicio de 
los grandes intereses nacionales, que le anima constantemente. 
Y voy llegando, señores , al té rmino de esta larga peroración, 
todavía m á s fatigosa para vosotros que para mí. 
Pdey DeVeníil Se ^a Preocupado el Gobierno, en esto úl t imo aspecto de su 
S í c í í n a i * - política financiera, como no podía menos de preocuparse, de 
Exención dci im- cuanto se refiere al crédito y a la moneda. 
puesto de üere- ^ 
chos reales, y dei ^ ]a defensa del crédito nacional, de las disponibilidades na-
Timbre a todos ' r 
íctíTmedlantl cionales, respondía aquel proyecto de ley relativo a la introduc-
dedad'eí'q1" e^ cl^n en EsPaña de valores extranjeros, que os fué ya sometido en 
ei0EsnpañaedoCmu e^  ultimo per íodo parlamentario. Complementamos esta misma 
«íores"eIla sus poét ica con un nuevo proyecto, de que daré de spués lectura, que 
se encamina a estimular la Importación en España , la domicil ia-
clón en España de valores que, correspondiendo a negocios esta-
blecidos en el país , son, sin embargo, pagaderos fuera de él; y en 
moneda que no es la moneda española . 
Comprenderé i s desde luego toda la importancia, toda la tras-
cendencia que esta política encierra. Hoy, nuestra moneda, nues-
tra peseta, se halla en una s i tuación que nos halaga; pero debe-
mos, como hombres prudentes y previsores, pensar que esto 
puede no ser definitivo y, por lo tanto, hemos de preocuparnos 
( de adelantar todas aquellas soluciones que, cuando se resta-
blezca la normalidad en el mundo, puedan impedir que empiece 
entonces para nosotros la anormalidad monetaria. Habría que 
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temer que algo de esto nos ocurriera, si no real izásemos desde 
ahora una política vigorosa y persistente, directamente encami-
nada a conseguir el fin de que os indico. 
Recordad, señores , lo que ocurr ió en aquella época, tan triste 
para todos, en que los cambios, errát icos, marchaban de unos 
tipos a otros, y en que coincidían los mayores aumentos, las 
elevaciones más rápidas e intensas en la Bolsa, con los días en 
que sabía el agio, con fechas y hasta con horas, cuál era la canti-
dad de francos que necesitaba España para situar en el Extran-
jero o el cupón de los ferrocarriles o determinadas obligaciones 
del Estado. Se remedió en parte esta si tuación por lo que al Esta-
do se refiere, con la ley llamada de pago en oro de los derechos 
de Aduanas; pero queda todavía este otro aspecto, más alarman-
te aun para los españoles , que es el de todas estas otras grandes 
Sociedades que tienen domiciliados cupones en el extranjero y 
que han de seguir necesitando situar allí francos, cuando el fran-
co no se encuentre en las condiciones en que hoy se halla. 
E l Gobierno y el Parlamento españoles , ¿han de permanecer 
insensibles a este problema? ¿No han de hacerse cargo del con-
flicto y de la dificultad que vendrá, y no han de adelantarse a ellos, 
siendo sus factores tan perfectamente conocidos? Claro es que no 
cabe esperar esto del Parlamento y de los Gobiernos españoles ; 
pero el Gobierno y el Parlamento no disponen sino de un medio 
relativamente eficaz para estimular esa política de importación de 
valores. ¿Cuál? La liberación del impuesto. En tal sentido, y re-
ducido, naturalmente el proyecto a los posibles efectos de mo-
mento, se presenta el proyecto de ley que exime del pago del 
impuesto de derechos reales, y del Timbre, hasta 31 de diciembre 
de 1917, es decir, sólo durante el curso del ejercicio p róx imo , a 
todos los documentos y actos mediante los cuales se realice el fin 
de que se acaba de hablar, bien entendido que si llegado el mo-
mento de expirar los beneficios de esta ley, el Gobierno, oído el 
Consejo de Estado, considerase que no se había cumplido el fin 
nacional que nos proponemos, y que convenía prorrogar la auto-
rización, podrá prorrogarla por un año m á s . Y yo os digo, s e ñ o -
res Diputados, pensando no sólo en el problema monetario que 
abordaremos en toda su ex tens ión , según anunc ié oportuna-
mente, en la etapa de primavera, porque no es posible hacerlo 
todo a un tiempo, sino en la enorme trascendencia que tiene 
para España la política de los transportes, respecto de la cual 
calificadas representaciones de etsa Cámara mantienen solucio-
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nes encaminadas a nacionalizar, y m á s aun, a incorporar al Esta-
do el servicio de ferrocarriles, ¿no apreciáis lo que sería ya lograr 
un principio en la dirección de esa política, un comienzo en esa 
política de nacionalización, trayendo a España siquiera la canti-
dad de valores que permitiera tener, como decimos ahora, el 
control de los mismos en manos nacionales, en vez de vivir nues-
tras Compañías ferroviarias regidas por mayoría con quórurn 
siempre suficiente de extranjeros? 
Esa finalidad podemos prepararla con el proyecto de ley que 
se va a someter a vuestra consideración, y si esa finalidad se lo-
grara, como espero, si no en todo, en gran parte de lo que nos 
proponemos, no dudéis , Sres. Diputados, que habremos dado un 
enorme avance en la política del rescate de los valores españoles . 
x.as Haciendas só lo unas palabras respecto de la relación entre el Estado y las 
locales. — Pro-
yectode ley sobre Haciendas locales, porque sería imperdonable que yo me sentara 
liquidación de dé- ' f n r n J 
bito^ entre ei E S - sin decir algo en cuantoaeste problema, que importa a tantos 
lado, las Diputa- 0 r } ~i r 
ciones provincia- Municipios españoles . Dije en el discurso del Senado, que me 
les y los Ayunta- r ir v j i 
mientos. veo obligado a citar muchas veces para evitaros y evitarme repe-
ticiones enojosas, que no podíamos realizar a un tiempo la polí-
tica de normalización de la Hacienda del Estado y la de normali-
zación de las Haciendas locales; que urgía m á s la primera que la 
segunda, con ser ésta tan apremiante, y que por eso t r ae r í amos 
ahora soluciones en relación con la una, y no podr í amos traer 
hasta m á s tarde soluciones en relación con la otra. Así de mo-
mento, nos limitamos a consignar un art ículo en la ley de presu-
puestos autorizando a los Ayuntamientos para que cont inúen 
durante un año m á s en la si tuación en que actualmente se en-
cuentran con relación a sus ingresos. 
Complementamos tal iniciativa con aquel proyecto de ley de 
t ransformación del impuesto de inquilinato, que está pendiente 
de vuestra deliberación y de vuestro voto desde el anterior per íodo 
parlamentario. 
Y , por ú l t imo, y este es ya el úl t imo de los proyectos de que os 
he de hablar, presentamos un proyecto de ley preparando la cons-
ti tución de las Haciendas locales mediante una liquidación del Es-
lado con todos los Ayuntamientos y las Diputaciones de España . 
Acaso digáis que el Ministro de Hacienda es demasiado enamo-
rado de la política de las etapas y de las gradaciones, porque no 
os traigo n ingún proyecto de ley que pretenda resolverlo todo en 
una tarde. Nada m á s fácil que urdir, con m á s o menos acierto, 
con m á s o menos habilidad, un proyecto de ley estableciendo las 
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Haciendas locales, rehaciéndolas, realmente creándolas , porque 
su situación es hoy de desorganización y de disolución; pero 
habrá siempre que empezar por el principio, y lo primero de todo 
es saber con qué factores cuentan esas Haciendas locales, es poner 
término a la si tuación tan desdichada para los Municipios como 
vergonzosa para el Estado, que padecemos; en la cual no se sabe 
ni si los Ayuntamientos deben al Estado, ni s i el Estado debe a los 
Ayuntamientos, y en la cual tampoco paga, recíprocamente, nadie; 
y así suman millones y millones los débitos de Ayuntamientos 
que pud ié ramos decir insignificantes por su población en Espa-
ña, y así es frecuente el caso de que el Ministro de Hacienda deba 
ejecutar a Corporaciones provinciales por falta de pago en las 
atenciones de segunda enseñanza , por ejemplo, cuando a su vez 
las Diputaciones tienen saldos procedentes de presupuestos ante-
riores en su favor, en los cuales los gastos no llegaron a la cifra 
que el Estado exigió a las Diputaciones. En suma, hay que poner 
término a este desorden, hay que establecer una liquidación seria 
y concreta entre el Estado y las Corporaciones populares. A este 
propósito responde el proyecto de ley de que os hablo. 
Decretamos, en primer té rmino, la su spens ión de las leyes des-
amortizadoras con referencia a los bienes inmuebles y derechos 
reales pertenecientes a los Ayuntamientos y los que pudieran 
aparecer en favor de las Diputaciones provinciales, en t regándolos , 
desde luego, a las Corporaciones para su uso y aprovechamiento; 
fijamos las reglas distintas a que ha de sujetarse la liquidación 
en los cuatro casos que pueden ofrecerse, según la si tuación que 
tenga cada una de estas Corporaciones en sus relaciones con el 
Estado; y seña lamos el carácter de obligatorios para los concier-
tos que hayan de pactarse entre el Estado y las Corporaciones po-
pulares, al objeto de que estos débitos queden liquidados en un 
determinado período de tiempo, fijando una anualidad que, en 
ningún caso, podrá ser inferior al 5 por iOO del importe del pre-
supuesto, ni superior al 10 por 100 del mismo, no debiendo tam-
poco exceder del 10 por 100 de la deuda, cuando ésta sea tomada 
como base. Y , por ú l t imo, seña lamos las reglas a que debe aco-
modarse la l iquidación por gastos de enseñanza entre las Diputa-
ciones y el Estado. No dudo que este proyecto, modesto en apa-
riencia, será de un resultado práctico excelente. 
Siento, s eñores , y permitidme todavía que os diga unas frases Conclusión, 
para concluir, siento sinceramente haberos molestado con tanta 
extensión; pero reconoceré is que el único mér i to que puede atr i -
Sufpensión de las 
leyes desamorti-
zadoras en cuan-




tamientos y Di -
putaciones. 
buirse a mi discurso, es el de no haberos dicho una sola palabra, 
al menos así lo he procurado, que pareciera innecesaria. Me he 
limitado a exponer sobriamente, fatigosamente, si queré i s , las 
líneas generales de esta compleja obra económica y financiera 
que el Gobierno somete a las Cortes del Reino. Creo que con ella 
ha respondido el Gabinete liberal a sus compromisos, pública y 
reiteradamente cont ra ídos y ratificados. 
Pero me importa añadi r , para desvanecer de una vez algo a lo 
que no he podido replicar hasta ahora, que, como veis, no hay en 
esa obra nada de penachos, ni de plataformas políticas, menos, 
todavía, personales; que yo he pensado sólo, y puedo jurarlo en 
presencia de mi país , en el alto interés de España; y que para mí , 
mucho m á s interesante que recoger frutos de cierto género, se-
guramente agrios y prematuros, sería sentirme satisfecho s i de 
una iniciativa mía hubiera de deducirse a lgún provecho positivo 
para mi Patria. No son estos momentos adecuados para debilitar 
los grandes organismos nacionales, sino, por lo contrario, para 
ensancharlos y fortalecerlos; mucho menos, pues, había yo de pre-
ocuparme de cierta clase de maniobras, que han estado y es tán 
siempre bien lejos de mi carácter y de mis práct icas en la política. 
Ahora, yo no niego ni quiero atenuar, porque ello equivaldría 
a renegar de mis convencimientos, que esos proyectos respon-
den—claro es—a una caracterís t ica, a una modalidad, a un ideal 
personal y del Gobierno; pero, señores , yo no creo que tampoco 
estos instantes sean de aquellos en que cada cual haya de rene-
gar de lo que m á s ame y de lo que mejor crea; yo entiendo que 
importa, sobre todo, infundir a la sociedad española un vigoroso 
anhelo de ideal, y que cada corazón lata para proclamar y para 
amar el ideal que sienta. (Muy bien.) 
Me diréis: ¡A.li! Es tal la cantidad de obra que el Gobierno ha 
presentado, que resulta imposible que sea votada antes del 31 de 
diciembre. Ya comprendé i s que el Minis t ro de Hacienda no ha 
incurrido en la tontería—se la hubieran desvanecido sus dignos 
c o m p a ñ e r o s de Gobierno, si él la padeciese—de imaginar que 
todos estos proyectos de ley pueden ser votados antes del 31 de 
diciembre; mas para eso está el patriotismo de las Cámaras , la 
buena voluntad del Parlamento. Juntos estableceremos la grada-
ción y el sistema de deliberación y de voto a que nos hemos de 
acomodar. Pero no nos e n g a ñ e m o s : si toda esa obra no hubiera 
venido, los mismos que ahora dijeran que la obra es compleja y 
es demasiado extensa, habr ían dicho que era una iniciativa frac-
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cionada, que carecía de sistema y de organización y que el Go-
bierno estaba obligado a presentar un conjunto, un plan o rgá-
nico de reformas económicas y financieras. (Aprobación.) 
A este sentimiento de su deber, ha respondido la iniciativa del 
Ministro de Hacienda. Y además—¿por qué no decirlo, Sres. D i -
putados?—a otro convencimiento, porque hoy estamos enfrente 
de una serie de problemas de orden económico y financiero, como 
estuvimos hace muchos años enfrente de toda una serie de pro-
blemas de orden político constituyente; y yo os digo: si entonces 
hubo patriotismo bastante en los representantes del país y en los 
partidos para que pudiera actuar y persistir aquel Parlamento lar-
go, realizando una obra de t ransformación política, al amparo de 
la cual vivimos ya hoy todos los que aquí estamos, ¿será mucho 
pedir que haya ahora abnegación y patriotismo bastantes para 
que un nuevo Pa/Hamento largo establezca la nueva const i tución 
económica de España? (Muy bien, muy bien.) 
Aspirando a tanto el Gobierno, no puede presentar su obra 
con exclusivismos ni con intransigencias; la presenta como una 
obra nacional, para la cual reclama el concurso de todos, absolu-
tamente de todos. No tenemos la pre tens ión — ya lo dije antes — 
de haber acertado en todas las soluciones, hemos querido acredi-
tar simplemente nuestra buena voluntad. Ahora, la sabidur ía de 
las Cortes hará lo demás , y yo espero también que lo haga todo el 
patriotismo del Parlamento. 
Pienso, s eño res , que he cumplido en la tarde de hoy mis obl i -
gaciones; presiento ahora que si este Parlamento sabe y quiere 
hacerse cargo de la s i tuación actual de España , de la del mundo, 
con un conocimiento exacto de su deber y de la realidad que le 
rodea; podremos sentirnos satisfechos, podremos, cuando menos, 
creernos tranquilos. 
No dudo—dejadme que concluya con esta nota de o p t i m i s m o -
de la potencia económica de España , de los medios todos de nues-
tro país, de que estamos en un instante en que la historia españo-
la puede revivir y restaurarse. A las clases políticas y gobernan-
tes toca ahora preparar la historia de la España futura; darnos en 
vez del escepticismo presente, en vez de las menudencias que nos 
dividen y nos destruyen, en vez de una política que en ocasiones 
es trágica y en ocasiones grotesca, una gran política de reconstitu-
ción nacional, que sea como la puerta del Destino abierta a una Es-
paña fuerte, a una España rica, a una España gloriosa. (Grandes y 
prolongados aplausos.—Muchos Sres. Diputados felicitan al orador.) 

PROYECTOS DE LEY 

Proyecto de ley de Presupuestos para 1917. 
A LAS CORTES 
Satisface el Gobierno, al presentar a las Cortes un nuevo proyecto 
de ley de Presupuestos generales del Estado para 1917, el solemne 
compromiso con ellas contraído de revisar durante el interregno par-
lamentario, modificando, completando y perfeccionando el que para 
cumplir el precepto legal sometió a su deliberación en el último mes 
de junio. 
Arraigada ya la costumbre de que los Ministros de Hacienda ex-
pongan verbalmente ante el Parlamento sus propósitos, práctica que 
el actual Ministro ha de respetar, como necesaria acaso para que la 
opinión pública se asocie cada día más a la obra económica que las 
circunstancias imponen, a sus palabras se remite en esta exposición. 
Ocioso sería, en efecto, repetir en ella, aun cuando fuera bajo distinta 
forma, lo que ha de explicar ante la Representación nacional con toda 
la extensión exigida por la naturaleza de las reformas tributarias que 
se proyectan, la distribución que se hace de los gastos y el momento 
en que la obra ha de acometerse. 
Sólo, en síntesis, habrá de dejar consignado que habiendo decidi-
do el Gobierno de S. M . atender a la reorganización de nuestro Ejér-
cito; al fomento de la Marina de guerra, según lo dispuesto por leyes 
ya sancionadas; al desarrollo de las obras públicas en todos sus ra-
mos de carreteras, caminos vecinales, ferrocarriles, obras hidráulicas, 
construcción de Escuelas y de edificios de enseñanza, y, en general, 
dotar a la nación de aquellos elementos que le son indispensables para 
su nueva vida en el concierto de los pueblos modernos, la sabiduría 
de las Cortes recaerá sobre el proyecto especial que a tan magna obra 
se refiere. 
En cuanto al presupuesto ordinario para el año 1917, deducción 
hecha de los aumentos para Deuda pública y Maestros de primera en-
señanza, ofrece una baja de 32.241.831 pesetas, y esto sin haber intro-
ducido de momento reformas esenciales en los organismos consti-
tuidos, ya que aun necesitándolas profundas y radicales, no pueden 
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aquéllas implantarse en un solo momento sin perjudicar notoriamen-
te, con lesión de los intereses generales, los mismos servicios que han 
de ser objeto de mejora y de perfeccionamiento. 
Por lo mismo, haciendo el Gobierno obra de seriedad y de eficacia 
pide a las Cortes autorización para preparar tales reformas mediante 
la amortización del 25 por 100 de las vacantes en todos los empleos y 
cargos civiles del Estado, sin otra excepción que la de los Maestros de 
Primera enseñanza, en cuya mejor dotación y ampliación de Escuelas 
persiste, como extremo redentor y esencial de su programa, y necesi-
dad por todos reconocida. Para mejorar el Magisterio y para comple-
tar su sueldo mínimo, se consigna en el nuevo presupuesto como 
único aumento, con carácter genérico en el personal, un crédito de 
2.506.975 pesetas. 
La amortización de vacantes, incluso Guerra, según su proyecto 
especial, aun aplicando la mitad de su importe a regularizar las diver-
sas escalas, suprimiendo categorías intermedias que resultan anacró-
nicas, producirá una economía calculada en 19.500.000 pesetas, que, 
sumada a la reducción que en los demás gastos se hace, han de dar 
por resultado una economía total de 51.741.831 pesetas. 
Quienquiera que recuerde el curso siempre ascendente, en consi-
derable proporción, de los presupuestos de gastos de los últimos 
quince años, hará justicia, sin duda alguna, a la labor de dolorosa 
austeridad que el Gobierno se ha impuesto, logrando con ello no sólo 
contener la cifra de los gastos públicos, sino reducirla en una suma 
de tal cuantía. Presupuestos y Gobiernos sucesivos deberán persistir 
en esta sana política, ampliando las reducciones con carácter orgáni-
co a servicios del Estado, todavía susceptibles, después de este pri-
mer avance en aquel camino de nuevas y fecundas transformaciones. 
Importa hacer notar que la cifra determinada lo ha sido con un 
criterio de absoluta sinceridad. Y por lo mismo, limitados, según lo 
han sido también los créditos que se han de considerar como amplia-
bles durante el ejercicio de 1917, la cifra de economías ha de resultar 
de absoluta realidad. 
Señalamos dentro de ella, como satisfacción debida a un evidente 
estado de opinión, la reducción lograda en la sección la**, «Acción en 
Marruecos», cuya liquidación en 1915 importó 143.701.391 pesetas, y 
quedan sus gastos presupuestos para 1917 solamente en 100.289.941, 
gracias a las reformas orgánicas acordadas por el Gobierno de S. M . , 
sin perjuicio de las cifras con que se dota en el plan especial corres-
pondiente el programa de trabajos para intensificar la acción civil de 
penetración comercial y pacífica. 
También es de observar la reducción establecida en la suma con 
que debe contribuir el Tesoro de la Península a los gastos de las po-
sesiones españolas del Golfo de Guinea, merced al establecimiento de 
un sistema de cooperación mercantil, que obtenga de aquellas pose-
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siones el fruto que hasta ahora no supo lograr la acción del Estado. 
Calculando que el contrato a otorgar no pueda estar en vigor antes 
del sexto mes del ejercicio, la economía se cifra solamente en 950.000 
pesetas. 
Por último, en materia de gastos importa hacer notar que el pre-
supuesto contiene la suma necesaria para atender a los servicios de 
Deuda, emanados del plan de reconstitución que se presenta'a las Co-
tes al mismo tiempo que aquél, y que no han sido eliminados de este 
mismo presupuesto para figurar en dicho plan especial sino precisa-
mente los gastos, en verdad extraordinarios, eventuales, «de primer 
establecimiento» en el utillaje del Estado, huyendo del fácil recurso 
de descargar en plan especial otras consignaciones que, aun refirién-
dose a veces a los propios servicios, tienen carácter ordinario y per-
manente, por lo cual siguen y deben seguir figurarando en el pre-
sente presupuesto anual. 
En cuanto a los ingresos, partiendo de los hechos realizados que 
ofrecen en el presente año una mayor recaudación de 46 millones de 
pesetas en ciíra redonda, comparada con la de 1915, el Gobierno, sin 
exagerar el optimismo, abriga la esperanza, no sólo de que, al aproxi-
marse a la normalidad, perturbada por la guerra europea, han de al-
canzar aquéllos la cifra que lograron en 1913, año último liquidado 
sin la influencia de tan grave trastorno, sino que, por el natural des-
envolvimiento de las rentas y de los tributos, han de superarla. 
No se toma como base, sin embargo, para la valoración de los i n -
gresos, la total cifra alcanzada en el referido año de 1913, sino que se 
establece como regla general y con sólo determinadas excepciones que 
se explican en el correspondiente estado comparativo, una proporcio-
nalidad entre tal recaudación y la obtenida en los ocho primeros meses 
del año actual y la probable de los cuatro restantes, aumentando lógi-
camente a este resultado lo que se calcula han de producir en el año 
de 1917 las reformas que en las contribuciones e impuestos se propo-
nen, reformas cuyas bases y cuyo fundamento se explican en sus res-
pectivos proyectos complementarios. 
El proyecto que como consecuencia de todo se somete a la delibe-
ración de las Cortes ofrece como resultado, según hubo de anunciar 
el Ministro que suscribe, un sobrante de los ingresos sobre los gastos 
presupuestos que asciende a 95.434.934,73 pesetas. 
En resumen, el proyecto que se somete a la deliberación de las 
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PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Se conceden créditos para los gastos del Estado, du-
rante el año económico de 1917, hasta la suma de 1.325.934.137,59 pe-
setas, distribuidas en la forma que expresa el adjunto estado letra A. 
Los ingresos para el mismo año se calculan en 1.421.369.072,32 pe* 
setas, cuyo pormenor detalla el adjunto estado letra B. 
Art. 2.0 Se consideran comprendidos en el Estado letra A, los cré-
ditos necesarios para satisfacer las obligaciones que se reconozcan y 
liquiden durante el ejercicio del presupuesto, por los conceptos s i -
guientes: 
a) Intereses que han de abonarse en equivalencia de la renta de 
los bienes enajenados a que se refieren los artículos 17 y 18 de la ley 
de 11 de julio de 1856, los cuales no están comprendidos en la de 30 
de julio de 1904; 
b) Intereses de inscripciones intransferibles de la Deuda perpetua 
interior, expedidas a favor del Clero por la permutación de sus bie-
nes, en virtud del Convenio celebrado con la Santa Sede en 25 de 
agosto de 1859. E l importe de los pagos que se hagan con imputación 
a este concepto será baja en el presupuesto de Obligaciones ecle-
siásticas ; 
c) Amortización de los créditos pendientes de pago en Deuda del 
4 por 100 amortizable; 
d) Amortización del primer décimo de los títulos del empréstito de 
175 millones de pesetas y documentos representativos del mismo; 
e) Gastos que ocasione la situación de fondos en el Extranjero con 
destino al pago de la Deuda exterior y de Obligaciones de los depar-
tamentos ministeriales; 
/) Indemnización de derechos de Aduanas por material de Obras 
públicas; 
g) Recargo municipal sobre la Contribución industrial y de Co-
mercio; 
h) E l importe de las Contribuciones impuestas a bienes del Estado 
para su formalización; el de los descubiertos a la Hacienda, de los que 
se hace pago con la adjudicación de bienes inmuebles, y el de los que-
brantos que resulten en la refundición y abono de mermas en la acu-
ñación de moneda, sin que produzcan salida material de fondos de 
las Cajas públicas; 
i) El crédito necesario para el caso que el Gobierno considere con-
veniente, en interés del Estado, hacer uso de las autorizaciones que le 
están concedidas por las condiciones 4.a, 5.' y 35 del vigente Contrato 
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• de Administración de la Renta de Tabacos, si bien deberá hacerlo dis-
tinguiendo, por medio de conceptos, cada una de dichas Obligaciones; 
j ) Formalización de los derechos de Aduanas por importación de 
material de Artillería con destino a los buques comprendidos en las 
leyes de Construcciones Navales, que se imputará al crédito conce-
dido por dicha ley, para previsión de las rectificaciones que requie-
ran los valores de las mismas obras; 
k) E l pago de intereses de las Obligaciones del Tesoro, emitidas y 
negociadas con arreglo a la ley de 14 de diciembre de 1914, y de la 
Deuda flotante, y comisión al Banco de España por estos servicios; 
/) E l crédito necesario para el pago de Auxiliares con destino a los 
servicios temporales y eventuales de Intervención en las operaciones 
de comprobación, cancelación y demás de la Deuda pública, hasta el 
límite máximo de 125.000 pesetas; 
//) El crédito necesario para satisfacer las cantidades que se reco-
nozcan y liquiden durante el ejercicio del Presupuesto, por el interés 
del 6 por 100 al año sobre los desembolsos que vaya haciendo la Com-
pañía General Española de Africa, con aplicación a la Empresa de Fe-
rrocarriles Tánger-Fez, dentro de las condiciones fijadas en el Con-
venio aprobado por el artículo 2.0 de la ley de 17 de julio de 1914; 
m) Gastos que origine la desmonetización de la moneda de plata. 
Art, 3.0 De los créditos comprendidos en dicho estado letra A, se 
considerarán ampliados hasta una suma igual al importe de las Obliga-
ciones que se reconozcan y liquiden los que a continuación se expresan: 
a) En la Sección 3.*, «Obligaciones generales del Estado»), los co-
rrespondientes a intereses de la Deuda perpetua exterior e interior al 
4 por 100, en la parte necesaria a satisfacer los intereses corrientes y 
atrasados de la Deuda que se emita con posterioridad a la formación 
de este Presupuesto, y durante el ejercicio del mismo, así por el re-
conocimiento y liquidación de créditos como por conversión de otras 
Deudas y cargas de Justicia, anulando los créditos consignados para 
éstas en el Presupuesto, desde el momento en que se verifique su 
conversión; el del capítulo 9.0, «Intereses de la Deuda flotante», con 
inclusión de la de Ultramar, y el del capítulo 10, «Intereses de depó-
sitos necesarios en metálico y de consignaciones voluntarias; 
b) En la Sección 4.' de dichas «Obligaciones generales», los del 
capítulo único, artículos i.0 al 11, «Clases pasivas»; 
c) En la Sección 2.a, «Ministerio de Estado», los del capítulo 5.0, 
artículo 3.0, «Correspondencia postal y telegráfica»; los del artículo 7.0, 
«Gastos de vigilancia y reservados», hasta la suma de 300.000 pese-
tas, y los del capítulo 5.0, art. 8.°, «Socorros de españoles desvali-
dos, etc.», hasta la cantidad de 300.000 pesetas; 
d) E l crédito de 8.928.907 pesetas, consignado en la Sección 3/ del 
presupuesto general, «Ministerio de Gracia y Justicia», capítulo 3.0, 
«Personal de la Administración de Justicia», se considerará ampliado 
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en 75.000, si no llegara a realizarse la baja calculada como probable 
por licencias y vacantes; 
é) En las Secciones 4.% 5/, 6.a y 10, «Ministerios de la Guerra, de 
Marina, de la Gobernación» y «Gastos de las Contribuciones y Rentas 
públicas», los de los capítulos y artículos a que corresponden las 
Obligaciones por suministros de pueblos, cuando haya dispensa de 
exceso en el plazo de presentación de comprobantes, premios de 
constancia, reenganches, cruces pensionadas, relief, sueldos por re-
sultas de sentencias absolutorias, gastos que ocasione la vacunación y 
revacunación y primeras puestas de vestuario, que se reconozcan y 
liquiden, siempre que reúnan las condiciones reglamentarias y no 
hayan prescrito por caducidad; 
f) En las Secciones 4.", 5.% 6.', 10 y 12, el transporte de Generales, 
Jefes y Oficiales, y sus familias y equipajes, que varíen de residencia 
con ocasión de destino forzoso, entendiéndose por familia la esposa e 
hijos menores de edad, e hijas solteras; 
g) En la Sección 6.*, «Ministerio de la Gobernación», los del capí-
tulo 7.0, artículo 2.0, «Defensa de enfermedades evitables», hasta una 
suma de 400.000 pesetas; el del capítulo 15, artículo 3.0, «Gastos de 
viaje y dietas que devengue el personal de vigilancia» y «Transportes 
de los funcionarios de dicho Cuerpo», hasta la suma de 600.000 pese-
tas; el del capítulo 23, artículos 2.0 y 3.0, «Saldos de la corresponden-
cia postal y telegráfica internacional y derechos por expedición de 
giros internacionales» y «Para pago de indemnizaciones por pérdida 
de certificados, extravío y sustracción de correspondencia asegurada 
con valores en metálico y paquetes postales pertenecientes a la Pen-
ínsula, islas adyacentes y el Extranjero»; y los del capítulo 30, artícu-
los 2.0 y 3.0, «Pluses y transportes de la Guardia civil», 
h) En la Sección 9.", Ministerio de Hacienda», en el capítulo 13, «Gas-
tos de movimiento de fondos», artículoi.0, «Girosy remesas del Tesoro»; 
i) En la Sección 10, «Gastos de las Contribuciones y Rentas públi-
cas», los capítulos y artículos correspondientes a premios de cobranza 
de las contribuciones directas, indirectas, impuestos y rentas del Es-
tado; los del capítulo i.0, artículos 2.0 y 3.0, «Recargos y gastos en ex-
pedientes de apremio y adjudicación de fincas» y «Gastos de rectifica-
ción de amillaramientos, reclamaciones de agravios, comprobación de 
la riqueza territorial y otros diversos»; los del capítulo 2.0, artículo 3.0, 
«Importe del 20 por 100 sobre las cuotas de la Contribución territorial 
urbana», y capítulo 3.0, artículo 2.0, «Sobre la industrial que corres-
ponda abonar a los Ayuntamientos por consecuencia de la ley de 12 
de junio de 1911, sobre sustitución del impuesto de Consumos»; el del 
capítulo 3.0, artículo 3.0, «Premios de formación de matrículas y de-
más gastos de dicha contribución»; el del capítulo 6.°, artículo 3.0, 
«Premios de expendición de cédulas personales»; los del capítulo 8.°, 
artículo i.0, «Gastos de fabricación de efectos timbrados», artículo 2.0, 
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«Compra de primeras materias», y articulo 3.0, «Premios a partícipes 
de multas satisfechas en papel de pagos al Estado»; el del capítulo 8.°, 
artículo 4.0, «Gastos de administración de la Renta del Timbre y pago 
de comisión a la Compañía Arrendataria de Tabacos, encargada de su 
venta»; el del capítulo 12, artículo único, «Gastos de administración 
del monopolio de cerillas»; el del capítulo 13, artículo 1.0, «Comisiones 
e indemnizaciones a los Administradores de Loterías»; el del capí-
tulo 13, artículo 4.0, «Importe de las ganancias ofrecidas a los jugado-
res de la Lotería Nacional»; el del capítulo 14, artículos 2.0y 3.0, «Para 
acuñación y reacuñación de moneda»; los del capítulo 20, artículos i.0 
y 2.0, «Pagarés de bienes desamortizados devueltos sin realizar por el 
Banco Hipotecario y sobre el importe de pagarés de bienes desamor-
tizados que realice»; y los del capítulo 24, artículo 10, en la cantidad 
necesaria para satisfacer los gastos de pasaje y equípales de las fami-
lias pertenecientes a las clases e individuos de tropa del Cuerpo de 
Carabineros que varíen de residencia con ocasión de destino forzoso, 
entendiéndose por familia la esposa e hijos menores de edad e hijas 
solteras, 
/) Se consideran ampliados hasta una suma igual al importe de las 
Obligaciones que se reconozcan y liquiden para atender a las necesi-
dades que previene la ley de 30 de enero de 1900 sobre accidentes del 
trabajo, los créditos consignados en cada una de las Secciones de los 
Departamentos ministeriales para dichas Obligaciones, considerándo-
se este concepto como capítulo adicional en las Secciones que expre-
samente no figure. 
Art. 4.0 Se autoriza al Ministro de la Guerra para reducir el efecti-
vo de Generales, Jefes, Oficiales y tropa consignado en la Sección 12, 
en la proporción que juzgue conveniente, quedando en este caso re-
ducidos los créditos correspondientes, en la suma de ios haberes y 
demás devengos de las fuerzas eliminadas. Estos créditos se transfe-
rirán en la parte necesaria a la Sección 4.% a medida que las fuerzas y 
el ganado de su dotación vayan incorporándose a la Península. 
Si el Gobierno dispusiera que parte de las fuerzas pertenecientes a 
las guarniciones normales de la Península, Baleares o Canarias, pasen 
transitoriamente a reforzar las de Africa, se considerarán ampliados 
los créditos de los capítulos y artículos de la Sección 12, a que corres-
pondan las bonificaciones de residencia de Generales, Jefes, Oficiales 
y tropa, y demás devengos especiales. 
Art. 5.0 Para mejora de haberes de las tropas de las Comandancias 
de Carabineros, teniendo en cuenta los servicios que practican y la 
movilidad y gastos extraordinarios a que se les obliga, se declara am-
pliable, hasta la cantidad máxima de 500.000 pesetas, el crédito del ar-
tículo 4.0, capítulo 23, Sección 10. 
Art. 6.° Si fuese preciso administrar por cuenta de la Hacienda el 
Impuesto de Consumos en algunas poblaciones, se entenderán auto-
2 
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rizados en las Secciones 9.a y 10 los créditos necesarios para satisfa-
cer los gastos de personal administrativo y de inspección, material y 
resguardo. 
Árt. 7.0 Los Ayuntamientos que no hubiesen sustituido el Impues-
to de Consumos, continuarán el régimen que actualmente tienen esta-
blecido, declarándose prorrogado durante la vigencia de la presente 
ley, el artículo 8.° de la de Presupuestos de 26 de diciembre de 1914. 
Art. 8.° Se autoriza al Ministro de Hacienda para dotar a la Direc -
ción general de Correos y Telégrafos, de los fondos de previsión pre-
cisos para las necesidades del Giro Postal nacional e internacional, 
para la ampliación de este servicio. 
Si el desenvolvimiento de la Caja Postal de Ahorros, exigiera du-
rante el año aumento de personal en el Cuerpo de Correos, se consi-
derarán a este solo efecto ampliados en la suma indispensable, los 
créditos correpondientes de la Sección ó.a, «Ministerio de la Goberna-
ción». La ampliación, en su caso, será acordada por el Consejo de Mi-
nistros, previo informe del Consejo de Estado en pleno. 
Art. 9.0 Se autoriza a los Ministros de la Guerra y de Marina para 
proceder sin las formalidades que previene la ley de Administración 
y Contabilidad, por medio de concurso, a la enajenación o permuta 
del material inútil existente. 
El producto de las ventas y permutas ingresará en el Tesoro pú-
blico. 
Art. 10. Se autoriza al Ministro de la Gobernación para que acci-
dentalmente pueda disponer la distribución del personal encargado 
de los servicios de Correos y Telégrafos, sin atenerse a las plantillas, 
según las necesidades que en cada momento lo requieran. 
Art. 11. Para la implantación de las Administraciones de Contri-
buciones de distrito, en el caso de que así se acuerde, se considerarán 
comprendidos los necesarios créditos en el estado letra A del Presu-
puesto de 1917, a razón de 4.000 pesetas por cada una de las que se 
establezcan con destino a la instalación, material, dietas y locomoción 
del personal eventual y demás gastos que el servicio origine. 
Art. 12. Se reducirán las plantillas de todos los funcionarios c ivi -
les de la Administración del Estado, incluso las de los Cuerpos espe-
ciales, excepción hecha de los Maestros de Primera enseñanza, en un 
25 por 100, cuando menos, del número de los que actualmente las 
componen y de las consignaciones que para las mismas figuran. 
Se procederá por los distintos Ministerios, por medio de Real de-
creto, a fijar las plantillas definitivas como resultado de la aplicación 
de la regla anterior, y se determinará la forma de llegar a ellas me-
diante la amortización de una vacante en cada categoría por cada cua-
tro que en la misma ocurran, comenzando por la primera que se pro-
duzca desde la entrada en vigor de la presente ley. 
La mitad del importe de las vacantes que se amorticen cada año, 
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en virtud de este precepto, se destinará en el siguiente a ascensos o 
mejoras de sueldo del personal que haya de quedar en los escalafo-
nes respectivos, en la forma que para cada Ministerio se determine 
por Real decreto, y la otra mitad quedará como economía en benefi-
cio del Estado. 
En lo sucesivo no podrán hacerse designaciones de temporeros 
sino para servicios de carácter verdaderamente eventual que tengan 
señalada consignación especial expresa en los presupuestos, quedan-
do en absoluto prohibido que, con cargo a los capítulos de material o 
cualesquiera otros de los presupuestos distintos de los especiales di-
chos, se satisfagan gastos de personal de esta clase. 
Art. 13. Por los Ministerios donde haya asignación expresamente 
figurada, en presupuesto para personal temporero se determinará si 
los servicios por éstos prestados tienen en parte carácter permanente, 
y en este caso podrán ser nombrados Aspirantes, transfiriéndose la 
parte de créditos necesarios en las plantillas de los Centros a que sean 
asignados, quedando el resto de esos créditos afecto al personal tem-
porero de carácter eventual. 
Art. 14. La provisión de los cargos de la Administración jalifiana, 
con cargo a su presupuesto, no estará sujeta a las leyes de empleados 
públicos de España. Al funcionario activo o cesante que pase a ocu-
par algún puesto de aquella Administración se le considerará, para 
todos los efectos de las leyes españolas, como desempeñando el des-
tino que ocupaba o podía ocupar en la Península, en cuyos escalafo-
nes continuará figurando y ascendiendo cuando reglamentariamente 
le corresponda, sin que la categoría que adquiera en la Zona del Pro-
tectorado le pueda servir para el reconocimiento de otros derechos. 
Art. 15. El funcionario, civil o militar, trasladado a la Zona del 
Protectorado de España en Marruecos, que, por la naturaleza del des-
tino, no cese en el disfrute de los haberes que le correspondan con 
cargo a los Presupuestos generales del Estado, sólo podrá percibir por 
el presupuesto jalifiano los emolumentos de gratificación que a su 
destino estén asignados. 
Art. 16. E l crédito de 950.000 pesetas de la Sección n para atender 
a los gastos de las posesiones españolas del Golfo de Guinea se enten-
derá ampliado en otra cantidad igual para las atenciones del segundo 
semestre de 1917, si contiuara a cargo del Estado la administración de 
aquellas posesiones. 
Art. 17. Se fija en la cuarta parte del total importe del presupuesto 
de gastos el máximum de la Deuda flotante del Tesoro, que podrá 
contraerse nuevamente durante el año económico de 1917. 
Sólo en los casos de guerra o grave alteración de orden público 
será lícito al Gobierno trapasar el expresado límite. 
Madrid, 30 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 

ESTADO LETRA A 
















DESIGNACION D E LOS GASTOS 
OBLIGACIONES G E N E R A L E S DEL ESTADO 
SECCION PRIMERA 
GASA REAL 
Dotación de S. M. el Rey 
— de S. M. la Reina 
— de S. A. R. el Principe de Asturias. . . 
— de S. A . el Infante D. Jaime 
— de S. A . ia Infanta Doña Beatriz. 
— de S. A . la Infanta Doña María Isabel.... 
— de S. A. la Infanta Doña María de la Paz 
Juana 
— de S. A . la Infanta Doña María Eulalia Fran-
cisca de As í s 
— de S. M. la Reina Doña María Cristina.... 
SECCION SEGUNDA 
CUERPOS G O L E G I S L A D O R E S 
Senado. 
Personal do las oficinas del Senado. 
Material de ídem id 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 





























DESIGNACION DE LOS GASTOS 
Congreso. 
Personal de las oficinas del Congreso. 
Material de ídem id 








Parte primera. — Deuda del Estado. 
Intereses de la Deuda perpetua exterior al 4 por 100 
estampillada 
Idem Id. interior al 4 por 100, inscripciones a favor de 
Corporaciones civiles, Deuda perpetua exterior no 
estampillada, amortizable al 4 por 100, billetes hi-
potecarios do la isla de Cuba y obligaciones hipote-
carias de Filipinas 
Comisión de 0,25 pesetas por 100 al Banco de España 
por el servicio de la conversión y pago de intereses 
de la Deuda perpetua interior 
Intereses en equivalencia de la renta de los bienes 
enajenados por virtud de la ley de 11 de julio de 
1856. 
Idem de inscripciones intransferibles de la renta per-
petua interior al 4 por 100 a favor del Clero por la 
permutación de sus bienes 
Amortización de la Deuda del Tesoro procedente del 
personal 
Idem de los créditos pendientes de pago en Deuda 
al 4 por 100 amortizable 
Idem del primer décimo do los títulos del empréstito 
de 175 millones de pesetas 
Para atender al quebranto que ocasione la situación 
de fondos en el Extranjero con destino al pago de la 
Deuda exterior 
Intereses de la Deuda del 5 por 100 amortizable.... 
Amortización de ídem id 
Comisión de 0,25 pesetas por 100 al Banco de España 
por este servicio 









































DESIGNACION D E LOS GASTOS 
Suma anterior 
Intereses de la Deuda del 4 por 100 amortizable, creada 
por la ley de 26 dé junio de 1908 . . . 
Amortización de la ídem id 
Comisión de 0,25 pesetas por 100 al Banco de España 
por este servicio 
Comisión al Banco de España por el servicio de pago 
de la Deuda exterior y del de Tesorería del Estado 
en el Extranjero 
Para pago de intereses de la Deuda que se emita du 
rante el año, en virtud de la autorización otorgada 
por la ley de Presupuesto extraordinario de recons-
titución "nacional, y demás gastos de emisión y co-
misión al Banco de España 
Parte segunda. — Deuda del Tesoro. 
Intereses de la Deuda flotante, con inclusión de la de 
Ultramar 
Idem de depósitos necesarios en metálico y de consig 
naciones voluntarias 
Parte tercera. — Cargas de justicia. 
Obligaciones corrientes. 
Oficios y derechos enajenados 
Recompensas por salinas 
Asignaciones censuales sobre terrenos y derechos del 
Estado : 
Recompensas por derechos, rentas y servicios 
Censos y pensiones afectas a fincas del Estado 
Condonaciones 
Obligaciones atrasadas. 
Oficios y derechos enajenados 
Asignaciones censuales sobro terrenos y derechos del 
Estado 
RESUMEN 
Parte primera. — Deuda del Estado 
— segunda. — Idem del Tesoro . 




















































DESIGNACION D E LOS GASTOS 
C R E D I T O S P R E S U P U E S T O S 
Por artículos. 
SECCION CUARTA 
G L A S E S P A S I V A S 
Pensiones remuneratorias, limosnas de Almadén y 
pensiones a obreros inútiles de dichas minas 
Regulares exclaustrados 
Montepío militar 
Idem civil • 
Mesadas de supervivencia 
Retirados de Guerra y Marina y cruces pensionadas.. 
Jubilados de todos los Ministerios 
Cesantes de ídem id 
Excedentes de ídem id 
Pensiones de secuestros , . 
Emigrados 
RESUMEN 
Sección 1.a — Casa Real 9.050.000 
— 2.a — Cuerpos Colegisladores. 2.486.000 
— 3.a — Deuda pública 459 413.526,57 
— 4.a —Clases pasivas 78.964.000 
549.943 526,57 
OBLIGÍCIONES DE LOS DEPÍRTÍMENTOS H I N I S Í E R U L E S 
SECCIOiN PRIMERA 
PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS 
Presidencia. 
Personal. 
Sueldo del Ministro 
Gastos de representación 
Personal de la Subsecretaría. 
Idem a amortizar , . . 
Suma y sigue. 
470.000 
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DESIGNACION D E LOS GASTOS 
Suma anterior 
Material. 
Para calefacción, alumbrado, etc 
Para la Comisión de producción nacional 




Personal de la Intervención civil de Guerra y Marina 
y del Protectorado en Marruecos 
Material de oficina de ídem id 
Impresiones de ídem id 




MINISTERIO DE E S T A D O 
Personal. 
Sueldo del Ministro • 
Jefes de Misión . . . . 
Personal de las carreras Diplomática, Consular y de 
Intérpretes, asignado a las Secciones, Centros y de 




Material de la Secretaría, Interpretación de Lenguas, 
Ordenes y Cancillería, alumbrado, calefacción y 
conservación del edificio 
Idem del Centro de Información comercial y de la 
Junta del comercio de exportación 
Asignación para condecoraciones y títulos de las Orde 
nes de Carlos III, Isabel la Católica y damas de Ma-
ría Luisa, s e g ú n Estatutos 
















































DESIGNACION DE LOS GASTOS 
Sama anterior. 
Personal. 
Personal del Cuerpo diplomático en el Extranjero, 
Idem del ídem consular en ídem 
Idem del ídem de Intérpi-etes en ídem 
Idem del Tribunal de la Rota 
Material. 
Material del Cuerpo diplomático en el Extranjero 
Idem del Cuerpo consular en ídem 




Gastos de viaje del Cuerpo diplomático y consular, 
habilitaciones de establecimientos e instalación.. . , 
Idem extraordinarios de las Legaciones y Consulados 
y comisiones transitorias en general 
Idem de correspondencia postal y telegráfica 
Para impresiones y encuademaciones oficiales, sus 
cripciones a la Gaceta y Prensa extranjera y adqui 
sición de obras científicas destinadas a la Biblioteca 
de este Ministerio, su conservación y catalogado. 
Alquiler, conservación y reparación de los edificios 
del Estado en el Extranjero y sus moblajes 
Cámaras de Comercio en el Extranjero 
Gastos generales de vigilancia en el Extranjero y los 
de carácter reservado 
Para socorro de españoles desvalidos, estancias en los 
hospitales y repatriaciones de indigentes y náufra-
gos, con arreglo a los Convenios internacionales . . . 
Para gastos de la imprenta, administración y publica-
ción del Boletín oficial del Ministerio de Estado.... 
A la Unión Iberoamericana, encargada de la Co-
misión internacional permanente para procurar el 
cumplimiento de los acuerdos del Congreso Hispano-
americano celebrado en esta corte en el mes de no-
viembre de 1900 
Para la Liga Marítima Internacional 
Para subvención a un Instituto libre de enseñanza 
y de las materias que constituyen las carreras Di-
plomática y Consular, y para organización de un 
Centro de Estudios marroquíes 
Para servicios y subvenciones a escuelas y misiones 
científicas en el Extranjero 
Para servicios médicos en Tánger y en la zona del 
Protectorado francés en Marruecos 
Para servicios auxiliares de la jurisdicción consular. 






































DESIGNACION D E LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Patronato de la Obra pía de Jerusalén. 
Personal. 
Iglesia de San Francisco el Grande 
Conservación de la iglesia y edificio 
Material. 
Gastos de culto y servicio de la iglesia de San Eran 
cisco el Grande, de la Conservaduría y de la Hos 
pedería del expresado edificio 
Servicios a cargo de las Misiones. 
Colegios de Santiago y Chipiona, Misiones de Tierra 
Santa y Marruecos y servicio de la iglesia y escuela 
en Argel 
Asignación al Vicario Apostólico de Marruecos 
Material de la Sección de la Obra pía 
Gastos extraordinarios, eventuales e imprevistos del 
Patronato u otras Misiones religiosas 
Personal. 
Sección dé^  Marruecos en el Ministerio de Estado... 
Consulados en TetuAn, Larache, Alcázar y Arcila.. 
Material. 
Gastos ordinarios de la Sección de Marruecos en el 
Ministerio de Estado 
Idem de los Consulados en Tetuán, Larache, Alcázar 
y Arcila 
Gastos diversos. 
Para Comisión de limites de la zona y otras Comisio 
nes transitorias 
Gastos de la Junta de enseñanza de Marruecos... 
Idem extraordinarios de los Consulados 
Subvenciones para estudios y publicaciones 
Imprenta, administración y publicación del Boletín 
oficial do la zona de influencia española en Ma 
rruecos 


















































DESIGNACION D E LOS GASTOS 
SECCION TERCERA 
MINISTERIO DE GRACIA Y JUSTICIA 
O B L I G A C I O N E S C I V I L E S 
SERVICIOS DE CARÁCTER PERMANENTE 
Administración central. 
Personal. 
Sueldo del Ministro 
Subsecretaría 
Dirección general de Prisiones 
Idem id. de los Registros 
Comisión de Codificación y Colección Legislativa de 
E s p a ñ a 
Material. 
Asignación para la Subsecretaría 
Idem para la Dirección de Prisiones... 
Idem para la ídem de los Registros — 
Idem para la Comisión de Codificación 
Idem para la Biblioteca 








Suma de los cuatro art ícu los . . 
Baja por licencias y vacantes 
Haberes de los sustitutos de los Jueces de primera 
instancia 
Médicos forenses 













































Instituto de análisis químico toxicológico y Labórate 
rios médico-legales 





Gastos comunes a la Administración central 
y a los Tribunales. 
Indemnizaciones, dietas y transportes 
Dietas a funcionarios y Tribunales industriales.. 
Pasajes a Canarias 
Obras en edificios civiles, moblaje y alquileres... 
Análisis quimico y ejecución de sentencias 
Imprevistos y eventuales de personal y material. 
Obras en el Palacio de Justicia 
Gastos diversos. 
Estadística de los Registros mercantil y notarial. . 
Gastos de viajes y dietas a funcionarios de la Direc 
ción de los Registros 
Suplementos de honorarios a Registradores de la pro 
piedad 
Obras de reparación en el Archivo de Protocolos de 
Madrid 
Auxilio a la Escuela de Reforma para jóvenes y Asilo 
de corrección paternal 
Subvención al Real Patronato para la Represión de la 
Trata de Blancas 
Dietas al personal temporero de la Subsecretaría . 
Para distintas atenciones 
Obligaciones emanadas de la ley do Accidentes del 
trabajo 
Prisiones. 
Personal de las Secciones técnica, auxiliar y facultativa 
Idem para servicios especiales 

















































DESIGNACION D E LOS GASTOS 
SERVICIOS DE CA11ACTER TEMPORAL 
Al Ayuntamiento de Burgos para conservación del 
Palacio de Justicia 
Al ídem de San Sebastián para ídem id 
Ejercicios cerrados. 
Obligaciones que carecen de crédito legislativo 
R E S U M E N 
Servicios permanentes 18.633.593,97 
Idem temporales 33.000 




Clero catedral, parroquial y conventual 
Material. 
Culto, administración y visita . . 








Noviciado de San Vicente, Institutos de San Felipe y 
Colegios de Escolapios 
Obras y alquileres. 
Instrucción de expedientes para reparación de tem 
píos 
Para construcción y reparación extraordinaria de tem 
píos 
Catedral de la Almudena, de Madrid. 
Alquileres de los palacios episcopales 
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DESIGNACION DE LOS GASTOS 
Suma anterior. 




Santuario de Montserrat . . . 
Casa natal de Santa Teresa de Jesús , 
Ofrenda al Apóstol Santiago 
Imprevistos 
Ejercicios cerrados. 
Obligaciones que carecen de crédito legislativo 
R E S U M E N 
Obligaciones civiles. 





MINISTERIO DE LA GUERRA 
Personal y material. 
Personal de la Administración central, cstableciinien 
tos de instrucción e industria militar 
Material de la Administración central 
Personal de la Administración regional. 
Cuerpos armados del Ejército 
Material de la Administración regional. 
Idem de Cuerpos del Ejército 
Diversos. 
Comisiones extraordinarias del servicio 
Servicios del Depósito de la Guerra . . . . 
Suma y sigue. 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 
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DESIGNACION D E LOS GASTOS 
Suma anterior. 









Servicios de Artillería 
Idem de Ingenieros 
Idem de subsistencias y acuartelamiento. • 
Idem de campamento 
Idem de transportes 
Idem de hospitales 
Idem de derechos y propiedades del Estado 
Idem de Sanidad Militar 
Idem de Cria caballar y Remonta 
Gastos diversos e imprevistos 
Obligaciones emanadas de la ley sobre accidentes del 
trabajo 
Personal sin destino de plantilla 
Jefes y Oficiales retirados por Guerra y personal civil. 
SECCION QUINTA 
MINISTERIO DE M A R I N A 
Administración central. 
Personal. 
Sueldo del Ministro 
Consejo Supremo de Guerra y Marina y Jurisdicción 
de Marina en la corte 
Material. 
Consejo Supremo de Guerra y Marina y Jurisdicción 
de Marina en la corte 









Suma y sigue, 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 























































DESIGNACION DE LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Servicios eventuales. 
Personal de plantilla 




Haberes del personal embarcado . . . 
Material. 
Consumo de máquinas. 
Municiones y torpedos. 
Pertrechos de buques . 
Infantería de Marina. 
Personal. 
Material. 




Centros do instrucción 
Material. 
Establecimientos científicos. 
Centros de instrucción 
Gastos diversos. 
Personal. 
Gratificación de efectividad y aumentos de sueldos. 
Indemnizaciones por servicios especiales y destinos 
transitorios 
Cruces pensionadas 
Pasajes, socorros y gastos generales 
Suma y sigue 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 



















































Obras nuevas y reparaciones 
Gastos generales 
SECCION SEXTA 
MINISTERIO DE L A GOBERNACIÓN 
Administración central. 
Personal. 
Sueldo del Ministro 
Subsecretaría y Dirección de Administración y Sa 
nidad 
Servicios especiales 
Dirección general de Seguridad 
Beneficencia. 










Subsecretaría y Dirección general do Administra 
ción 
Secretaria del Real Consejo de Sanidad 
Dirección general de Seguridad 
Moblaje y obras de conservación 
Suma y sigue. 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 




















































Impresiones e investigaciones 
Sostenimiento de los establecimientos generales. 
Socorros 
Servicios y obras 
Sanidad . 
Material. 
Impresiones y encuademaciones 
Defensa contra enfermedades evitables 
Instituciones benéficas 
Instituto Nacional de Higiene de Alfonso XIII 
Reformas sociales. 
Gastos diversos. 
Instituto de Reformas Sociales 
Casas baratas 
Instituto Nacional de Previsión 
Consejo Nacional de Protección a la infancia y Repre 
sión de la mendicidad 
Administración provincial. 
Personal. 
Gobiernos de provincia 
Delegaciones especiales del Gobierno. 
Gastos diversos 
Vigilancia y Seguridad. 
Personal. 
Cuerpo de Vigilancia. 
Indemnizaciones..... 
Cuerpo do Seguridad. 
Indemnizaciones . . . . . 
Gratificaciones • 
Suma y sigue 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 
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DESIGNACIÓN D E LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Sanidad. 
Inspecciones provinciales de Sanidad. 
Puertos, Lazaretos y Sanatorios marít imos. 
Estaciones sanitarias 
Servicios sanitarios especiales. 
Material, 
Gobiernos de provincia., 
Delegaciones especiales. 
Alquileres y obras 
Vigilancia y Seguridad. 
Material 
Alquileres y obras, 
Transportes 
Gastos reservados. 
Puertos, Lazaretos y Sanatorios marítimos. 
Gastos de escritorio y material ordinario 
Sostenimiento de asistencia, farmacia y culto. 
Combustibles y desinfección 
Adquisición y construcciones 
Material de los Sanatorios marítimos 
Obligaciones impuestas 
Gaceta de Madrid y Guia oficial de España. 
Correos. — Administración central. 
Personal de la Dirección general 




Gastos de oficio de la Dirección general y Administra 
ción general de la Caja de Ahorros 
Suma y sigue. 
C R E D I T O S P R E S U P U E S T O S 







































































Material de oficinas provinciales. 
Gastos diversos. 
Conducciones y material 
Gastos diversos del servicio internacional 
Indemnizaciones por pérdida de correspondencia. 
Comisiones y gastos eventuales. 
Personal.... 
Imprevistos. 










Escuela general de Telégrafos 
Servicios internacionales . . . . . 
Moblaje 
Alquileres y obras 
Impresos 
Material de linca y estación. 
obra 
Cables y radiotelegrafía 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 
Por a r t í c u l o s . 
Arrastres y mano de 































































Planas mayores y tercios. 
Material de la Dirección general. 
Prov i s ión de pienso y utensilio. 
Provisión de pienso y utensilio 
Ejercicios cerrados 
SECCION SEPTIMA 
MINISTERIO DE INSTRUCCIÓN PÚBLICA 
Y BELLAS ARTES 
SERVICIOS PERMANENTES 
ADMINISTRACIÓN C E N T R A L 
Personal. 
Sueldo del Ministro 
Subsecretaría y Direcciones generales. 
Inspección general de enseñanza 
Consejo de Instrucción pública 
Instituto de material científico 
Gratificaciones 
Material de oficina. 
Subsecretaría . 
Otros servicios. 
Suma y sigue. 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 

















































DESIGNACION DE LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Gastos diversos. 
Junta de ampliación de estudios e investigaciones 
científicas 
Instituto de material científico 
Ampliación de estudios en los Centros oficiales de en-
señanza 
Gastos de oposiciones 





Escuelas nacionales de primera enseñanza. 
Otros servicios 
Escuelas Normales. 
Baja por economía en el movimiento de personal. 
Material. 




Fomento de la educación nacional. 
Enseñanza general y técnica. 
Personal. 
Institutos generales y técnicos. 
Escuelas de Artes e Industrias. 
Baja por economía en el movimiento del personal 
Material. 
Institutos generales y técnicos. 
Escuelas de Artes e industrias 
Suma y sigue. 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 
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Escuelas de Ingenieros industriales. 
Universidades 
Escuelas de Ingenieros industriales. 
Enseñanza profesional o de Escuelas especiales. 
Personal. 
Escuelas de Veterinaria.., 
Idem de Comercio 
Otras Escuelas especiales. 
Baja por economía en el movimiento de personal 
Material. 
Escuelas de Veterinaria.. 
Idem de Comercio. 








Suma y sigue. 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 
Por a r t í c u l o s . 































































DESIGNACION DE LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Establecimientos científicos, artísticos y literarios. 
Pei'sonal 
Subvenciones. — Academias 
Centros v Sociedades de cultura. 






Material de oficinas y escritorio 
Monumentos artísticos e históricos y excavaciones. 
Gastos diversos. 
Geografía, Astronomía, Estadística y Metrología. 
Personal. 
Director general 
Trabajos geográficos y astronómicos 
Idem estadísticos 
Sección de Artes Gráficas y otros servicios. 
Comisión permanente de pesas y medidas.. 
Material. 
Gastos diversos de la Dirección general. 
Trabajos geográficos y astronómicos . . . 
Idem estadísticos 
Idem metrológicos 
C R E D I T O S P R E S U P U E S T O S 
Por a r t í c u l o s . 
Accidentes del trabajo. 
Para las necesidades que previene la Ley de 30 de 
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DESIGNACION D E LOS GASTOS 
SERVICIOS TEMPORALES 
Edificios-escuelas. 
Idem de Instrucción pública 
Monumentos artísticos e históricos 
Ejercicios cerrados. 
Obligaciones que carecen de crédito legislativo. 
R E S U M E N 
Servicios de carácter permanente . 
Idem de carácter temporal 
Ejercicios cerrados 




MINISTERIO DE FOMENTO 
Personal de las dependencias de la Administración 
central. 
Sueldo del Ministro 
Personal administrativo y subalterno 
Asesoría jurídica 
Consejo Superior de Fomento 
Urbanización y construcciones 
Servicios especiales 
Idem generales de Agricultura, Minas y Montes 
Agricultura 
Minas 
Montes y Pesca 
Comercio, Industria y Trabajo 
Delegación Kegia de Pósitos 
Colonización 
Obras públicas 
Suma y sigue. 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 












































DESIGNACION D E LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Gastos de escritorio 
material de oficinas de las dependencias 
de la Administración central. 
Secretaría y Direcciones generales 
Consejo Superior de Fomento 
Servicios generales de Agricultura, Minas y Montes. 
Agricultura 
Minas 
Montes y Pesca 
Comercio, Industria y Trabajo 
Obras públicas 
Gastos de personal de las Oficinas provinciales. 




Montes y Pesca 
Obras públicas 
Gastos de escritorio y material de las Oficinas 
provinciales. 









Servicios generales del Ministerio. 
Secretarla, Direcciones generales y dependencias cen 
trales 
Agricultura, Minas y Montes. 
Servicios generales 
Suma y sigue 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 
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DESIGNACION D E LOS GASTOS 
Suma anterior, 
Agricultura. 
Escuela Especial de Ingenieros agrónomos 
Granjas-Escuelas prácticas de Agricultura, Estacio 
nes y Establecimientos especiales 
Servicios varios y Secciones 
Ganadería. 





Montes y Pesca. 
Servicio de los Distritos forestales 
Servicios especiales 
Idem varios 
Comercio, Industria y Trabajo. 
Servicios generales 
Sección de Comercio 
sección de Industria y Trabajo 
Mcgistro de la Propiedad Industrial y Comercial. 




Servicios diversos de Obras públ icas . 
Gastos generales y publicaciones 
Escuelas 
Alquileres de edilicios 
Compra y recomposición de moblaje 
Inspecciones y comisiones 
Gastos de habilitación y quebranto de moneda. 
Estadíst ica, instrumentos y depósito de planos. 
Suma y sigue 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 
















































Estudios y gastos generales 










Obras y servicios hidráulicos. 
Aforos, observaciones y previsión de crecidas . . . . 
Estudios.. 
Ordenamiento y modulación de zonas de regadío y vi 
gllancia del régimen de los ríos = 
Conservación y explotación 
Canal de Aragón v Cataluña 
Faros. 
Obras y servicios 
Accidentes del trabajo. 
Indemnizaciones 
SECCION NOVENA 
M I N I S T E R I O D E H A C I E N D A 
Administración central. 
Personal. 
Sueldo del Ministro 
Subsecretario, Jefe superior do Administración. 
Personal de la Administración central. 
Idem de Arquitectos 
Idem de Ingenieros de Montes , 
Suma y sigue. 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 














Por c a p í t u l o s . 
44.243.456,71 
29.200.959,73 

















































Personal de Ingenieros industriales, 
Idem de id, agrónomos 
Idem de id. do Minas 
Idem de Profesores mercantiles. . . , 
DESIGNACIÓN D E LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Subsecretaría, Sección del Catastro y Registros fisca-
les e Inspección 
Tribunal de Cuentas del Reino 
Intervención general de la Administración del Estado. 
Dirección general del Tesoro público 
Idem id. de Contribuciones 
Idem id. de Propiedades e Impuestos 
Idem id. de Aduanas 
Idem id. de la Deuda y Clases pasivas 
Idem id. de lo Contencioso del Estado 
Ordenación de pagos de Hacienda 
Idem de id. de Gracia y Justicia y Gobernac ión . . . . 
Idem de id. de Instrucción pública y Fomento. . . 
Intervención Central de Hacienda , 
Tesorería Central de Hacienda 
Junta de Aranceles y Valoraciones 
Representación del Estado cerca de la Compañía 
Arrendataria de Tabacos y Dirección general del 
Timbre y Giro mutuo y del Monopolio de cerillas... 
Material. 
Subsecretaría y Sección del Catastro y Registros fis 
cales 
Tribunal de Cuentas del Reino 
Intervención general de la Administración del Estado 
Dirección general del Tesoro público 
Idem id. de Contribuciones 
Idem id. de Propiedades e Impuestos 
Idem id. de Aduanas 
Idem id. de la Deuda y Clases pasivas 
Idem id. de lo Contencioso del Estado . . . 
Ordenación de pagos de Hacienda 
Idem de id. de Gracia y Justicia y Gobernac ión . . . 
Idem de id. de Instrucción pública y Fomento 
Intervención Central de Hacienda 
Tesorería Central de Hacienda 
Junta de Aranceles y Valoraciones 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 









Idem de Ingenieros industriales. 












































































DESIGNACION D E LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Personal de Ingenieros de Minas. 
Idem de Profesores mercantiles . . 
Delegaciones de Hacienda 
Idem especiales de Hacienda 
Inspección provincial de Hacienda 
Administraciones de Contribuciones 
Idem de Propiedades e Impuestos 
Tesorerías de Hacienda 
Intervenciones de Hacienda 
Administraciones de Aduanas 
Idem y Depositarías especiales 
Indemnizaciones de residencia 
Administraciones especiales de rentas arrendadas.. 
Material. 
Delegaciones de Hacienda 
Idem especiales de Hacienda 
Inspección provincial de Hacienda . . 
Administraciones de Contribuciones. 
Idem de Propiedades e Impuestos... 
Tesorerías de Hacienda 
Intervenciones de Hacienda 
Archivos provinciales de Hacienda.. 
Administraciones de Aduanas 
Idem y Depositarías especiales 
Cuerpo de Contabilidad. 
Personal central y provincial. 
Pericial y auxiliar 
Establecimientos fabriles al servicio de la Hacienda. 
Personal. 
Fábrica Nacional de la Moneda y Timbre 
Minas de Almadén 
Intervención del Estado en el arrendamiento de las 
salinas de Torrevieja y de La Mata 
Mina Arrayanes (Linares) 
Suma y sigue. 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 
























































DESIGNACION D E LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Material. 
Fábrica Nacional de la Moneda y Timbre > 
Minas de Almadén 
Intervención del Estado en el arrendamiento de las 
salinas de Torrevieja y de La Mata 
Mina Arrayanes (Linares) 
Gastos comunes a la Administración central 
y provincial. 
Visitas. 
Para las que acuerden durante el ejercicio el Ministro, 
el Subsecretario y los Directores generales 
Indemnizaciones de viaje a los funcionarios destina-
dos a Canarias 
Para premios en metálico a los funcionarios de Ha-
Hacienda por redacción de Memorias o trabajos ex-
traordinarios 
Gastos de movimiento de fondos. 
Giros y remesas del Tesoro, con exclusión de la mo 
neda que se transporte para su refundición , 
Diferencias de cambio y comisiones en los pagos que 
ejecute el Tesoro en el Extranjero por cuenta de los 
diferentes Ministerios 
Compra y composición de moblaje. 
Para compra y composición de moblaje de todas las 
oficinas de la Administración central y provincial 
que acuerde el Ministro o el Subsecretario de Ha 
cienda 
Gastos diversos. 
De la Deuda pública y para el pago de los temporeros 
que se consideren necesarios 
De Aduanas 
De Propiedades y Derechos del Estado 
Imprevistos y eventuales en general 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 







































DESIGNACION DE LOS GASTOS 
Avance catastral y Registros fiscales. 
Trabajos relativos a la propiedad rústica 
Idem id. a la propiedad urbana 
Abono, a los Ayuntamientos en que se ha suprimido 
el impuesto de Consumos, del 20 por 100 sobre las 
cuotas de la contribución urbana 
Premios de cobranza do la contribución industrial y 
de comercio 
Abono, a los Ayuntamientos en que se he suprimido 
el impuesto de Consumos, del 20 por 100 sobre las 
cuotas de la contribución industrial 
Premios do formación de matriculas y demás gastos 
de dicha contribución, y personal temporero que 
puedan exigir estos servicios 
Premios de cobranza del impuesto sobre las utilidades 
de la riqueza mobiliaria 
Premios do cobranza del impuesto de minas 
Fabricación de cédulas personales y portes 
Dietas para Auxiliares temporeros, con destino a la 
formación del padrón do cédulas personales en las 
capitales de las Provincias Vascongadas y Navarra 
Premios de oxpendición de cédulas personales y re-
cuento de las caducadas 
Suma y sigue. 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 
Por a r t í c u l o s . 
SECCION DÉCJMA 
GASTOS DE LAS CONTRIBUCIONES Y RENTAS PUBLICAS 
Contribuciones directas. 
Premios de cobranza do la contribución de Inmuebles, 
cultivo y ganadería 
Recargos y gastos en expedientes de apremio y ad 
judicación de fincas 
Gastos de rectificaciones do amillaramientos, recla-j 
maciones de agravios, comprobación de la riqueza] 
territorial y otros diversos, y personal temporero 
que puedan exigir estos servicios 
Para formalizar el importe de las contribuciones im-
puestas a bienes del Estado sin que produzca salida 
material do fondos de las Cajas públicas 
Para formalizar, sin producir salida material de fon-
dos de Caja, el importe de los descubiertos a la Ha 
cienda, de los que se hace pago con la adjudicación 
de bienes inmuebles 



















































DESIGNACION D E LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Gastos de invest igación de las contribuciones direc 
tas e indemnizaciones a los Ingenieros de Minas y 
gastos de locomoción 
Idem que originen los ensayos de minerales y modifi 
caciones del Laboratorio de la Escuela de Minas . . . 
Idem de invest igación del impuesto de Derechos rea 
les y transmisión de bienes , 
Idem de invest igación de propiedades e inspecc ión. . 
Material para cuatro Laboratorios de Minas, utensi 
lios, reactivos, oarbón, gas, etc., material de ofici 
na, suscripciones de boletines de cotización para 
valoración de minerales y alquiler de edificios 
Premios de cobranza del impuesto sobre carruajes de 
lujo, 
Idem id. del id. sobre casinos y círculos de recreo... 
Contribuciones indirectas. 
Gastos de fabricación de efectos timbrados 
Compra de primeras materias 
Premios a participes de multas satisfechas en papel 
de pagos al Estado 
Gastos de administración de la renta del Timbre y co-
misión a la Compañía Arrendataria de Tabacos, en 
cargada de su venta , 
Premios de cobranza a las Compañías de transportes 
de viajeros y mercancías y a los recaudadores de 
dicho impuesto 
Para formalizar el premio de cobranza a los fabrican 
tes y suministradores de íliiido para el alumbrado. 
Gastos de invest igación y otros diversos de la renta 
de Aduanas y de los impuestos sobre azúcares 
alcoholes 
Monopolios y servicios explotados 
por la Administración. 
Indemnizaciones de derechos de Aduanas por material 
de Obras públicas 
Gastos de administración del Monopolio de cerillas... 
Comisiones e indemnizaciones a los Administradores 
de Loterías 
Gastos diversos de Loterías > , 
Subvenciones a las Corporaciones y Establecimientos 
de Beneficencia, equivalentes a los productos líqui-
dos que obtenían de las rifas suprimidas 
Ganancias de Loterías. Por las que corresponde pagar 
a los jugadores durante el año , 
CllÉDITOS PRESUPUESTOS 
Por a r t í c u l o s . 















































DESIGNACION DE LOS GASTOS 
Suma anterior 
Gastos generales de la Fábrica Nacional de la Moneda 
y Timbre 
Idem por todos conceptos para acuñación de monedas 
y medallas, incluso la adquisición do acero para 
punzones, matrices y troqueles 
Para formalizar el quebranto que resulte en la re-
fundición y abono de mermas en la acuñación de 
moneda, sin que produzca salida material de fondos 
de las Cajas públicas. 
Resguardos de la Hacienda para inspección de las fá 
bricas, almacenes y expendedurías, al efecto de la 
invest igación del impuesto sobre las pólvoras y 
mezclas explosivas 
Gastos de Giro mutuo del Tesoro e internacional y 
del especial para la prensa periódica 
Alquileres, obras y reparos. 
Alquileres, obras y reparos en los edificios de propio 
dad del Estado y de particulares ocupados por ofici 
ñas de Hacienda 
Propiedades y derechos del Estado. 
Gastos de explotación de las minas de Almadén 
Idem id. de la mina Arrayanes (Linares) 
Gastos de administración de los bienes del Estado 
Clero, secuestros y Patrimonio que fué de la Corona 
Premios de invest igación y gastos generales de ven 
tas 
Pagarés de bienes desamortizados devueltos sin reali 
zar por el Banco Hipotecario 
Comisión al Banco Hipotecario sobre el importe de los 
pagarés de bienes desamortizados que realice... 
Impresiones y encuademaciones de libros 
y demás documentos de contabilidad. 
Servicios de la Subsecretaría 
Idem de la Intervención general 
Idem de la Dirección general del Tesoro público 
Idem de la ídem de Contribuciones 
Idem do la ídem de Propiedades e Impuestos.... 
Idem de la Junta de Aranceles y Valoraciones.. 
Suma y sigtie. 
CRÉDITOS PRESÜPÜESTOS 
Por a r t í c u l o s . 
9.500 
375.000 






















— 44 — 
C a p í t u -
los. 





















DESIGNACIÓN D E LOS GASTOS 
Suma anterior. 
Recibos y demás docnmontos que exija la recauda-
ción de las contribuciones directas e indirectas y 
portes 
Impresión del Boletín oficial de Hacienda 




Jefes y Oficiales de las Comandancias. 
Tropa" • 
Oficiales de la E . R. y retirados 
Vigilancia de salinas 
Material. 
Material de oficinas 
Gastos diversos. 
Diferencia de sueldo y sueldos superiores 
Indemnizaciones • 
Gratificaciones 





Premios de reenganche y constancia y cruces pcnsio 
nadas de Oficiales y tropa. 
Transportes 
SECCION UNDECIMA 
POSESIONES EMPAÑOLAS DEL GOLFO DE GUINEA 
Suma con que debe contribuir el Tesoro de la Penin 
aula para atender a los gastos de las posesiones 
españolas del Golfo de Guinea, o sea el importe de 
la diferencia entre los gastos y los ingresos calcula-
dos en el presupuesto especiai de dicha Colonia. . . . 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 
































A r t í c u -
los. 
Único 
DESIGNACION DE LOS GASTOS 
SECCION DUODECIMA 
A C C I Ó N E N M A R R U E C O S 
Ministerio de Estado. 
Subvención reintegrable a S. A. L el Jalifa, para en 
























Ministerio de la Guerra. 
Personal de la Administración central.. 
Cuerpos armados del Ejército 
Material de la Administración regional. 
Diversos, 
Comisiones extraordinarias del servicio . . . . 
Servicios de Artillería 
Idem de Ingenieros 
Idem de Subsistencias y acuartelamiento... 
Idem de Campamento 
Idem de transportes 
Idem de Hospitales 
Idem de Derechos y Propiedades del Estado 
Idem de Sanidad Militar 
Idem de Cría caballar y Remonta 
Gastos diversos e imprevistos 
Obligaciones emanadas de la ley sobre accidentes del 
trabajo 
Personal sin destino de plantilla 
Ministerio de Marina. 
Personal. 
Material. 
Ministerio de la Gobernación. 
Guardia civil • >< 
CRÉDITOS PRESUPUESTOS 






































DESIGNACION D E LOS GASTOS 







Comercio, Industria y Trabajo. 
Obras públicas 
Servicios generales 
R E S U M E N 
Ministerio de Estado 
— de la Guerra 
— de Marina 
— de la Gobernación. 





















R E S U M E N G E N E R A L 
Obligaciones generales del Estado. 
Sección 1.a — Casa Real 
Idem 2.a — Cuerpos Colegisladores 
Idem S.8, — Deuda pública 
Idem 4.a — Clases pasivas 
Obligaciones de los Departamentos ministeriales. 
Sección 1. 
Idem 2.a -
— Presidencia del Consejo de Ministros 
Ministerio de Estado 










— Idem de la Guerra. . . 
— Idem de Marina 
— Idem de la Gobernación 
— Idem de Instrucción pública y Bellas Artes 
— Idem de Fomento 
— Idem de Hacienda 
— Gastos de las Contribuciones y Rentas públicas. 
— Posesiones españolas del Golfo de Guinea . . . . . . . 























Capí tu lo . 
Único. 
A r t í c u l o . 
Único. 
R E C A R G O S M U N I C I P A L E S 
Sobre la contribución industrial y de comercio. 
Pesetas. 
Madrid 30 de septiembre de 1916. — El Ministro de Hacienda, Santiago Alba. 

ESTADO LETRA B 
Presupuesto de ingresos para el año económico de 1917. 
Capítu-
l o s . 
I.0 












DESIGNACION DE LOS INGRESOS 
S E C C I O N P R I M E R A 
Contribuciones directas. 
Contribución territorial: 
Riqueza rústica y pecuaria 108.625.000 
16 centésimas sobre la misma 17.600.000 
Riqueza urbana: 
Cuotas del Tesoro 61.500.000 
Recargo adicional 5.000.000 
16 centés imas sobre la misma 
7,50 por 100 sobre las cuotas correspon-





Cuotas correspondientes a bienes del Estado. 
76.150.000 
800.000 
Contribución industrial y de comercio 
Idem sobre las utilidades de la riqueza mobiliaria.... 
Donativo del Clero y monjas 
Impuesto de Derechos reales y transmisión de bienes 
Canon de superficie 
Idem de minas , Sobre ,a exv\ot&ción 
4.685.000 
5.480.000 
Idem sobre grandezas y títulos de Castilla 
Idem de cédulas personales 
Idem de pagos del Estado, provinciales y municipales, con dos dé-
cimas sobre el mismo 
Idem sobre carruajes de lujo, con dos décimas sobre el mismo 
Idem sobre casinos y circuios de recreo 




















DESIGNACION DE LOS INGRESOS 
Suma anterior. 
Contribución concertada con las Provincias Vascongadas y Na-
varra, a saber: 
Contribución de in-
muebles, cultivo 
y ganader ía . . . 
Idem industrial y 
de comercio... 
Impuesto de Dere-
chos reales y 





1 por 100 sobre pa-
gos 
Transportes por las 
vías terrestres y 
fluviales 
Carruajes de lujo.. 
Asignación de las 




Casinos y círculos 
de recreo 
Impuesto sobre el 
a lumbrado de 
gas, electricidad 
v carburo de cal 






















































Renta de Aduanas. — Derechos de importación 152.000.000 


































Renta de Aduanas. 
Recargo transitorio 
Derechos de exportación 
Impuesto de transportes por mar 
y a la salida por las fronteras. 
Idem de tonelaje 
Derechos menores 
Idem sanitarios 
ídem de recoflocimiento de ga-
nado a su importación 
Idem de Ad\ianas por material 










Impuesto sobre el azúcar 
Idem sobre el alcohol y la cerveza 
Idem sobre la achicoria 
Arbitrios de los puertos francos de Canarias 
Derechos obvencionales de los Consulados, con dos décimas sobre 
los mismos 
Impuesto de Consumos 
Idem sobre los transportes de viajeros y de mercancías por las vías 
terrestres y fluviales 
Timbré del Estado 
Impuesto sobre el gas, la electricidad y el carburo de calcio 
SECCION TERCERA 
Monopolios y servicios explotados por la Administración. 
Tabacos 
Cerillas fosfóricas y toda clase de fósforos 
Loterías 
Producto de rifas 
Casa de la Moneda 
Giro mutuo del Tesoro, internacional y libranzas do la prensa 
periódica 
Producto de la Gaceta 
Giro postal 
Otros productos.. 
Producto de Telégrafos y Teléfonos 
Establecimientos penales 
Exclusiva de la fabricación y venta de explosivos.. 
Correos.—Productos diversos. 2.000.000 600.000 
SECCION CUARTA 
Propiedades y derechos del Estado. 
Rentas. 
Salinas de Torrevieja 




































DESIGNACION D E LOS INGRESOS 
Suma anterior. 
Minas. í Almadén. * Linares.. 
Productos en ad-
ministración de 
las fincas y ren-
tas del Estado. 
Rentas de los bienes del Es-
tado en general 
Idem de las fincas al servi-
cio de la Administración. . 
Producto de canales y nave-
gación fluvial 
Idem de montes y plantíos. . 
Idem del Patrimonio que fué 








Rentas de los bienes del Clero a metálico y por venta de frutos 
Idem de Cruzada. — Producto líquido 
Producto en administración de las fincas de secuestros. 
Diferentes dere-
chos del Estado. 
20 por 100 de la renta de Pro-
pios 700.000 
10 por 100 de \ 
a p r o v e c h a - (Fomento . 1.000.000 
mientos fores- I Hacienda. 500.000 
tales ) 
Consignaciones pai-a Archi-
vos y Bibliotecas 35.000 
Asignación de las Empresas 
de ferrocarriles para gas-
tos de inspección 1.550.000 
Idem por reintegro de los 
gastos de depósitos do 
Aduanas 40.000 
Intereses de demora por pro-
ductos de propiedades y 
derechos del Estado 5.000 
Asignación de las Diputacio-
nes provinciales para gas-
tos de personal y material 
de enseñanza 2.000.000 
Renta de los bienes de los 
Institutos de segunda en-
señanza 72.000 
10 por 100 de administración 
de partícipes 150.000 
10 por 100 sobre el arbitrio 
de pesas y medidas 500.000 
5 por 100 de gastos do admi-
nistración, invest igación y 
cobranza de los recargos 
municipales sobre las con-
tribuciones 1.235.000 
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Capítu-
los. 










DESIGNACION D E LOS INGRESOS 
Sumas anteriores 
Diferentes dere-
chos del Estado. 
Honorarios devengados por 
los Abogados del Estado 
en los pleitos y causas en 
que recayeren sentencias 
u otras resoluciones favo-
rables al Estado 
Entrega que deben verifi-
car varias Diputaciones y 
Ayuntamientos en pago de 
los gastos de personal y ma-
terial de las Escuelas pro-
vinciales de Artes e Indus-
trias 
Asignación de las Compañías 
de seguros para gastos de 
inspección 
Idem de las Diputaciones 
provinciales para gastos 
de personal administrativo 
de las Juntas provinciales 
de Instrucción primaria . . 
Entrega que deben verificar 
las Diputaciones y Ayun-
tamientos, excepto los de 
las Provincias Vasconga-
das y Navarra, en reinte-
gro de los pagos del perso-
nal de las prisiones pre-












Ventas anteriores a 1,° de mayo de 1855. — Obligaciones a metá-
lico que se formalicen 
Plazos al contado y descuento de los posteriores por ventas y re-
denciones realizadas, desde 2 de octubre de 1858 en adelante, de 
bienes procedentes del Estado o del Clero y del Patrimonio de la 
Corona, y de los pertenecientes a Corporaciones civiles enajena 
dos antes de la ley de 21 de julio de 187G 
Conceptos extraordinarios por ventas y redenciones 
Producto de la venta de edificios públicos y de las diferencias que 
se obtengan a favor del Estado en las permutaciones que se rea-
licen por consecuencia de lo dispuesto en la ley de 21 de diciem-
bre de 1876 
Idem de la venta de cuarteles, edificios y material inútil del ramo 
de Guerra 










DESIGNACION D E LOS INGRESOS 
S E C C I O N Q U I N T A 
Recursos del Tesoro. 
Cuotas militares y multas 
Reintegros de ejercicios cerrados de época corriente 
Derechos de custodia de depósitos 
Publicaciones oficiales 
Recursos eventuales de todos los ramos • • • • 
Intereses de demora sobre fondos distraídos de su legít ima inversión 
Alcances 
Atrasos hasta fin de 1849 
Reintegro de gastos de personal de la Representación del Estado 
cerca de la Compañía Arrendataria de Tabacos 
Impuesto sobre los beneficios extraordinarios por la guerra 
R E S U M E N 
Sección 1.a — Contribuciones directas 
— 2.a — Idem indirectas 
— 3.a — Monopolios y servicios explotados por la Adminis-
tración 
— 4.a — Propiedades y derechos i Rentas 
del Estado ( Ventas 




















Madrid 30 de septiembre de 1916. — El Ministro de Hacienda, Santiago Alba 
Proyecto de ley sobre modificación de yarios 
tributos. 
A LAS CORTES 
La necesidad de vigorizar los ingresos del Tesoro, recogiendo lec-
ciones de la experiencia en cuanto al resultado de leyes tributarias v i -
gentes, al mismo tiempo que el natural propósito de remediar injus-
ticias y suplir omisiones acusadas también por aquélla, han impulsa-
do al Ministro que suscribe a presentar al Parlamento el conjunto de 
reformas fiscales que se articula a continuación. 
Las palabras que quedan consignadas, señalan ya la naturaleza del 
presente proyecto de ley. No tiene, ni mucho menos, la pretensión de 
encerrar un plan orgánico, ni de responder sistemáticamente a un 
predicado técnico, dentro de la técnica de una Hacienda moderna. Re-
formas de este género, encaminadas a desarticular y constituir de 
nuevo el régimen tributario español, no pueden ni deben intentarse 
sino cuando la normalidad consagrada del Presupuesto permite afron-
tar serenamente, sin el espectro del déficit, el natural trastorno que 
determina de momento todo cambio de un régimen a otro, por per-
fecto que sea el proyectado y por previsoras que parezcan las medi-
das adoptadas para su implantación. 
Reconociendo, como reconoce, el Ministro que suscribe que es evi-
dentemente necesario, hasta por decoro de la Administración españo-
la, ordenar, sistematizar y modernizar el dédalo de leyes fiscales, con 
que, casi siempre por el procedimiento primitivo de la superposición, 
se ha ido, al través de los años, completando disposiciones y precep-
tos que tienen su origen en la honrada memoria de aquellos insignes 
varones que se llamaron Mon y Bravo Murillo, ha debido rendirse, 
sin embargo, a la primera de sus obligaciones, que consiste en procu-
rar a todo trance la nivelación inmediata del Presupuesto y la obten-
ción de medios positivos para comenzar la obra de reconstitución de 
España, aplazando para después, en un escalonamiento que ya expu-
so y razonó ante el Parlamento mismo, la empresa tan exquisita como 
complicada a que antes se hace referencia. 
En su virtud, y condensadas para mayor facilidad de la discusión 
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en un solo proyecto de ley todas las modificaciones propuestas, ha-
bremos de referirnos a éstas, sintéticamente, en unas cuantas líneas, 
consagradas a cada uno de los tributos cuya reforma se pretende, y 
que son: 
A) Contribución territorial. 
B) Contribución sobre las utilidades de la riqueza mobiliaria. 
C) Impuesto de Derechos reales y transmisión de bienes. 
D) Impuesto sobre grandezas y títulos de Castilla. 
E) Impuesto sobre el azúcar. 
F) Impuesto de transportes. 
G) Timbre del Estado. 
Contribución territorial.—En cuanto a esta Contribución, uno de los 
exiremos en que más urge la reforma de la legislación vigente es el 
relativo a la tributación de los solares. Viene dándose el caso de que 
éstos paguen como tierras de labor, aun cuando se hallen situados en 
el centro de grandes poblaciones y tengan un valor que ninguna-re-
lación guarde con el que tendrían si fueran dedicados al cultivo. La 
ley de 29 de diciembre de 1910 dispone que el líquido imponible de 
los solares sea igual al producto íntegro, es decir, que no se hará de-
ducción alguna en éste para fijar aquél; y si bien entre los medios de 
que puede valerse la Administración para determinar el producto 
íntegro señala el de obtener el interés legal del capital representado 
por el valor en venta, es lo cierto que al permitir también la aplica-
ción de otros procedimientos, autoriza que deje de emplearse el único 
que puede servir de norma exacta para apreciar el verdadero valor de 
un solar, y en consecuencia, la base sobre que ha de recaer el tipo de 
imposición. 
Al proponerse que el señalado ahora sea el único medio de fijar el 
líquido imponible de los solares, como se ve, más que reformar la ley 
vigente lo que se hace es evitar la posibilidad de burlar su espíritu, 
pues fácil es comprender que los demás medios de evaluación que la 
ley citada señala, si tienen perfecta aplicación a los edificios, no es de 
presumir que puedan tenerla respecto de los solares, si no es para con-
seguir precisamente lo que en el proyecto se trata de impedir. 
Este mismo criterio se trató de aplicar ya por el Real decreto de 5 
de enero de 1911, al establecerse en la regla 4.* de su artículo 9.0 que 
por producto íntegro de los solares sin edificar, cualquiera que fuese 
su situación, se entendería la vigésima parte de su valor en venta; pero 
tal precepto quedó en suspenso por otro Real decreto de 18 de febrero 
del mismo año. Llevando ahora de nuevo a la práctica el sistema, se 
combina con una baja en el tipo de imposición ordinario, y, por tanto, 
además de darle la garantía y la formalidad de la ley, se hace mucho 
menos duro el cambio de régimen, si así puede llamarse, a la obra de 
reparación que se pretende. 
- 57 -
Complemento de esta innovación es un nuevo concepto del solar a 
los efectos fiscales, que, respondiendo a la realidad de las cosas, evi-
tará constantes abusos y manifiestas desigualdades. 
Las demás reformas que se proponen, respecto de la Contribución 
territorial, se reducen a establecer un pequeño recargo sobre las fin-
cas que, siendo susceptibles de un mejor cultivo, estén destinadas a 
pasto de reses bravas, hecho muy generalizado en nuestro país, con 
evidente perjuicio para el desarrollo de la agricultura nacional y con 
especial lucro para sus propietarios; a consignar una distinción en 
cuanto a las deducciones a realizar en el producto íntegro de los edi-
ficios para obtener el líquido imponible, según que aquéllos estén 
ocupados por sus dueños o por otras personas, distinción evidente-
mente justa, puesto que respecto -de las construcciones que habite u 
ocupe el propietario no puede darse el caso de pérdida en la utilidad 
anual por el tiempo que medie entre uno y otro arrendamiento; a es-
pecificar con alguna mayor precisión los casos de exención absoluta 
y permanente de la Contribución, con el fin de evitar que en la prác-
tica gocen de ella algunas fincas, únicamente por defectos de redac-
ción de la ley, no porque su espíritu fuera concederla, y, finalmente, 
a concretar también lo relativo a la concesión de exenciones tempo-
rales, con el mismo objeto, poniendo término a deplorables extensio-
nes de un precepto que es, por su naturaleza, restringido y estricto. 
Contribución sobre las utilidades de la riqueza mobiliaria. — Sobre-
sale esta Contribución entre las necesitadas de reforma. Ya al propo-
nerse en 1899 su establecimiento, se indicó la susceptibilidad de un 
mayor desarrollo, aunque de momento debía contenerse en límites 
reducidos por la más exquisita prudencia. Se anunció, a la vez, para 
más adelante, la inclusión de otros orígenes de renta y la unificación 
de los tipos de gravamen, diversificados entonces por obediencia a 
causas históricas. 
Las reformas después introducidas no han sido muchas, ni de gran 
importancia: la de 1901, que redujo el gravamen de los Bancos, ex-
cepto el del Banco de España; la de 1905, que igualó con las Socieda-
des anónimas a las comanditarias por acciones; la de 1907, que elevó 
algunos tipos de gravamen de la tarifa 2.*, y llevó a figurar en la 5/ a 
las Sociedades fabriles; la de 1908, que redujo el tipo de tributación 
de estas Sociedades, y la de 1910, que estableció sobre el capital 
una cuota mínima, a deducir, en su caso, de la más alta sobre las 
utilidades. 
La necesidad de modificaciones trascendentales en este tributo, 
anunciada desde su origen, sigue, pues, subsistente, de lo que es 
prueba el hecho de haberse consagrado a satisfacerla los proyectos de 
ley presentados a las Cortes en 30 de abril de 1908, 12 de abril de 1909, 
21 de junio de 1910, i.0 de mayo de 1912, 9 de mayo de 1914 y 8 de no-
viembre de 1915, ninguno de los cuales, sin embargo, aun procedien-
s 
- 58 -
do de distintos campos y respondiendo fundamentalmente al mismo 
fin, tuvo la suerte de ser siquiera discutido. 
Llega al fin un momento en que la demora no puede prolongarse; 
y con esta convicción, aun sin abordar el problema en toda la exten-
sión de que es susceptible, sino limitándolo más bien a los puntos prin-
cipales que fueron objeto de anteriores propuestas, se presenta en el 
proyecto una reforma que unifica en gran parte los tipos de imposi-
ción, infundadamente desiguales, trae a contribución conceptos y en-
tidades sin razón excluidos, y, al propio tiempo que refuerza los in -
gresos del Tesoro público, prepara para un día cercano la implanta-
ción definitiva del tributo en toda su amplitud. 
Impuesto de Derechos reales y transmisión de bienes,—Tratándose 
de reforzar la tributación para atender a las necesidades del Tesoro, 
no podía prescindirse de modificar la legislación por que se rige el im-
puesto de Derechos reales y transmisión de bienes, que, además de 
constituir uno de los más importantes en cuanto a rendimiento, es 
susceptible de producirlo mayor sin más que corregir deficiencias de 
la ley actual y evitar las injusticias a que da lugar el mantenimiento 
de algunos de los tipos reducidos de gravamen. 
Es, quizá, la más importante de tales injusticias la de que habién-
dose aplicado por la ley de 29 de diciembre de 1910 el tipo progresivo 
a las herencias, se haya exceptuado de esta regla a las sucesiones en 
la línea recta legítima y legitimada, y en la natural y de adopción, así 
como a las de los cónyuges por la porción legítima, respetando para 
estos casos el tipo proporcional. No hay razón alguna que justifique 
tal diferencia, ya que si lo que se pretende es gravar menos dichas su-
cesiones por la proximidad del parentesco, como evidentemente es 
justo, lo que habrá de hacerse es establecer tipos más bajos, no un 
tipo fijo, que contradiga el principio de la progresión, aceptado para 
los demás casos. 
La reforma, además, tiene en su abono el precedente de ser este 
uno de los puntos de coincidencia entre los partidos de gobierno, y 
desde luego con las izquierdas parlamentarias. Lo es igualmente el de 
considerar como extraños, para los efectos del impuesto, a los colate-
rales de quinto y sexto grado, si bien en este extremo la tarifa que se 
propone difiere de la antes proyectada, con el fin de mantener una de-
bida proporcionalidad en la elevación de los tipos, y de llevar éstos 
hasta el 30 por 100 cuando se trate de colaterales de quinto y sexto 
grado que hereden abintestato. 
Otras reformas, también de importancia, se proponen en cuanto 
al impuesto a que nos referimos, a saber: la de que se pague un re-
cargo de 2,50 por 100 de la cuota, por cada año que exceda de veinte 
entre una y otra transmisión; recargo muy pequeño, con el cual se 
establecerá una diferencia, a todas luces justa, entre los bienes que 
durante un largo período no han sido objeto de transmisión y aque-
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llos otros que en escaso tiempo o en un tiempo que pudiera calificar-
se de normal, han sido materia de imposición; la de que los bienes 
depositados o custodiados a nombre de dos o más personas en poder 
de Bancos o entidades de cualquier clase se consideren, para los efec-
tos del impuesto, como de la propiedad, por iguales partes, de cada 
uno de los cotitulares; medio este indispensable para evitar conside-
rables y repetidas defraudaciones, y que fué ya propuesto por otro 
digno antecesor del que suscribe, aceptando el dictamen de una Co-
misión de elevadas personalidades que se nombró para estudiar el 
problema; y por último, la de autorizar el pago del impuesto a plazos 
en las sucesiones, cuando se haya girado a un tipo superior al 5 
por 100, en que se calcula el rendimiento normal de la propiedad, y 
no haya bienes muebles, con lo cual se procura dar facilidades al con-
tribuyente y no obligarle a malvender sus fincas para pagar a la Ha-
cienda. 
Impuesto sobre grandezas y títulos de Castilla.—Ha reclamado aten-
ción especial este tributo. Se da en este impuesto la circunstancia de 
que la ley de 1899, por que se rige, disminuyó las cuotas que hasta 
entonces venían satisfaciéndose. Es, sin duda, susceptible de un recar-
go como el que se propone, que no puede parecer desproporcionado, 
dada la índole de la base de imposición y las exigencias tributarias a 
que, en general, responde el proyecto y a que se ven forzosamente so-
metidos otros aspectos de la actividad humana, en su fuente más acti-
va y fecunda, del ejercicio del trabajo o de la inversión útil del capital. 
Impuesto sobre el azúcar.—El proyecto de ley de 9 de mayo de 1914, 
origen de la ley de 15 de julio siguiente, por la que se rebajó el i m -
puesto sobre los azúcares de fabricación nacional, tuvo como funda-
mento el de suponer y pactar que la desgravación tributaria daría 
lugar a la rebaja de los precios; que como consecuencia se produciría 
un aumento del consumo, y que en definitiva, por lo mismo, no se 
mermarían los rendimientos del Tesoro. 
La experiencia de la aplicación de la ley, complicada por la per-
turbación general del mercado, el encarecimiento de las primeras ma-
terias y las dificultades de la navegación, es al presente enteramente 
opuesta a los propósitos que inspiraron la rebaja, pues los precios se 
han elevado en proporción considerable; el consumo, por esta u otras 
causas, no ha aumentado, y los ingresos del impuesto se han reduci-
do, desde 44 millones que importaron en 1913, a 32 millones, en que 
se calcula la recaudación para 1916. 
Parece, pues, prudente y hasta obligado, que sin perjuicio de las 
medidas para las que la ley autorice al Gobierno, y de las que éste 
hará uso en razón de las circunstancias, se restablezca, siquiera en 
parte, el régimen de la ley de 3 de agosto de 1907, elevando los tipos 
del impuesto hasta la mitad de la diferencia entre los señalados por 
ella y los actuales. 
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Impuesto de transportes.—También se ve compelido el Ministro que 
suscribe a reforzar los ingresos por el impuesto de transportes, s i -
quiera reconozca y con ello se adelante a cualquiera observación que 
pudiera hacérsele, que dicho impuesto constituye, en su esencia y en 
su desarrollo, una traba al libre tráfico, y que por lo mismo, habrá de 
desaparecer, llegado el día de la transformación tributaria a que se 
alude en el comienzo de este preámbulo. 
No se hacen en el proyecto innovaciones peligrosas; todo se redu-
ce en tal materia a restablecer, no totalmente, sino sólo en una mitad, 
las cuotas que anteriormente satisfacían algunos productos que hu-
bieron de desgravarse en momentos en que parecía que la Hacienda 
pública había llegado a un período de relativo desahogo, y cuyas exen-
ciones no han llegado, ciertamente, al consumidor. Fuera de esto y 
de la declaración de que los ferrocarriles de empresas o particulares, 
para el transporte de sus minerales o productos están sujetos al i m -
puesto, como constantemente ha sostenido la Administración, no con-
tiene novedad alguna importante el proyecto respecto del punto de 
que se trata. 
Timbre del Estado.—El impuesto de Timbre, objeto en otras nacio-
nes de constantes reformas, por la variabilidad de los numerosos con-
ceptos a que se aplica, no ha sufrido en la nuestra en el curso de diez 
años, desde 1906, otras modificaciones que las levísimas introducidas 
por la ley de Presupuestos para 1911. Al convencimiento de la nece-
sidad de reformas en este ramo respondieron dos proyectos de ley, 
en 1913 y 1914, que no llegaron a ser aprobados. E l Ministro que sus-
cribe, entresacando de ellos las modificaciones más importantes y 
adicionando otras que, sobre ser de estricta justicia, contribuirán a 
reforzar los ingresos del Tesoro, trata de conseguir que el impuesto 
de Timbre sea sensible, en igual grado que los demás, a los requeri-
mientos que las circunstancias imponen. 
Consiste una parte de las reformas en variaciones del concepto le-
gal para los documentos privados, los cheques, el timbre de negocia-
ción, los documentos de cuenta corriente, los billetes de espectáculos 
y las exenciones, a fin de fijar con mayor precisión o justicia la suje-
ción al tributo. Otras modificaciones atienden a necesidades de mucho 
tiempo advertidas, como la supresión del papel de oficio, la revisión 
^üe las franquicias de correspondencia y, especialmente, la reducción 
del excesivo número de efectos timbrados actuales. Otras, por último, 
establecen nuevos o mayores gravámenes, que en estricta justicia se 
hacen precisos, como en los billetes de los Bancos de emisión, las ba-
rajas, los anuncios, la negociación de valores mobiliarios, las conce-
siones administrativas de gran importancia y los títulos honoríficos. 
Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros y autorizado por S. M . , tiene la 
honra de someter a la aprobación de las Cortes el adjunto 
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PROYECTO DE LEY 
Artículo 1.0 Los preceptos por que actualmente se rige la Contri-
bución territorial, quedarán modificados, a partir de i . " de enero de 
1917, con arreglo a lo que se establece en las siguientes disposiciones. 
Disposición 1/ Los artículos 10, n , 14 y 15 de la ley de 29 de di-
ciembre de 1910, quedarán redactados en la siguiente forma: 
«Art. 10. Para determinar el líquido imponible de los edificios, se 
deducirá del producto íntegro: 
a) El 25 por 100 por huecos y reparos, si los edificios estuvieren 
ocupados por persona distinta del dueño y destinados a vivienda, a l-
macenes o depósitos, casinos, círculos, comercios y demás aplicacio-
nes de las fincas urbanas en general, que no estén especificadas en 
otros apartados de este artículo. 
b) E l 15 por 100 por reparos, en los edificios o en la parte de ellos 
ocupados por los propietarios. 
c) E l 33 por 100 en los edificios ocupados exclusivamente por es-
tablecimientos industriales. Si en el producto íntegro de un edificio 
destinado a establecimiento industrial se hubiere computado el i m -
porte del arrendamiento de la maquinaria, artefactos u otros aparatos 
empleados en la industria, se rebajará para obtener el líquido imponi-
ble el 66 por 100 en vez del 33 expresado anteriormente. 
Cuando los edificios industriales estuviesen utilizados por los 
propietarios del inmueble, las bajas serán el 30 y el 60 por 100, res-
pectivamente. 
d) E l 50 por 100 en los teatros, cinematógrafos, circos y edificios 
similares, comprendiendo en el producto íntegro el valor en renta del 
decorado, mobiliario y demás accesorios. 
e) El 30 por 100 en las plazas de toros, frontones y edificios aná-
logos. 
/) E l 50 por 100 en los edificios de carácter rural habitados de un 
modo permamente por sus dueños, colonos, arrendatarios, operarios, 
hortelanos, mozos, guardas, aperadores, etc. 
Cuando un mismo edificio se halle destinado simultáneamente a 
diversos aprovechamientos de los enumerados anteriormente, se cal-
culará su líquido imponible por la suma de los parciales que resulten, 
aplicando a cada una de las partes de distinto aprovechamiento los 
tipos respectivos. 
No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, en ningún caso 
podrá señalarse a un edificio líquido imponible inferior al que corres-
pondería al terreno que ocupe como solar.» 
«Art. 11. E l líquido imponible de los solares será el 5 por 100 de su 
Valor en venta, y el tipo de imposición aplicable a los mismos el IO 
por IOO de su líquido imponible. 
En ningún caso podrá ser la cuota correspondiente a los solares in-
ferior a la de una tierra de labor de igual cabida y de la mejor clase del 
término municipal. 
A los efectos de este artículo, serán considerados como solares: 
i.0 Los terrenos en que existan ligeras construcciones, como co-
bertizos, pabellones dedicados permanentemente a depósitos, almace-
nes y locales de venta y otras análogas. 
2.0 Los demás terrenos en los siguientes casos: 
A) Si estuvieren enclavados en el casco de la población, cualquie-
ra que sea el.valor y aprovechamiento de los mismos. Se entenderá 
por casco la superficie encerrada dentro de una línea de perímetro que 
una los puntos más salientes de las edificaciones agrupadas existen-
tes en la localidad. 
B) Si enclavados fuera de dicha línea perimetral se hallasen com-
prendidos en alguno de los apartados siguientes: 
a) Circundados por edificios, parques o jardines, ya sean públicos, 
ya privados, calles, plazas, paseos o rondas de carácter público. 
b) Cuando su valor corriente en venta sea mayor que el duplo del 
importe de la capitalización de la renta de que fueron susceptibles, 
suponiendo su aprovechamiento agrícola en las condiciones previstas 
para la evaluación de la riqueza rústica.» 
«Art. 14. En lo sucesivo sólo disfrutarán de exención absoluta y 
permanente de la Contribución territorial los bienes que se expresan 
a continuación: 
1.0 Los terrenos y edificios de propiedad del Estado. 
2.0 Las casas propiedad de Gobiernos extranjeros, habitadas por 
sus Embajadores o Representantes, siempre que en sus respectivos 
países se guarde igual exención a los Embajadores o Ministros es-
pañoles. 
3.0 Los templos o capillas de las distintas confesiones, abiertos al 
culto público. 
4.0 Los cementerios, siempre que no produzcan renta a la entidad 
propietaria de los mismos, entendiéndose por renta cualquier canti-
dad que se perciba por los terrenos y nichos para los enterramientos. 
5.0 Los edificios destinados a Cárceles o Casas de corrección y los 
ocupados por Hospitales, Hospicios, Asilos y demás instituciones de 
beneficencia pública general, provincial o municipal. 
6.° Los edificios de la propiedad común de los pueblos, cuando no 
produzcan renta ni sean susceptibles de producirla, por razón del ser-
vicio público a que se hallen destinados, y los terrenos baldíos de 
aprovechamiento común, entendiéndose por tales los terrenos incul-
tos en su estado natural que, por su mala calidad y escaso producto, 
no se apliquen ni puedan aplicarse a la labor ni al aprovechamiento 
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de pastos para que produzcan una renta a favor de la comunidad de 
los pueblos o de las provincias. 
7.0 Los terrenos ocupados por calles, plazas, caminos, paseos, jar-
dines, rondas, ríos y sus riberas, canales y demás vías fluviales y te-
rrestres que sean de aprovechamiento público y gratuito. 
8.° Los terrenos y edificios de la propiedad de las Provincias y de 
los Municipios, que estén destinados a la enseñanza pública y gratui-
ta en cualquier grado, o a ensayos de agricultura para enseñanza pú-
blica y gratuita, también, por cuenta de las respectivas Provincias o 
Municipios. 
9.0 Los bienes comprendidos en la ley Orgánica del Instituto Na-
cional de Previsión de 27 de febrero de 1908. 
10. Los palacios, edificios, jardines y demás bienes que formen el 
patrimonio de la Corona. 
11. Los edificios anejos a los templos, directa y exclusivamente 
dedicados al servicio de los mismos, y los edificios, huertos y jardi-
nes dedicados únicamente a la habitación y recreo de los Obispos y 
Párrocos. La parte de unos y otros edificios que produzca renta esta-
rá sujeta a la Contribución. 
12. Los Seminarios Conciliares, en la parte de los mismos en que 
se dé enseñanza gratuita. 
13. Los caminos públicos, puentes y canales de navegación y de 
riego construidos por Empresas particulares, cuando por contrato so-
lemne estén adjudicados a dichas Empresas los productos con exen-
ción de contribuciones. En lo sucesivo, la concesión de esta clase de 
exenciones deberá ser objeto de una ley. 
14. Los terrenos ocupados por minas, incluso las de sal, siempre 
que dichas minas hayan sido objeto de concesión otorgada con arre-
glo a la legislación de Minería, y que los concesionarios cumplan to-
das las obligaciones que les impongan las disposiciones que regulen 
los impuestos mineros. 
15. Los terrenos ocupados por las líneas de ferrocarril, ya sean ge-
nerales o transversales, y los edificios enclavados en los mismos terre-
nos que estén destinados a estaciones, almacenes o cualquier otro ser-
vicio indispensable para la explotación de dichas vías. 
No están, por consiguiente, exentas las fondas de las estaciones, 
las construcciones dedicadas a vivienda de los empleados, a las ofici-
nas de la Dirección, administrativas, técnicas o de cualquier clase que 
sean, ni las en que estén montadas fabricaciones, a no ser que de un 
modo expreso y terminante se disponga lo contrario en la respectiva 
ley de concesión.» 
«Art. 15. Las exenciones de carácter temporal serán otorgadas por 
el Ministro de Hacienda con arreglo a las leyes especiales de conce-
sión. Para poder obtener los beneficios de las exenciones referentes a 
la riqueza rústica, será condición precisa que se soliciten dentro del 
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primer año en que se efectúen las variaciones de cultivo que las mo-
tiven.» 
Disposición 2." Los terrenos dedicados a pastos de reses bravas, 
que sean susceptibles de mejor cultivo, sufrirán un recargo en la con-
tribución territorial del 25 por 100 de su cuota. 
Disposición 3.• Los aumentos a que diere lugar la aplicación de las 
anteriores disposiciones se entenderán fuera de cupo en los Munici-
pios en que subsista este régimen. 
Art. 2.0 A partir de primero de enero de 1917, las disposiciones de 
la ley de 27 de marzo de 1900 y demás posteriores por que se rige la 
Contribución sobre las utilidades de la riqueza mobiliaria, se enten-
derán modificadas por las siguientes: , 
Disposición 1.' Serán comprendidas en la tarifa 1/ de dicha Con-
tribución, con el tipo de gravamen de 8 por 100 hasta 5.000 pesetas de 
utilidades, y de 10 por 100 cuando éstas excedan de tal límite, todas 
las profesiones de la tarifa 4 / de la Contribución industrial y de co-
mercio, excepto lasque se enumeran en la sección de Artes y Oficios. 
Las referidas profesiones seguirán, sin embargo, sometidas a la 
Contribución industrial y de comercio, y sólo estarán obligadas a sa-
tisfacer la de utilidades cuando la cuota de ésta sea mayor que la de 
aquélla, en la diferencia que resulte. 
Disposición 2.* Serán comprendidas en la Contribución industrial 
y de comercio y tributarán por' medio de patentes, según se determi-
ne reglamentariamente, con sujeción a una escala que tendrá como 
límite mínimo 10 pesetas y como máximo 10.000, las profesiones que 
figuran en el número 2.0, letras C) y D) de la tarifa i.a de utilidades; 
pero seguirán también sometidas a gravamen por este último tributo, 
aunque sólo estarán obligadas a satisfacerlo cuando la cuota por tal 
concepto sea mayor que la de contribución industrial, en la diferencia 
que resulte. 
Disposición 3.a E l párrafo segundo del número 3.0 de la tarifa 2.a, 
será sustituido por el siguiente: 
«Tributarán al 3 por 100 las cantidades distribuidas a sus socios 
por las Compañías mineras, cualquiera que sea la forma de su consti-
tución, y los productos del arrendamiento de las concesiones mine-
ras, excepto en los casos en que el arrendador sea una Sociedad suje-
ta a Contribución por la tarifa 3.a)) 
Disposición 4.a E l tipo de tributación fijado en los números 4.0,5.0 
y 6.° de la tarifa 2.a se elevará al 6 por 100. Si la base de imposición 
excediera del 6 por 100 del capital efectivo de la obligación o del prés-
tamo, el exceso se liquidará al 10 por 100. 
Se comprenderán en dicha tarifa y pagarán el 3 por 100, los in -
tereses que los cuentacorrentistas perciban de sus cuentas en me-
tálico. 
Disposición 5.a Serán considerados como dividendos o intereses 
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todas las cantidades abonadas en razón, respectivamente, de aporta-
ciones o préstamos de capital. Se considerarán igualmente como divi-
dendos las cantidades satisfechas por todo título que dé derecho al 
disfrute de beneficios, aun sin aportación de capital. 
Disposición 6.* E l tipo de gravamen de las Sociedades anónimas y 
comanditarias por acciones, así como de las cuentas en participación 
comprendidas en la tarifa 3.', números 2,* al 4.*, ambos inclusive, será 
para todas ellas el 10 por 100. 
Las primas de seguros comprendidas en los números 5.0y 6.° de la 
misma tarifa tributarán a los tipos, respectivamente, de 5 por 100 y 
1 por 100. 
A los nuevos tipos fijados en esta disposición y en las dos anterio-
res, no será aplicable el recargo establecido en la ley de 3 de agosto 
de 1907. 
Disposición 7.a Estarán sujetas a la Contribución sobre las utilida-
des de la riqueza mobiliaria, con los mismos tipos que las Sociedades 
anónimas y comanditarias por acciones, las comanditarias simples, 
regulares colectivas y demás mercantiles, y las Sociedades y Aso-
ciaciones en general de fines lucrativos, directos o indirectos, así 
como las Corporaciones por sus explotaciones industriales y mer-
cantiles. 
Las empresas de diversiones y espectáculos públicos, en general, 
estarán sujetas a la Contribución industrial y de comercio, pero con 
obligación de satisfacer la diferencia en el caso de que las cuotas que 
puedan corresponderles por la Contribución de utilidades sean mayo-
res que las de aquélla. 
Seguirán en vigor, con relación a lo preceptuado eu el párrafo pri-
mero de esta disposición, las exenciones actualmente establecidas por 
precepto expreso de ley. Las exenciones no alcanzarán en ningún caso 
a las utilidades, dividendos o intereses procedentes de operaciones o 
negocios distintos de los que constituyan estrictamente el motivo de 
aquéllas. 
No se comprenderán tampoco en los beneficios de las Sociedades y 
Asociaciones mineras, a los efectos de la exención que les está conce-
dida, los procedentes de los ferrocarriles que exploten, salvo en cuan-
to al transporte del mineral propio dentro del recinto de la mina. 
Disposición 8 / Se unifican, al tipo de 5 por 100, las cuotas estable-
cidas sobre el capital por el artículo 2.0 de la ley de 29 de diciembre 
de 1910. 
La cuota del $ por 100 sobre el capital será también aplicable a las 
Sociedades que, conforme al primer párrafo de la disposición ante-
rior, queden sometidas a la Contribución sobre las utilidades. 
La diferencia entre el capital desembolsado o aportado y el que 
figure como capital nominal de la Sociedad quedará sometida a una 
cuota adicional de 2 y medio por 1.000. 
9 
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La Administración podrá sustituir en cada caso las cuotas de que 
trata esta disposición por las que a las respectivas Sociedades o Aso-
ciaciones correspondería satisfacer con arreglo a las tarifas de la Con-
tribución industrial y de comercio. 
Disposición ().' Las Sociedades extranjeras que operen en España 
estarán sometidas, por lo que se refiere a esta Contribución, a las mis-
mas formalidades que las españolas, debiendo llevar la contabilidad 
especial de las operaciones que practiquen en el Reino con absoluta 
independencia de la de sus oficinas centrales. La Contribución se les 
girará por lo que resulte de los libros y documentos relativos al nego-
cio en España, con idénticos requisitos, en iguales condiciones y a los 
mismos tipos que las Sociedades españolas. 
La cifra de las utilidades de toda Sociedad extranjera, por sus ope-
raciones o negocios en el Reino, no podrá estimarse en ningún caso, 
al efecto de la Contribución sobre aquéllas, inferior a la que propor-
cionalmente al capital total y al empleado en España corresponda a 
éste en los beneficios totales de la Sociedad. 
Disposición IO. La Administración tendrá la facultad de estimar 
pericialmente los elementos de los balances, comprobando la justifica-
ción de las amortizaciones, y la realidad, en general, de los valores, 
en relación con el tributo. 
Tratándose de Sociedades o Asociaciones en cuyas cuentas de ex-
plotación figuren remuneraciones de los socios por aportaciones o por 
servicios, no se computarán aquéllas, a los efectos de la determinación 
de la base del tributo, por una suma mayor que la que les correspon-
da, según el valor corriente en la localidad. 
Disposición adicional. Los dividendos que se acuerden en el año 
de 1917 con cargo a beneficios de un ejercicio social o parte de él no 
comprendido íntegramente en ese año, serán gravados al tipo estable-
cido en esta ley solamente en la parte proporcional. 
Del mismo modo, a los intereses que venzan en 1917 se Ies aplicará 
la ley solamente en la parte proporcional correspondiente a dicho año. 
Si el ejercicio social de una Compañía cuyos beneficios estén suje-
tos a imposición en la tarifa 3.' no coincidiese con el año natural, se 
gravará con arreglo a los preceptos de esta ley una parte de dichos 
beneficios proporcional a la del ejercicio comprendido en el año natu-
ral de 1917. 
Art. 3.0 Desde i.0 de enero de 1917, el impuesto de Derechos reales 
y transmisión de bienes se exigirá con sujeción a los preceptos de la 
ley de 2 de abril de 1900, con las modificaciones introducidas por las 
de 31 de diciembre de 1905 y 29 de diciembre de 1910 y las que se con-
tienen en las disposiciones siguientes: 
Disposición 1.' La tarifa del impuesto de sucesiones que estableció 
la ley de 29 de diciembre de 1910, quedará redactada en la siguiente 
forma: 
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' Excediendo de pe-
Valor de la p o r c i ó n ) setas 
hereditaria i No pasando de pe-




















33 34 35 
36 y 37 
38 
C O N C E P T O S 
Línea recta l eg í t ima y legi-
timada 
Línea recta natural y de 
a d o p c i ó n 
C ó n y u g e por la porc ión le-
gí t ima 
C ó n y u g e por la porc ión no 
leg í t ima 
Colaterales de segundo gra-
do 
Colaterales de tercer grado. 
Colaterales de cuarto grado. 
Colaterales de grados m á s 
remotos y e x t r a ñ o s , por 
testamento 
Colaterales de quinto y sex-
to grado, ab intestato.... 
Legados en favor del alma. 



























































Disposición 2.a Los números que a continuación se expresan de la 
tarifa general vigente para la exacción del impuesto de Derechos rea-
les y transmisión de bienes, quedarán redactados en la forma s i -
guiente: 
T3 







La constitución de arrendamientos de bienes, derechos y apro-
vechamientos de todas clases, cualquiera que sea el docu-
mento en que consten, y los arriendos a tanto alzado de Con-
tribuciones o impuestos 
También se comprenden en este número los contratos de 
arrendamiento de las adjudicaciones de proyectos de ordena-
ción de montes públicos. 
0,50 
Capellanías y cargas eclesiásticas. 
11 Las transmisiones de bienes de capellanías y cargas ec les iás -
ticas, Patronatos, Memorias y obras pías, y la redención de 
dichas cargas que se realicen con arreglo a los convenios ce-












12 Las cédulas, títulos u Obligaciones hipotecarias, al portador o 
nominativas, que se emitan por particulares, Sociedades, que 
no se hallen comprendidas en el epígrafe 63, o Corporaciones-
provinciales o municipales 0,75 
Los mismos títulos o documentos, cuando no estén garanti-
dos con hipoteca, devengarán el impuesto en concepto de prés-
tamo. 
Concesiones administrativas. 
16 Las concesiones otorgadas por el Estado o las Corporaciones 
municipales o provinciales, cuando sean a perpetuidad o no 
revertibles 2 
17 Las mismas concesiones, cuando sean temporales, o hayan de 
revertir al que las concedió o entrar en el dominio públ ico . . . 1 
Concesiones administrativas (Transmis ión de). 
18 Los actos de traspaso, cesión o enajenación de la concesión o 
derecho a la explotación de ferrocarriles, tranvías, canales 
de riego y demás concesiones administrativas, y la transmi-
sión por contrato de las obras en ejecución o una vez realiza-
das, siempre que las concesiones y obras hayan de revertir 
al Estado, las provincias o pueblos 
19 Los mismos actos y transmisiones cuando ;no sean ¡revertibles, 
sino concedidos a perpetuidad 
Expropiación forzosa. 
24 Las adquisiciones de terrenos que, con destino a la construc-
ción de ferrocarriles o de cualquiera otra concesión adminis-
trativa de las mencionadas en el número 17 de esta tarifa, se 
verifiquen a virtud de la ley de expropiación forzosa, aun 
cuando se realicen por convenios particulares que hagan in-
necesarios los trámites de dicha ley, siempre que las conce-
siones y obras, así como los terrenos adquiridos, hayan de re-
vertir al Estado, las provincias o los pueblos 
25 Las mismas adquisiciones, cuando no sean revertibles las con-
cesiones, obras y terrenos, sino concedidas a perpetuidad.... 
Minas. 
46 Los actos de traspaso, cesión o enajenación de minas, estén o no 
representadas por acciones 
La transmisión de las minas por título hereditario o donación 







C O N C E P T O S 
Tipo 





57 En las permutas de bienes inmuebles y derechos reales pagará 
cada permutante por el valor igual 
60 
Préstamos. 
Los préstamos que no estén garantidos con hipoteca, sean per-
sonales o pignoraticios, y los títulos de reconocimiento de 
deudas, de cuentas de crédito y de depósito retribuido, cuan-
do unos y otros consten en documento autorizado por notario, 
funcionario judicial o administrativo 




67 Las aportaciones directas hechas por la mujer en calidad de 
dote estimada y las adjudicaciones en pago de la misma, o de 
cualesquiera otras aportaciones de los cónyuges , cuando es-
tas últ imas no se paguen con los mismos bienes aportados... 0,50 
(Los otros dos párrafos de este número, sin modificación.) 
68 Las adjudicaciones de toda clase de bienes que se hagan al cón-
yuge sobreviento en pago de su haber de gananciales 0,50 
Templos. 
69 Las adquisiciones de terreno para la edificación de templos y 
los legados en metálico para su construcción y reparac ión . . . 
Disposición 3.' En toda transmisión de bienes que no hayan sido 
objeto de gravamen por este impuesto durante un período de más de 
veinte años, serán recargadas las cuotas correspondientes con un 2,50 
por 100 por cada año que exceda de los veinte. 
Sólo estarán exceptuados de esta disposición los bienes que cons-
tituyan el ajuar de casa, las ropas de uso personal y el metálico. 
Disposición 4.' Tratándose de bienes y valores de todas clases que 
se hallen depositados o custodiados en cualquier forma en poder de 
Sociedades civiles o mercantiles, y que figuren indistintamente a nom-
bre de dos o más personas con iguales derechos sobre la totalidad de 
los mismos, se presumirá, para los efectos del impuesto de Derechos 
-lo-
téales y transmisión de bienes, y salvo prueba en contrario, que son 
de la propiedad, por iguales partes, de cada una de dichas personas. 
Los bienes, valores y efectos depositados a nombre de una perso-
na, a la fecha de su fallecimiento, se considerarán, salvo prueba en 
contrario, como de su propiedad a los efectos del impuesto, aun 
cuando en los resguardos de los depósitos aparezcan endosos anterio-
res a dicha fecha. 
Los Bancos, Sociedades, Asociaciones o banqueros particulares 
tendrán la obligación de facilitar a la Administración los datos nece-
sarios para la debida aplicación de las disposiciones que anteceden. 
Disposición 5.* Cuando el impuesto de sucesiones se haya liquida-
do a un tipo que exceda del 5 por 100, y no existan en la porción ad-
judicada a cada interesado metálico o bienes muebles, o fueran éstos 
insuficientes para el abono de toda la cuota liquidada, podrá autori-
zarse el pago total o parcial de ésta, según los casos, por anualidades 
de cantidad igual al 5 por 100 del valor de los bienes, con el interés de 
demora correspondiente a la suma cuyo cobro se aplace. 
Cuando se autorice el pago en esta forma, los bienes inmuebles 
adjudicados a cada interesado quedarán expresamente hipotecados 
en garantía del completo pago, haciéndose la correspondiente anota-
ción en el Registro de la Propiedad, con vista de la nota puesta en el 
documento por el liquidador del impuesto. 
En los casos de enajenación o gravamen de los bienes a que se 
refiere el primer párrafo de esta disposición, antes de terminado el 
pago del impuesto, se entenderán vencidos todos los plazos que que-
den por satisfacer. 
Disposición ó.1 El tipo del impuesto sobre los bienes de las perso-
nas jurídicas creado por la ley de 29 de diciembre de 1910 y modifi-
cado por la de 24 de diciembre de 1912, será de 0,25 por 100. 
Disposición 7.' Los preceptos contenidos en las disposiciones 3.• 
y 5.' de este artículo se aplicarán a todas las transmisiones que se 
presenten a liquidación desde i.0 de enero de 1917. 
Las consignadas en la regla 4/ sólo serán aplicables cuando el 
fallecimiento de alguno de los cotitulares haya ocurrido después de 
31 de diciembre de 1916. 
Las demás sólo serán aplicables a los actos o contratos otorgados 
o causados con anterioridad a i.0 de enero de 1917, cuando se presen-
ten a liquidación después de esa fecha y fuera de los plazos regla-
mentarios. 
Art. 4.0 Las cuotas del impuesto especial sobre grandezas, títulos, 
honores y condecoraciones fijadas por la ley de 5 de diciembre de 1899, 
quedarán aumentadas en un 50 por 100 a partir de 1.0 de enero de 1917. 
Art. 5.0 Se modifica el impuesto sobre los azúcares de fabricación 
nacional fijado por la ley de 15 de julio de 1914, con arreglo a las dis-
posiciones siguientes: 
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Disposición i . ' A partir de i.0 de enero de 1917, por cada 100 ki lo-
gramos, peso neto, de azúcar, se pagará 30 pesetas, 715 pesetas por 
los 100 kilogramos de glucosa, peso neto también. 
Disposición 2." Las tarifas de devolución del impuesto establecidas 
en el art. 2.0 de la citada ley de 15 de julio de 1914, serán las siguientes: 
Chocolates, dulces, confituras, frutas en almíbar, pastas de frutas, 
jaleas y jarabes, por cada 100 kilogramos de peso neto, 15 pesetas. 
Frutas extraídas al natural y galletas finas, por cada 100 kilogra-
mos de peso neto, "5 pesetas. 
Aguardiente anisado con azúcar, hectolitro, 5 pesetas; los aguar-
dientes compuestos con azúcar, o sean los licores, hectolitro, 6,50 
pesetas. 
Disposición 3/ E l Ministro de Hacienda restablecerá las tarifas de 
la ley de 15 de julio de 1914, cuando los precios del azúcar, en los mer-
cados considerados como reguladores, sean análogos a los existentes 
en la fecha de la publicación de dicha ley, según información que 
practicará el Instituto de Reformas Sociales. 
Art. 6.° A partir de i.0 de enero de 1917, las disposiciones de la ley 
de 20 de marzo de 1900 y demás posteriores por que se rige el Im-
puesto de transportes, se considerarán modificadas por las siguientes: 
Disposición i / En lo referente al impuesto por mar y a la salida 
por las fronteras, se fija el tributo en la mitad de las cifras señaladas 
en las tarifas establecidas por dicha ley para los artículos exceptua-
dos del pago según el art. 2.0 de la ley de 5 de abril de 1904, el i.0 de 
ja de 6 de diciembre de igual año, el 18 de la de Comunicaciones ma-
rítimas, de 14 de junio de 1909, los 2.0 y 3.0 de la de 29 de diciembre 
de 1910 y Real decreto de 6 de junio de 1911, disposiciones todas que 
quedan derogadas. 
Subsistirán las exenciones que para los minerales de hierro con-
ducidos desde los embarcaderos a las fábricas, los carbones minera-
les y la pasta de madera y madera en rollos para fabricar papel, otor-
garon las Reales órdenes de i.0 de septiembre de 1914, 7 de abril 
de 1915 y 22 de marzo de 1916; pero tales exenciones serán transito-
rias y se restablecerá el impuesto sobre dichas mercancías tan pronto 
cesen las circunstancias extraordinarias que las motivaron. 
El Ministro de Hacienda redactará las tarifas del impuesto con 
arreglo a lo establecido en esta disposición. 
Disposición 2.* En cuanto al impuesto de transportes por vías te-
rrestres y fluviales, quedan derogados el art. 2.0 de la ley de 6 de d i -
ciembre de 1904 y el art. 3.0 de la ley de 29 de diciembre de 1910. 
Se cobrará el 2 y 1/2 por 100 del precio de transporte sobre las mer-
cancías siguientes: 
Trigo, arroz, habas secas y demás cereales y harinas; ganados, 
sean o no destinados al consumo; patatas, garbanzos y legumbres 
secas; carbones minerales y vegetales, leñas y abonos, tapones de 
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corcho y los desperdicios de esta sustancia que se exporten al Ex-
tranjero. 
Disposición 3.a Las empresas de ferrocarriles y de tranvías a que 
se refiere el número i.0 del articulo 5.0 de la ley de 20 de marzo 
de 1900, que rehusaren el concierto como forma de pago o se nega-
sen a exhibir los libros de contabilidad, quedarán obligadas a contri-
buir por recibos especiales, a razón de 2 pesetas por cada metro 
lineal de recorrido, sin contar la doble vía ni los apartaderos, si los 
hubiere. 
Las Empresas o dueños de automóviles podrán celebrar conciertos 
para el pago del impuesto de transportes, con arreglo al número 2.0 del 
artículo 5.0 de la ley de 20 de marzo de 1900, y al artículo 29 del vigente 
Reglamento, modificado por el Real decreto de 5 de abril de 1904, que-
dando derogada la ley de 12 de junio de 1912. 
Disposición 4/ Las Empresas o particulares que para el transpor -
te de sus minerales o productos utilicen ferrocarril propio, estarán 
obligadas a satisfacer el impuesto fijado en el número 2.0 del artícu-
lo 3.0 de la ley que regula el impuesto de transportes, por los que ve-
rifiquen desde bocamina, depósito o almacén enclavado dentro del 
coto minero o del perímetro de la explotación, a los puntos de embar-
que o de consumo, debiendo tomarse como base el precio que tengan 
fijado en tarifa general, aprobada por el Ministerio de Fomento, 
para los demás minerales y productos de otras Sociedades o particu-
lares, y en su defecto, por el que tengan establecido otras Sociedades 
análogas. 
Disposición 5.a E l transporte de maderas flotantes procedentes de 
los montes del Estado, de los Municipios o de particulares, que se 
realice a merced de las vías fluviales por Empresas o particulares, sin 
utilizar embarcación, estará sujeto al pago de 1 céntimo de peseta 
por cada pieza de madera que se ponga a flote con aquel fin. 
Disposición 6.* E l impuesto sobre los transportes realizados en los 
ferrocarriles que el Estado explote se recaudará de los viajeros y de 
los dueños de las mercancías que por las líneas circulen, y el importe 
de dicho impuesto se ingresará en las arcas del Tesoro en la forma y 
plazos y con las formalidades aplicadas a las demás Empresas de fe-
rrocarriles. 
Disposición 7.a Sin perjuicio de los datos que se faciliten a las 
Oficinas de Hacienda por las Divisiones de Ferrocarriles encargadas 
en la Intervención del Estado en la Explotación de éstos, el Ministerio 
de Hacienda podrá reclamar, en todo caso, de las Compañías y demás 
entidades y personas sujetas al impuesto, cuantos datos estime nece-
sarios, ejerciendo, si lo cree preciso cerca de dichas entidades, una in-
tervención propia y exclusiva, en relación con el tributo. 
Art . 7.0 Las disposiciones relativas al Timbre del Estado conteni-
das en la ley de i.0 de enero de 1906, reformada por la de Presupues-
- t a -
tos de 29 de diciembre de 191 o, se entenderán modificadas, a partir de 
i.0 de enero de 1917, por las siguientes: 
Disposición i . * Se suprime el papel de oficio para los Tribunales. 
Disposición 2.a Se autoriza al Ministro de Hacienda para reformar 
las escalas graduales de la ley, sujetándose a los límites máximo y 
mínimo de cada una actualmente establecidos, y reduciendo el núme-
ro de efectos timbrados existentes. 
Se reducirán los efectos establecidos para operaciones de Bolsa a 
los estrictamente necesarios para el cumplimiento del artículo 22 de 
la ley, sin aumento en los tipos de gravamen. 
Disposición 3.a En los escritos y documentos extendidos a má-
quina, el timbre señalado por la ley para cada pliego recaerá sobre 
cada hoja. 
Disposición 4.a Todos los documentos extendidos en papel común, 
a que se refiere el último párrafo del artículo 7.0, deberán ser presen-
tados, en el término de dos meses, contados desde su fecha, a la De-
legación de Hacienda en la provincia respectiva, a fin de que se com-
pruebe y haga constar haber quedado debidamente reintegrados con 
los timbres móviles equivalentes al papel timbrado común de la clase 
respectiva. 
Los documentos que carezcan de este requisito se considerarán 
como no timbrados, y darán lugar a la penalidad correspondiente. 
E l plazo de dos meses, para los documentos que no se hallen t im-
brados actualmente, se contara a partir de la fecha de la promulga-
ción de esta ley. 
Disposición 5.a Al primer pliego de las primeras copias de las actas 
de protesto corresponderá el timbre de 1 peseta, si la cuantía del efec-
to no excede de 500; de 2 pesetas, si la cuantía excede de 500 y no pasa 
de 1.000; de 5 pesetas, si la cuantía excede de i.oooy no pasa de 5.000; 
de 7 pesetas, si la cuantía excede de 5.000 y no pasa de 10.000, y de 10 
pesetas, si la cuantía excede de 10.000. 
Disposición 6.* E l Ministro de Hacienda dictará las disposiciones 
convenientes sobre concesión de franquicias para la correspondencia 
oficial y la de Senadores y Diputados a Cortes, y procederá con arre-
glo a ellas a la revisión de todas las franquicias actualmente estable-
cidas. 
Las infracciones en esta materia se castigarán con multas de 50 a 
500 pesetas, siendo responsables por igual todos los que autoricen o 
realicen la expedición o conducción de la correspondencia. El proce-
dimiento para la corrección de las infracciones corresponderá al M i -
nisterio de Hacienda. 
Disposición 7.' Los recursos de alzada o apelación, los de revisión 
o nulidad y los de queja, en los distintos ramos de la Administración 
del Estado, central, provincial y municipal, estarán sujetos en todos 
sus pliegos al timbre gradual establecido en el artículo 108 de la ley, 
10 
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según la cuantía total del asunto, siendo el límite mínimo el de una 
peseta por pliego. Cuando la cuantía sea inestimable, se empleará el 
timbre de 3 pesetas. 
Disposición 8.* Las concesiones administrativas de obras, de ferro-
carriles, de canales, de tranvías, de líneas telegráficas o telefónicas o 
para conducción de electricidad, de pantanos, de aprovechamiento de 
aguas, de cultivos a título gratuito u oneroso y cualquiera otra clase 
de aprovechamientos, de desecación y saneamiento de terrenos, de 
servicios y aprovechamientos de la zona marítimo-terrestre o en las 
márgenes o cauces de los ríos, de explotación de aguas minero-medi-
cinales y de establecimiento de servidumbres sobre bienes inmuebles 
de dominio público, estarán sujetas, como comprendidas en el ar-
tículo 84, al timbre de 100 pesetas, mientras su valor, apreciado por 
las reglas establecidas para et impuesto de Derechos reales, no pase 
de 100.000 pesetas. Por las que excedan de este valor se pagará ade-
más en metálico el 1 por 1.000 del exceso. 
Estarán sujetas también a este recargo las concesiones compren-
didas en el artículo 85. 
Disposición g." A los documentos de creación y sucesión de títulos 
nobiliarios, concesión de títulos de cruces y demás grados de órdenes, 
autorización de títulos y condecoraciones extranjeras y concesión de 
honores, corresponderá doble timbre del establecido por los artículos 
76 a 80. 
Disposición 10. Quedan comprendidos en el artículo 138 los che-
ques al portador y a favor de persona determinada, cuando se libren 
de una plaza a otra. 
Disposición 11. En sustitución del timbre que grava los resguar-
dos de entrega y los talones contra las cuentas corrientes, los Bancos 
de crédito, banqueros y Casas de Banca y demás industriales que rea-
licen operaciones de este género, así como las Cajas de Ahorro e ins-
titutos de igual índole, no siendo de carácter benéfico, que admitan 
imposiciones de capital, satisfarán el 1 por 1.000 anual del promedio 
a que ascienda el importe de los capitales recibidos en cuentas corrien-
tes o mediante libretas de imposición. Este gravamen se pagará en 
metálico y por trimestres, a razón de 0,25 por 1.000 en cada uno de 
éstos, sobre el promedio de dichos capitales en el trimestre anterior. 
Disposición 12. Los billetes al portador de los Bancos de emisión 
quedarán sujetos en la parte que excedan de las reservas metálicas, a 
un impuesto anual, por Timbre, de 1 por 1.000, pagadero en trimes-
tres, a razón de 0,25 por 1.000 en cada uno de éstos, sobre la cifra de 
circulación media en el trimestre anterior. Este gravamen se pagará 
también en metálico. 
Disposición 13. E l art. 169 quedará redactado como sigue: 
«Las acciones, obligaciones y demás valores de esta clase, cual-
quiera que sea su duración, quedarán sujetos anualmente, por razón 
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de timbre de negociación o transmisión, al impuesto de i por i.oóo 
de su valor efectivo cuando éste no sea superior al nominal; de i y 1/2 
por 1.000 cuando el valor efectivo sea superior al nominal sin ex-
ceder del 50 por 100, y de 2 por 1.000 cuando el exceso pase del 50 
por 100. 
El valor efectivo se determinará en las acciones y títulos equiva-
lentes, por el tipo medio de las cotizaciones registradas en Bolsa en 
seis meses del año precedente al de la exacción del impuesto. 
A falta, por cualquier causa, de cotizaciones suficientes, el valor 
efectivo se determinará por capitalización al 5 por 100 del dividendo 
repartido por el año precedente. 
Se considerarán como dividendo repartido no sólo las utilidades 
materialmente entregadas a los accionistas en tal concepto, sino las 
abonadas como devolución de capital, y las dedicadas a fondo de re-
serva, aumento directo del capital social y saneamiento del activo en 
mayor proporción de la amortización correspondiente. 
E l valor efectivo no podrá estimarse inferior al que resulte de ca-
pitalizar un dividendo de 1 por 100, aunque el repartido realmente 
fuera menor, o no se hubiera repartido ninguno. 
En las obligaciones y títulos análogos, el valor efectivo se determi-
nará por la cotización del año precedente, como queda dispuesto para 
las acciones. A falta de cotización, se tomará por base el valor nomi-
nal si se efectuó con regularidad en el año anterior el pago del interés 
con que los títulos se emitieron, o el que posteriormente se hubiera 
fijado por convenio; y de hallarse retrasado más de un año el pago 
del interés de emisión, o en su caso, del convenido, se capitalizará a 
razón de 5 por 100 el que se hubiera satisfecho, sin que en este caso, 
ni en el de no abonarse interés alguno, la base del impuesto pueda ser 
inferior al 20 por 100 del valor nominal. 
En casos excepcionales, la Administración podrá proceder a la 
comprobación pericial del valor efectivo de los títulos de acción y de 
obligación. 
Las Sociedades y entidades emisoras de los títulos deberán facili-
tar a la Administración los documentos y datos que se les reclamen 
para la liquidación del impuesto. Sin perjuicio de esto, la Administra-
ción podrá girar liquidaciones provisionales por los resultados de años 
anteriores, utilizando además los elementos de juicio de todo género 
que pueda procurarse. 
Quedan sujetos al impuesto todos los títulos de acción y obliga-
ción, o sus equivalentes, que no se hallen en 1.0 de enero del respec-
tivo año materialmente en la cartera de la Sociedad. 
E l pago se verificará en metálico por las entidades interesadas, 
como responsables directas para con el Tesoro. 
Disposición 14. E l impuesto establecido por los artículos 170 y 171, 
en sustitución del a que se refiere el 169, será de 1,50 por 1.000 anual 
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sobre el importe de los capitales fijos o circulantes que las Socieda-
des extranjeras tengan destinados o destinen efectivamente en España 
a operaciones o negocios industriales, mercantiles, de crédito, de se-
guros, de ferrocarriles y demás lucrativos. 
Dichas Sociedades estarán obligadas a declarar, en los quince pri-
meros días de cada año, el importe que calculen en 1.0 de enero a los 
capitales sujetos al impuesto, pudiendo y debiendo aportar cuantos 
documentos y elementos de juicio crean oportunos para justificarlo. 
La misma declaración presentarán las Sociedades que se establezcan 
en lo sucesivo, en el término de un mes, a partir de la fecha en que 
comiencen sus operaciones. 
La Administración, con presencia de tales datos, de los que podrá 
además reclamar a las Sociededes, y de cuantas comprobaciones, pe-
riciales o no, estime convenientes, y oyendo a dichas Sociedades, pro-
cederá a determinar el importe de los capitales sujetos en cada año al 
impuesto. La resolución se dictará por el Ministerio de Hacienda, sin 
ulterior recurso. 
No procederá la audiencia de las Sociedades cuando hayan dejado 
de presentar los documentos que se les exijan. 
La cifra fijada será inalterable en el año de que se trate, pero po-
drá servir de base a la liquidación del impuesto en los dos años pos-
teriores, si la Sociedad no hiciese manifestación en contrario en los 
quince primeros días de cada uno de ellos, y si la Hacienda no tuviera 
motivos para proceder a la revisión. 
Disposición 15. En los contratos de seguros marítimos por póliza 
flotante, cada una de las aplicaciones de la póliza estará sujeta al i m -
puesto que establece el art. 177. 
Disposición 16. E l grado mínimo de la escala de recibos de canti-
dad del art. 190 y de las escalas de los artículos 31, 57 y 186, empe-
zará en s pesetas. 
Las facturas y los recibos expedidos por quienes ejecuten actos 
de comercio o industria y los recibos librados por razón de contratos 
de pagos periódicos, serán talonarios, debiendo fijarse el timbre en el 
corte de la matriz e inutilizarse en la forma que reglamentariamente 
se establezca. La inobservancia de lo establecido en esta disposición 
dará lugar a la imposición de una multa de 50 a 250 pesetas si no se 
llevaren los talonarios, y en su caso, de cinco veces el valor del timbre 
omitido en cada factura o recibo. 
Disposición 17. En los espectáculos públicos a que se asista sin bi-
lletes o en que el precio señalado a éstos sea inferior a la cantidad 
realmente satisfecha por los espectadores, se computará como pro-
ducto, a los efectos del artículo 196, todo lo pagado en metálico o en 
otra forma, deducida, en su caso, la parte que se justifique corres-
ponder a consumos hechos u otros servicios independientes del es-
pectáculo. 
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E l tipo para concertar con las Empresas el pago del impuesto so-
bre billetes por un tanto alzado no será inferior al 50 por 100 del i m -
porte del máximo producto íntegro del espectáculo. No podrán ser 
objeto de concierto las corridas de toros y novillos. 
Disposición 18. E l impuesto sobre los específicos y aguas minera-
les a que se refiere el artículo 198, número 2.0, se devengará desde el 
momento en que tengan aquéllos ingreso en los locales principales o 
en los auxiliares de las farmacias y demás establecimientos autoriza-
dos para la venta al por menor, no pudiendo ser ni expendidos ni con-
servados sin tener adherido el timbre en la etiqueta o envoltura exte-
rior permanente de que estén provistos. 
Disposición 19. Quedan exentos del impuesto por sus libros y do-
cumentos de orden interior, pero no por los actos y contratos con ter-
ceras personas, las Sociedades y Asociaciones dedicadas a la enseñan-
za o a la beneficencia, sin otros fines, y las Cooperativas de crédito, 
consumo o socorro mutuo formadas exclusivamente por obreros, 
siempre que los Estatutos o Reglamentos de unas y otras no autori-
cen, ni su contabilidad acuse la atribución de intereses, beneficios u 
otro cualquier lucro a los socios o a los administradores, ni aun en el 
caso de disolución. 
Seguirán subsistentes las excepciones actualmente establecidas 
por leyes especiales en favor del Instituto Nacional de Previsión, de 
los Sindicatos agrícolas, de los Pósitos y de las Mutualidades escola-
res, y las consignadas en la ley Electoral, en la de Emigración, en la 
de Consejos de conciliación y arbitraje, en la de Construcción, mejora 
y transmisión de casas baratas, en la de Reclutamiento, en la Hipote-
caria, en la Orgánica de Correos, en la de Tribunales industriales, en 
la de Contratos de aprendizaje, y en las disposiciones sobre indemni-
zación por accidentes del trabajo. 
Quedarán sin efecto todas las demás excepciones del impuesto no 
establecidas en la ley del Timbre, siendo además nula toda declara-
ción sobre aplicación del mismo contenida en cualquiera disposición 
no emanada del Ministerio de Hacienda. 
Disposición 20. Los anuncios en sitios públicos quedarán someti-
dos al siguiente impuesto: 
1.° Anuncios luminosos en sitios fijos o movi-
bles. Pagarán trimestralmente por cada metro 
cuadrado o fracción, sean uno o varios los que 





















2. ° Anuncios no luminosos en sitios fijos, por 
medio de la imprenta, pintux-a, fotografía, li-
tografía y demás artes de expresión o repro-
ducción. Pagarán trimestralmente por cada 
metro cuadrado o fracción, en lugares u obje-
tos especial o habitualmente destinados a la 
colocación de anuncios, sobre paredes, balco-
nes, columnas, pavimentos, vallas, andamia-
jes, vestíbulos, telones de teatros, etc., sean 
uno o varios los que se coloquen durante el 
año en el mismo lugar: 
Si el anuncio se halla fijado en calles, plazas y 
demás lugares permanentemente frecuenta-
dos por el público 
Si lo está en lugares no abiertos al público 
constantemente 
3. ° Los mismos anuncios colocados sobre muros 
u otros sitios fijos, pero no destinados especial 
o habitualmente a este fin. Pagarán por anun-
cio y metro cuadrado o fracción 
Los anuncios de espectáculos contribuirán siem-
pre por estos tipos, aunque se hallen fijados 
en los lugares especiales a que se refiere el 
número 2.° 
4. ° Los mismos anuncios colocados fuera de los 
cascos de población, en caseríos, vallas, alam-
bradas, etc. Pagarán por cada metro cuadra-
do o fracció nlO pesetas trimestrales. 
5. ° Anuncios en vagones del ferrocarril, tran-
vías , coches y demás vehículos de transporte. 
Pagarán trimestralmente por todos los com-
prendidos en cada metro cuadi*ado.... 
Cuando un vehículo de transporte recorra di-
versas poblaciones, el pago corresponderá a 
la en que aquél tenga su centro o punto de 
partida. 
6. ° Anuncios en carteles conducidos a mano, o 
por otros medios, por calles, plazas, jardines, 
etcétera. Pagarán cada uno por trimestre.... 
7. ° Anuncios en portadas, escaparates o inte-
riores de tiendas, almacenes y demás esta-
blecimientos de comercio, cuando se refieran 
a objetos o artículos de producción ajena, 
aunque se vendan en el mismo establecimien-
to. Pagará cada uno por año y metro cuadra-
do o fracción 
8. ° Anuncios en prospectos o programas de 


































No se comprenden en estas disposiciones los anuncios que den a 
conocer en los teatros y demás lugares de recreo sus propios espec-
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táculos, o que indiquen en los establecimientos sus operaciones o 
ventas. 
E l pago del impuesto sobre anuncios habrá de hacerse con ante-
rioridad a la publicación de éstos. En casos excepcionales, y previo 
aviso, podrá autorizarse el pago dentro de las veinticuatro horas s i-
guientes. 
E l año y el trimestre, a los efectos del impuesto, se contarán de 
fecha a fecha, y las cuotas fijadas serán indivisibles. 
Todo cartel o anuncio llevará en sitio muy visible la indicación del 
pago, en la forma que reglamentariamente se establezca. 
Son responsables solidariamente del pago del impuesto, el favore-
cido con el anuncio, el propietario del lugar en que se ñje y la Empre-
sa anunciadora. 
Los denunciadores tendrán derecho a las dos terceras partes de 
las multas. 
Disposición 21. Se fija en i peseta el impuesto por cada baraja de 
las comprendidas en el art. 211. 
Disposición 22. La Administración podrá practicar comprobacio-
nes para la determinación de la cuantía de los documentos sujetos a 
impuesto. 
Art. 8 .° E l Gobierno dará cuenta a las Cortes del uso que haga de 
las autorizaciones concedidas en esta ley. 
E l Ministerio de Hacienda publicará en la Gacela de Madrid los tex-
tos de todos los preceptos legales que hayan de regir respecto de cada 
uno de los tributos a que la misma se refiere, o sea la refundición de 
las disposiciones anteriores, con las adiciones y modificaciones con-
signadas en las nuevas. 
Madrid 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 

Proyecto de ley de bases para la creación del mo-
nopolio de venta de alcoholes neutros. 
A LAS CORTES 
Todos los Estados han procurado desde hace muchos años acre-
centar sus ingresos por el impuesto de alcoholes, ya gravándolos con 
cuotas altas, ya monopolizando su venta o sü fabricación. Hase consi-
derado por ellos que las bebidas alcohólicas, a semejanza del tabaco, 
no son artículos de primera necesidad, y no se ha olvidado tampoco 
la conveniencia de restringir su consumo, ya que así se favorece la 
templanza y las buenas costumbres, y, por consiguiente, se estimula 
la higiene y el mejoramiento del individuo y de la raza. • 
Atendiendo a las propias consideraciones y a la necesidad de for-
talecer los ingresos del Tesoro, el Gobierno ha estudiado el problema 
del alcohol en España, y, en vez de elevar las cuotas de la fabricación, 
ha creído más conveniente ensayar un monopolio de venta de los a l -
coholes neutros, que, al par que rinda mayores utilidades al Estado, 
uniforme los precios en el mercado, sin perjuicio alguno para los pro. 
ductores, que así percibirán el justo provecho de su industria. 
En el proyecto se atiende, ante todo, a favorecer nuestra importan-
te producción vinícola, para lo cual, no sólo se fijará anualmente el 
precio de adquisición de los alcoholes vínicos en forma que resulte re-
productivo el cultivo de la vid, sino que se da una preferencia abso-
luta a dichos alcoholes para el consumo sobre todos los demás; se res-
peta la fabricación y libre venta de los aguardientes compuestos y l i -
cores; se mantiene la exención del impuesto a la exportación, y se 
conserva el tipo actual del gravamen al alcohol desnaturalizado para 
la calefacción, alumbrado, fuerza motriz y otros usos industriales. 
A l crear este monopolio, y prescindiendo de toda tesis doctrinal, 
ha parecido conveniente, por razones prácticas, asociar a la Empresa 
una entidad, que, mediante concurso, y por un reducido tanto por 
ciento del rendimiento líquido, se encargue de la adquisición y venta 
de los alcoholes, con la intervención asidua y directa del Estado. No es 
posible que a nadie se le oculten las dificultades con que de momento 
11 
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tendría que tropezar la Administración española en tan complicadas 
funciones, si por ella misma hubiera de iniciarse el nuevo sistema. 
Dejando expedito el camino para lo porvenir, se fija la duración del 
arriendo en diez años. 
Por los motivos expuestos, el Ministro que suscribe, de acuerdo 
con el Consejo de Ministros, y autorizado por S. M . , tiene la honra de 
someter a la deliberación de las Cortes el adjunto 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i . " Se autoriza al Gobierno para crear el Monopolio de 
venta de los alcoholes neutros en la Península e Islas Baleares, con 
sujeción a las bases siguientes: 
Base i . " La venta de alcoholes neutros constituirá un Monopolio 
del Estado. En su consecuencia, desde el día en que entre en vigor 
esta ley, dejará de exigirse la cuota especial de fabricación que grava 
dichos líquidos, los cuales serán adquiridos por cuenta del Monopo-
lio en las condiciones que se determinan en la base siguiente. 
Base 2.11 El precio de compra de los alcoholes y aguardientes de 
vino, orujos y demás residuos de la vinificación, se fijará el mes de 
diciembre de cada año, para que rija durante el año siguiente, de 
modo que resulte remunerador el cultivo de la vid, atendidas las con-
diciones de la última cosecha. 
Respecto de los demás alcoholes, se fijará el precio de compra en 
el último mes de cada trimestre, para que rija en el trimestre siguien-
te, teniendo en cuenta el costo de producción, según el que alcancen 
las primeras materias, y un IO por IOO de ganancia industrial. 
La determinación del precio en los dos casos de los párrafos ante-
riores, será hecha por el Ministro de Hacienda, oyendo previamente a 
la entidad arrendataria del Monopolio, si la hubiere; a la Comisión 
permanente del Consejo de Estado, y además: a) Tratándose de alco-
holes y aguardientes de vino, orujo y demás residuos de la vinifica-
ción, a una representación, según el Reglamento disponga de los 
centros viticultores y vinicultores, y a la Junta consultiva agronómi-
ca; b) Tratándose de los demás alcoholes, a una representación de los 
productores, a la Escuela Central de Ingenieros Industriales, y, si se 
considerase preciso, a la Junta consultiva agronómica. 
Contra el acuerdo del Ministro de Hacienda fijando el precio, no 
cabrá recurso alguno. 
Los precios se aplicarán a los alcoholes y aguardientes puestos so-
bre vagón en estación de ferrocarril, salvo acuerdo entre el Monopolio 
y los vendedores. 
Éstos facilitarán los envases para el transporte. 
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Los aguardientes, para ser admitidos, deberán marcar, cuando 
menos, 20 grados. 
Los grados alcohométricos serán los del alcohómetro centesimal 
Gay Lussac, tomados a la temperatura de 15 grados centígrados. 
E l pago del precio de los alcoholes y aguardientes neutros adqui-
ridos por el Monopolio, se efectuará dentro del plazo de treinta días, 
a contar del de su recibo. 
Base 3.* Los aguardientes y alcoholes impuros se entregarán para 
rectificarlos a las fábricas de rectificación, mediante concurso, siendo 
preferidas las que ofrezcan mayores garantías en igualdad de costo de 
la operación. 
E l Monopolio se reserva la facultad de instalar fábricas para reali-
zar por sí mismo la rectificación. 
Base 4.* Los precios de venta de los productos monopolizados se-
rán los siguientes: 
Alcohol neutro rectificado de 96-97 grados, hectolitro, 300 pesetas. 
Alcohol vínico destilado a vapor, de 95 grados, hectolitro, 295 pe-
setas. 
Base 5.a La venta de los productos monopolizados se verificará en 
todas las capitales de provincia y en los demás puntos que acuerde la 
Administración. 
Base 6.' Quedan excluidos del Monopolio: 
i.0 Los alcoholes desnaturalizados, entendiéndose por tales el que, 
marcando 88 o más grados, haya sido adicionado con cuatro litros por 
hectolitro de una mezcla en partes iguales de metileno con el 30 por 
100 de acetona y de bencina, o tres litros por hectolitro de metileno 
con el 30 por 100 de acetona; el invertido en la preparación del éter o 
anhidrol etílico, y el empleado en la preparación de pólvoras sin humo, 
en las condiciones que se determinen por la Administración. Ésta po-
drá aceptar el empleo de otros desnaturalizantes, a propuesta de los 
industriales, siempre que se compruebe la eficacia práctica de los mis-
mos para impedir que el alcohol pueda regenerarse para la bebida. 
2.0 E l aguardiente o alcohol de vino que los productores de coñac 
obtengan en fábricas de su propiedad e ingresen en sus bodegas para 
el envejecimiento y crianza de aquel licor. 
3.0 E l aguardiente anisado obtenido directamente por destilación 
del vino con \a semilla del anís; y 
4.0 E l aguardiente obtenido por destilación directa de las mieles y 
melazas de caña, cuya graduación no exceda de 75 grados centesi-
males. 
Base 7/ Por los líquidos comprendidos en la base 6.*, y cuya fabri-
cación intervendrá el Monopolio, se satisfará a éste a la salida de fábri-
ca para el consumo: 
Alcohol desnaturalizado, hectolitro de volumen real, 10 pesetas. 
Coñac, aguardiente anisado y aguardiente de caña, por la equiva-
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lencia, de cada hectolitro de alcohol de 100 grados, la diferencia que 
exista entre el precio de compra que para cada año se señala al alco-
hol vínico rectificado, y las 300 pesetas que se fijan para su venta. 
Base 8.' Las fábricas de destilación de alcoholes y aguardientes 
neutros, las de alcohol desnaturalizado y las de rectificación, quedan 
sujetas al pago de la contribución industrial o de utilidades, según 
proceda. 
A los efectos de la primera de las citadas contribuciones, quedan 
restablecidos en la tarifa 3.' de la misma los números 231, 232, 233, 
237, 238, 239 y 240, en la forma en que aparecen en la aneja al Regla-
mento de 28 de mayo de 1896, con un aumento del 40 por 100 de su 
importe. 
Base 9.' Las fábricas de aguardientes compuestos y licores satisfa-
rán una patente anual, irreducible, que podrá oscilar desde 250 a 5.000 
pesetas, y su importe no se incluirá entre los productos del Mono-
polio. 
Base 10. Los aguardientes compuestos y licores envasados en bo-
tellas o frascos hasta tres litros de cabida, quedarán sujetos a la i m -
posición de precintas de pago en la siguiente forma: 
i.0 E l aguardiente anisado y el ron, con o sin azúcar, incluso los 
escarchados, el de caña, el coñac y la ginebra, cualquiera que sea su 
graduación alcohólica hasta 34 grados centesimales, envasados en bo-
tellas o frascos hasta de medio litro de cabida, IÜ céntimos de peseta. 
2.0 Los mismos, en envases de mayor cabida, 20 céntimos de 
peseta. 
3.0 Dichos aguardientes compuestos y licores, cuando su gradua-
ción alcohólica excediese de 34 grados centesimales, en botellas o fras-
cos de hasta medio litro de cabida, 20 céntimos de peseta. 
4.0 Los mismos, en envases de mayor cabida, 40 céntimos de 
peseta. 
Se exceptúan de la imposición de precintas los aguardientes com-
puestos y licores que desde las fábricas se destinen directamente a la 
exportación. 
Base 11. Sobre la cerveza de producción nacional y extranjera se 
exigirá el gravamen de 10 pesetas por hectolitro de volumen real, en 
concepto de impuesto de consumo interior. 
Este impuesto se devengará, respecto de la cerveza nacional, a la 
salida de las fábricas que la produzcan, y respecto de la extranjera, en 
el acto de su importación por las Aduanas. 
Base 12. Los productos extranjeros que, con arreglo a las notas 
del Arancel vigente, se hallan gravados a su importación en España 
con el impuesto de alcoholes, a razón de 25 pesetas el hectolitro, que-
darán sujetos en lo sucesivo, en equivalencia del gravamen del Mono-
polio, al de 120 pesetas por dicha unidad de volumen. 
A los aguardientes compuestos y licores que se importen envasa-
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dos en botellas o frascos, se les impondrán precintas especiales de 
igual cuantía que a los nacionales. 
Base 13. Los aguardientes y alcoholes neutros y los productos es-
pecificados en la base 6.a y n , que desde las fábricas que los hayan 
producido se exporten al Extranjero, posesiones españolas y Canarias, 
no serán objeto de gravamen. 
Base 14. Las personas que exporten con dicho destino aguardien-
tes compuestos y licores fabricados con alcoholes adquiridos del M o -
nopolio, tendrán derecho a la devolución, por la equivalencia de cada 
hectolitro de 100 grados, de una suma igual a la diferencia entre el 
precio de compra que para cada año se señale al alcohol vínico recti-
ficado y las 300 pesetas que se fijan para su venta. 
Los exportadores de vinos y mistelas tendrán también derecho a 
devolución por el alcohol invertido en la elaboración y crianza de aqué-
llos, en la forma y cuantía que acuerde la Administración. 
Base 15. Se prohibe: 
1.0 La importación de aguardientes y alcoholes neutros, excepto el 
alcohol neutro anhidro de 100 grados centesimales, y el que, en caso 
de insuficiencia de producción nacional, tuviera que adquirir el Mono-
polio en el Extranjero. 
Este último estará exento del pago de los derechos de Arancel y de 
transportes. 
2.0 La importación, circulación y venta en el Reino de las mezclas 
de alcohol y éter. Dichos productos serán detenidos donde se encuen-
tren, y se inutilizarán, poniéndose seguidamente el hecho en conoci-
miento de la Autoridad correspondiente, a los fines previstos en el Có-
digo penal y las demás disposiciones aplicables al caso. 
3.0 La venta al detalle de alcoholes y aguardientes neutros y com-
puestos, licores y alcohol desnaturalizado, en las fábricas en que d i -
chos líquidos se obtengan o preparen. 
4.0 La destilación y rectificación de alcoholes, aguardientes com-
puestos y licores en los establecimientos que vendan los mencionados 
líquidos al por mayor o menor. 
5. ° La destilación o elaboración en una misma fábrica, de caña y 
anisado por destilación directa, y empleando alcoholes o aguardientes 
neutros. 
6. ° La destilación, en una misma fábrica, de alcoholes o aguardien-
tes vínicos e industriales. 
7.0 La obtención, en una misma fábrica, de alcoholes y aguardien-
tes neutros o compuestos y alcohol desnaturalizado, excepto la desna-
turalización de los alcoholes llamados de cabezas y colas, en la canti-
dad y forma que se determine en el Reglamento. 
8.° La instalación, en lo sucesivo, de fábricas de aguardientes y al-
coholes insdustriales o desnaturalizados en poblaciones que no sean 
capitales de provincia o no tengan Aduana de primera clase o una fá-
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brica de azúcar en actividad, salvo el caso de que los industriales se 
comprometan a costear los gastos que ocasione el servicio de inter-
vención y vigilancia. Las fábricas que actualmente existen en tales 
condiciones perderán su derecho si dejan de funcionar durante tres 
años seguidos. 
9.0 E l uso de aparatos portátiles para la obtención del alcohol. 
Base 16. Los Ayuntamientos podrán establecer una cuota por i m -
puesto de consumos mientras éste subsista, que no exceda de 20 pese-
tas por hectolitro de volumen real, sobre los alcoholes neutros. 
El alcohol desnaturalizado no podrá ser gravado con ningún i m -
puesto local. 
Base 17. E l Monopolio regirá en la provincia de Navarra, a cuya 
Diputación se le reconocerá el derecho al percibo de un canon pro-
porcional al consumo en la provincia, en la misma forma que en la 
actualidad. 
Base 18. En los Tratados y Convenios de comercio que España ce-
lebre con otras naciones, no se estipularán rebajas de derechos ni 
compromisos de ninguna clase respecto de los alcoholes, aguardientes 
neutros o compuestos y licores. 
Tampoco se autorizará la admisión temporal de las mencionadas 
mercancías. 
Base 19. La Administración reglamentará la fabricación, importa-
ción, venta, circulación y empleo del anetol y demás esencias destina-
das a la preparación de aguardientes compuestos y licores para impe-
dir el empleo ilegal de las mismas. 
Base 20. La Administración dispondrá el cierre de las fábricas 
cuando se demuestre de un modo evidente que en ellas se han reali-
zada fraudes al Monopolio más de tres veces dentro de un año, o más 
de dos si dichos fraudes representan en junto una cantidad superior 
a 5.000 pesetas. 
A los responsables de faltas de defraudación, que resulten insolven-
tes, se les aplicará la pena subsidaria señalada en el art. 29 de la ley 
de Contrabando y Defraudación, de 3 de septiembre de 1904, para lo 
cual los Delegados de Hacienda, una vez declarada la insolvencia, pa-
sarán las diligencias al Juzgado de instrucción correspondiente, en el 
término de cinco días. 
Base 21. Se autoriza al Ministro de Hacienda para proceder al 
arriendo de la explotación del Monopolio de la venta de alcoholes neu-
tros, con arreglo a las condiciones siguientes: 
A) E l arriendo se hará por diez años. 
B) El arrendatario percibirá por su gestión un tanto por ciento del 
producto líquido que anualmente se obtenga, sujeto a una escala va-
riable, según los tipos que siguen: 
Hasta 40 millones de pesetas, 3 por 100; 
- 87 -
Desde 40 millones de pesetas en adelante, 4 por 100. 
C) Se considerarán como productos del Monopolio: 
i.0 E l importe de las ventas de alcoholes realizadas; 
2.* E l importe de las cuotas exigidas a la salida de fábrica a los 
productos comprendidos en la base y."; 
3.0 E l de las precintas de los aguardientes compuestos y licores 
embotellados; 
4.0 E l impuesto de consumo interior sobre la cerveza nacional y 
extranjera; 
5.0 E l gravamen que en concepto de Monopolio se impone a los 
productos extranjeros en la base 12; 
6.° La parte correspondiente a la Hacienda en las multas impues-
tas por actos de defraudación o infracciones reglamentarias. 
D) Se considerarán como gastos del Monopolio: 
i.0 Las sumas invertidas en la adquisición de los alcoholes y aguar-
dientes neutros vendidos; 
2.0 E l costo de la rectificación de alcoholes y aguardientes; 
3.0 E l importe de las devoluciones que por exportación se realicen; 
4.0 Las primas de seguros de incendios; 
5.0 Los gastos de los transportes que sean de cuenta del Monopo-
lio, y los demás ordinarios que reglamentariamente se fijen hasta po-
ner los alcoholes a disposición del comprador; 
6.° Las mermas que reglamentariamente se señalen; 
7.0 Las amortizaciones del material fijo y móvil que se determinen 
en el pliego de condiciones; 
8.° Los gastos del personal necesario para la vigilancia y demás 
operaciones del Monopolio, excepto los del Consejo de Administración 
y de la Administración central de la entidad arrendataria. 
Las plantillas de aquel personal, con sus respectivos sueldos y co-
misiones, se someterán anualmente a la aprobación del Ministro de 
Hacienda, y únicamente se considerarán gastos del Monopolio los que 
sean aprobados. 
E) E l arrendatario deberá tener siempre en sus almacenes, para la 
venta, una cantidad de alcoholes rectificados y destilados a vapor, 
de 95°, no inferior a 60.000 hectolitros, según los datos estadísticos de 
los tres años anteriores. 
Este repuesto se formará en primer término con alcoholes vínicos 
y de sidra, después con los de melazas, y si la oferta de éstos no bas-
tara, con los procedentes de la destilación de las demás primeras ma-
terias de producción nacional, admitiendo en último término los ob-
tenidos con primeras materias extranjeras. 
F) Las controversias que se susciten entre el arrendatario y los " 
particulares, se sustanciarán y resolverán por las oficinas de Hacien-
da, en la forma que determinen los Reglamentos. 
G) E l Ministro de Hacienda ejercerá una intervención directa sobre 
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todas las operaciones y servicios de la entidad arrendataria, por me-
dio del personal de su departamento, dependiente, mientras otra cosa 
no disponga el mismo Ministro, de la Dirección general de Aduanas. 
H) La entidad que se constituya tendrá su domicilio en España y 
estará sometida a las leyes españolas. Los individuos del Consejo de 
Administración habrán de tener la nacionalidad española y residir en 
España. 
Los dependientes del arriendo tendrán la consideración de Agen-
tes de la Autoridad, pero sin derecho alguno a que el Estado les reco-
nozca o declare pensión, categoría administrativa, ni abono de tiempo 
de servicios por los prestados a dicha entidad. 
/) E l arriendo podrá efectuar la venta de alcoholes a plazos de 
treinta, sesenta o noventa días, admitiendo, bajo su exclusiva respon-
sabilidad, pagarés avalados; pero, en caso de falta de pago, deberá in-
gresar el importe de las ventas en el Tesoro, sin derecho a baja algu-
na por tal concepto. 
J) Además de la fianza que en el pliego de condiciones se exija 
para tomar parte en el concurso, la entidad a quien se adjudique el 
arriendo prestará la de 3 millones de pesetas, en papel de la Deuda 
pública, para garantir el cumplimiento del contrato, quedando además 
afectos al mismo, con el carácter de crédito preferente, el capital so-
cial, las existencias de alcoholes y aguardientes neutros y las demás 
pertenencias de aquella entidad. 
La fianza de 3 millones de pesetas podrá ser retirada por la E m -
presa cuando acredite poseer en alcoholes almacenados y material la 
cantidad de 6 millones de pesetas. 
K) Los ingresos por los conceptos que constituyen el Monopolio 
deberán hacerse diariamente en el Banco de España y en sus Sucur-
sales en las capitales de provincia, con cargo a la cuenta corriente es-
pecial que se abrirá, a este efecto, a favor del Tesoro. Los correspon-
dientes a las ventas de alcoholes se verificarán por la cantidad que 
para cada hectolitro determine el Ministro de Hacienda. 
A l finalizar cada ejercicio económico se hará, en el plazo de dos 
meses, la liquidación definitiva, y el arriendo ingresará en el Tesoro o 
recibirá de este, según los casos, en los quince días siguientes a la fe-
cha de la liquidación, el saldo que resulte con relación a las cantida-
des entregadas durante el año, sin perjuicio de la resolución que dicte 
el Ministro de Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Ministros, en 
el expediente que se incoará para aprobar dicha liquidación, con las 
formalidades y justificaciones procedentes en interés del Estado. 
La Real orden, motivada, de aprobación que recaiga, y la liquida-
ción, se publicarán en la Gaceta de Madrid. 
L) E l concurso versará principalmente sobre la baja del tanto por 
ciento que se asigna al arrendatario en el apartado B de esta misma 
base. Los concursantes podrán, además, proponer cualesquiera otras 
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mejoras o ventajas, que serán asimismo estimadas para la concesión 
del contrato. 
Ll) En el pliego de condiciones para el arriendo se señalarán las 
causas de rescisión del contrato^ y entre ellas el derecho del Gobierno 
de rescindirlo sin expresar causa, con la indemnización que en el re-
ferido pliego se fije, así como cualquiera otra cláusula que acuerde el 
Consejo de Ministros y no se oponga a las anteriores. 
Base 22. En el plazo de treinta días, a partir del de la promulga-
ción de esta ley, se publicará en la Gaceta de Madrid la convocatoria y 
el pliego de condiciones para el arriendo, concediéndose dos meses 
para la presentación de proposiciones. Éstas pasarán a una Junta 
compuesta por el Subsecretario del Ministerio de Hacienda, en cali-
dad de Presidente; de un Senador y un Diputado a Cortes, designa-
dos por el Ministro de Hacienda; del Interventor general de la Admi-
nistración del Estado, de los Directores generales de Aduanas y de lo 
Contencioso del Estado, del Presidente de la Junta Consultiva Agro-
nómica y del Director de la Escuela Central de Ingenieros Industria-
les, como Vocales, y de un Jefe de Sección de la Dirección general de 
Aduanas, nombrado por el Ministro, como Secretario. 
La citada Junta resolverá, sin ulterior recurso, todos los inciden-
tes a que dé lugar el recurso, y, dentro de los quince días siguientes 
a la celebración del mismo, elevará al Ministro de Hacienda, con su 
informe, las proposiciones admitidas. El Ministro de Hacienda for-
mulará su propuesta al Consejo de Ministros, previo informe del 
Consejo de Estado en pleno, y el Gobierno aceptará la proposición 
que estime más conveniente al interés del Estado. Podrá también des-
echarlas todas, sin que en ningún caso proceda recurso alguno con-
tra su resolución. 
Las proposiciones presentadas, el dictamen de la Junta, el del Con-
sejo de Estado, los votos particulares, si los hubiese, y la resolución 
del Gobierno, se publicará en la Gaceta de Madrid. 
Art. 2.0 E l Ministro de Hacienda adoptará las disposiciones nece-
sarias para la ejecución de la presente ley. En todo caso, dará cuenta 
a las Cortes del uso que hiciera de las autorizaciones que en ella se 
conceden. 
Art. 3.0 Se derogan todas las disposiciones anteriores que se opon-
gan a lo preceptuado en la presente ley. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
i.a Las devoluciones a que se refiere la base 14, sólo se concederán 
respecto de las exportaciones que se verifiquen después de cumplido 
un año de la vigencia de esta ley. 
U 
— 90 — 
Las exportaciones que se realicen durante dicho año, se regirán 
por las disposiciones de la ley y el Reglamento de 10 de diciembre 
de 1908, tocante a la cuantía y forma de la devolución. 
2. * Por los alcoholes y aguardientes neutros, el aguardiente de 
caña de hasta 75 grados y los aguardientes compuestos y licores ob-
tenidos directamente que salgan de fábrica para el consumo desde el 
día de la promulgación de esta ley, se satisfará el impuesto a razón de 
120 pesetas los vínicos, y de 150 los demás, por la equivalencia de cada 
hectolitro de 100 grados. 
Se considerarán en vigor desde dicha fecha las bases 9.*, 10, n y 12 
de la presente ley. 
Los alcoholes desnaturalizados satisfarán 10 pesetas por hectolitro 
de volumen real. 
3. ' Los aguardientes y alcoholes neutros que tengan en su poder 
los almacenistas al ponerse en vigor la presente ley, se adquirirán por 
el Monopolio a los precios señalados con arreglo a la base 2.*, salvo 
que sus poseedores se obliguen a exportarlos en el plazo de tres 
meses. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 
Proyecto de ley suprimiendo el monopolio de la 
fabricación y venta de pólvoras y mezclas explo-
sivas, y estableciendo un impuesto especial sobre 
las mismas. 
A LAS CORTES 
Reclaman a la par la atención del Gobierno, con apremios en bue-
na parte contradictorios, la necesidad, más viva cada día, de estimu-
lar y proteger el desarrollo de la riqueza nacional, y la ineludible e in-
aplazable de poner término al desnivel constante de los presupuestos 
del Estado. 
La doble función indicada se patentiza señaladamente en lo relati-
vo al monopolio establecido sobre la fabricación y la venta de pólvoras 
y mezclas explosivas. Afecta, de una parte, el monopolio a industrias 
e intereses, incluso los del Estado mismo, que necesitan ser cuidado-
samente atendidos y preferentemente fomentados. Implica, de con-
trario, para las atenciones del Tesoro, un ingreso importante, del 
cual, por su cuantía, no puede en modo alguno prescindir el Gobier-
no, sin daño de su firme propósito de nivelar a toda costa el presu-
puesto. Estima el Ministro que suscribe que, dadas estas circunstan-
cias, la solución más adecuada en orden a la materia de que se trata, 
consiste en suprimir el monopolio sobre pólvoras y demás explosivos, 
y sustituirle por un impuesto especial, al modo que primitivamente 
estuvo establecido sobre la misma clase de productos. 
Atendiendo a los beneficios que obtiene, fuera del canon satisfecho 
al Estado, la Sociedad arrendataria, y a los que perciben las Socieda-
des y entidades dedicadas por su cuenta a la fabricación, y consideran-
do, por otra parte, el consumo probable de las materias sujetas al tri-
buto, se ha calculado el rendimiento de éste en 10 millones de pesetas 
anuales. La sustitución del monopolio por el impuesto reportará, en 
consecuencia, un aumento de considerable importancia en los ingre-
sos públicos, sin mayor gravamen para las industrias consumidoras 
de las pólvoras y demás explosivos, industrias que, por otro lado, ob-
tendrán las positivas ventajas de la libre concurrencia en la fabrica-
ción y venta, de la libertad y facilidad en la importación y de la varie-
dad de clases y marcas. 
La situación excepcional presente, de perturbación en el mercado 
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de todos los productos y primeras materias, aconseja a la Adminis-
tración, de momento, una política de prudente expectación, huyendo 
de señalar desde luego tipos y cifras que podrían muy pronto estar 
sometidos a rectificaciones sustanciales. Así la dificultad de estimar 
como definitivos el coste de las pólvoras y mezclas explosivas fabri-
cadas por el arrendatario, y la parte, por tanto, que corresponde al 
canon en los precios de venta, impide determinar desde luego con 
exactitud los tipos de impuesto con que cada producto ha de ser gra-
vado por la ley. Por esto se considera preferible, en beneficio mismo de 
la industria, dejar al Gobierno, no sólo la facultad de fijar los tipos ini-
ciales, sino también la de introducir posteriormente las variaciones 
que la experiencia aconseje, a fin de alcanzar, por sucesivas rectifica-
ciones, sin el peligro a que expondría un error en la ley, la medida jus-
ta y equitativa de la imposición. 
Tiene el Ministro que suscribe la seguridad de que el nuevo i m -
puesto no originará, directa ni indirectamente, encarecimiento del 
precio de los explosivos. Abriga, antes bien, la convicción de que la 
libertad y la competencia de la industria producirán el favorable re-
sultado contrario. Mas, como garantía de la realización de su propó-
sito respecto de este punto, previene en lo posible el peligro mediante 
las facilidades que procura a la importación del extranjero, aunque 
marchando resueltamente en el sentido de estimular y proteger en el 
país todos los elementos que, de modo tan directo, se relacionan con 
la defensa nacional. 
Fundado en estas consideraciones y autorizado por S. M . , el M i -
nistro que suscribe, de acuerdo con el Consejo de Ministros, tiene la 
honra de someter a la aprobación de las Cortes el adjunto 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 E l arriendo de la fabricación y venta exclusiva de pól-
voras y mezclas explosivas, autorizado por el art. 3.0 de la ley de 10 
de junio de 1897, cesará el día 31 de agosto de 1917. 
A partir del i.0 de septiembre del mismo año, el Estado percibirá 
un impuesto sobre las pólvoras y mezclas explosivas de todas clases. 
Se autoriza al Ministro de Hacienda para determinar y clasificar 
los productos sujetos a dicho impuesto y para señalar la cuantía con 
que cada uno de ellos ha de ser gravado, así como para introducir las 
modificaciones y recargos que estime precisos, en tanto que el rendi-
miento del tributo sea inferior a un ingreso anual de 10 millones de 
pesetas. E l Ministro de Hacienda dará cuenta a las Cortes del uso que 
haga de esta autorización. 
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Art. 2.° El impuesto se satisfará por medio de precintos adheridos 
a los envases, del modo que reglamentariamente se determine. 
En los productos de fabricación nacional, la fijación de los precin-
tos se efectuará en el momento en que aquéllos queden colocados en 
los envases con que han de ser puestos a la venta. 
Por las pólvoras y mezclas explosivas que se importen del extran-
jero, el impuesto será satisfecho a su introducción en la Península, Is-
las Baleares o posesiones del Norte de Africa, mediante la colocación, 
también, de precintos en los envases, del modo que se establezca re-
glamentariamente. E l gravamen que se imponga sobre la importación 
deberá ser superior, al menos, en un 10 por 100, al señalado para los 
productos similares de fabricación nacional. 
Art. 3.0 La circulación de las pólvoras y mezclas explosivas se rea-
lizará siempre acompañada de guías. A los envases exteriores con que 
se presenten dichos productos a las Empresas de transportes, acom-
pañará además un certificado expresivo de haber quedado satisfecho 
el impuesto. Los almacenistas y vendedores de los productos sujetos 
al tributo estarán obligados a conservarlos y venderlos con sus pre-
cintos intactos, salvo lo que se disponga respecto de las ventas al por 
menor. 
Art . 4.0 Los productos sujetos al impuesto podrán ser exportados 
con las garantías y condiciones que reglamentariamente se deter-
minen. 
Art. 5.0 Las penas que señala para la defraudación la ley de 3 de 
septiembre de 1904, por todos los actos que la misma comprende, se-
rán aplicables, en los respectivos casos, a la infracción de las disposi-
ciones precedentes y de las que se dicten para su ejecución. Será ce-
rrada toda fábrica que haya sido objeto de penalidad tres veces en un 
año, o sólo dos veces, si en junto el importe de la defraudación fuese 
mayor de 5.000 pesetas. 
Art. 6.° Las pólvoras de guerra que se elaboren en las fábricas del 
Cuerpo de Artillería, y las pólvoras y demás productos que se impor-
ten del Extranjero para los ramos de Guerra y Marina, estarán exen-
tos del impuesto. Podrán además circular libremente, siempre que el 
transporte se realice por cuenta del Gobierno o vayan consignadas a 
una Autoridad militar. Las pólvoras que los ramos de Guerra y Mari-
na vendan por inútiles a su servicio, serán gravadas con el impuesto 
en el acto de la venta. 
Art. 7.0 E l Reglamento determinará las atribuciones de las Autori-
dades y Resguardos de la Hacienda para la inspección de las fábricas, 
almacenes y expendedurías, a los efectos de la investigación del i m -
puesto. 
Art. 8.° La fabricación y la venta de pólvoras y mezclas explosivas 
estarán sujetas a todos los impuestos y contribuciones del Estado que 
les sean aplicables. 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Primera. El impuesto se hará efectivo en 1.0 de septiembre de 1917, 
sobre todas las pólvoras y mezclas explosivas sujetas al mismo que en 
aquella fecha se hallen en las fábricas, depósitos y expendedurías de 
que dispone o que utiliza para el cumplimiento de su contrato la So-
ciedad Unión Española de Explosivos. 
El Ministro de Hacienda adoptará anticipadamente las medidas ne-
cesarias para la efectividad de esta disposición. 
Segunda. Las existencias procedentes del arriendo que a la termi-
nación del mismo se hallen en poder de particulares, quedarán tam-
bién sometidas al impuesto. La Sociedad Unión Española de Explosi-
vos vendrá obligada a abonar a la Hacienda el importe de dicho i m -
puesto, mediante las formalidades que al efecto se establezcan, sin que 
hasta el completo pago de lo que por tal concepto le sea imputable, 
pueda serle devuelta la fianza que tiene prestada a favor de la Ha-
cienda. 
Tercera. Si durante los tres primeros años de exacción del impues-
to, los precios de las pólvoras y mezclas explosivas de fabricación na-
cional excedieren de los normales en el periodo del actual arriendo, el 
Gobierno podrá acordar la exención parcial o total de los derechos 
de importación de los productos extranjeros. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916. — El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba, 
Troyecto de ley sobre la celebración de un nueyo 
concierto relativo a la explotación del monopolio 
de Tabacos. 
A LAS CORTES 
E l contrato con la Compañía Arrendataria de Tabacos, que empe-
zó en 1887 como de canon variable, pasó en las novaciones de 1892 y 
1896 a ser de canon fijo, y se transformó últimamente en contrato de 
coparticipación en las utilidades, ha llegado, por el transcurso del 
tiempo y la evolución del impuesto, a estado tan provechoso para 
dicha Compañía como el que representa obtener la parte de su capi-
tal no dedicada a otros negocios, en los años 1913, 1914 y 1915, un be-
neficio del 25 por 100, aproximadamente. 
Tiene motivos el Gobierno para creer que la Compañía no será re-
misa en ofrecer su espontáneo concurso apenas advierta de qué modo 
ineludibles exigencias de la vida del Estado obligan a imponer nuevos 
y crecidos sacrificios a todas las exteriorizaciones de la riqueza pú -
blica. 
En último término, es notorio que ni a la Compañía ni a la enti-
dad que, en su defecto, aspire a sustituirla, demanda el Gobierno irre-
sistible pesadumbre; limítase a imponerle, en beneficio del Estado y 
en descargo de otros contribuyentes más modestos, la renuncia a una 
parte del exceso de sus beneficios, pero conservando todavía un mar-
gen de ganancia, en condiciones normales, sensiblemente superior al 
interés corriente del dinero. 
Con esta orientación, y aprovechando la coyuntura de un nuevo 
contrato para iniciar, desde luego, dentro de las naturales cautelas, el 
planteamiento de aspiración tan persistente como la del cultivo del 
tabaco, y para promover una reforma general de las labores en núme-
ro, calidad y presentación, tendiendo a satisfacer en el mayor grado 
posible los gustos de los consumidores, el Ministro que suscribe, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, y autorizado por S. M . , tiene la 
honra de someter a la aprobación de las Cortes el siguiente 
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PROYECTO DE LEY 
Articulo i.0 Queda autorizado el Ministro de Hacienda para cele-
brar, bien directamente con la Compañía Arrendataria de Tabacos, si 
a ésta le conviniere, bien por medio de concurso público con otra en-
tidad española, un nuevo contrato, que durará hasta 31 de diciembre 
de 1936, relativo a la explotación del Monopolio de Tabacos, modifi-
cando el vigente de 20 de octubre de 1900, reformado por el que se 
aprobó por Real decreto de 11 de julio de 1909, con arreglo a las pres-
cripciones siguientes: 
r." La participación del contratista en el producto líquido de la 
renta de Tabacos será: 
Hasta 160 millones de pesetas, el 4 por 100. 
De cuanto exceda de 160 millones de pesetas, el 5 por 100. 
2/ No se computarán como gastos en la determinación del pro-
ducto líquido, sino que pesarán íntegramente sobre el contratista: 
a) E l interés del capital invertido en el negocio; 
b) Los gastos de personal y material de las oficinas centrales, y 
c) Las pérdidas de labores, salvo por averías que el contratista 
justifique no ser imputables a sus empleados. 
. Los gastos de personal y de material de la Representación del Es-
tado en el arrendamiento de Tabacos serán de cargo exclusivo del 
Tesoro. 
3. ' La comisión por los servicios del Timbre del Estado será de 1 
por 100 sobre la recaudación líquida, excluida la parte correspondien-
te a los ingresos en metálico, de los cuales el contratista percibirá el 
medio por 100. 
Serán aplicables a la liquidación por Timbre las disposiciones b) y 
c) de la prescripción anterior. 
4. a Queda suprimido el servicio especial del Giro mutuo del 
Tesoro. 
5/ El contratista se hallará sujeto a la contribución sobre las uti-
lidades de la riqueza mobiliaria y a todos los demás impuestos y con-
tribuciones del Estado que le fueren aplicables. 
6. * Cuando los beneficios del contratista, por razón de sus partici-
paciones y comisiones en Tabacos y Timbre, excedan del 8 por 100 del 
capital empleado, el exceso se distribuirá del modo siguiente: 
De 8 a 12 por 100 de exceso, el 75 por 100 para el contratista y el 
25 por 100 para el Estado. 
De más del 12 por 100 de exceso, el 50 por 100 para cada parte. 
7. ' Se autorizará el cultivo del tabaco en las regiones donde los en-
sayos ya verificados permitan apreciar que los productos son utjliza-
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bles en las labores de la Renta. Las proporciones del cultivo, los pre-
cios de compra por la Renta y las demás condiciones a que deberá su-
jetarse esta autorización, se determinarán en Reglamento especial por 
el Ministro de Hacienda. 
8. a E l contratista procederá, en término de seis meses, al estudio 
de las reformas de que sean susceptibles el número de labores actua-
les y la composición y presentación de las mismas, atendiendo las 
conveniencias del consumo, y elevará su propuesta al Ministro de Ha-
cienda, quien resolverá lo procedente, de acuerdo con el Consejo de 
Ministros. 
9. a Quedará excluido del contrato el Monopolio del tabaco en las 
posesiones del Norte de Africa, que el Ministro de Hacienda some-
terá a un convenio especial, según convenga a los intereses del Estado. 
Art. 2.0 E l concurso, en su caso, para la celebración del contrato 
general del Monopolio, a que se refiere el artículo precedente, se lleva-
rá a efecto, previa convocatoria en la Gaceta de Madrid, ante una Jun-
ta formada por el Subsecretario del Ministerio de Hacienda, Presiden-
te; un Senador y un Diputado a Cortes, designados por el Ministro 
de Hacienda; el Representante del Estado, el Interventor general, el 
Director general de lo Contencioso, el Presidente de la Junta consul-
tiva agronómica y el Director de la Escuela central de Ingenieros i n -
dustriales, como Vocales, y un Jefe de Sección de la Representación 
del Estado, designado por el Ministro, como Secretario. 
El concurso se convocará dentro de los treinta días siguientes al 
de la promulgación de esta ley, y se celebrará dos meses después de 
la convocatoria. 
Las proposiciones versarán sobre los tipos de participación por 
Tabacos y comisión por Timbre, garantías que ofrezca el proponente 
y capital que destine a la explotación. 
La Junta emitirá su dictamen sobre las proposiciones presentadas, 
y la resolución se adoptará por el Consejo de Ministros, a propuesta 
del de Hacienda, previo informe del Consejo de Estado. Se publica-
rán en la Gaceta de Madrid las proposiciones presentadas, el dictamen 
de la Junta, los votos particulares, en su caso, y la resolución del Go-
bierno. Éste podrá desechar todas las proposiciones, si asi lo conside-
rase conveniente. 
A las mismas reglas se ajustará el concurso para contratar el régi-
men del Monopolio en las posesiones del Norte de Africa, respecto del 
cual se formará además un pliego especial de condiciones. 
Art. 3.0 Si el nuevo contrato se celebrase con la Compañía Arren-
dataria de Tabacos, regirá desde el día i . * del mes siguiente al de su 
fecha. 
Si se celebrare con otra entidad, el Gobierno hará uso desde luego 
de la facultad de rescindir, sin expresión de causa, que le está conce-
dida por la condición 35 del vigente Convenio. E l nuevo contrato em-
13 
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pezará en este caso a regir, tan pronto como el actual quede rescindi-
do, entregando la Hacienda al contratista los edificios, maquinaria y 
existencias que reciba de la Compañía Arrendataria, a tenor de la con-
dición 21 de dicho Convenio. Las liquidaciones a que se refieren las 
condiciones 21 y 35 de éste se practicarán por la Hacienda en el plazo 
más breve posible. Las protestas y reclamaciones que se produzcan 
serán resueltas posteriormente por" los procedimientos reglamen-
tarios. 
Art. 4.0 En caso de celebrarse el contrato con una nueva entidad, 
quedará ésta obligada a satisfacer a la Compañía Arrendataria de Ta-
bacos el importe del saldo que resulte a su favor, con arreglo a la con-
dición 21 del Convenio de 20 de octubre de 1900, y el de la indemniza-
ción que le sea abonable con arreglo a la condición 35 del mismo Con-
venio. 
Las cantidades que el nuevo contratista satisfaga por el saldo a fa-
vor de la Compañía Arrendataria de Tabacos, a tenor de la citada con-
dición 21, le serán de abono, con sujeción también a la misma, al tér-
mino de su contrato La suma que abone a la Compañía por la indem-
nización convenida en la mencionada condición 35 le será reintegrada 
por el Estado en veinte anualidades, como minoración de los ingresos 
de la Renta. 
Ni una ni otra cantidad devengarán interés a favor de la nueva en-
tidad arrendataria. 
Art. 5.0 E l Gobierno dará cuenta a las Cortes del cumplimiento de 
la presente ley, y dictará los Reglamentos para su aplicación. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 
Proyecto de ley sobre arriendo de la fabricación 
y yenta de cerillas y toda clase de fósforos. 
A LAS CORTES 
La situación del Monopolio de cerillas, regido todavía por las dis-
posiciones interinas con que se atendió, en febrero de 1908, a las ne-
cesidades impuestas por la cesación del contrato celebrado en 1892 
con el gremio de fabricantes de fósforos de España, demanda parti-
cular atención del Gobierno y de las Cortes. 
La fabricación se realiza por medio de contratos en los que no tuvo 
intervención alguna el Poder legislativo; contratos individuales, de ca-
rácter circunstancial, escasos de garantías para el Estado y depen-
dientes siempre de la voluntad de los contratistas, a quienes se con-
cedió el derecho de denunciarlos con cuarenta y cinco días de antici-
pación. La venta, por otra parte, sigue sometida al régimen mercan-
til que tuvo establecido el gremio, según se hizo preciso aceptarlo, 
por la fuerza de las circunstancias, al hacerse cargo el Estado de la 
explotación del Monopolio. 
Pruebas son de que no se ha tenido en olvido este asunto el Real 
decreto de 16 de noviembre de 1909, que declaró en período de ensa-
yo, a los efectos del de 27 de febrero de 1852, dicha explotación; el 
proyecto de ley presentado en 21 de junio de 1910, por el que se lega-
lizaba la explotación del Monopolio por vía de ensayo, adoptando las 
medidas que se consideraban oportunas a este efecto; la ley de 29 de 
julio de 1910, que autorizó al Ministro de Hacienda para dictar las dis-
posiciones que estimase precisas en cuanto a la fabricación y a la 
venta; el Real decreto de 9 de febrero de 1911, que, en uso de dicha 
autorización, estableció la explotación directa del Monopolio, con dis-
posiciones tomadas en su mayor parte del proyecto de 21 de junio 
de 1910; el proyecto de ley de 28 de mayo de 1913, en el que se propo-
nía el arriendo de la fabricación, y, por último, el de 7 de mayo 
de 1914, que reprodujo el anterior con algunas adiciones y modifica-
ciones. 
Pero ni los citados proyectos de ley llegaron a ser aprobados, ni el 
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Real decreto de 9 de febrero de 1911, por dificultades de distintos órde-
nes, ha podido pasar de los primeros trabajos efectuados para su eje-
cución. La situación provisional se mantine, pues, con inseguridades 
y perjuicios evidentes para el Estado. Las reformas de que el Mono-
polio es susceptible no se inician; los edificios-fábricas que se expro-
piaron a los fabricantes no contratistas continúan sin aplicación, oca-
sionando un gravamen. Y es fuerza convenir que ni el interés ni el 
prestigio del Estado consienten la prolongación de este lamentable 
desorden. 
Recoge el Ministro que suscribe, de los dos últimos proyectos pre-
sentados, el pensamiento de proceder en definitiva, como más fácil-
mente realizable y más práctico que cualquiera otro en las presentes 
circunstancias, el arrendamiento de la fabricación. Estima además 
que esta medida debe aplicarse igualmente a la venta, por las mismas 
razones y por la de no acomodarse a los procedimientos del Esta-
do ni a sus formas normales de contratar, el sistema seguido actual-
mente. 
Trátase de hacer posible, sin entregarse exclusivamente a un gru-
po determinado de industriales o de financieros, la contratación de la 
fabricación y de la venta, ya en junto, ya por separado; de señalar las 
condiciones principales que en cada grupo del arriendo han de ser 
base de indudables mejoras o servir cumplidamente de garantía a los 
intereses del Estado y de establecer disposiciones accesorias sobre la 
venta de los edificios y maquinaria que dejen de aplicarse al contrato, 
y sobre la fabricación y la venta de aparatos encendedores. 
Convencido el Ministro que suscribe de que las disposiciones adop-
tadas satisfacen las necesidades actuales del Monopolio, tiene la honra, 
debidamente autorizado por S. M . , de someter a la aprobación de las 
Cortes el adjunto 
PROYECTO DE LEY 
Artículo 1.0 Se autoriza al Ministro de Hacienda para arrendar, 
juntas o separadas, la fabricación y la venta de cerillas y toda clase de 
fósforos, con arreglo a las siguientes bases: 
Base i.a El arrendamiento se adjudicará en concurso público, en-
tre proponentes españoles, observándose las formalidades que se de-
terminen en el pliego de condiciones. 
El concurso se celebrará ante una Junta formada por el Subsecre-
tario del Ministerio de Hacienda, Presidente; un Senador y un Dipu-
tado a Cortes, designado por el Ministro de Hacienda, el Director ge-
neral del Monopolio, el Interventor general, el Director general de lo 
Contencioso y los Directores de las Escuelas Especial de Ingenieros 
de Minas y Central de Ingenieros industriales, como Vocales, y un 
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Jefe de Sección de la Representación del Estado, designado por el M i -
nistro, como Secretario. 
La Junta dará su dictamen sobre las proposiciones presentadas, y 
la resolución se adoptará por el Consejo de Ministros, a propuesta del 
de Hacienda, previo informe del Consejo de Estado. 
Se publicarán en la Gaceta de Madrid \a.s proposiciones presentadas, 
el dictamen de la Junta, los votos particulares, en su caso, y la reso-
lución del Gobierno. Éste podrá desestimar todas las proposiciones, 
si asi lo considera conveniente. 
E l contratista estará obligado a prestar la fianza que se determine. 
E l concurso se convocará dentro de los treinta días siguientes al 
de la promulgación de esta ley, y se celebrará dos meses después de 
la convocatoria. A los efectos del extremo i.0 del pliego de condicio-
nes a que se refiere la base 2.*, se publicará, al mismo tiempo que la 
convocatoria, en la Gaceta de Madrid, la relación general de los edifi-
cios y maquinaria con que cuenta la Hacienda, y de los lugares en 
donde se hallen, a fin de que puedan ser examinados por los que de-
seen acudir a dicho concurso. 
Base 2.* E l contrato, en la parte relativa a la fabricación, se cele-
brará por quince años. Podrá, sin embargo, ser rescindido en todo 
tiempo por la Hacienda, avisando al contratista con seis meses de an-
ticipación. 
E l pliego de condiciones, aprobado en Consejo de Ministros, deter-
minará los derechos y obligaciones del contratista, comprendiendo 
especialmente los siguientes extremos: 
i.0 Se entregarán al contratista, mediante inventario, los edificios 
y la maquinaria que aquél señale en su proposición como necesarios 
para la ejecución del servicio, y pertenezcan a los expropiados por el 
Estado, sean o no de los que se utilizan en la fabricación actualmente. 
2.° Serán de cuenta del contratista las reparaciones ordinarias y el 
seguro de incendios. 
La construcción por el contratista de nuevos edificios, las mejoras 
extraordinarias en los actuales y la adquisición de maquinaria no po-
drán hacerse sino con la aprobación previa de la Hacienda y sujetán-
dose a los requisitos y condiciones que ésta señale. 
3.0 Al terminar el contrato, o a medida que deje de utilizarlos, el 
contratista devolverá a la Hacienda los edificios y la maquinaria que 
hubiera recibido de ella, siendo responsable de las pérdidas y deterio-
ros no debidos a uso adecuado o a caso fortuito. La Hacienda, a su 
vez, abonará al contratista, al finalizar el contrato, el importe de las 
mejoras extraordinarias y de las nuevas máquinas, si se hubiera cum-
plido la condición impuesta en el número 2.0, deduciendo del coste el 
5 por 100 anual, por amortización, en las primeras, y el 10 por looen 
las segundas, o, si así conviniera a los intereses del Estado, mediante 
tasación pericial del valor efectivo. 
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4.° Se determinarán las clases de cerillas que han de ser objeto de 
la fabricación y sus condiciones reglamentarias. E l concurso versará 
sobre los precios a que el proponente se obligue a suministrarlas a la 
Hacienda. 
Las clases contratadas podrán ser modificadas o suprimidas, asi 
como se podrá crear otras nuevas, cuando convenga a los intereses 
de la Hacienda. 
Se establecerá lo antes posible la fabricación de fósforos de made-
ra. La adquisición de maquinaria a este efectó se sujetará a los requi-
sitos señalados en los números precedentes, y la determinación de las 
clases de fósforos se hará por la Hacienda. 
5.0 Los precios a que habrá de suministrar el contratista las clases 
de cerillas y fósforos nuevas o reformadas se fijarán por la Hacienda. 
Los de las clases ya establecidas se revisarán cada seis meses, en ra-
zón del aumento o baja que hayan tenido las primeras materias en el 
semestre anterior. En ambos casos será oído el contratista, y se pro-
cederá previo dictamen del Claustro de la Escuela Central de Ingenie-
ros Industriales, y con informe del Consejo de Estado. 
6.0 El contratista producirá y entregará para la venta, mensual-
mente, las cantidades de labor que la Hacienda le fije. Deberá además 
formar en los seis primeros meses y conservar durante todo el con-
trato un repuesto bastante para las necesidades del consumo en cua-
tro meses. 
7.0 La Hacienda podrá inspeccionar la adquisición de primeras ma-
terias, la elaboración de los artículos y el uso que se haga de los edi-
ficios y de la maquinaria, estando obligado el contratista a atender 
sus indicaciones. 
Base 3." E l contrato relativo a la venta se celebrará por cinco años, 
pudiendo ser prorrogado por otros cinco. El concurso versará sobre 
el tanto por ciento, con relación al precio de venta a que el proponen-
te se obligue a realizar el servicio, debiendo determinarse especialmen-
te en el pliego de condiciones, como derechos y deberes del contratis-
ta, los siguientes: 
1.0 Habrá de establecer almacenes en todas las capitales de provin-
cia, cabezas de partido y poblaciones donde exista Administración 
subalterna de Tabacos. 
2.0 Conservará todas las expendidurías actuales y establecerá las 
nuevas que se señalen por la Hacienda. 
3.0 Dirigirá a la Hacienda sus pedidos, con obligación de tener 
siempre en los almacenes surtido para dos meses, y en las expendedu-
rías para quince días. 
4.0 Podrá nombrar libremente a los almacenistas y expendedores 
y determinar sus remuneraciones. 
5.0 Satisfará al contado el valor en venta de las cerillas que reciba, 
con deducción del tanto por ciento fijado en su proposición. 
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6.° Serán de su cuenta los transportes de las cerillas desde las fá-
bricas de donde procedan. 
Base 4.* Tanto el contratista de la fabricación como el de la venta 
podrán ser autorizados para, mediante el nombramiento de Agentes 
a su costa, contribuir a la persecución del contrabando y de la defrau-
dación, teniendo derecho al importe íntegro de los géneros que se 
decomisen y de las multas que se impongan en los expedientes que 
por su gestión se promuevan. 
Art. 2.0 Podrá el Gobierno concertar especialmente la fabricación 
y la venta, o sólo la venta de aparatos encendedores. 
Podrá igualmente el Gobierno celebrar un contrato especial para 
el suministro de cajas y demás envases de las cerillas, conteniendo 
anuncios, caso en el cual el contratista quedará obligado a adquirir-
los al precio que se fije, no superior al coste que los mismos envases 
tengan para él a la sazón. 
En ambos casos se requerirá la celebración de concurso y el acuer-
do del Consejo de Ministros. 
Art. 3.0 Los edificios y la maquinaria actuales que no se entreguen 
al contratista se pondrán en venta por la Hacienda. 
Art. 4.0 Queda derogado el Real decreto de 9 de febrero de 1911, 
que estableció la explotación directa del Monopolio de cerillas por el 
Estado, en cumplimiento de lo dispuesto por la ley de 29 de julio 
de 1910. 
Art. 5.0 E l Ministro de Hacienda dará cuenta a las Cortes del cum-
plimiento de la presente ley y dictará el Reglamento para su eje-
cución. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.— El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 

Proyecto de ley reorganizando la ejecución 
de los servicios de Catastro. 
A LAS CORTES 
Entre los servicios que incumben a este Ministerio y que han sido 
objeto de más cuidadoso estudio, se encuentra el relativo a la forma-
ción del Catastro parcelario de la riqueza rústica y urbana de la Nación, 
cuyos beneficios son poco apreciables actualmente en su verdadero 
valor, a causa de la lentitud con que se realizan los trabajos, por la 
escasez del crédito para ellos consignado en el presupuesto. 
La intensificación y ampliación de estos trabajos, al efecto de con-
seguir su terminación en un breve plazo, constituyen una parte inte-
grante del programa a realizar, mediante la concesión de créditos 
especiales, toda vez que es imposible, por la índole de los mismos y 
por la cuantía de su coste, encerrarlos en el exiguo plazo de vigencia 
de una ley de Presupuestos ordinarios. 
A la terminación de los trabajos catastrales en toda España se cum-
plirá por el Estado la sagrada misión de justicia que representa el 
reparto equitativo de los tributos necesarios al sostenimiento de las 
cargas públicas, y la anulación del actual sistema de amillaramiento y 
repartos arbitrarios, injusto en la mayor parte de los casos. No es des-
preciable tampoco el beneficio que se obtendría en el orden jurídico, 
público y privado, al lograr un catálogo o inventario completo de la 
propiedad española. 
Los beneficios que en el orden fiscal proporcionará la terminación 
del Catastro parcelario de la riqueza rústica en diez años al Tesoro, 
son inmensos, si se tiene en cuenta que, según los cálculos y estadís-
ticas hechos, la riqueza líquida del territorio nacional no es menor 
de 2.000 millones de pesetas, siendo hoy día la amillarada tan sólo 
de 560 millones aproximadamente. 
La cuota contributiva que ahora percibe el Erario público es de 107 
millones de pesetas, aplicándose los tipos del 14 por 100 para la r i -
queza catastrada, y hasta el 20 por 100 en algunos casos para la ami-
llarada. Terminado el Catastro, y aun en el supuesto de que la com-
14 
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probación sólo pudiera hacerse efectiva a 1.600 millones, de los 2.000 
que representa la riqueza real, se logrará llegar a una cuota de 192 
millones de pesetas, calculando el tipo contributivo al 12 por 100 de 
la riqueza comprobada, lo que representaría para el Tesoro un bene-
ficio de 85 millones de pesetas anuales, y para el contribuyente una 
gran rebaja en las cantidades a pagar, influyéndose así, evidentemen-
te, en un mayor desarrollo de la agricultura y la producción españolas. 
En cuanto a la riqueza urbana, con el plan que por virtud de este 
proyecto de ley se propone, en diez años se conseguirá la comproba-
ción de tres millones de fincas, cantidad que comprende todos los 
núcleos importantes de población. Y esto, suponiendo que por finca 
no se consiga más aumento en la cuota contributiva que el de cinco 
pesetas, producirá al Tesoro un aumento anual en la recaudación de 
15 millones de pesetas. 
De manera, que con la ejecución del presente plan se obtendría 
para el Tesoro un beneficio neto anual, como mínimo, de 100 millones 
de pesetas, representando los gastos del trabajo a ejecutar durante los 
diez años una cifra mucho menor, y costando la conservación catas-
tral, y, por consiguiente,-el sostenimiento de este aumento anual, so-
lamente la cantidad de 6 millones de pesetas, poco más o menos. 
Hay que tomar en cuenta, además, que los aumentos de recauda-
ción no brotarán solamente a la termiuación del trabajo, sino que se-
rán progresivos y empezarán a tener realidad conforme vayan ulti-
mándose los trabajos, por partidos judiciales en la parte de rústica, y 
por núcleos de población en la sección de urbana. 
Dependiendo este servicio en la actualidad de la Subsecretaría de 
Hacienda, se halla sujeto a las variaciones de orientación que han de 
imprimirle forzosamente los cambios políticos; y debiendo ser un ser-
vicio eminentemente nacional y separado de la política, que funcione 
durante la ejecución de los trabajos de avance, y más tarde en-la con-
servación, con completa independencia y con criterio fijo y constante, 
se precisa la creación en el Ministerio de Hacienda de unas Inspeccio-
nes generales de Catastro, con carácter técnico y permanente, desem-
peñadas por personas idóneas que, al mismo tiempo que la responsa-
bilidad, lleven los entusiasmos y las iniciativas de quien ha de recoger 
el fruto de sus afanes. 
Las bases sobre que descansa el proyecto se refieren al aumento 
del personal técnico necesario para la ampliación de los trabajos, con 
la organización del mismo y también del personal auxiliar consiguien-
te, haciéndole depender en su totalidad del Ministerio de Hacienda; al 
estudio de los procedimientos y marcha a emplear para la más rápida 
ejectfción de dichos trabajos; al cálculo de coste y división de los gas-
tos, según sean de carácter ordinario o circunstancial, y a la forma-
ción de un plan extraordinario de recursos, a fin de disponer de los 
fondos necesarios en el plazo de ejecución. 
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í^or todo lo expuesto, el Ministro que suscribe, de acuerdo con el 
Consejo y previa la autorización de S. M . , tiene el honor de proponer 
a las Cortes el adjunto 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Las operaciones de avance catastral de la riqueza r ú s -
tica se organizarán y activarán de manera que sean terminadas en un 
plazo que no deberá exceder de diez años. 
Lo mismo se realizará en relación con el avance catastral de la 
riqueza urbana, de tal modo que en el plazo de diez años se haya ulti-
mado la tasación técnica de la propiedad urbana de los más impor-
tantes núcleos de población. La comprobación de los restantes hasta 
completar el número total de edificios y albergues de la Nación se 
practicará, transcurridos los diez años, por las oficinas de conserva-
ción catastral de la riqueza urbana, dictándose reglas especiales que 
permitan la terminación de tales trabajos en el más breve plazo. 
Art. 2.0 Seguirán en vigor las disposiciones que regulan la ejecu-
ción por el Instituto Geográfico y Estadístico de los trabajos geodési-
cos y topográficos del Catastro. 
Art. 3.0 La ejecución de los trabajos agronómicos, la conservación 
del Catastro de la riqueza rústica, la transformación progresiva del 
avance en Catastro parcelario, y las aplicaciones fiscales, en los dos 
períodos determinados en el art. 4.0 de la ley de 23 de marzo de 1906, 
continuarán siendo de la competencia del Ministerio de Hacienda, y 
serán encomendados a la Inspección general de la riqueza rústica que 
se crea en virtud de esta ley. 
Art. 4.0 Los trabajos catastrales referentes a montes públicos y 
particulares, se realizarán por los Ingenieros de Montes de la Sección 
facultativa del Ministerio de Hacienda, bajo la dependencia, en cuan-
to a tales trabajos, de la Inspección general de la riqueza rústica. 
Art. 5.0 E l Ministro de Hacienda dictará las disposiciones necesa-
rias para simplificar los procedimientos que hoy se siguen en la veri-
ficación del Catastro de la riqueza urbana, al objeto de conseguir la 
comprobación de 300.000 fincas anuales. Para ello se aumentará la 
plantilla del Cuerpo de Arquitectos en la proporción precisa, y se 
dispondrá también una colaboración más intensa del personal admi-
nistrativo, a fin de reservar al personal técnico, en cuanto sea posible, 
sólo el acto de la comprobación. 
Art. 6.° Los Ayuntamientos que aun no hayan formado su Regis-
tro fiscal de edificios y solares, lo formarán en el improrrogable plazo 
de cuatro años, a contar desde i.0 de enero de 1917. E l importe de 
las cuotas para el Tesoro, calculadas al 18 por 100, que sume cada 
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Registro fiscal no podrá ser inferior ai cupo que por el concepto de 
Contribución territorial urbana haya correspondido al respectivo pue-
blo en el repartimiento inmediatamente anterior a la fecha de presen-
tación de dicho Registro a la Hacienda. 
Los Registros fiscales, cuya formación haya sido dispuesta por 
la Hacienda hasta la promulgación de la presente ley, continuarán 
formándose por aquélla con sujeción a las prescripciones hoy v i -
gentes. 
La propuesta de aprobación de los Registros fiscales será elevada 
en lo sucesivo a la Inspección general de la riqueza urbana, que tam-
bién se crea en esta ley, por los Delegados de Hacienda, cuando del 
previo examen de aquellos documentos resulten estar formados con 
sujeción a las reglas que se determinarán en la Instrucción corres-
pondiente, y se hallen además conformes con lo prevenido en el pá-
rrafo primero de este artículo. 
Art. 7.0 Adscritas a la Subsecretaría del Ministerio de Hacienda se 
crean dos Inspecciones generales de Catastro, una de riqueza rústica 
y otra de riqueza urbana, que serán desempeñadas por un Ingeniero 
agrónomo y un Arquitecto de reconocida competencia en asuntos ca-
tastrales. Ambos serán nombrados libremente por el Ministro de Ha-
cienda, y disfrutarán del sueldo correspondiente a los Jefes de Admi-
nistración de primera clase, aunque los designados no tuvieren esta 
categoría administrativa. 
Art. 8.° Los Inspectores generales a que se refiere el artículo ante-
rior acordarán y dirigirán la tramitación de los asuntos a cargo de las 
Inspecciones, y despacharán con el Ministro de Hacienda cuantas re-
soluciones requieran Reales órdenes, teniendo los mismos deberes, 
facultades y atribuciones hoy conferidas al Subsecretario de Hacienda 
en el Servicio de Catastro. 
Art. 9.0 E l personal técnico, tanto de Ingenieros agrónomos como 
de Peritos agrícolas, que actualmente depende del Ministerio de Fo-
mento y presta sus servicios en el de Hacienda, pasará a depender ex-
clusivamente de este Ministerio. Se organizarán los Cuerpos de Inge-
nieros agrónomos de Catastro y Peritos agrícolas, Ayudantes de C a -
tastro, con aquel personal y el técnico, que hoy depende del Ministe-
rio de Hacienda, ampliándolo en cantidad suficiente para realizar los 
trabajos de avance en el plazo de diez años. 
Las categorías y los sueldos del personal técnico dependiente del 
Ministerio de Hacienda se acomodarán en lo posible a los que figuran 
en el Escalafón general del Cuerpo Nacional de Ingenieros agrónomos 
y de Peritos agrícolas, Ayudantes del Servicio Agronómico. 
Art. 10. E l personal agronómico del Servicio Catastral devengará 
las mismas dietas, indemnizaciones y gratificaciones y los gastos de 
locomoción que tienen asignados sus similares, afectos a los servicios 
que dependen del Ministerio de Fomento. 
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Corresponderán asimismo a este personal los derechos pasivos y 
de jubilación que actualmente tienen en el Ministerio de Fomento. 
Art. i i . E l ascenso, las correcciones disciplinarias y la separación 
del personal técnico de Catastro se regulará por las disposiciones re-
glamentarias que rigen para los respectivos Cuerpos de Fomento, con-
firiéndose acerca de este punto al Ministro de Hacienda y al Inspector 
general las mismas atribuciones hoy asignadas al Ministro de Fomento 
y al Director general de Agricultura. 
Art. 12. El ingreso, el ascenso y la separación del personal admi-
nistrativo del Servicio Catastral se regularán por las disposiciones ge-
nerales que rijan para los funcionarios dependientes del Ministerio de 
Hacienda. 
Art. 13. Los gastos que con carácter de permanencia correspon-
dan a la Conservación de los Registros Fiscales de edificios y solares 
y avances catastrales de la riqueza rústica se consignarán en los Pre-
supuestos ordinarios para cada ejercicio económico, a medida que se 
vayan terminando los trabajos. 
Art. 14. Quedan subsistentes las leyes de 23 de marzo de 1906, de 
29 de diciembre de 1910 y de 12 de junio de 1911, en cuanto no se 
opongan a los preceptos contenidos en la presente. 
Se declara derogado el artículo 7.0 de la ley de 29 de diciembre 
de 1910. 
Art. 15. E l Ministro de Hacienda, dentro de las consignaciones del 
Presupuesto, por Real decreto acordado en Consejo de Ministros, po-
drá establecer, dentro de los treinta días siguientes al en que empiece 
a regir esta ley, la plantilla general del personal técnico de Ingenieros, 
Arquitectos y Ayudantes, y del personal administrativo auxiliar, de-
terminando las reglas para su ingreso. 
En el mismo Real decreto se consignará, sin perjuicio de la unidad 
de los escalafones, la distinción entre el personal técnico que se ads-
criba a los trabajos de avance y comprobación en las secciones de 
rústica y urbana, y el de conservación por ambos conceptos. 
Art. 16. E l Ministro de Hacienda dictará las disposiciones necesa-
rias para el cumplimiento de esta ley, y modificará, en cuanto sea pre-
ciso, para conseguir sus fines, las instrucciones y reglas vigentes en 
orden al régimen interno de los trabajadores catastrales y forma de 
proceder en los mismos. 
Dentro de los diez días siguientes al de la primera reunión de las 
Cortes en cada año, el Ministro de Hacienda presentará a éstas una 
Memoria en que se consignen los trabajos catastrales realizados, sus 
resultados y los gastos ocasionados por el servicio durante el año 
anterior. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916. — El Ministro de Hacienda, San-
í i ago cAlba. 

Proyecto de ley sobre Clases pasivas. 
A LAS CORTES 
Ya de antiguo viene poniéndose de manifiesto la necesidad de un 
radical cambio de sistema en la forma de atender a la invalidez y an-
cianidad de los servidores del Estado y a sus viudas y huérfanos. E l 
método actual, disperso en multitud de disposiciones, que ni guardan 
la armonía necesaria ni se ajustan muchas veces a un constante y rec-
to criterio, ha aconsejado a varios Ministros la presentación de pro-
yectos de ley, de diferentes tendencias en cuanto al régimen de las 
Clases pasivas actuales, pero unánimes en el propósito de suprimir 
tales derechos para los funcionarios de nueva entrada, aunque aten-
diendo en otra forma a su subsistencia y la de sus familias. 
El aumento que el presupuesto de Ciases pasivas ha sufrido en es-
tos últimos años hace cada día más urgente la reforma, si se quiere 
evitar que la carga siga gravando al Tesoro en términos que pueda 
llegar a ser insostenible. Lo es ya por la evidente desigualdad, y aun 
injusticia, desde el punto de vista social, si se la compara con la que 
representan las clases activas y la atribuida a muy importantes y fe-
cundas iniciativas del Estado. 
La necesidad de respetar los derechos adquiridos obliga a tratar 
por separado el régimen que se ha de aplicar a quienes ya tienen re-
conocidos sus haberes pasivos, a quienes están prestando servicio ac-
tivo con arreglo a una legislación que les reconoce aquellos derechos, 
y a quienes, por no haber ingresado todavía al servicio del Estado, se 
les puede imponer con todo desembarazo un nuevo sistema. 
En cuanto a los dos primeros grupos, la reforma se reduce a su-
primir o evitar concesiones que ni se fundan en servicios prestados al 
Estado, ni responden al propósito que las pensiones persiguen. La 
amplitud con que se han venido aplicando las disposiciones legislati-
vas y aun la de la letra de estas mismas, ha permitido llegar a un 
extremo en el que la concesión de pensiones, más que a principios 
de justicia, parece obedecer a criterios de liberalidad, hoy incompati-
bles con la situación del Tesoro. Las restricciones que en el proyecto 
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se proponen habrán—claro es—de apreciarse más en un día futuro 
que en el momento actual; pero no por ello se hace menos urgente la 
reforma. 
En cuanto al régimen aplicable a los funcionarios de nueva entra-
da, es decir, a aquellos que no poseen hoy derecho alguno adquirido 
para con el Estado, el problema se ofrece—ya lo hemos dicho—con 
caracteres totalmente distintos. 
Dejando aparte consideraciones de principio, un rápido examen 
de las tendencias a que responden las legislaciones extranjeras mo-
dernas, y de las que han presidido la redacción de los proyectos de 
ley presentados sobre la materia en los últimos años en España, bas-
ta para convencerse de que hoy los derechos pasivos no han de ser 
considerados sino como un verdadero seguro, de igual forma y con-
diciones que 'otro .'cualquiera. Y existiendo en nuestro país un orga-
nismo de carácter oficial, que tiene como fin primordial la organiza-
ción del seguro en sus múltiples manifestaciones, natural es acudir a 
él para la realización de este servicio. 
De dos puntos principales se parte para la implantación del nuevo 
régimen: uno es la cooperación del Estado a la formación de las pen-
siones, que, con arreglo a estricta justicia, debiera ser sólo de aquella 
parte del descuento de los sueldos que no constituye propiamente 
contribución de utilidades, es decir, de la porción en que el descuento 
de los funcionarios del Estado excede del que se cobra a los emplea-
dos particulares, y que en principio constituye la suma que el Estado 
se reserva para la formación de los haberes pasivos. Razones de pru-
dencia en el tránsito aconsejan, sin embargo, que la participación del 
Estado pueda llegar a ser hasta del total descuento, con cierto des-
prendimiento, si se quiere, pero todavía con manifiesta econonía, en 
relación con lo que hoy se paga. E l otro punto de que se parte es el de 
la libertad en el funcionario para escoger de entre las combinaciones 
que ofrezca el Instituto Nacional de Previsión la que más pueda favo-
recerle, así como para mejorar las condiciones de su pensión, princi-
pio de evidente justicia que el nuevo régimen permitirá aplicar. 
Tras de madura deliberación, el Ministro que suscribe ha prescin-
dido al fin de completar simultáneamente el plan expuesto con una 
operación de crédito semejante a alguna de las que concibieron varios 
de sus dignos predecesores. Tendría aquélla, sin duda, la ventaja de 
reducir de momento la cifra, harto crecida, que representa en el Pre-
supuesto de gastos la consignación para las Clases pasivas. Pero, 
persistiendo en una política de sistema y de escalonamiento en las so-
luciones, que no tiene la seducción de las improvisaciones brillantes, 
pero encierra, sin duda, la garantía del éxito definitivo y estable, ha 
creído mejor dividir la obra a recorrer en dos etapas: una, aquella a 
que este proyecto de ley queda contraído; otra, la posterior, conte-
nida en la mentada operación financiera. La primera, que acometemos 
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hoy, simplificará, revisará, restringirá, en suma, reducirá y ordenará 
el presupuesto de Clases pasivas. Entonces, y sobre coeficientes pre-
determinados, que de otra manera, por su propio carácter aleatorio, 
tendrían hoy que prestarse a toda suerte de combinaciones y hasta de 
posibles agios, será el momento de presentar a las Cortes un proyecto 
de ley dando solución de combinación bancaria al problema de las 
cargas anuales por Clases pasivas. 
Fundado en estas consideraciones, de acuerdo con el Consejo de 
Ministros y autorizado por S. M . , el Ministro que suscribe tiene la 
honra de someter a la deliberación de las Cortes el adjunto 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i.» Se autoriza al Gobierno para redactar y publicar, den-
tro del plazo de seis meses, una ley general de Clases pasivas, en la 
que se refundirán todas las disposiciones vigentes sobre esta materia, 
con las modificaciones contenidas en las siguientes bases: 
Base i . " Los funcionarios, así civiles como militares, que ingresen 
en el servicio del Estado a partir de i.0 de enero de 1917, no tendrán 
derecho, con cargo al Tesoro, a haber pasivo de ninguna clase, para 
sí ni para sus familias. 
El Gobierno concertará con el Instituto Nacional de Previsión la 
constitución de pensiones de jubilación, retiro, viudedad y orfandad 
de dichos funcionarios y de los ingresados antes de aquella fecha que 
no tengan derechos pasivos, organizando al efecto una o varias Mu-
tualidades, con separación completa de las operaciones, capital y res-
ponsabilidades de las demás Mutualidades que administre el Instituto. 
A este fin, el Estado cederá al Instituto la cantidad necesaria de los 
descuentos que haga a los referidos funcionarios, pudiendo llegar 
hasta la totalidad de aquéllas, si fuere preciso; y procurará que dicha 
entidad ofrezca distintas combinaciones para que cada funcionario 
pueda escoger la que sea más adaptable a sus especiales condiciones. 
Los funcionarios mutualistas mejorarán, si les conviniere las condi-
ciones de sus pensiones, mediante entregas particulares. 
Base 2.' A los efectos del párrafo primero de la base anterior, se 
entenderá por ingreso: para los empleados del orden civil, el acto de 
la posesión en el primer destino, o la fecha en que se les declare con 
derecho a plaza o cargo en virtud de ejercicios de oposición; y para 
los del orden militar, el de su filiación en cualquier Cuerpo del Ejército 
o de la Armada, la fecha de concesión de plaza en las Academias o la 
de aprobación de oposiciones con derecho a plaza. 
Base 3 / Los que, hallándose adscritos a la Mutualidad o Mutuali-
dades que en virtud de esta ley se creen, sufrieren por causa indepen-
diente de enfermedad, algún accidente con motivo del servicio, que 
15 
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los imposibilite para continuar prestándolo, tendrán derecho a que 
por el Estado se les complete para sí, o para sus familias, las pensio-
nes que reciban de las Mutualidades respectivas, de modo que dichas 
pensiones resulten equivalentes a las que percibirían si hubieren se-
guido perteneciendo a aquellas Mutualidades hasta su jubilación o 
retiro por razón de edad, y hubieren abonado las cuotas correspon-
dientes al mayor sueldo que hayan disfrutado. 
Base 4.a Se procederá a una revisión general de todos los expe-
dientes relativos a individuos que pertenezcan en i.0 de enero de 
1917 a Clases pasivas, al efecto de ver si han sido concedidas las pen-
siones respectivas, con arreglo a las disposiciones vigentes a la fecha 
de su otorgamiento, y, en sus casos, confirmar o reformar la clasifi-
cación hecha. 
No alcanzará la revisión a las clasificaciones que hayan sido objeto 
de recurso contencioso-administrativo terminado por sentencia firme 
en que se hicieren declaraciones acerca de dicho extremo, ni a las que 
hubieren sido ya revisadas, con arreglo a lo dispuesto en el Decreto-
ley de 22 de octubre de 1868. 
Base 5.' A partir de i.0 de enero de 1917, no se satisfará el importe 
de las pensiones de jubilación, retiro, viudedad y orfandad y cesantías 
ya concedidas o que en lo sucesivo se concedan a personas que dis-
fruten rentas, sueldos o ingresos de cualquier clase, iguales, por lo 
menos, al duplo de la pensión que les corresponda. Cuando tales i n -
gresos no lleguen a la proporción dicha, sólo se abonará la parte de 
pensión necesaria para completarla, hasta donde alcance el importe 
total de ésta. 
Cuando sean varios los partícipes, y alguno de ellos no pueda per-
cibir la parte de pensión que le correspondiere por hallarse compren-
dido en el precepto del párrafo anterior, su porción acrecerá a la de 
los demás. 
Base 6." Las viudas y huérfanas que, siendo únicas en el disfrute 
de pensión vitalicia, contrajeren matrimonio antes de la edad de cua-
renta y treinta y cinco años, respectivamente, recibirán del Tesoro 
una dote equivalente al duplo de dicha pensión, sin que en ningún 
caso pueda exceder de 5.000 pesetas. 
Estas dotes serán abonadas al acreditar, con documento fehacien-
te, la celebración del matrimonio, cesando con ello toda ulterior obli-
gación del Estado. 
Esta disposición será aplicable a partir de i.0 de enero de 1917, 
tanto a las viudas y huérfanas que en dicha fecha estén disfrutando 
pensión, como a aquellas a quienes se conceda en lo sucesivo. 
Base y.* A partir de la fecha de la promulgación de la ley, no se 
abonará pensión alguna por haberes pasivos a personas que residan 
fuera de España. 
Las que en dicha fecha se hallen disfrutando pensión, y residan 
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en el extranjero, dejarán de percibirla si no justifican, en el plazo de 
seis meses, su residencia en territorio español. 
No se aplicarán estas disposiciones a quienes se hallen en el extran-
jero cumpliendo misión o encargo del Gobierno español o de Corpo-
raciones oficiales, mediante una retribución que no exceda del impor-
te de la pensión respectiva. 
Base 8.* La concesión de haberes pasivos de todas clases a los fun-
cionarios ingresados en el servicio del Estado con anterioridad a 1.0 
de enero de 1917, o a sus familias, se hará con sujeción a las disposi-
ciones vigentes en la fecha de la promulgación de esta ley, con las 
modificaciones que siguen: 
A) La jubilación por edad de los funcionarios civiles de todos los 
ramos de la Administración, se verificará a los sesenta y siete años. 
Sin embargo, en casos excepcionales, en que se justifique debida-
mente la capacidad de los interesados para seguir desempeñando sus 
cargos, podrá aplazarse la jubilación hasta los setenta años. 
La jubilación por edad del personal subalterno, se verificará a los 
sesenta y cinco años. 
B) Sólo serán servicios abonables para toda clase de pensiones: 
i.0 Los efectivamente prestados día por día. 
2.0 Los correspondientes al tiempo en que se haya estado en situa-
ción de excedencia o cesantía por reforma de plantilla, conveniencia 
del servicio o cualquiera otra causa independiente del interesado. 
3.0 Los correspondientes al tiempo en que se haya disfrutado de 
licencia por enfermedad o a los plazos reglamentarios para toma de 
posesión, siempre que en ambos casos se haya percibido por completo 
el sueldo asignado al cargo, y no exceda en junto dicho tiempo de 
un año. 
4.0 Los servicios en campaña, que se computarán por doble tiempo. 
Ningún retirado o jubilado podrá mejorar la pensión por servicios 
prestados con posterioridad a la fecha de la respectiva declaración. 
C) Servirá de sueldo regulador el mayor que se haya disfrutado 
por dos años, cuando menos, en destino que dé derecho a haberes pa-
sivos. 
En el caso de no haber gozado el mayor sueldo durante dos años, 
se acumulará el tiempo que fuere al que con otro sueldo inferior hu-
biere servido el empleado, constituyendo el sueldo regulador aquel 
con relación al cual se totalicen dichos dos años. 
Para la aplicación de estos preceptos, los sueldos superiores a 
12.500 pesetas se considerarán, en todo caso, reducidos a esta cifra. 
D) Los sueldos correspondientes a destinos de categoría superior a 
la que se haya consolidado en cargo de escala de cualquiera de los 
Cuerpos de la Administración, sólo servirán de reguladores para los 
derechos pasivos cuando hayan sido disfrutados por el tiempo nece-
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sario para ir consolidando, de dos en dos años, las categorías inter-
medias y la que corresponda al destino de que se trate. Si el tiempo 
no bastare para esto, pero sí fuese el suficiente para consolidar algu-
nas de las categorías intermedias, será el correspondiente a ésta el 
sueldo regulador. 
E) Perderán el derecho a pensión de retiro o jubilación : 
i.0 Los funcionarios que hayan sido condenados en virtud de sen-
tencia firme en causa criminal, por delito cometido en el ejercicio de 
sus funciones. 
2.0 Los que hayan sido separados de sus cargos por resolución ad-
ministrativa en expediente en que se les haya oído. 
3.0 Los que hayan quedado separados definitivamente del servicio 
a su instancia, por renuncia voluntaria. 
Las sentencias o resoluciones que se dicten en estos casos se co-
municarán al Ministerio de Hacienda para el efecto mencionado.' 
F) Justificado, por cualquier medio, que un jubilado por imposi-
bilidad física se encuentra al servicio de Empresas, Compañías o enti-
dades o particulares de cualquier clase, o que se dedica el ejercicio de 
un profesión, industria o comercio, se suspenderá el pago del haber 
que le correspondía hasta que demuestre cumplidamente la desapa-
rición de la causa de tal suspensión. 
Los que se hallen en situación de cesantía o excedencia por refor-
ma de plantillas o por conveniencia del servicio, tendrán derecho al 
percibo de la mitad del sueldo que estuvieren disfrutando al entrar en 
dicha situación. 
H) Cesarán en el disfrute de la pensión: 
i.0 Las viudas que contraigan nuevas nupcias, salvo el derecho que 
puedan adquirir por razón del último matrimonio. 
2.0 Las huérfanas que contraigan matrimonio o ingresen en re-
ligión. 
3.0 Los huérfanos que cumplan veinte años de edad, a excepción 
de los física o intelectualmente incapacitados en absoluto, y los que 
contraigan matrimonio. 
/) En lo sucesivo no podrá volverse al disfrute de las pensiones de 
viudedad u orfandad de todas clases, con cargo al presupuesto del 
Estado, cuando legalmente se haya cesado en ellas por cualquiera de 
las causas establecidas anteriormente. 
Las huérfanas que estuvieren casadas al fallecimiento de su pa-
dre, no tendrán derecho a percibir pensión de orfandad al quedar 
viudas. 
J) No se podrá declarar derechos a pensiones de viudedad, con 
cargo al presupuesto del Estado, en favor de las viudas que hubiesen 
contraído matrimonio después de haber obtenido su cónyuge la jubi-
lación o retiro. 
Tampoco se declararán pensiones de orfandad, a cargo del Estado, 
- l l t -
en favor de los hijos habidos en matrimonio contraído por los jubila-
dos o retirados después que cesaren en el servicio activo. 
K) Las pensiones de jubilación o retiro a cargo del Estado, habrán 
de solicitarse dentro del año siguiente a la fecha en que los interesa-
dos llegasen a una de dichas situaciones. Las de viudedad u orfandad 
habrán de pedirse dentro del año siguiente a la defunción del causan-
te. Prescribirá el derecho al disfrute de las pensiones indicadas cuan-
do no se hubieran solicitado en los plazos referidos, asi como cuando, 
una vez obtenida la declaración del derecho a disfrutarlas, no se pre-
sente en el plazo de seis meses la correspondiente documentación para 
la inclusión en nómina. 
Base 9.a La instrucción de los expedientes de inutilidad o imposi-
bilidad física absoluta de los funcionarios civiles de todos los ramos 
que hayan de servir de base a las declaraciones de jubilación por ese 
concepto, ya sean incoados dichos expedientes a instancia de parte o 
por iniciativa oficial, así como la declaración de toda clase de pensio-
nes de orden civil, serán siempre de la exclusiva competencia de la 
Dirección general de la Deuda pública y Clases pasivas. 
Art. 2.0 Se derogan todas las disposiciones contrarias a las de la 
presente ley. 
Art. 3.0 E l Ministro de Hacienda dictará las disposiciones necesa-
rias para la ejecución de esta ley, y dará cuenta a las Cortes del uso 
que se haga de las autorizaciones que en la misma se conceden. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 

Proyecto de ley sobre arriendo de las operaciones 
de producción de azogue en las minas de Al-
madén. 
A LAS CORTES 
Merced a causas múltiples que han complicado con exceso el orga-
nismo administrativo, la explotación de las minas de Almadén no rin-
de al Estado el beneficio que de ella debía esperarse. 
Informes técnicos acreditan que el costo de producción de cada 
frasco de azogue, que fué de 46,08 pesetas en 1900, ha sido de 84,58 en 
1915; que la utilidad se ha reducido en el mismo periodo desde 155,46 
pesetas a 91,90, y que de continuar asi las cosas, en las minas de A l -
madén, que deberían producir un beneficio de 600 por 100, quedarán 
en breve nivelados los gastos con los ingresos. 
Para poner término a esta situación, considérase oportuno some-
ter a un contrato especial la producción del azogue, manteniendo, en 
cuanto a la venta, el régimen actualmente establecido. Distintos reme-
dios podrían haberse adoptado para evitar el mal; se ha elegido entre 
ellos el que, después de detenido estudio, ha parecido más factible, 
más práctico y menos peligroso. 
Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe, auto-
rizado por S. M . , y de acuerdo con el Consejo de Ministros, tiene la 
honra de someter a la aprobación de las Cortes el siguiente 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Queda autorizado el Ministro de Hacienda para some-
ter a un contrato especial la producción de azogue de las minas de 
Almadén, sujetándose a las bases siguientes: 
Base i . * La contratación se llevará a efecto por medio de concurso 
público, que se convocará dentro del mes siguiente a la fecha de pro-
mulgación de esta ley, y se celebrará dos meses después de la convo-
catoria, ante una Junta presidida por el Subsecretario del Ministerio 
de Hacienda, y de la que formarán parte el Director general de Pro-
piedades e Impuestos, el de lo Contencioso y el Interventor general de 
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la Administración del Estado, un Senador y un Diputado a Cortes, 
designados por el Ministro de Hacienda; el Presidente del Consejo de 
Minería, el Director de la Escuela Central de Ingenieros Industriales y 
un Jefe de Sección de la Dirección general de Propiedades, designado 
también por el Ministro de Hacienda, como Secretario. 
La Junta emitirá su dictamen sobre las proposiciones presentadas, 
y la resolución se adoptará por el Consejo de Ministros, a propuesta 
del de Hacienda, previo informe del Consejo de Estado. Se publicarán 
en la Gaceta de Madrid las proposiciones presentadas, el dictamen de 
la Junta, los votos particulares, en su caso, y la resolución del Go-
bierno. Éste podrá desestimar todas las proposiciones, si asi lo con-
siderase conveniente. 
Base 2." E l concurso versará sobre el precio a que el contratista se 
obligue a costear la producción de cada frasco de azogue que haya de 
entregar a la Hacienda, incluido el envase, y eí pliego de condiciones 
contendrá, como principales, los siguientes extremos: 
i.0 El precio máximo que la Hacienda abonará por cada frasco de 
azogue, con su envase, que se fijará por el promedio del costo liquido 
de los cinco años últimos, con deducción de un 15 por 100. 
2.0 La duración del contrato, que no podrá exceder de quince años. 
3.0 La obligación de la Hacienda de entregar al contratista, me-
diante inventario por duplicado, las edificaciones, instalaciones, má-
quinas, enseres y efectos que existan en el Establecimiento, dedicados 
actualmente a la producción. 
4.0 La obligación correlativa del contratista de devolver a la termi-
nación del contrato, o antes, si dejara en parte de utilizarlo, cuanto 
hubiera recibido de la Hacienda, siendo responsable de los deterioros 
o pérdidas no debidos a uso adecuado o caso fortuito. 
5.0 La forma en que la Hacienda señalará al contratista, así el nú-
mero y las condiciones de los frascos de azogue que en cada campaña 
ha de producir, como las fechas en que deberá entregarlos y los requi-
sitos con que se habrá de hacer su recepción, a los efectos del pago 
del precio contratado. 
6.° Las condiciones técnicas a que el contratista habrá de some-
terse, y la intervención que a este fin quedará reservada al Estado, en 
cuanto al orden, disposición y seguridad de los trabajos que se efec-
túen. 
7.0 La determinación de la responsabilidad del contratista por los 
accidentes del trabajo, y la de su sumisión a las disposiciones dicta-
das o que se dicten con relación al laboreo de minas, a la protección 
del obrero y demás de orden público. 
8.° E l compromiso del contratista de invertir anualmente la canti-
dad mínima de 30.000 pesetas en labores de investigación, previa-
mente aprobadas por la Hacienda, para aumentar el campo de inves-
tigación de la mina. 
- 121 -
9. ° E l compromiso asimismo de electrificar, en el plazo que se fije, 
todos los servicios del Establecimiento, y de dotar a éste de aguas 
potables en cantidad suficiente, todo con previa aprobación y con in-
tervención del Ministro de Hacienda. 
La Hacienda abonará al contratista el importe de las obras efectua-
das, ya deduciendo del coste por amortización el 5 por 100 anual en 
las obras y el 10 por 100 en la maquinaria, ya, si asi conviniera a los 
intereses del Estado, mediante tasación pericial del valor efectivo, en 
el momento de hacerse cargo la Hacienda de las mejoras. 
10. La fianza que el contratista deberá constituir como garantía del 
cumplimiento de sus obligaciones. 
Art. 2.0 Los actuales obreros de las minas de Almadén seguirán 
disfrutando de los derechos pasivos que les están reconocidos por las 
disposiciones vigentes, en iguales términos que ahora. A tales efectos, 
se entenderán los servicios prestados al arrendatario como hechos al 
Estado. 
Los obreros que en lo sucesivo entren al servicio de las minas ca-
recerán de todo derecho a haber pasivo. 
Art. 3.0 E l Ministro de Hacienda dictará las disposiciones necesa-
rias para el cumplimiento de esta ley, y dará cuenta a las Cortes del 
uso de la autorización que en la misma se le concede. 




Proyecto de ley creando los Cuerpos general 
y auxiliar de funcionarios de Hacienda pública. 
A LAS CORTES 
Desde la promulgación de la ley de 19 de julio de 1904, que actual-
mente rige el ingreso y ascenso de los funcionarios de Hacienda, se 
han formulado varias iniciativas para su reforma, todas ellas inspira-
das en el deseo de mejorar la situación de dichos funcionarios, ofre-
ciéndoles estímulos y garantías que redunden al propio tiempo en 
bien del servicio. 
Indudablemente, la ley mencionada constituyó un progreso en el 
régimen a que el referido personal venía sujeto, y de ella se derivaron 
importantes ventajas en cuanto a la marcha de los servicios de la Ha-
cienda; pero no es menos cierto que la labor legislativa realizada en 
este punto no fué completa: dejó vacíos y se prestó a errores que la 
experiencia ha puesto de manifiesto. 
Por otra parte, es notorio que desde aquella fecha han variado las 
condiciones de nuestra Hacienda, y que tanto la amplitud de organi-
zación por ésta alcanzada, como la necesidad de transformarla más 
honda y científicamente, requieren un mayor esfuerzo del personal 
para realizar con éxito la nueva política económica. 
Con este fin primordial, débese, ante todo, a juicio del iMinistro que 
suscribe, procurar el legítimo estímulo de los funcionarios mediante 
una mejora de sueldos, que puede obtenerse, incluso con economía 
para el Estado, haciendo en las plantillas la reducción que unánimen-
te reclama la opinión pública, establecer la debida separación entre 
las funciones de orden material y las que requieren una preparación 
y una labor intelectual más o menos intensa; declarar como medio 
único de ingreso la oposición; señalar para el ascenso varios turnos en 
los que se combine la justa recompensa a la antigüedad en los servi-
cios con el premio a los méritos contraídos y la selección del personal 
más capacitado para ejercer las funciones directivas, y organizar con 
singular cuidado el personal de inspección, buscando especiales apti-
tudes para misión tan delicada. 
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Con estas reformas, la de la creación de Tribunales de honor, insis-
tentemente reclamados por el propio personal de Hacienda, y algunas 
otras menos trascendentales, pero encaminadas a la misma finalidad, 
se obtendrán las garantías de moralidad y capacidad indispensables 
para el desenvolvimiento ordenado de la gestión económico adminis-
trativa. Por último, afirmando las condiciones de estabilidad de los 
funcionarios, habrá de lograrse un mayor prestigio para la Adminis-
tración, y un más provechoso fruto para el Tesoro. 
Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, y autorizado por S. xM., tiene el 
honor de someter a la deliberación de las Cortes el siguiente 
PROYECTO DE LEY 
Base i . ' Con los actuales funcionarios de Hacienda que no perte-
necen a Cuerpos especiales, se formarán el Cuerpo general y el auxi-
liar de Hacienda pública. 
Los funcionarios de cada uno de estos dos Cuerpos figurarán en 
escalafones distintos, con las categorías y clases siguientes: 
Cuerpo general de Hacienda pública. 
Jefes de Admmis írac ió t i . 
De primera, 10 ooo pesetas. 
De segunda, 8.750. 
De tercera, 7.500. 
De primera, 6.000. 
De segunda, 5.000. 
De primera, 4.000. 
De segunda, 3.000. 
De primera, 3.000. 
De segunda, 2.000. 
De tercera, 1.500. 
Jefes de Negociado. 
Oficiales, 
Cuerpo auxiliar. 
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Base 2 . ' El Cuerpo general de Hacienda pública estará constituido 
por los actuales funcionarios que tengan categoría de Oficial de cuar-
ta clase, cuando menos, y por los Oficiales de quinta clase que hayan 
ingresado en dicho ramo mediante examen u oposición. 
Base 3.• Las vacantes que ocurran en el Cuerpo general se pro-
veerán en la siguiente forma: 
Las de Oficiales de segunda clase, por dos turnos: uno, por opo-
sición libre, y el otro, por oposición entre funcionarios de todas cla-
ses del Cuerpo auxiliar que tengan, cuando menos, dos años de ser-
vicios. Para poder tomar parte en las oposiciones libres, se requerirá 
haber cumplido la edad de veintiún años y tener un título académico. 
La de Oficiales de primera clase, por tres turnos: primero, por 
antigüedad en la clase; segundo, por antigüedad en el Cuerpo, y ter-
cero, por libre elección entre los funcionarios que se hallen dentro de 
la primera mitad de la escala inferior. 
Las de Jefe de Negociado de segunda clase, por cuatro turnos: 
primero, por antigüedad en la clase; segundo, por antigüedad en el 
Cuerpo; tercero, por elección libre entre los funcionarios que se ha-
llen dentro de la primera mitad de la escala inferior, y cuarto, por 
oposición, dividido, a su vez, en dos: uno, libre, entre Letrados ma-
yores de veintitrés años, y otro, entre Oficiales de primera clase que 
cuenten, por lo menos, dos años de servicios en ella. 
Las de Jefe de Negociado de primera clase, por tres turnos: prime-
ro, por antigüedad en la clase; segundo, por antigüedad en el Cuerpo, 
y tercero, por elección libre entre los funcionarios que se hallen den-
tro de la primera mitad de la escala inferior. 
Las de Jefe de Administración de tercera clase, por tres turnos: 
primero, por antigüedad en la clase inferior; segundo, por libre elec-
ción entre los que figuren dentro de la primera mitad de la escala infe-
rior, y tercero, por oposición, dividido a su vez en dos: uno, entre 
Oficiales y Jefes de Negociado del Cuerpo general, que sean Letrados y 
tengan más de treinta años de edad, y otro, entre Jefes de Negociado de 
primera clase que cuenten, cuando menos, dos años de servicios en ella. 
Las de Jefe de Administración de segunda y primera clase, por dos 
turnos: primero, por antigüedad en la clase inferior, y segundo, por 
libre elección entre los funcionarios que se hallen dentro de la primera 
mitad de la escala inferior. 
Se entenderá por antigüedad en el Cuerpo la efectividad de servi-
cios prestados al Estado. 
Para poder ascender en los turnos de antigüedad y de libre elección 
será requisito indispensable haber servido, cuando menos, dos años 
en la clase inmediata inferior. 
Los turnos que en este artículo se conceden a la antigüedad en el 
Cuerpo, se entenderán concedidos a la antigüedad en la clase, cuan-
do no haya lugar a aplicar esa distinción. 
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Base 4.* Para ser Jefe de Administración o de Negociado, será con-
dición indispensable haber servido dos años, cuando menos, en la 
Administración económica provincial. Si se tratase de funcionarios 
que ingresaren directamente en la última de dichas categorías por 
oposición libre, cumplirán aquella condición inmediatamente a su in -
greso. 
Base 5.• E l Cuerpo auxiliar de Hacienda pública quedará formado 
con los Oficiales de quinta clase y Aspirantes nombrados al empezar a 
regir esta ley. 
Las vacantes que ocurran en la clase de terceros se proveerán 
siempre por oposición, en la que podrá tomar parte todo español ma-
yor de diez y siete años. 
Las vacantes que ocurran en las claees de segundos y primeros se 
proveerán por tres turnos: dos de antigüedad y otro de elección entre 
los de la clase inferior que figure en la primera mitad de la escala. 
De los dos turnos de antigüedad, uno se concederá a la antigüe-
dad en la clase y otro a la antigüedad en el Cuerpo, mientras sea po-
sible establecer esta distinción. 
Base 6.a Los ascensos serán renunciables cuando determinen cam-
bio de residencia, a no ser que la renuncia sea contraria a la conve-
niencia del servicio. 
Base 7.a Las oposiciones para provisión de plazas, tanto en el Cuer-
po general de Hacienda pública como en el Auxiliar, se celebrarán 
todos los años en fecha fija, y con arreglo a programas fijos también, 
en los que no podran introducirse más modificaciones que las que se 
publiquen en la Gaceta de Madrid con seis meses por lo menos de an-
telación a la fecha que se señale para dar comienzo los ejercicios, salvo 
aquéllas que sean originadas por cambios en la legislación, que po-
drán publicarse un mes antes. 
En cada oposición no podrá cubrirse más vacantes que las que 
haya en el día anterior a aquel en que comiencen los ejercicios, ha-
ciéndose público el número al empezar éstos. 
Las vacantes que correspondan al turno de oposición entre funcio-
narios y no se cubran en esta forma, se proveerán por oposición libre. 
Base 8.a E l cargo de Delegado de Hacienda habrá de conferirse a 
funcionarios del Cuerpo general o de los especiales que tengan la cate-
goría de Jefe de Administración o de Jefe de Negociado, y que cuenten 
doce años de servicios, cuando menos, en el ramo de Hacienda, dos 
de ellos en la Administración económica provincial. 
Los que hayan alcanzado por oposición las categorías de Jefe de 
Administración y de Jefe de Negociado, podrán ser nombrados Dele-
gados de Hacienda si hubieren cumplido ocho años de servicios, y de 
ellos dos, por lo menos, en la Administración provincial. 
Todo funcionario nombrado Delegado de Hacienda, por virtud de 
lo que dispone esta base, en una clase superior a la que le correspon-
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derla con arreglo a lo dispuesto en el penúltimo párrafo de la base 3.a, 
servirá aquel destino en comisión; seguirá en la clase donde figuraba 
en el Escalafón respectivo, hasta cumplir dos años en ella; pasará lue-
go a la inmediata por otros dos años, y sucesivamente, por períodos 
de esa duración, llegará hasta la clase correspondiente al cargo de De-
legado para que se le nombró. 
Los funcionarios de los Cuerpos especiales que sean nombrados 
Delegados de Hacienda, seguirán figurando en su Escalafón en el lugar 
que les vaya correspondiendo, y al cesar en dicho cargo volverán al 
servicio de su Cuerpo respectivo. 
Base 9.a E l nombramiento con ascenso para un destino de fianza, 
no estará sujeto a turno, bastando que el designado haya cumplido 
dos años en la clase inferior inmediata. El funcionario ascendido en 
virtud de este precepto, servirá en comisión el nuevo destino. Se le 
conferirá la propiedad del mismo, y podrá pasar a otro sin fianza, 
cuando le correspondiese el ascenso en la clase donde anteriormente 
figuraba, entendiéndose que tendrá derecho a todos los turnos esta-
blecidos, para lo cual figurará en el Escalafón en el lugar que proceda, 
independientemente del nombramiento a que se refiere esta base. 
Base 10. Los funcionarios del Cuerpo general no podrán ejercer 
sus cargos en las provincias de su naturaleza, ni en las que hayan ad-
quirido vecindad dos años antes de su nombramiento, ni en las que 
posean bienes raíces, ellos o sus cónyuges, por los que paguen contri-
bución, cuya cuota exceda de 500 pesetas. 
Tampoco podrán servir en una misma provincia más de seis años 
los Delegados de Hacienda, ni más de ocho los Jefes de dependencias 
o los que tengan la categoría de Jefes de Negociado, ni más de diez los 
Oficiales. 
Las prohibiciones de esta base no regirán para los destinos de la 
Administración central, para los de la provincia de Canarias, ni para 
los de fianza; no alcanzando tampoco a los funcionarios de las depen-
dencias provinciales de Madrid la incompatibilidad establecida en el 
párrafo primero. 
Base 11. Los traslados podrán verificarse : 
i.0 A petición de los interesados; 
2.0 Por acuerdo del Ministro, cuando lo requiera la conveniencia 
del servicio. 
Base 12. Las excedencias podrán concederse a los funcionarios que 
las soliciten y hayan servido, cuando menos, dos años consecutivos 
en el ramo de Hacienda. Se concederán sin sueldo y por tiempo ilimi-
tado, no pudiendo volver al servicio activo los interesados hasta trans-
currido un año desde la fecha de la concesión. 
Las instancias de reingreso no se inscribirán en el Registro corres-
pondiente hasta el día en que el año del plazo expire, y el funcionario 
tendrá derecho a ocupar sin consumir turno, la primera vacante de la 
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clase correspondiente, que ocurriese un mes después de haber sido 
inscrita la solicitud de reingreso. 
La excedencia no podrá ser concedida a ningún funcionario que 
esté sujeto a expediente gubernativo, ni eximirá de responsabilidades 
a quienes, después de haberla obtenido, sean sometidos a tal expe-
diente por faltas en el desempeño de su cargo. 
Los funcionarios que sean elegidos Senadores, Diputados a Cortes, 
Diputados provinciales o Concejales, podrán gozar de excedencia du-
rante todo el tiempo de su representación, sin las limitaciones esta-
blecidas en los párrafos precedentes. El mismo derecho tendrán los 
funcionarios activos a quienes se conceda la excedencia por pasar a 
servir destinos de otros Ministerios. 
En todos estos casos de excedencia voluntaria no se computará el 
tiempo de la misma para determinar el lugar que en el Escalafón hu-
biere de ocupar el excedente al volver al servicio activo. 
Las excedencias que se acuerden por reforma de plantillas o de 
servicios darán derecho al percibo de la mitad del sueldo, al abono de 
servicios para todos los efectos legales durante el tiempo que se per-
manezca en dicha situación, y a ocupar, con preferencia a todos los 
demás excedentes, las vacantes que ocurran. Si el excedente, en el 
caso a que se refiere esta disposición, no aceptase la primera vacante 
para que fuere nombrado, será considerado desde ese momento como 
excedente a su instancia. 
Base 13. Las cesantías podrán decretarse: 
1.0 A instancia del empleado. 
2.0 Por falta grave, comprobada en expediente gubernativo, con 
audiencia del interesado. 
V A propuesta de los Tribunales de honor, con los requisitos que 
al efecto se establezcan. 
4.0 Por acuerdo del Consejo de Ministros, sin necesidad de expe-
diente previo. 
La cesantía decretada con arreglo al núm. i.0 no concede al intere-
sado derecho para el reingreso. El funcionario cesante, en este caso, 
sólo podrá volver al servicio activo acomodándose a las reglas esta-
blecidas en esta ley para el ingreso. 
La cesantía decretada con arreglo a los números 2.0, 3.0 y 4.0 im-
plica la separación del servicio. 
Las vacantes que se produzcan por cesantía acordada en Consejo 
de Ministros, así como las resultas de las mismas, se cubrirán necesa-
riamente por antigüedad, sin consumir turno. 
Base 14. Las jubilaciones se acordarán: 
i.0 Por imposibilidad física. 
2.0 A petición de interesado, cuando cuente, por lo menos, cuaren-
ta años de servicios efectivos y haya cumplido sesenta de edad. 
3.0 Por haberse cumplido la edad de sesenta y siete años. Esto no 
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obstante, el Ministro de Hacienda, previo el oportuno expediente en 
que se acredite la aptitud del interesado para continuar prestando ser-
vicio, podrá acordar el aplazamiento de la jubilación hasta que se 
cumpla la edad de setenta años. 
Base 15. Las recompensas consistirán: 
1.0 En oficio de gracias. 
2.0 En Real orden de gracias, que será publicada en la Gaceta de 
Madrid y se hará contar en el expediente personal del interesado. 
3.0 En premios en metálico por redacción de Memorias o trabajos 
extraordinarios, que, a juicio del Ministro, los merezcan, dentro de la 
consignación que a tal efecto figure en el Presupuesto general de gas-
tos. Los premios en metálico se concederán mediante concursos anua-
les, por Real orden, que se publicará en la Gacela de Madrid, y en la 
que han de constar necesariamente los trabajos extraordinarios reali-
zados por los funcionarios de que se trate. 
4.0 En la concesión de honores y condecoraciones libres de gastos, 
a propuesta anual de los Centros y de las Delegaciones de Hacienda. 
Base 16. Toda acción u omisión que infrinja los deberes impuestos 
por las leyes o por cualquiera disposición administrativa, o que impli-
que desobediencia a los Jefes en asuntos del servicio, constituirá una 
falta administrativa, cuya sanción no excluirá la responsabilidad en 
que se pueda incurrir si el hecho o la omisión revistieran caracteres 
de delito o falta de índole penal. 
Las faltas de asistencia a la oficina, y las de subordinación cuando 
sean leves, serán castigadas por el Jefe inmediato del funcionario que 
las cometa: 
i.0 Con reprensión. 
2.0 Con multa de uno a cinco días de haber. 
Todas las demás faltas administrativas, y en caso de reincidencia, 
las antes expresadas, se castigarán, previa formación de expediente, 
en el que se oirá al interesado, con las siguientes correcciones: 
1. " Apercibimiento. 
2. * Suspensión de sueldo de un día a un mes. 
3., Postergación en el ascenso de un mes a dos años. 
4/ Separación del servicio temporalmente, desde un mes y un día 
hasta tres años. 
5.* Separación definitiya del servicio. 
No obstante el orden anteriormente establecido, podrá imponerse, 
desde luego, cualquiera de las correcciones, según la gravedad de la 
falta. 
Las correcciones señaladas en los números i.0 y 2.0 serán impues-
tas por los Delegados de Hacienda a los funcionarios de la Adminis-
tración provincial que no sean Jefes de dependencia, por los Directo-
res generales o el Subsecretario, según los casos, a los Jefes de las de-
pendencias provinciales o funcionarios de la Administración central 
17 
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de categoría inferior a la de Jefe de Administración, y por el Ministro 
de Hacienda a los funcionarios nombrados por Real decreto. 
Las correcciones impuestas por los Delegados de Hacienda, los D i -
rectores generales y el Subsecretario serán apelables ante el Ministro 
de Hacienda. 
Las correcciones señaladas en los números 3.0, 4.0 y 5.0 serán i m -
puestas siempre por el Ministro. 
A pesar de lo dispuesto en los párrafos anteriores, cuando los ex-
pedientes gubernativos sean instruidos por funcionarios de la Inspec-
ción general, las correcciones comprendidas en los números 1.0 y 2.0 
serán impuestas por el Subsecretario, pudiendo apelarse de ellas ante 
el Ministro de Hacienda. 
En casos excepcionales, en que lo exigiere la conveniencia del ser-
vicio, podrá acordarse provisionalmente la suspensión de cualquier 
funcionario, dando inmediatamente cuenta al Ministro de la medida 
adoptada y de las razones que la motivaren. 
Salvo siempre los pronunciamientos especiales que los Tribunales 
de Justicia acuerden en los casos de procesamiento o condena de un 
funcionario público, se instruirá expediente gubernativo, que resol-
verá el Ministro, para decidir lo que proceda respecto a la suspensión 
o separación del procesado o condenado, según la naturaleza y cir-
cunstancia del caso. 
El funcionario que sea castigo con separación temporal del servi-
cio, tendrá derecho a ocupar, fuera de turno, la primera vacante que 
ocurra en su clase, en cuanto transcurra el tiempo por el que se le 
impusiera la corrección. 
Base 17. Para juzgar los actos deshonrosos o contrarios a la moral, 
imputados a empleados, se constituirán Tribunales de honor, con los 
requisitos que al efecto establezca el Reglamento. 
Estos Tribunales no podrán proponer otro castigo al Ministro que 
la separación definitiva del servicio del funcionario que haya sido juz-
gado por los mismos. 
Base 18. Los funcionarios que hayan de ejercer la inspección del 
servicio y la investigación del tributo en todos los ramos de la Hacien-
da dependerán de la Inspección general; serán elegidos por concurso 
entre todos los funcionarios dependientes del Ministerio de Hacienda, 
y seguirán figurando en su escalafón respectivo. Una vez elegidos, 
practicarán durante un año en todos los servicios administrativos de 
Hacienda, y después de estas prácticas sufrirán un examen de aptitud 
ante el Tribunal y en la forma que el Reglamento determine. 
También ejercerán la inspección y la investigación los Ingenieros, 
Arquitectos, Peritos y demás empleados técnicos adscritos a tal ser-
vicio. 
Los funcionarios afectos a éste, además del sueldo que les corres-
ponda, según su categoría y clase, tendrán una participación en las 
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cantidades que se bagan efectivas por mandamiento de Ingreso, á 
consecuencia de los expedientes que instruyan, que será proporciona-
da a la cuantía de ese ingreso, conforme a la escala que se establezca, 
no pudiendo exceder del 20 por 100 del mismo. Dicha participación se 
distribuirá en las proporciones que reglamentariamente se derminen, 
correspondiendo al Jefe del servicio provincial de inspección la parte 
que en el Reglamento se fije. 
E l Ministro de Hacienda, por conveniencia del servicio podrá acor-
dar que los funcionarios que realicen el de inspección e investigación 
vuelvan a prestarlo en lo sucesivo en el Cuerpo o ramo de que pro-
cedan. 
Base 19. Se formará un solo escalafón del personal subalterno de-
pediente del Ministerio de Hacienda, tanto en la Administración cen-
tral como en la provincial, teniendo en cuenta la consignación que 
figure en la ley de Presupuestos, y con las limitaciones que la misma 
establezca. 
E l sueldo mínimo en la nueva plantilla será de 1.000 pesetas. Los 
ascensos se verificarán por rigurosa antigüedad. La jubilación por 
edad será a los sesenta y cinco años. En todo lo demás se aplicarán, en 
cuanto sea posible, al personal subalterno las reglas establecidas para 
los empleados del Cuerpo general. 
Base 20. Podrán ser designados temporeros para los servicios de 
carácter verdaderamente eventual, pero siempre que consten para 
tales servicios consignaciones especiales en los Presupuestos genera-
les del Estado, quedando en absoluto prohibido que, con cargo a los 
capítulos de material o cualesquiera otros de dichos presupuestos dis-
tintos de aquellos en que figuren tales consignaciones, se satisfagan 
gastos de personal temporero. 
Los trabajos que este personal realice se remunerarán, cuando la 
índole de los mismos lo consienta, con arreglo a tarifa, que se fijará 
por el Ministro de Hacienda, a propuesta del Centro directivo corres-
pondiente. 
Base ai . Los Jefes de Centro o dependencias que autoricen la toma 
de posesión y los Ordenadores de pago que acrediten haberes de fun-
cionarios nombrados sin sujeción a las disposiciones de esta ley, i n -
currirán en responsabilidad pecuniaria, y sólo se eximirán de ella 
cuando justifiquen haber agotado todas las facultades que les confie-
re el Reglamento de la Ordenación de pagos del Estado. 
En este último caso, la responsabilidad de referencia recaerá sobre 
la autoridad que hubiese hecho el nombramiento de que se trate. 
Base 22. En los diez primeros días de cada mes, se publicará en la 
Gaceta de Madrid una relación del movimiento del personal en el mes 
anterior, expresándose respecto de cada nombramiento el turno a que 
hubiere correspondido. 
Igualmente se publicarán en la Gaceta de Madrid, en el mes de ene-
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ro de cada año, los escalafones a que esta ley se refiere, cerrados ert 
31 de diciembre del año anterior. 
Base 2 3 . Los Cuerpos especiales dependientes del Ministerio de 
Hacienda se regirán por sus Reglamentos respectivos, quedando auto-
rizado el Ministro para aplicarles los preceptos de esta ley en todo 
aquello que no se oponga a su peculiar organización. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Primera. Se autoriza al Ministro de Hacienda para que, por medio 
de Real decreto, dictado a propuesta suya, y con aprobación del Con-
sejo de Ministros, fije el número de funcionarios que han de figurar 
en cada una de las categorías y clases señaladas anteriormente, te-
niendo en cuenta la reorganización de servicios, la reforma que en el 
procedimiento se establezca y las limitaciones que se consignen en la 
ley de Presupuestos para 1917. 
En el Real decreto en que se fije la plantilla definitiva en virtud de 
lo dispuesto en el párrafo anterior, se determinarán las reglas a que 
ha de sujetarse la amortización de plazas necesaria, procurando, en 
cuanto sea posible, la más rápida supresión de las clases intermedias 
que desaparecen y la mejora de los sueldos de las clases inferiores. 
Los ascensos o mejoras de sueldo a que diere lugar la reforma de 
la plantilla, se ajustarán a los turnos establecidos en esta ley, sin más 
diferencia que la de proveerse por antigüedad todas aquellas vacantes 
que con arreglo a la misma correspondan al turno de oposición libre. 
Los actuales Oficiales de tercera y cuarta clase que lo soliciten, así 
como los de quinta que tengan derecho a formar parte del Cuerpo 
general, podrán ingresar en el Cuerpo auxiliar, al constituirse éste, 
por riguroso orden de antigüedad, con sueldo igual o superior al que 
hoy tienen, en tanto el número de plazas de dicho Cuerpo lo permita, 
y una vez ingresados en él serán baja en el escalafón del Cuerpo 
general. 
Segunda. Se autoriza al Ministro de Hacienda para que, dentro de 
las plantillas y una vez reorganizados los servicios, pueda distribuir 
el personal con arreglo a las necesidades de aquéllos. 
Los funcionarios cesantes del ramo de Hacienda que haya en la 
fecha de promulgación de esta Ley, y que no tengan nota desfavora-
ble, podrán ser repuestos en los turnos de libre elección. 
Aquellos de dichos funcionarios que no pertenezcan a Cuerpos 
especiales ni desempeñen destino en otros ramos, y los del ramo de 
Hacienda procedentes del suprimido Ministerio de Ultramar y de las 
Islas de Cuba, Puerto Rico y Filipinas, que no figuren actualmente 
en el escalafón general de funcionarios del Ministerio de Hacienda y 
que deseen ser incluidos en los que se formen con arreglo a las bases 
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anteriores, deberán solicitarlo dentro del plazo improrrogable de tres 
meses, a contar desde la fecha de esta ley, por medio de instancia 
acompañada de la respectiva hoja de servicios debidamente jus-
tificada. 
Terminado dicho plazo, no podrán acordarse por ningún motivo 
otras inclusiones en el escalafón de cesantes que las de aquellos fun-
cionarios que hayan pasado a tal situación con posterioridad a la 
fecha del último escalafón publicado. 
En cuanto a los funcionarios cesantes procedentes de la Adminis-
tración económica de Ultramar, para determinar el lugar que hayan 
de ocupar en el Escalafón, no se tendrá en cuenta la mayor categoría 
que en aquella Administración hubieran alcanzado, sino la que les 
habría correspondido con arreglo a los preceptos contenidos en el 
art. 26 de la ley de Presupuestos de 21 de julio de 1876. 
Todos los funcionarios cesantes que figuren en escalafón habrán de 
acreditar su existencia en el mes de abril de cada año, ante la Inter-
vención de Hacienda de la provincia en que residan. Se dará de baja 
definitivamente a los que dejen de cumplir este requisito. 
DISPOSICIÓN ADICIONAL 
Al efecto de poder reducir las plantillas sin daño para el servicio, 
se dictarán nuevos Reglamentos orgánicos y de procedimiento, y se 
adoptarán cuantas medidas sean necesarias con los fines siguientes: 
a) Unificación de dependencias y de servicios. 
b) Supresión de trámites, tanto en los actos de gestión como en 
las reclamaciones. 
c) Supresión de la doble contabilidad en la Administración pro-
vincial. 
d) Reducción de los traslados y copias de las resoluciones que se 
dicten a los precisos, para que éstas lleguen a conocimiento de los in-
teresados y puedan ejecutarse. 
e) Y en general, simplificación en la organización y en el procedi-
miento. 
DISPOSICIÓN FINAL 
El Ministro de Hacienda dictará las disposiciones necesarias para 
el cumplimiento de esta ley, y dará cuenta a las Cortes del uso que 
hiciere de las autorizaciones que se le conceden en las disposiciones 
transitorias. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916. — El Ministro de Hacienda, Sati-
Hago Alba. 

Proyecto de ley estableciendo, preceptos para la 
construcción, ampliación y reparación de edifi-
cios para servicio del Estado. 
A LAS CORTES 
La insuficiencia de edificios y terrenos, propios del Estado, en que 
instalar los servicios públicos, cada vez más numerosos, ha sido su-
plida, hasta la fecha, acudiendo a la propiedad particular, mediante 
contratos de arrendamiento, que suponen una importante obligación 
consignada en los Presupuestos generales, evidentemente despropor-
cionada con la utilidad que reportan tales edificios y terrenos, inade-
cuados, en su mayor parte, para los servicios a que se destinan. 
En el año de 1913, el entonces Ministro de Hacienda, Sr. Suárez 
Inclán, presentó un proyecto de ley para la adquisición y construcción 
de edificios de la propiedad del Estado, que dictaminó la Comisión 
correspondiente. 
Las razones en que tal proyecto se inspiró, son las mismas que 
motivan el que ahora se presenta a las Cortes, por lo cual, se acepta 
gran parte de sus preceptos, introduciendo sólo aquellas modificacio-
nes que se han juzgado necesarias para mejor atender al objeto a que 
respondía. 
Trátase además, en beneficio de la gestión del Estado, de unificar 
todo lo relativo a los edificios de éste, haciéndolo depender de un 
sólo Centro, ya existente, la Dirección de propiedades, en cuyas fun-
ciones principales debe entrar la de que se trata, como el propio nom-
bre de tal Centro indica. Se propone la adopción de medidas unifor-
mes para la adquisición, construcción, reparación y permuta de los 
edificios necesarios a los servicios públicos, y se procura, finalmente, 
dar los medios para una mejor utilización de las fincas rústicas del 
Estado, ordenando una revisión de las mismas, para que aparezca 
cuáles son susceptibles de destinarse a dichos servicios. Con ello se 
logrará que éstos queden mejor atendidos, y, además, una evidente 
economía para el Estado. 
Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros y autorizado por S. M . , tiene el 
honor de someter a la deliberación de las Cortes el siguiente 
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PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Todos los edificios y solares de la propiedad del Esta-
do figurarán en un Registro especial, que se llevará en el Ministerio 
de Hacienda, por la Dirección general de Propiedades e Impuestos. 
Los destinados actualmente o que en lo sucesivo se destinen a al-
gún servicio público se entenderán cedidos en mero uso a los respec-
tivos Ministerios o sus dependencias en las provincias, mientras se 
conserve tal destino. Los expedientes de las obras necesarias para su 
conservación se instruirán y resolverán por los dichos Ministerios, y 
los contratos respectivos se celebrarán con arreglo a la vigente ley de 
Administración y Contabilidad de la Hacienda pública. 
Art. 2.0 Se declaran de utilidad pública, a los efectos de la ley de 
IO de enero de 1879, las obras de adquisición de terrenos, solares o 
fincas que sean indispensables para la ampliación y mejoramiento de 
los edificios del Estado, a que se refiere el artículo anterior. 
Art. 3.0 Desde la promulgación de esta ley, el Gobierno preparará 
la construcción, ampliación y reparación de los edificios que sean ne-
cesarios para los servicios públicos del Estado, instalados en locales 
arrendados o en edificios que reúnan malas condiciones. 
A tal efecto, todos los Centros ordenarán la formación inmediata 
de los anteproyectos o proyectos de los edificios que deban construir-
se y de las obras de ampliación y mejoramiento que hayan de reali-
zarse, con las propuestas de las adquisiciones precisas, y. los remiti-
rán al Ministerio de Hacienda dentro de los seis meses siguientes a la 
promulgación de esta ley. El Ministro de Hacienda formará un plan 
completo de las obras y adquisiciones a realizar, determinando la 
cuantía del gasto. Dicho plan se someterá a la aprobación del Consejo 
de Ministros para que, dentro de los créditos votados por las Cortes, 
acuerde las adquisiciones y obras que hayan de realizarse en cada 
ejercicio económico. 
Art. 4.0 La adquisición de los edificios, solares o terrenos que 
sean necesarios para los servicios públicos del Estado se realizará 
mediante concurso o adquisición directa, con los requisitos y forma-
lidades siguientes: 
Cuando el valor de dichos bienes, según tasación oficial, no exce-
da de 25.000 pesetasT será acordada por Real orden que dictará el 
Ministro de Hacienda, a propuesta de la Dirección general de Propie-
dades, y previo informe de la de lo Contencioso del Estado. 
Cuando el valor de los bienes exceda de 25.000 pesetas y no pase 
de 250.000, se hará por Real decreto acordado en Consejo de Minis-
tros, a propuesta del de Hacienda y previo informe del Consejo de 
Estado, 
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Cuando el valor de los bienes exceda de 2^0.000 pesetas, será ne-
cesaria una ley. 
A iguales formalidades estará sujeta la adquisición de dehesas con 
destino al ramo de Guerra. 
Art. 5.0 Las obras de construcción, ampliación y reparación de los 
edificios a qué esta ley se refiere, se ejecutarán mediante subasta pú -
blica, con los requisitos y formalidades establecidos en la ley de A d -
ministración y Contabilidad de la Hacienda pública, sin otras excep-
ciones que las señaladas por la misma ley. 
Art. 6.° Si las necesidades del servicio lo permitieran, gozarán de 
prelación las obras de construcción, ampliación y reparación de edi-
ficios, cuando, con suficiente garantía, contribuyan a los gastos co-
rrespondientes las Corporaciones, Sociedades o particulares. 
Dentro de dicha prelación tendrán preferencia las obras para las 
que se ofrezca una mayor ayuda al Gobierno. 
Art. 7.0 Los edificios públicos que, por su mal estado de conserva-
ción, defectuosa distribución para el servicio a que se hallen destina-
dos, u otras circunstancias atendibles, no reúnan las condiciones nece-
sarias para tal servicio ni para otros del Estado, y cuya reconstruc-
ción no sea conveniente, podrán ser permutados por otros en que 
concurran dichas condiciones, o puestos en venta, según lo estime el 
Gobierno en cada caso, a propuesta del Ministro de Hacienda. 
Art. 8.° Las permutas de los edificios, solares y terrenos enajena-
bles pertenecientes al Estado, cuyo valor, según tasación oficial, no 
exceda de 25.000 pesetas, serán resueltas de Real orden por el Minis-
tro de Hacienda, a propuesta de la Dirección general de Propiedades 
y previo informe de la de lo Contencioso del Estado. Si el valor de 
dichos bienes excediese de 25.000 pesetas y no pasase de 250.000, las 
permutas se harán por Real decreto acordado en Consejo de Minis-
tros, a propuesta del de Hacienda y previo informe del: Consejo de 
Estado, En los demás casos será necesaria una ley. 
Art. 9.0 La venta de edificios, solares y terrenos que sean declara-
dos enajenables, se llevará a efecto mediante subasta pública, con 
arreglo a la instrucción general de ventas y demás disposiciones que 
en lo sucesivo puedan dictarse en la materia. 
Art. 10. En los edificios del Estado destinados a sus propios ser-
vicios, no podrán ocupar local alguno, como vivienda particular, los 
funcionarios públicos. Se exceptuarán de esta prohibición los locales 
que se consideren estrictamente necesarios para habitación de las 
personas encargadas de la guarda de dichos edificios y de los docu-
mentos y valores que en ellos se custodien, siempre que pueda dispo-
nerse de tales locales, sin perjuicio del servicio público. 
Art. 11. Se hará una revisión de todos los montes y de cuantas 
fincas rústicas posea el Estado para determinar los que puedan dedi-
carse a servicios públicos, como son: dehesas con destino al ramo de 
18 
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Guerra, aprovechamientos para postes telegráficos, traviesas y mate-
rial móvil de ferrocarriles explotados por el Estado, campos de expe-
riencias, repoblaciones forestales, y otros de igual índole. El Minis-
terio de Hacienda, de acuerdo con los demás a que corresponden di-
chos servicios, fijará las condiciones en que han de utilizarse los bie-
nes indicados. 
Art. 12. E l Ministro de Hacienda dictará las disposiciones nece-
sarias para el cumplimiento de esta ley, y dará cuenta a las Cortes, 
dentro de los diez días siguientes al de la primera reunión de éstas en 
cada año, de las adquisiciones a que se refieren los artículos anterio-
res hechas por medida gubernativa. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916. — El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 
Proyecto de ley sobre conversión de las cargas 
de justicia en Deuda perpetua al 4 por 100. 
A LAS CORTES 
Si la continuidad en el propósito es, en general, condición indis-
pensable a la consecución de un fin, con mayor imperio es ella precisa 
en cuanto con la Hacienda pública se relaciona. 
Desde mediados del próximo pasado siglo se ha venido dictando 
leyes y formulando propuestas encaminadas a eliminar de los Pre-
supuestos generales, por medio de conversiones, ya voluntarias, ya 
forzosas, en valores de Deuda, las llamadas Cargas de Justicia, de-
nominación que se ha dado y se sigue dando, como es sabido, a los 
créditos que el Estado reconoció, por haber egredido de él a título 
oneroso, en premio de grandes servicios, o por otras causas. 
Como consecuencia de las leyes de 1876 y 1885, y de revisiones 
mandadas practicar antes y después de ellas, el importe de los cré-
ditos a satisfacer en concepto de rentas por dicha clase de obligacio-
nes, que en el año económico de 1850 ascendía a pesetas 4.081.346,50, 
bajó a pesetas 2.085.532 para el ejercicio de 1885, y queda reducido a 
pesetas 996.190,18 en el proyecto de Presupuestos para el año pró-
ximo venidero. Considerando el momento y las circunstancias actua-
les como los más apropiados, trátase de dar el último paso en direc-
ción a un fin tan útil, cual es el de liquidar definitivamente las citadas 
partidas, dentro de la política de buen orden y de saneamiento que el 
Gobierno quiere imprimir a los Presupuestos generales del Estado. 
El proyecto de ley que el Ministro que suscribe presenta con tal 
objeto no es sino la reproducción, casi literal, del sometido a la deli-
beración de las Cortes en noviembre último por su digno antecesor el 
Sr. Conde de Bugallal; proyecto que no llegó a ponerse a discusión, 
como tampoco otros anteriores, por no haberlo consentido, sin duda, 
el curso de las tareas parlamentarias en aquel período legislativo. 
Evidente de todo punto la necesidad de transformar las referidas 
obligaciones, atendiéndolas, sin embargo, en forma más adecuada a 
su naturaleza, preciso es que se dé a !a conversión voluntaria estable-
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cida por la ley de 18 de junio de 1885, en los mismos términos en ella 
dispuestos, el carácter de obligatoria; procedimiento, que, si podría 
parecer que implicaba violencia, no resulta en modo alguno perjudi-
cial para los interesados, ya que asi dispondrán libremente de nu 
capital de que aparecen meros usufructuarios, y que con la conver-
sión hecha de oficio se encontrarán relevados de gastos y molestias, y 
aun tal vez de preocupación por nuevas revisiones. En lo que al Estado 
toca, aparte la simplificación del Presupuesto, resultará ello benefi-
cioso también: para el Tesoro público, por la disminución del importe 
del interés a satisfacer anualmente; y para la Administración, por 
cuanto, con ahorro de tiempo y trabajo, que podrá dedicar a otros 
servicios, se librará de entender en numerosos incidentes y cuestiones 
que constantemente se suscitan por los perceptores con motivo de las 
transmisiones, sobre todo a título de herencia, de las propias Cargas 
de Justicia. 
Por los motivos expuestos, el Ministro que suscribe, de acuerdo 
con el Consejo de Ministros y autorizado por S. M . , tiene el honor de 
someter a la deliberación de las Cortes el adjunto 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Las Cargas de Justicia de carácter perpetuo que figu-
ran actualmente en los Presupuestos del Estado y las que se hallen 
reconocidas para incluir en sucesivos Presupuestos quedarán conver-
tidas en Deuda perpetua interior al 4 por 100, con referencia a la fecha 
de i.0 de enero de 1917, y con cupón de i.0 de abril del mismo año. 
La conversión se efectuará de oficio, en los términos señalados 
para la conversión voluntaria en el art. i.0 de la ley de 18 de junio 
de 1885, o sea en títulos de la expresada Deuda, en cantidad necesaria 
a producir un interés igual al 75 por 100 de las rentas que se consig-
nen en el presupuesto a favor de los respectivos perceptores. 
Art. 2.0 Las Cargas de Justicia de carácter temporal que se hallen 
reconocidas, y cuya renta figure en la actualidad en los Presupuestos 
del Estado, serán objeto igualmente de conversión, con referencia a 
la fecha de i.0 de enero de 1917. Esta conversión habrá de efectuarse 
en razón al importe del valor actual de la Renta, reducida en un 25 
por 100, según lo dispuesto en la citada ley de 1881;, y a la edad de 
cada uno de los perceptores, aplicando a tales datos las tablas de 
mortalidad aceptadas por el Instituto Nacional de Previsión, para 
calcular el capital en Deuda perpetua interior al 4 por 100 que deban 
percibir los interesados en equivalencia de las Cargas de Justicia 
temporales que se hallen cobrando. 
Art. 3.0 Los títulos de la Deuda que se hayan de entregar por efec-
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to de la conversión dispuesta en los artículos anteriores, quedarán a 
disposición de los interesados en la Caja de la Dirección general de la 
Deuda y Clases pasivas, de donde podrán recogerlos con sólo la de-
mostración de su capacidad civil y la identificación de su persona-
lidad. 
Art. 4.0 Los residuos que resulten en la conversión de cada Carga 
de Justicia y en la división de cada una entre sus distintos percepto-
res, así como el importe de aquellas cuyo valor en conversión sea 
inferior al de un título de la serie G de la Deuda perpetua interior al 
4 por 100, se entregarán en metálico. A este efecto, la Dirección gene-
ral de la Deuda y Clases pasivas remitirá a la del Tesoro público los 
títulos que sean necesarios, a fin de que, mediante su negociación, se 
obtenga el metálico indispensable para satisfacer los referidos re-
siduos. 
Art. 5.0 Cuando los perceptores de las Cargas de Justicia sean 
Corporaciones civiles o Instituciones de Beneficencia o Instrucción 
pública, que, con arreglo a las leyes, necesiten autorización superior 
para enajenar sus bienes, se les entregarán inscripciones intransferi-
bles de Deuda al 4 por 100 interior por el valor correspondiente, en 
higar de títulos al portador. 
De igual modo se procederá cuando los perceptores de Cargas de 
Justicia tengan el carácter de usufructuarios de las mismas, lo cual se 
hará constar en las correspondientes inscripciones, así como las con-
diciones en que se haya establecido el usufructo. 
Art. 6.° La partida de 450.000 pesetas que como crédito provisio-
nal figura entre las Obligaciones generales del Estado, en el artícu-
lo 6.° del capítulo 12, Sección 3.a, a favor de la Diputación provincial 
de Navarra, será igualmente objeto de conversión, en los términos es-
tablecidos en los artículos precedentes, entregándose a dicha Corpo-
ración una inscripción intransferible de Deuda perpetua interior al 
4 por 100, con vigencia tan sólo hasta fin del año 1917. 
Antes de esa fecha, la Diputación provincial de Navarra y el Estado 
habrán de tener finalizada la liquidación del crédito correspondiente a 
la mencionada partida. Si no estuviere ultimada dicha liquidación 
dentro del plazo señalado, por falta de la aportación necesaria de an-
tecedentes ppr parte de aquella Corporación, o por resultar impreci-
sos los de las oficinas centrales, el Ministerio de Hacienda dispondrá, 
ateniéndose a principios de equidad y a lo que resulte de lo actuado, 
la suma que, como saldo, deba fijarse, y el modo de satisfacerlo, en su 
caso, y dará cuenta en su día a las Cortes de la resolución que hubie-
se adoptado. 
Art. 7.0 E l reconocimiento de las Cargas de Justicia que no se haya 
efectuado todavía y que se solicite en lo sucesivo, habrá de sujetarse 
a los trámites establecidos actualmente a tal efecto, y, en su día, si 
procediese el reconocimiento y éste se hiciera, serán abonadas aqué-
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lias mediante la conversión de la renta que corresponda, en la forma 
determinada en la presente ley. 
Art. 8.° Lo establecido en los artículos anteriores se entenderá, en 
todo caso, sin perjuicio de lo preceptuado en el capitulo 3.0 de la vi-
gente ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda pública de 
i.0 de julio de 1911. 
Art. 9.0 Queda autorizado el Ministro de Hacienda para disponer la 
emisión de Deuda perpetua interior del 4 por 100 en la cantidad pre-
cisa y los títulos de cada serie de la misma que sean necesarios para 
el cumplimiento de esta ley. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
Hago Alba. 
Proyecto de ley sobre creación de Administración 
de Contribuciones de distrito. 
A LAS CORTES 
Por iniciativa de un hacendista ilustre, el Sr. López Puigcerver, se 
establecieron en 1888, con el propósito de facilitar la gestión económi-
ca del Estado, las Administraciones subalternas de Hacienda. Hubie-
ron de suprimirse más tarde, no porque la experiencia demostrase la 
ineficacia de la idea a que su creación respondía, sino por no haberse 
logrado la independencia en la función que los servicios a ellas enco-
mendados requerían, y por la necesidad de limitar los gastos del Te-
soro. Siempre hubo de reconocerse desde entonces la conveniencia de 
tales dependencias, como lo demuestra el hecho de haberse presenta-
do en diferentes ocasiones proyectos de ley creando organismos aná-
logos a los suprimidos. 
La necesidad evidente de descongestionar los organismos provin-" 
cíales de Hacienda, iniciando así una labor de descentralización admi-
nistrativa en este ramo, que permita una mayor aproximación al con-
tribuyente, y, en consecuencia, una más directa relación con éste, que, 
sin duda alguna, ha de redundar en su beneficio y en el de los intere-
ses del Tesoro, han movido al Ministro que suscribe a examinar con 
detenimiento aquella iniciativa y las posteriores, y a procurar des-
arrollo legal al mismo pensamiento. 
No se trata de establecer organismos que vengan a constituir una 
rueda más en la ya complicada maquinaria del Estado, ni menos aún 
de crear destinos y multiplicar credenciales; se trata simplemente de 
encomendar las funciones que hoy desempeñan las Administraciones 
provinciales a otras oficinas que, por tener un radio de acción más pe-
queño, podrán actuar con más perfecto conocimiento de la realidad y 
mayores garantías de acierto, por lo tanto. 
Para ello no será necesario, por de pronto, aumento alguno en el 
personal ni en los gastos, más que el estrictamente necesario para el 
material de instalación de las Oficinas. Si la realidad viniese a demos-
trar las ventajas de la innovación, que únicamente habrá de aplicarse 
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ahora por vía de ensayo, entonces sería la ocasión de introducir las 
ampliaciones indispensables, pero ya contando por anticipado con la 
garantía del éxito. 
Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, y autorizado por S. M . , tiene el 
honor de someter a la deliberación de las Cortes el siguiente 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 En los Municipios no capitales de provincia, cuya po-
blación de hecho exceda de 20.000 habitantes, podrán establecerse 
Administraciones de Contribuciones de distrito, que ejercerán, dentro 
del territorio que se las señale, las funciones siguientes : 
A) Determinación de los contribuyentes, estimación de las bases 
contributivas y liquidación de cuotas, con arreglo a las leyes y dispo-
siciones que regulen la ejecución de éstas, en cuanto a los tributos a 
cargo de la Dirección general de Contribuciones; 
B) Formación de padrones, repartimientos y listas cobratorias, y 
extensión de las matrices de los recibos y de cuantos documentos 
sean necesarios para el cobro de dichos tributos; 
C) Investigación tributaria en ios ramos a que se refiere el aparta-
do A, sin perjuicio de la que pueda acordar la Inspección general por 
los funcionarios a ella afectos; 
D ) En general, la preparación, curso y fenecimiento de todas las 
operaciones encaminadas al reconocimiento y liquidación de los de-
rechos y obligaciones de la Hacienda por los ramos a cargo de la men-
cionada Dirección general. 
Art. 2.0 Serán ajenas a la competencia de las Administraciones que 
se creen, en virtud de lo dispuesto en el artículo anterior: 
A) La estimación de las bases contributivas en cuanto a la riqueza 
territorial catastraday al producto bruto de las explotaciones mineras, 
que seguirá encomendada al personal técnico de Ingenieros y Arqui-
tectos al servicio de la Hacienda. 
B) La liquidación de derechos y obligaciones y la realización de 
las demás funciones expresamente encomendadas por disposiciones 
legales a la Dirección general de Contribuciones, así como las que el 
Ministro de Hacienda acuerde concentrar por provincias o regiones, 
cuando lo aconseje la conveniencia del servicio. 
Art. 3.0 Las Administraciones de Contribuciones de distrito depen-
derán directamente de los Delegados de Hacienda y de la Dirección 
general de Contribuciones, sin perjuicio de las facultades de la Ins-
pección general. 
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Las resoluciones de los Administradores de Contribuciones de dis-
trito tendrán el carácter de actos administrativos, y contra ellos se 
podrá entablar reclamaciones económico-administrativas, con arreglo 
a las disposiciones que regulan el procedimiento para éstas. 
Art. 4.0 E l Ministro de Hacienda formará las plantillas del perso-
nal de las Administraciones de Contribuciones de distrito que se 
creen, sin aumento del personal general del ramo. 
En el Presupuesto de gastos del Estado se consignarán los necesa-
rios para material de estas oficinas y para retribución de servicios de 
carácter verdaderamente eventual. 
En ningún caso podrá nombrarse personal temporero con destino 
a dichas Administraciones. 
Los trabajos materiales 'que requieran eventualmente auxilio de 
personal extraño, serán remunerados con cargo al crédito referido en 
el párrafo anterior, y con arreglo a tarifa, que se fijará por el Ministro 
de Hacienda, a propuesta de la Dirección general de Contribuciones. 
Art. $.0 Las disposiciones de esta ley no se aplicarán a las Provin-
cias Vascongadas y Navarra, mientras subsista respecto de ellas el ac-
tual régimen tributario. 
Art. 6.° E l Ministro de Hacienda dictará las disposiciones necesa-
rias para la ejecución de esta ley. 




Proyecto de ley sobre arbitrios especiales por los 
servicios del ramo de Aduanas, practicados en ho-
ras extraordinarias. 
A LAS CORTES 
La combinación de dos factores de la realidad: uno, la insuficien-
cia del personal del Cuerpo de Aduanas, para realizar en el tiempo de 
su trabajo ordinario todos los servicios que se le piden; otro, la con-
veniencia para la navegación y el comercio, de la rapidez de sus ope-
raciones, ha introducido la costumbre, hoy arraigada firmemente, de 
que los navieros y los comerciantes, voluntariamente y por propio in-
terés, retribuyan pecuniariamente los servicios que se les prestan en 
horas extraordinarias. 
No podría intentarse la desaparición de esta costumbre sin causar 
perjuicio a los interesados en su sostenimiento. Preferible es, por tan-
to, respetarla. Pero, para borrar las apariencias que pueden conde-
narla en parte, y para evitar desigualdades e injusticias de que la 
práctica presenta ejemplos, es indispensable darle carácter legal, como 
en otros países se ha hecho, y como por dos veces se ha intentado en 
el nuestro anteriormente, a fin de que el personal del Cuerpo de Adua-
nas retire, con proporcional distribución, el beneficio que obtiene por 
este medio, y de que en ningún momento sufra merma, por excesos 
o abusos, el prestigio de la Administración. 
A este fin, el Ministro que suscribe, de acuerdo con el Consejo de 
Ministros y autorizado por S. M . , tiene la honra de someter a la apro-
bación de las Cortes el siguiente 
PROYECTO DE LEY 
Artículo único. Se autoriza al Ministro de Hacienda para regular 
los arbitrios especiales que por los servicios del ramo de Aduanas 
practicados en horas extraordinarias, en interés de particulares, vie-
nen percibiéndose, reglamentando convenientemente su exacción y su 
contabilidad. 
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El Ministro de Hacienda podrá destinar hasta el 8o por loo del im-
porte total del ingreso por dichos arbitrios, a indemnizaciones, grati-
ficaciones y mejoras de sueldo a los funcionarios y subalternos del 
ramo de Aduanas. Para ello tomará en consideración la importancia 
de los servicios prestados, pero favorecerá en todo caso con un míni-
mum de participación a los funcionarios del Cuerpo en general, sea 
cualquiera el destino que desempeñen. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 
Proyecto de ley sobre gastos extraordinarios para 
la reconstitución nacional. 
A LAS CORTES 
Pública y solemnemente expuso con reiteración el Gobierno su 
convencimiento de que en la situación actual de Europa y en la que, 
al cabo de los años transcurridos desde nuestros desastres coloniales, 
continúa teniendo España, no cabe aplazar por más tiempo la ejecu-
ción vigorosa y amplia de todo un plan de reconstitución nacional 
que, coincidente con la política de nivelación del Presupuesto y nor-
malización del Tesoro, coloque al par en estado de potencia eficiente, 
así los servicios públicos, como la economía del país. 
Responde a tal compromiso la presentación del adjunto proyecto 
de ley de gastos extraordinarios para la reconstitución nacional. 
Mediante él, habrá de atenderse, en primer término, con los re-
cursos que se obtendrán por la operación de crédito que sus artículos 
autorizan y regulan, a la consolidación de la Deuda flotante del Teso-
ro, arrastre doloroso de toda una serie de Presupuestos en déficit, a 
los que hoy pone formal término la nación española, consagrando 
una vez más ante el mundo la honrada política del honor a su firma 
y del pago íntegro a sus obligaciones de Estado. 
Atiende también el Gobierno, previsora y suficientemente, a las ne-
cesidades que se deriven de la ejecución de aquel plan de reconstitu-
ción nacional, que envuelve ya, para todos los partidos y aun para el 
Parlamento mismo, un imperativo de formalidad ante la Nación, por 
la insistencia con que se prodigó su anuncio, sin que jamás llegase el 
momento de su leal realización. Y lo hace creyendo como cree que, 
si los Gobiernos y las Cortes sucesivos persisten en la política salva-
dora de austeridad en los gastos ordinarios, bastarán los propios so-
brantes del Presupuesto anual, derivados de la normal elasticidad de 
las rentas públicas y del mismo intenso crecimiento de los ingresos 
del Tesoro, al calor de la reconstitución ahora emprendida, para cu-
brir con desahogo en cada año las atenciones del plan especial en que 
ella se contiene. 
Sin que España, ni sus Gobiernos, piensen siquiera en nada que 
— 150 -
signifique la más leve perturbación en la política pacifista y de neu-
tral abstención, que tiene ya la aureola y la eficacia de un mandato 
popular, fuera insigne locura, para ahora y para luego, dejar de ro-
bustecer nuestros medios militares y de dotar suficientemente los ele-
mentos de la Defensa Nacional. Es ello, ahora tanto más preciso e i n -
aplazable, cuanto que sin el concurso de tales medios económicos, la 
reorganización del Ejército, propuesta por el Gobierno, de acuerdo con 
los dictámenes del Estado Mayor Central y de la Junta de Defensa del 
Reino, quedaría reducida a un simple cambio de planes y de nombres 
en el papel, y el penoso sacrificio impuesto a los Generales, Jefes y 
Oficiales del Ejército, en aras de un alto interés nacional, sería estéril 
abnegación, mal correspondida y complementada por las clases direc-
toras del país. 
Por lo mismo, en el plan de Guerra que forma parte integrante de 
este proyecto de ley, se atiende, no con largueza, pero sí suficiente-
mente, a todo un programa de política militar, que consagrado exclu-
sivamente al material de todo género que hoy necesita nuestro Ejér-
cito, podrá darle en breve plazo elementos que le son indispensables, 
y sin los cuales no cabría exigirle, sin una gravísima histórica respon-
sabilidad para el Gobierno y para el Parlamento, el cumplimiento de 
la misión que la Patria le tiene confiada. 
Pero sería no sólo agravio imperdonable para la opinión, sino tam-
bién obra insensata de alucinados, gastar millones y millones en los 
presupuestos militares, sin preocuparse al mismo tiempo de intensi-
ficar los medios económicos y de cultura del pueblo que ha de subve-
nir más tarde, y siempre, a los desarrollos y al sostenimiento anual 
de esos propios elementos de defensa activa. 
La experiencia misma de la actual horrible conflagración, nos en-
seña que no reside tanto el poder de un pueblo en los medios milita-
res a movilizar al comienzo de una guerra, como en la resistencia 
económica de la Nación que ha de mantener, sustituir y ampliar des-
pués aquellos medios, durante meses y años. 
Por lo mismo importa que la potencia económica de España no se 
agote en un esfuerzo único para adquirir elementos de guerra, sino 
que acrezca y se multiplique por el estímulo y la protección del Esta-
do, en esfuerzos cotidianos y tenaces, que comiencen en la Escuela 
pública y se transmitan a los talleres y a los campos. 
Así, el Gobierno demanda al Parlamento su voto en pro de cifras 
todavía más crecidas, pero dentro siempre de la posibilidad del ins-
tante para obras públicas de todo género, Establecimientos de ense-
ñanza, crédito y comunicaciones. 
Ha cuidado el Gobierno de afirmar este plan de reconstitución na-
cional con la autoridad de todas las garantías apetecibles, que ya en 
otras ocasiones hubo de señalar el mismo Parlamento como indispen-
sables. 
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Así, el Ministro de Hacienda recomendó a sus dignos compañeros 
de Gabinete, desde el primer momento, que vinieran todas las pro-
puestas de obras a las Cámaras, con cuantas aportaciones documen-
tales pudieran exigirse, y sin perjuicio de los esclarecimientos que in-
cumben a la especial responsabilidad de los Ministros respectivos, y 
que ya se adelantan en cada una de sus Memorias, se ha llevado ade-
más al articulado de este proyecto de ley un conjunto de reglas que 
aseguran con plena eficacia, la intervención de las Cortes en cada obra, 
en cada servicio y en cada momento. 
Asi preparada y regulada la labor; contando como se cuenta con 
el antecedente de proyectos y de propagandas comunes e idénticas en 
todos los sectores políticos de la Nación; requerida aquélla por de-
mandas vehementes de la opinión militar y civil, y señalada como ur-
gentísima la empresa por cuantos contemplan el curso de los sucesos 
en el mundo con un destello siquiera de vulgar previsión, no duda ni 
puede dudar el Gobierno de que, ahora como siempre, la sabiduría y 
el patriotismo de las Cortes brillarán con luz vivísima para iluminar 
los futuros destinos de una España culta, rica y fuerte 
Por todo lo expuesto, el Ministro que suscribe, de acuerdo con el 
Consejo de Ministros y autorizado por S. M . , tiene la honra de some-
ter a la aprobación de las Cortes el siguiente 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Se autoriza al Gobierno para emitir y negociar, en la 
forma más segura, económica y conveniente para los intereses del 
Estado, durante el curso de diez años, como máximo, Deuda perpetua 
o amortizable interior del Estado, al tipo o tipos que se señalen, para 
obtener también como máximo el total de pesetas efectivas que resul-
te preciso para atender a los ñnes a que se refiere el art. 2.0 
En el caso de que la emisión se realice en Deuda amortizable, esta 
amortización no empezará a tener efectividad hasta el año económico 
siguiente al en que se complete el total de la emisión y negociación de 
dicha Deuda. 
Art. 2.0 El producto de la negociación de Deuda a que se refiere el 
artículo anterior, se aplicará. 
1.0 A retirar de la circulación, a sus respectivos vencimientos, o 
antes, si así conviniere, las Obligaciones del Tesoro emitidas en uso 
de las autorizaciones otorgadas por las leyes de 14 de diciembre de 1912 
y 26 de igual mes de 1914. 
2.0 A pagar el saldo que en 31 de diciembre de 1916 resulte a favor 
del Banco de España en su cuenta con el Estado por el servicio de Te-
sorería, y la diferencia que en igual fecha puedan ofrecer en contra 
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de la Hacienda los derechos reconocidos a su favor y las obligacio-
nes liquidadas que queden pendientes de pago al finalizar el ejer-
cicio. 
3.0 A l pago del importe de las anualidades de las obras y servicios 
comprendidos en el estado detallado que integra la presente ley, en 
cuanto no puedan ser atendidos con los sobrantes de los presupues-
tos, según se establece en el artículo siguiente. 
Art. 3.0 Si de las liquidaciones definitivas anuales de los presu-
puestos generales del Estado, de los años en que se halle en vigor la 
presente ley, resultasen excesos de los ingresos realizados sobre los 
pagos ejecutados con cargo a los mismos, estos excesos se considera-
rán como recursos de las obras y servicios a que se refiere el artículo 
anterior, aplicándolos a su pago y limitándose en el siguiente año la 
negociación de Deuda a la diferencia entre dichos recursos y el impor-
te de la correspondiente anualidad. 
Art. 4.0 Para la realización de las obras y servicios comprendidos 
en esta ley, que no tengan sus presupuestos aprobados o que no estén 
expresamente autorizados por una ley especial, será condición preci-
sa que el Consejo de Ministros, a propuesta de los Ministerios a que 
las obras y servicios afecte, y con vista de los respectivos presupues-
tos de ejecución, previamente aprobados, haga al principio de cada 
año la distribución de la parte de anualidad no atribuida a las obras y 
servicios aprobados y autorizados, dando cuenta de ello a las Cortes. 
Esta distribución sólo podrá ser modificada por las Cortes. 
Art. 5.0 Los créditos autorizados y asignados a cada una de las 
obras y servicios se transferirán de un ejercicio a otro, hasta su com-
pleta ejecución, anulándose sólo los sobrantes que estos mismos cré-
ditos ofrezcan, cuando los servicios u obras se hallen terminados. 
E l importe de los sobrantes de cada obra o servicio, una vez ter-
minados, se utilizará en el año siguiente al en que la anulación se efec-
túe para aminorar en la misma cuantía la Deuda que se haya de ne-
gociar, de forma que en ningún caso pueda negociarse mayor suma 
de aquel signo que la indispensable para cubrir, juntamente con dicho 
sobrante y con los excesos de recursos a que alude el art. 3.*, el im-
porte de la anualidad respectiva. 
Art. 6.° Los productos que se vayan obteniendo por la emisión y 
negociación de Deuda, ingresarán en el Banco de España, que los figu-
rará en una cuenta especial con el Tesoro, completamente separada 
de la cuenta ordinaria por el servicio de Tesorería, y devengarán igual 
interés que éste devengue, 
Art. 7.0 Los gastos de emisión y negociación de la Deuda a qüe se 
refiere la presente ley, así como el pago de sus intereses y de la amor-
tización de capital, en su caso, se imputarán a un capítulo adicional, 
con la separación necesaria por artículos, según los conceptos, de las 
Obligaciones generales del Estado, Sección 3.', «Deuda pública», parte 
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primera, Deuda del Estado, de los presupuestos generales que rijan en 
el año en que dichos gastos se causen. 
Art. 8.° Por conducto de la Intervención general de la Administra-
ción de Estado, se rendirá al Tribunal de Cuentas del Reino, junta-
mente con la cuenta general a que se refiere el articulo 77 de la ley de 
Contabilidad de i.0 de julio de 1911, una cuenta especial de los gastos 
e ingresos a que se refiere la presente ley con los mismos requisitos y 
detalles para la primera establecidos. Las Obligaciones pendientes de 
pago que resulten en dicha cuenta al finalizar un año, pasarán y se 
contraerán en la del siguiente año como Obligaciones propias de su 
ejercicio. 
Los sobrantes de recursos que ofrezca la cuenta de un año también 
se transferirán a la cuenta del año siguiente. 
Art. 9.0 Cada uno de los Ministerios a quienes se refieren las rela-
ciones de obras que se acompañan, redactarán en el segundo mes de 
cada año una Memoria de las obras terminadas en 31 de diciembre 
anterior, y de las que se encuentren en curso, cantidades invertidas 
en unas y otras, aportando a ella cuantos antecedentes sean nece-
sarios para formar juicio del desarrollo y ejecución de las obras y ser-
vicios. 
El Ministro de Hacienda dará cuenta a las Cortes, acompañando 
todos los documentos y datos a que se refiere el párrafo anterior, de 
la Deuda emitida en cumplimiento de esta ley y de las aplicaciones de 
sobrantes de presupuestos, a los fines de la misma. 
Art. 10. Ambas Cámaras podrán designar de su seno Comisiones 
permanentes que dictaminen todos los años respecto a los datos y an-
tecedentes a que se refiere el artículo anterior, con facultad para ins-
peccionar las obras y de reclamar en cualquier momento cuantos ele-
mentos de juicio sean necesarios. 
En su consecuencia, las Cortes podrán acordar: 
a) La reducción del plan o planes que no hayan respondido a las 
necesidades públicas, o cuya prosecución no resulte útil para los inte-
reses nacionales; 
b) La ejecución de nuevas obras o servicios en la parte disponible, 
dentro del crédito anual correspondiente a cada uno de los ejercicios 
sucesivos. 
Art. 11. Se autoriza a los Ministros de la Guerra y de Marina para 
que, previo informe del Ministerio de Hacienda y el acuerdo del Con-
sejo de Ministros, puedan modificar la distribución de los créditos par-
ciales que a los distintos conceptos o servicios se asignan en cada 
año, con las condiciones siguientes: 
a) Que no resulte el gasto total anual superior al importe señalado 
a cada anualidad; 
b) Que lo invertido en definitiva en cada servicio no exceda del 
crédito asignado a la totalidad del propio servicio. 
20 
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Art. 12. Para la ejecución de las obras de la relación del Ministerio 
de Instrucción pública se observarán las reglas siguientes: 
1. * Se creará en dicho Ministerio una Junta Consultiva con la es-
pecial misión de informar previamente al Ministro acerca de la apli-
cación de los créditos consignados en esta ley, para la construcción 
de edificios de enseñanza y conservación de monumentos y sobre la 
conveniencia o necesidad de ejecutar las obras, excepto los edificios-
Escuelas cuyos presupuestos no excedan de 25.000 pesetas, y las obras 
urgentes de conservación o reparación de menos de 10.000 pesetas. 
En todas las construcciones escolares deberá siempre prescindirse 
de gastos de ornamentación y suntuosos. 
La Junta estará compuesta de los siguientes Vocales: 
Dos ex Ministros de Instrucción pública. 
Un Académico designado por la Real Academia de Bellas Artes de 
San Fernando. 
Un ídem id. por la Real Academia de Medicina. 
Un Consejero de Instrucción pública designado por el Consejo. 
E l Presidente de la Junta de Construcciones civiles. 
El Rector de la Universidad Central. 
E l Comisario Regio de la Escuela Superior del Magisterio. 
2. ' E l Ayuntamiento que no tenga locales-Escuelas necesarios para 
el servicio de Enseñanza primaria, será obligado a construirlos o faci-
litarlos en el plazo que se determine al efecto por el Gobierno, según 
las condiciones de cada Municipio. 
3. * La construcción de edificios-Escuelas de nueva planta, se hará 
directamente y se abonará por el Estado en los pueblos cuyo censo no 
llegue a 500 habitantes, estableciéndose prelación para los Ayunta-
mientos que no tengan ningún local destinado a Escuelas, sobre los 
que lo tengan inadecuado, siendo preferido en igualdad de condicio-
nes el Municipio de mayor vecindad. El presupuesto destinado a la 
construcción de estos edificios-Escuelas, no podrá exceder de 20.000 
pesetas. 
4 / Los Municipios cuyo censo de población pase de $00 habitan-
tes, podrán solicitar la concesión de subvenciones destinadas a edifi-
cios-Escuelas, si los presupuestos de construcción no exceden de 
100.000 pesetas de coste. 
Las subvenciones estarán en razón inversa del importe del presu-
puesto de la obra y consistirán en un 50 por 100 cuando no pase de 
50.000 pesetas; en un 30 por 100 si no llega a 75.000, y en un 25 por 100 
cuando exceda de esta cifra. 
Para la concesión de subvenciones serán preferidos los Ayunta-
mientos que ofrezcan depositar mayor tanto por ciento del presupues-
to de obra que deban satisfacer por su cuenta, y en igualdad de cir-
cunstancias los que tengan mayor número de habitantes. 
5/ Podrán concederse auxilios a los pueblos, con destino a la re-
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paración de edificios y a su adaptación para el servicio de las Escue-
las públicas, siempre que la cuantía de su presupuesto no exceda de 
20.000 pesetas. 
6. a En los presupuestos para la construcción de Escuelas, no figu-
rará nunca el importe de los terrenos sobre que haya de ser construí-
do el edificio, porque el solar será siempre facilitado por los Muni-
cipios. 
7. a Se continuará por el Ministerio de Instrucción pública y Bellas 
Artes, la publicación del Catálogo monumental y artístico de las pro-
vincias, y se formará un inventario de los Monumentos que hayan ob-
tenido por su mérito la declaración de Nacionales. 
Los Catálogos y el inventario deberán, antes de ser publicados, 
obtener el informe favorable de las Reales Academias de la Historia y 
de la de Bellas Artes de San Fernando. 
Art. 13. En los concursos de caminos vecinales que se han de cele-
brar con arreglo a la ley de 29 de junio de 1911, se entenderá sustituí-
do el concepto de municipio que en ella figura, por el de pueblo, en-
tendiéndose por tal toda agrupación urbana que teniendo a su frente 
una Autoridad administrativa diste dos kilómetros, por lo menos, de 
la más próxima. 
El Ministro de Fomento queda autorizado para celebrar un con-
curso de caminos vecinales destinados exclusivamente a enlazar con 
vías de comunicación pueblos que carecen de ella. 
Art. 14. Los servicios y obras comprendidos en la relación para la 
Zona del Protectorado de España en Marruecos, serán satisfechos con 
carácter de reintegrables, conforme al artículo 10 del Convenio fran-
co-español de 27 de noviembre de 1912, que afecta los impuestos y re-
cursos de toda clase de la expresada Zona a los gastos que en ella se 
realicen. 
Madrid, 30 de septiembre de 1916. — El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 
Estado detallado, por anualidades y Ministerios, del importe de las obras ¡Mios a que se refiere el numero 3.° del art. 2.0 de este proyecto de ley. 









C O N C E P T O S 
SECCIÓN PRIMERA 
PRESIDENCIA D E L CONSEJO D E MINISTROS 
Para completo pago de las obras del monumento 
conmemorativo de las Cortes de 1812 
Para completar la ins ta lac ión de la Presidencia del 
Consejo de Ministros 
Para subvencionar la E x p o s i c i ó n internacional de 
industrias e l éc tr i cas y la general e s p a ñ o l a 
SECCIÓN SEGUNDA 
M I N I S T E R I O D E E S T A D O 
Para adquirir la casa para la Legac ión de España en 
Lisboa 
SECCIÓN TERCERA 
MINISTERIO D E GRACIA Y JUSTICIA 
A d m i n i s t r a c i ó n de Just ic ia . 
Obras de recons t i tuc ión del Palacio de Justicia de 
Madrid 
Obras para el traslado de la Audiencia de Valencia 
al nuevo edificio 
Pr i s iones . 
Obras en la Pr i s i ón central del Puerto de Santa 
Maria 
Idem en la Colonia Penitenciaria del Dueso 
Idem en la Pr i s i ón central de Chinchilla 
Idem en el Reformatorio de j ó v e n e s de Alcalá de 
Henares 
Idem en la Pr i s ión nueva de Granada 
Idem en la Pr i s ión de mujeres de Madrid 
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C O N C E P T O S 
Suma anterior, 
SECCIÓN C U A R T A 
MINISTERIO D E L A G U E R R A 
Material para completar al pie de guerra cinco di-
visiones 
Material portáti l de Artil lería y sus municiones— 
Artillería de campaña 
Arti l lería pesada 
Municiones para Artillería de costa 
Varios 
Mater ia l de Ingenieros. 
Para reintegro de los anticipos hechos por los 
Ayuntamientos y otras entidades 
Edificios militares 
Fortificaciones 
Material de Cuerpos. — Para municiones 
Idem de subsistencias 
Idem de acuartelamiento 
Idem de Campamento 
Idem de Hospitales 
Idem de Sanidad Militar 
SECCION QUINTA 
M I N I S T E R I O D E M A R I N A 
Ley de 7 de enero de 1908. 
Nuevas construcciones 
Bases navales 
Ley de 30 de julio de 1914. 
Crucero Reina Victoria 
Ley de 17 de febrero de 1915. 
Construcc ión de buques 
Bases navales 
Exceso de coste de obras comprendidas en la ley 
de 17 de febrero de 1915 e imprevistos 
Obras complementarias 
Adquis i c ión de municiones, cons trucc ión de las 
mismas y su establecimiento en E s p a ñ a . . . 
Para los gastos que ocasione el establecimiento de 
defensas locales en varios puertos 
Obras del edificio destinado para el Ministerio de 
Marina 













































































































































































































































C O N C E P T O S 
Suma anterior 
SECCIÓN S E X T A 
MINISTERIO D E L A GOBERNACIÓN 
Para el edificio para Correos y Te légrafos en Bar 
celona 
Idem id. en Valencia 
Idem id. en León 
Idem id. en Pontevedra 
Para la cons trucc ión de edificios con destino a los 
servicios de Correos y Te légrafos , con sujec ión 
a la ley de 26 de diciembre de 1914 
Para la c o n s t r u c c i ó n de vagones correos, remanen-
te del crédi to concedido por la ley de 14 de di-
ciembre de 1912 
Para mobiliario de la nueva casa de Correos y Te-
légrafos de Madrid, remanente del créd i to conce-
dido por la ley de 14 de diciembre de 1912 
Para mejora y reforma de la red telegráfica y tele-
fónica y a d q u i s i c i ó n de material 
Para reparaciones extraordinarias de cables 
Para la c o n s t r u c c i ó n del Cuartel del Norte para la 
Guardia civil en Madrid 
Para í d e m de un Hospital de epidemias 
Para la cons trucc ión de un Sanatorio marí t imo para 
n iños tuberculosos en Malvarrosa (Valencia) — 
SECCIÓN SEPTIMA 
MINISTERIO D E INSTRUCCIÓN PÚBLICA 
Y B E L L A S A R T E S 
Edificios - escuelas. 
Compromisos c o n t r a í d o s 
Nuevas construcciones . . 
Otros edificios. 
Compromisos c o n t r a í d o s . 
Nuevas construcciones . . 
Monumentos artísticos. 
Compromisos contra ídos • • 
Nuevas reparaciones y C a t á l o g o monumental 
Trabajos geográficos. 
Personal técn ico • 






























































A N U A L I D A D E S 
4.154.9 
1 . ^ 
19.852.740,32 





































C O N C E P T O S 
Suma anterior. 
SECCION O C T A V A 
MINISTERIO D E F O M E N T O 
Carreteras. — Obras nuevas 
Idem. — Reparación 
Caminos vecinales 
Ferrocarriles 
Puertos. — Auxilios extraordinarios a Juntas de 
obras 
Plan de reforma de alumbrado de puertos 
Otros servicios de puertos y s e ñ a l e s maritimas 
Obras hidrául icas 
Aguas 
Pavimento de Madrid 
Mejoras agr íco las y pecuarias 
Minas 
Montes y pesca 
Comercio 
Urbanizac ión y construcciones 
SECCION N O V E N A 
M I N I S T E R I O D E H A C I E N D A 
Avance catastral de rústica. 
Para toda clase de gastos, dietas, sueldos y gastos 
de l o c o m o c i ó n de los Ingenieros a g r ó n o m o s , jor-
nales de Vocales de las Juntas periciales, adqui-
s ic ión , reparación y transporte del material cien-
tífico, etc 
Servicio de comprobación de la riqueza 
urbana. 
Sueldo y dietas de Arquitectos, Auxiliares, Escri-
bientes, Porteros y Ordenanzas, jornales de Peo-
nes, y material para este servicio 
Para adqui s i c ión de solares y cons trucc ión de edi-
ficios de nueva planta para servicios centrales y 
Delegaciones de Hacienda en las provincias 
Obras de reforma en los edificios propiedad del Es-
tado actualmente ocupados por Delegaciones de 
Hacienda en las provincias 
Para a d q u i s i c i ó n de solaras y cons trucc ión de edi-
ficios para Admin í s t aciones de Aduanas 
S u b v e n c i ó n al Banco de Comercio Exterior, que en 
ningún caso podrá exceder del 5 por 100 anual del 
capital desembolsado por las acciones 
Garantía de interés mín imo al capital invertido en 
nuevas industrias o ampliaciones de las ya exis-
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C O N C E P T O S 
Suma anterior. 
SECCION DUODECIMA 
A C C I Ó N E N M A R R U E C O S 
MINISTERIO D E E S T A D O 
Obras públicas en la zona de influencia 









Correos y T e l é g r a f o s 
Aduanas 
R E S U M E N 
Presidencia del Consejo de Ministros 
Ministerio de Estado 
Idem de Gracia y Justicia 
Idem de la Guerra 
Idem de Marina 
Idem de la Gobernac ión 
Idem de Instrucción públ ica y Bellas Artes — 
í d e m de Fomento 
Idem de Hacienda 
























































































































































































































Madrid 30 de septiembre de 1916. — E l Ministro de Hacienda, Santiago Alba. 

Proyecto de ley sobre aumento de ralor de la 
propiedad inmueble y régimen fiscal. 
A LAS CORTES 
En el programa de reconstitución vigorosa de la economía españo-
la, que el Gobierno se ha impuesto como característica de su acción 
presente en la dirección de los destinos del país, ante la gravedad de 
la situación universal, y como medio, el único, para afrontar todas las 
contingencias futuras, no podía faltar, y no ha faltado, en efecto, un 
especial y solícito cuidado para los intereses del campo y del cultiva-
dor. No es sólo el plan especial de ejecución de grandes obras de ca-
rácter agrario, que transformarán, no ya el cultivo exclusivamente, 
sino hasta la potencia natural de casi todas las regiones españolas, es 
también el problema del crédito, afrontado y resuelto en el proyecto 
del Banco nacional agrario para que el labrador disponga de medios 
económicos, sin los cuales la modernización e intensificación de los 
cultivos seguiría siendo un ensueño tan hermoso como irrealizable. 
Pero importaba, además, que la acción del Estado, en función tu-
telar y de intervención, que distingue y ennoblece a todos los grandes 
Estados modernos, sean las que quieran sus formas políticas consti-
tucionales, actuase en España, por el instrumento eficacísimo del im-
puesto y de los medios fiscales. Había de hacerlo en un sentido que 
favoreciera sus propios intereses, como compensación levísima a los 
grandes sacrificios que la nueva política le impone, pero más aun para 
modificar y transformar organizaciones seculares de la propiedad te-
rritorial, que pugnan, así con el concepto moderno del Derecho, como 
con el sentido social de justicia y protección a los humildes, que es, y 
será cada día más, el ideal soberano en las sociedades contempo-
ráneas. 
Intentarlo y procurar resolverlo—urge decirlo así, adelantándose a 
cierta clase de fáciles impugnaciones—no es tampoco un tributo que 
haya de rendirse a la comunicación de ideas, con que influyen en el 
presente siglo, unos sobre otros, los pueblos cultos. Es, ante todo y 
sobre todo, una obra castiza y netamente española, cuya estirpe se 
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remonta, a través de los años, a economistas como Flórez-Estrada, en 
gran parte precursor de Henry George; que siglos antes vibró en Alon-
so de Castrillo, en Juan Luis Vives, en Domingo de Soto y hasta en 
Mariana; que culminó en el Gobierno en las Reales Provisiones de 
1766 al 1770, y más tarde en los nombres insignes de Aranda, de Flo-
ridablanca y de Campomanes; y que tiene todavía hoy expresión grá-
fica y vida fecunda en organizaciones rurales peculiarísimas de aldeas 
y villas españolas. 
No hay en la economía patria fuerza más poderosa que la agrícola; 
lo es por su población, por los coeficientes de riqueza y de tributo al 
Estado; por el volumen que representa, todavía hoy, en el comercio 
de exportación; por su propia eficiencia en la constitución social y 
económica de España. Atenderla, estimularla, impulsarla, es, en defi-
nitiva, «hacer Patria». 
Mas estas grandes obras colectivas no pueden ya intentarse sino 
con la vista puesta en un ideal, grande también; y con medios positi-
vos que actúen sobre la colectividad, no por el halago sonoro, pero 
pasajero, de la seducción retórica, sino por la acción práctica.de re-
cursos de orden material que, hablando al interés legítimo de los ciu-
dadanos, convierte a cada uno de éstos en instrumento activo de la 
empresa redentora que haya de realizarse. Sólo así han podido aco-
meterse y ultimarse magnas obras de transformación en algunas ciu-
dades extranjeras; sólo así también podrá lograrse, en otro orden de 
ideas, dentro de la sociedad española, el posible remedio a males 
como el del absentismo y el de la decadencia del cultivo por la multi-
plicación egoísta del régimen de los arriendos, tan lamentados por to-
dos, pero sin cura fácil por el procedimiento de exhortación evangé-
lica, en los escritores y en los propagandistas. 
Por referirse ambos particulares al régimen de la propiedad in-
mueble, y responder a un mismo principio de justicia social, se han 
unido a las disposiciones encaminadas a la reforma del régimen fiscal 
de aquélla las que afectan a la creación de una contribución sobre el 
aumento del valor de los bienes obtenidos por hechos extraños a la 
acción de su propietario. 
La idea del establecimiento de esta contribución no es nueva, ni 
siquiera en nuestra patria, puesto que ya intentó establecerla, en cier-
ta medida, un Gobierno conservador. Los fundamentos en que se ins-
pira, brillantemente se exponen en el preámbulo del proyecto enton-
ces presentado por un digno antecesor del Ministro que suscribe. Tan 
claros son, que no necesitan de grandes explicaciones; la sola conside-
ración de que es a la sociedad a quien se debe un mayor valor que 
constituye un lucro para el propietario, basta para justificar que aqué-
lla tome una parte en el beneficio obtenido por éste. 
Pero si la idea fundamental es tan sencilla, no lo es igualmente el 
llevarla a la práctica, si al hacerlo se quieren evitar otros riesgos que 
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indirectamente puede producir, y al mismo tiempo se pretende apro-
vechar las ventajas a que, de modo también indirecto, puede dar l u -
gar. Es el más grave de aquellos el de que, como toda traba puesta a 
la circulación de la propiedad, puede producir la consecuencia de su 
inmovilización. Por eso, si bien en el proyecto se establece que la con-
tribución se exigirá siempre en la transmisión, como no podía menos, 
ya que ese es el momento en que se va a percibir integramente el be-
neficio del aumento de valor, se consigna también que la no transmi-
sión no será obstáculo para que el tributo se exija, ya que se reserva 
a la Administración la facultad de revisar los valores de los bienes 
cada quince años, a tales efectos. Y, por otra parte, se determina la 
obligación de contribuir por dicho aumento, y en iguales períodos, 
respecto de las personas jurídicas que no transmiten sus bienes. Con 
esto, de nada servirá al contribuyente dejar de transmitir para no 
pagar el tributo, y se habrá logrado evitar dificultades para la trans-
misión. 
Ningún inconveniente, por el contrario, ofrece la determinación de 
las cifras que han de servir de comparación para establecer la parte 
que ha de considerarse en cada caso como aumento de valor. La A d -
ministración lleva sus libros de valoración de la propiedad inmueble, 
para todos los efectos fiscales; a ellos es lógico atenerse. Y si de haber 
tomado esta base resultare perjuicio para el contribuyente, a nadie 
podrá éste inculpar de la injusticia, sino a su propio deseo de defrau-
dar al Estado, tanto más si se tiene en cuenta que en el proyecto se 
concede un plazo prudencial para practicar en aquellos documentos 
las oportunas rectificaciones. Tampoco es de temer que trate de evi-
tarse el perjuicio, señalando a la transmisión un precio inferior al ver-
dadero, porque entonces el perjudicado sería el comprador, que ha-
bría de pagar más al transmitir a su vez la finca, nunca el Estado, que 
en todo caso cobraría de aquél la diferencia; y en tales ocasiones no es 
arriesgado contar con el comprador como aliado del Fisco. 
La participación que en los rendimientos del nuevo tributo se da a 
las Corporaciones locales, aun en los casos en que el aumento de valor 
no sea debido a obras por éstas realizadas, obedece al deseo de mejo-
rar la situación de sus Haciendas, mediante la participación en un be-
neficio al que, en la mayoría de los casos, habrá contribuido muy 
principalmente la acción de la colectividad que ellas también repre-
sentan. 
Más trascendental aun considera el Gobierno la segunda parte de 
la ley de Bases, que somete a la deliberación de las Cortes: la relativa 
al régimen fiscal de la propiedad inmueble, a que principalmente nos 
hemos referido en los comienzos de este preámbulo. 
El principio del derecho de expropiación, con las debidas garantías 
en favor del propietario, y limitado siempre a los casos de verdadera 
necesidad social, no es nuevo en nuestro derecho positivo; establecido 
22 
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está para fines menos trascendentales. El bienestar de la colectividad 
exige llegar al limite establecido en aquél; si en la explotación minera, 
en la ejecución de obras de interés público y en tantos otros casos se 
han decidido siempre los legisladores, como no podían menos, por el 
interés general, no habria razón alguna para no llegar a la misma con-
clusión en la riqueza agraria, cuyo desarrollo a toda la Nación interesa. 
Este mismo interés supremo del fomento de la riqueza nacional 
exige la adopción de medidas en favor de los cultivadores, que, sin 
llegar a las más avanzadas teorías en cuanto al régimen de propiedad 
de la tierrra, amparen y estimulen al que la hace producir con su 
trabajo. 
Entre estas medidas figuran la de señalar un límite al precio de 
los arriendos, que permita un trabajo remunerador; la facultad de los 
arrendatarios de prorrogar en algunos casos los contratos en curse, 
mientras no falten a las condiciones estipuladas en los mismos, y la 
de poder realizar mejoras con derecho a su abono, y hasta a expro-
piar las fincas, si por consecuencia de aquéllas ha aumentado el valor 
de éstas en más de un 50 por 100. 
Para los casos en que la iniciativa particular sea insuficiente, tam-
bién coadyuva el Estado directamente al desarrollo de la riqueza agra-
ria, reservándose la facultad de expropiar las grandes fincas para ce-
derlas, a su vez, parceladas, a plazos o en la forma más conveniente 
para facilitar su cultivo. Y al mismo tiempo, da el ejemplo, despren-
diéndose casi graciosamente de su propiedad para entregarla a los 
cultivadores. 
Combinados con estos medios de estímulo personal, se establecen 
recargos por la falta de cultivo de las tierras, y el principio, no nuevo 
ciertamente en nuestra legislación, de que éstas paguen, no por su 
producción efectiva, sino por lo que sean susceptibles de producir; 
con lo cual, al mismo tiempo que se obtiene un mayor ingreso para 
el Fisco, se da el aliciente quizá más eficaz para el acrecentamiento 
de la riqueza agrícola. 
Otro recargo se establece también en el proyecto de ley, que no 
tiene precedentes en nuestra legislación, y es el que va directamente 
contra los grandes terratenientes; recargo que obedece a la aplicación 
del principio del impuesto progresivo sobre la tierra, llevado ya a 
otras Contribuciones, y con el que, tal como se propone, se ofrece 
una nueva ventaja al propietario cultivador de sus tierras. 
No podía olvidarse, al tratar de estas materias, la importante cues-
tión de la redención de las cargas o gravámenes que, en diferentes 
formas, pesan sobre la propiedad territorial. Sin ello podría resultar 
ineficaz la reforma en regiones muy importantes de España. 
Aplicados los principios de que queda hecho mérito a la propiedad 
rústica, hubiera sido injusto dejar de aplicarlos al fomento de la r i -
queza urbana. Considerándolo así, se establecen en el proyecto me-
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dios de estimular la edificación, llegando hasta la facultad de expro-
piar, siempre con el debido respeto a los derechos del propietario. 
Al establecerse en este proyecto la posibilidad de una frecuente ex-
propiación, se hacía necesario evitar cuidadosamente las cuestiones a 
que pudiera dar lugar la valoración de las fincas en cada caso, al igual 
de lo que ahora ocurre en la aplicación de los preceptos de la ley de 
IO de enero de 1879, impidiendo que resulten interminables los trámi-
tes de la evaluación, y, lo que es peor, que se pretenda obtener un 
precio que en nada corresponde muchas veces al que se declaró para 
los efectos del pago de la Contribución, ni al que ordinariamente se 
calcula para la contratación privada. 
Complemento necesario de las reformas ya indicadas es la crea-
ción de Tribunales agrícolas, llevando a ellos iguales principios que 
los contenidos en la ley de Tribunales industriales, con el fin de ase-
gurar un procedimiento rápido y sencillo y un conocimiento práctico 
de esta clase de cuestiones en los juzgadores. 
Tales son, en lineas generales, los fundamentos a que obedece el 
presente proyecto de ley. No se oculta al Ministro que suscribe la 
trascendencia de la reforma que propone y la controversia que ha de 
suscitar; pero tiene el firme convencimiento de que sólo acometién-
dola a fondo podrá hacerse una labor eficaz para el engrandecimiento 
nacional. 
Por ello, de acuerdo con el Consejo de Ministros, y autorizado por 
S. M . , tiene el honor de someter a la deliberación de las Cortes el 
adjunto 
PROYECTO DE LEY 
Artículo El Ministro de Hacienda redactará y publicará en la 
Gaceta de Madrid una ley relativa al establecimiento de una contribu-
ción sobre el aumento de valor de la propiedad inmueble y al régi-
men fiscal de la misma, con sujeción a las siguientes bases: 
CAPÍTULO PRIMERO 
Contribución sobre el aumento de valor de la propiedad inmueble. 
Base !.• Se crea una contribución especial sobre el aumento de va-
lor de los bienes inmuebles, que no sea debido exclusivamente a me-
joras hechas por el propietario. 
Sobre esta contribución no podrá establecerse recargo alguno por 
las Diputaciones provinciales ni por los Ayuntamientos. 
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Base 2 / Serán objeto de esta contribución todos los bienes inmue-
bles situados en territorio nacional. Se exceptúan los que sean pro-
piedad del Estado, los que pertenezcan a las Provincias o Municipios 
cuando estén destinados a servicios públicos, y los directamente de-
dicados al culto. 
Sólo se considerarán destinados al culto, para estos efectos, los 
templos o capillas de las distintas confesiones. 
Base 3." Se considerará como aumento de valor, a los fines de 
esta contribución, la diferencia entre el valor actual en el momento 
de la exacción, y el valor anterior de las fincas o derechos de que se 
trata. 
Base 4.* Se reputará como valor anterior para la primera liquida-
ción de este tributo el que resulte de capitalizar al 5 por 100 la renta 
liquida con que figure el inmueble en el Avance catastral o Registro 
fiscal, o, en su defecto, el líquido imponible que aparezca en el ami-
llaramiento en el momento de ponerse en vigor la" ley, con las rectifi-
caciones solicitadas, en su caso, por los interesados. 
A este efecto se concederá un término de cuatro meses, a partir de 
la promulgación de la ley, para que todos los particulares o entidades 
que se reputen dueños de bienes inmuebles y no los tengan inscritos 
en el Avance catastral, Registro fiscal o Amillaramiento, o los tengan 
inscritos en forma indebida, soliciten las oportunas inclusiones o rec-
tificaciones. 
Base 5.a Se estimará como valor anterior para la segunda y poste-
riores liquidaciones, respecto de una misma finca o derecho, el fijado 
para la liquidación precedente a la de que se trate. 
Base 6.a Se considerará como valor actual el precio fijado en el 
acto jurídico que motive la imposición de este tributo, o el que resul-
te de la comprobación o revisión que la Administración realice. 
Cuando se trate de personas jurídicas y no se liquide el impuesto 
por la transmisión, se reputará valor actual el declarado por ellas, 
también debidamente comprobado. 
Del valor actual, así fijado, se reducirá en los respectivos casos: 
A) E l importe de las mejoras hechas por el propietario; 
B) Los frutos pendientes, si los hubiere; 
C) Las contribuciones especiales pagadas por obras o servicios de 
utilidad pública que beneficien al inmueble. 
Por el contrario, a dicho valor se agregará el importe de las indem-
nizaciones que hubiere recibido el transmitente, o la persona jurídica 
en su caso, por la constitución de cualquiera servidumbre, asi como 
por razón de daños sufridos en el inmueble, y que rio hayan sido em-
pleadas en reparar éste. 
Base 7.a Cuando se transmita parte de una finca o alguno de los 
derechos que integran su dominio, se tomará como aumento de valor 
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el que corresponda proporcionaltnente al total aumento de valor del 
inmueble. 
La valoración de los derechos se hará en la forma establecida en la 
legislación por que se rige el impuesto de Derechos reales y transmi-
sión de bienes. 
Base 8.a Cuando una finca no figure inscrita en el Avance catas-
tral, Registro fiscal o Amillaramiento, se tomará como aumento de 
valor el valor total de la misma o del derecho de que se trate, y sobre 
él se girará la liquidación, sin otra deducción que los gravámenes per-
petuos que afecten a aquélla. 
Base 9.a Cuando se trate de permuta de fincas o derechos, se de-
terminará el aumento de valor, si lo hubiere, de cada uno de los mis-
mos, en la forma establecida en las bases anteriores. 
Base 10. Estará obligada al pago de esta contribución la persona, 
natural o jurídica, nacional o extranjera, que transmita la finca o el 
derecho de que se trate, en las transmisiones inter vivos a titulo one-
roso, y la que los adquiera en los demás casos. 
En el caso de permuta, a que se refiere la base anterior, cada uno 
de los transmitentes estará obligado al pago de la contribución por el 
aumento de valor de la finca o derecho que él enajene. 
Las fincas y derechos transmitidos, cualquiera que sea su posee-
dor, llevarán afecta durante dos años la responsabilidad al pago de 
este tributo, haya sido o no liquidado. 
Base 11. Esta Contribución se devengará al verificarse la transmi-
sión por actos ititer vivos o mortis causa, de la plena propiedad o de 
cualquiera de los derechos que la integran. Esto no obstante, la A d -
ministración, ya de oficio o ya por denuncia, se reservará la facultad 
de revisar, a los efectos de esta Contribución, los valores de los bienes 
inmuebles que no se hubieren transmitido durante quince años. 
Tratándose de personas jurídicas, se devengará el tributo cada 
quince años, salvo que dentro de dicho período transmitan aquéllas 
la plena propiedad o cualquiera de sus derechos, caso en el cual el 
devengo del tributo será al verificarse la transmisión. 
Cuando no hubiere existido transmisión, la cantidad liquidada se 
recaudará en cinco plazos iguales, el primero al hacerse la liquidación, 
y los otros en cada uno de los años siguientes, a no ser que dentro de 
éstos se transmita la finca o el derecho, pues en este caso se exigirá 
de una vez lo que quede por pagar y lo que corresponda al aumento 
que hubiere en la transmisión. 
Base 12. E l tipo de imposición será del 15 al 30 por 100 del aumen-
to de valor en la forma siguiente: 
-A) E l 15, cuando el aumento de valor exceda del 10 por 100 y no 
pase del 50 por 100 del anterior valor de la finca o derecho de que se 
trate; 
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B) E l 20, cuando el aumento exceda del $o y no pase del roo 
por 100; 
C) El 25, cuando el aumento pase del 100 y no exceda del 200 
por 100: 
D) El 30, cuando el aumento exceda del 200 por ico. 
El aumento que no exceda del 10 por 100 no estará sujeto a tribu-
tación. 
En el caso a que se refiere la base 8/, el tipo de imposición será de 
30 por 100 del aumento de valor fijado como en la misma se de-
termina. 
Base 13. El pago de las cuotas de esta Contribución se hará por 
ingreso directo en el Tesoro, y su importe se distribuirá con sujeción 
a las siguientes reglas: 
A) Cuando el aumento de valor sea debido a mejoras u obras rea-
lizadas por las Mancomunidades o Diputaciones provinciales, perci-
birán estas entidades el 40 por 100 de las cuotas, los Ayuntamientos 
respectivos el 20 por 100, y el Estado el 40 por 100 restante. 
Si las referidas obras o mejoras fuesen subvencionadas por el Es-
tado, la participación de las Mancomunidades o Diputaciones será sólo 
del 25 por 100. 
B) Cuando el aumento de valor sea debido a mejoras u obras rea-
lizadas por los Ayuntamientos, percibirán éstos el 50 por 100 de las 
cuotas, y el Estado el otro 50 por 100. 
Si las referidas obras o mejoras fuesen subvencionadas por el Es-
tado, la participación de los Ayuntamientos en las cuotas será sólo del 
25 por 100. 
C) En todos los demás casos, el Estado entregará a los Ayunta-
mientos respectivos el 20 por 100 de las cantidades ingresadas. 
Base 14. Las oficinas liquidadoras del impuesto de Derechos reales 
y transmisión de bienes serán las encargadas de liquidar y exigir el 
tributo simultáneamente con aquel o con el establecido sobre los bie-
nes de las personas jurídicas, y podrán utilizar para la comprobación 
del valor de las fincas, en el momento de la transmisión o gravamen, 
las facultades que concede la legislación por que se rigen dichos im-
puestos. 
CAPÍTULO 11 
Del régimen fiscal de la propiedad inmueble. 
Base 15. La Contribución territorial se exigirá sobre el producto 
que las fincas rústicas sean susceptibles de rendir, cualquiera quesea 
su producción efectiva. 
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La Administración, bien de oficio o a instancia de los Ayuntamien-
tos, o por renuncia de entidades o particulares, podrá revisar la capa-
cidad productiva del suelo. 
Base 16. Se establecerá un recargo del 25 por 100 sobre la cuota 
que por Contribución territorial satisfagan las fincas rústicas que, 
siendo susceptibles de un cultivo remunerador, se encuentren total o 
parcialmente incultas. 
Base 17. Toda persona natural o jurídica que posea bienes inmue-
bles o Derechos reales cuya renta liquida o líquido imponible acumu-
lado exceda de 30.000 pesetas, satisfará un recargo en la Contribución 
por dicho exceso, en la proporción siguiente: 
De más de 30.000 pesetas hasta 60.000, el 2 por 100. 
De más de 60,000 pesetas hasta 100.000, el 3 por 100. 
De más de 100.000 hasta 150.000, el 4 por 100. 
De más de 150.000 hasta 200.000, el 5 por 100. 
De más de 200.000^  el 6 por 100. 
Cuando las fincas rústicas sean cultivadas por sus propietarios, 
esta Contribución se reducirá a la mitad. Se considerarán, para estos 
efectos, como cultivadas por los propietarios, las fincas dadas en apar-
cería. 
Los propietarios que a los efectos tributarios simulen el cultivo di-
recto de sus fincas y las cultiven realmente mediante cualquiera de las 
formas de arrendamiento distintas de la aparcería, carecerán de ac-
ción para desahuciar a los colonos por falta de pago. 
Base 18. Con objeto de que el mayor tributo que resultare de la 
aplicación de lo establecido en las bases anteriores no recaiga sobre los 
cultivadores de la tierra, se concederá a éstos la facultad de prorrogar 
los contratos en curso al presentarse a las Cortes este proyecto de ley, 
por un plazo que no exceda de cinco años, sin que los propietarios 
puedan oponerse a dicha prórroga mientras no demuestren el incum-
plimiento de cualquiera de las condiciones estipuladas. 
Base 19. En los contratos de arrendamiento de fincas rústicas que 
se celebren en lo sucesivo, no podrá exigirse un precio mayor que el 
importe de la renta líquida con que figuren inscritas dichas fincas en 
el Avance catastral, o que el del líquido imponible con que aparezcan 
en el Amillaramiento. 
En los contratos que hayan de quedar subsistentes, con arreglo a 
la base anterior, tendrá el arrendatario derecho a exigir baja del pre-
cio del arrendamiento, si éste fuera superior a la renta líquida o al 
líquido imponible declarado o que declare el propietario, dentro del 
término de cuatro meses, a contar desde la promulgación de la ley. 
Base 20. Si durante la vigencia de un contrato de arrendamiento, 
en virtud de lo dispuesto en la base 18, hiciere el propietario mejoras 
que produjeran o pudieran producir aumento en las utilidades para el 
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arrendatario, tendrá aquél derecho a reclamar de éste una elevación 
proporcional en el precio de arriendo, siempre que el importe total 
del mismo no exceda del de la renta líquida o líquido imponible que 
tenga señalada la finca en el momento de esa elevación del precio. 
Base 21. Todo arrendatario podra realizar en las fincas rústicas 
que cultive las mejoras que tenga por conveniente, previo aviso al pro-
pietario, por si éste quisiere realizarlas u oponerse a su ejecución, ale-
gando no estimarlas necesarias para el cultivo ni útiles para las fincas. 
Las mejoras que hiciere el arrendatario una vez cumplidas tales 
formalidades, le darán derecho a percibir, cualquiera que sea el pro-
pietario, el importe del mayor valor que por ellas haya adquirido la 
finca al terminar el contrato; y si el propietario se negara a abonárse-
lo, a prorrogar dicho contrato por un plazo de cinco a veinte años, 
que se determinará en la ley, según la índole de las mejoras. 
Cuando por razón de las mejoras realizadas por el arrendatario, en 
la forma establecida en el párrafo primero de esta base, aumente el 
líquido imponible de las fincas en más de un 50 por 100, tendrá aquél 
derecho a la expropiación,previo pago al propietario de la cantidad que 
resulte de capitalizar al 5 por 100 la renta líquida o el líquido imponi-
ble de dichas fincas antes de las mejoras, más el 10 por 100 por que-
branto y precio de afección. 
No podrá ejercitarse este derecho sino cuando se trate de la totali-
dad de una finca. En el caso de ser varios los arrendatarios de una 
sola finca, habrán éstos de ejercitar conjuntamente dicho derecho. 
Base 22. Si de la revisión que se practique en virtud de lo dispues-
to en el segundo párrafo de la base 15, resultase que una finca es sus-
ceptible de producción superior a la actual en un 20 por 100 o más, se 
concederá al dueño un plazo de dos años para que inicie los trabajos 
conducentes a dicho fin, con arreglo a un avance de plan de mejoras 
que habrá de presentar a la Administración, y ésta aprobará, señalan-
do el plazo de su ejecución. 
Base 23. Transcurridos dos años desde la publicación de la ley, 
toda persona que entienda que la renta líquida o el líquido imponible 
con que figure inscrita una finca, esté o no arrendada, es inferior a su 
capacidad productiva, y que se comprometa a satisfacer la Contribu-
ción correspondiente a una renta líquida o un líquido imponible su-
perior al menos en un 10 por 100, tendrá derecho a solicitar la expro-
piación, acompañando un anteproyecto de las mejoras que se pro-
ponga realizar, y depositando en concepto de fianza una cantidad 
igual al importe de la Contribución de un año de la finca de que 
se trate. 
Igual derecho, y con las mismas condiciones, tendrá cualquier per-
sona cuando hayan transcurrido los plazos a que se refiere la base 
anterior sin haberse iniciado o realizado las mejoras a que en ella 
se alude. 
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No se podrá hacer uso del derecho concedido en los párrafos ante-
riores respecto de fincas que cultiven y en que vivan los propietarios, 
a no ser en el caso de incumplimiento de lo dispuesto en la base pre-
cedente, ni tampoco respecto de huertos, jardines y fincas de recreo 
cuya extensión no exceda de una hectárea. 
Base 24. De la solicitud a que se refiere la base anterior, se dará 
traslado al propietario, por término de tres meses. Si el propietario 
aceptase la capacidad productiva señalada por el solicitante y el pago 
de la Contribución correspondiente a la misma, no habrá lugar a la 
expropiación. 
De no aceptar el propietario, se hará igual invitación al arrendata-
rio, si lo hubiere, quien, en su caso, tendrá derecho preferente a la 
expropiación. 
Si no aceptase ninguno de los anteriores, se expropiará la finca a 
favor del solicitante, previo depósito por éste y entrega al propietario 
del precio que resulte de capitalizar al 5 por 100 la renta líquida o el 
líquido imponible con que figure inscrita la finca de que se trate, más 
el 10 por 100 por quebranto y precio de afección. Si la finca estuviere 
arrendada y el arrendatario hubiere hecho en ella mejoras, se dedu-
cirá del precio la parte correspondiente a las mismas. 
La expropiación en favor del arrendatario se hará en iguales con-
diciones. 
Cuando varias personas soliciten la expropiación de una misma 
finca, se concederá a la que ofrezca el pago de mayor Contribución, 
de entre aquéllas cuyos anteproyectos de mejoras sean aprobados. 
En igualdad de circunstancias, tendrán siempre preferencia las Co-
munidades y Juntas de labradores y las Cooperativas de trabajo de 
obreros agrícolas. 
Cuando por cualquier causa no se conceda a un solicitante la ex-
propiación que hubiere pedido, se le devolverá la cantidad depositada 
en concepto de fianza. Si se accediera a su pretensión, se considerará 
el importe de tal fianza como parte del precio, a los efectos de la en-
trega de éste. Y en el caso de que el solicitante no entregue el precio 
dentro del término que se fije en la ley, perderá la fianza, que se dis-
tribuirá por mitad entre el Tesoro y el propietario. 
Base 25. Si la persona a cuyo favor se haya hecho la expropiación, 
no realizare, dentro de los plazos fijados, las mejoras a que se hubie-
re comprometido, por causa a ella imputable, se elevará al duplo la 
contribución que deba pagar por la finca. 
Base 26. No obstante lo establecido en las bases 23 y 24, se respe-
tarán por el nuevo propietario los contratos de arrendamiento, en los 
términos que se fijan en las bases precedentes, siempre que resulten 
compatibles con el plan de mejoras que hayan de introducirse en 
la finca. 
Si fueran incompatibles, tendrá derecho el arrendatario a que el 
23 
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nuevo propietario le consienta recoger los frutos de la cosecha pen-
diente, le indemnice de las utilidades líquidas que pudiera obtener en 
un año de arrendamiento y le abone el importe de las mejoras hechas, 
conforme a lo que establece la base a i . 
Base 27. Todo arrendatario que a la presentación de este proyecto 
de ley lleve, por sí., en cultivo la totalidad de una finca, durante vein-
te o más años, o en unión de sus ascendientes durante treinta años al 
menos, y que se comprometa a pagar la contribución correspondien-
te a una renta líquida o un líquido imponible superior en un 10 
por 100, tendrá derecho a expropiarla, previo pago al propietario del 
precio que resulte de capitalizar al 5 por 100 la renta liquida o el lí-
quido imponible que figuren en el Avance catastral o Amillaramiento, 
deduciendo el importe de las mejoras abonables, a tenor de la base 21, 
y agregando un 10 por 100 por quebranto y precio de afección. 
En el caso de ser varios los arrendatarios de una finca, habrán és-
tos de ejercitar conjuntamente el referido derecho. 
Si los arrendatarios no lo ejercitasen, tendrán igual derecho, y con 
las mismas condiciones-en cada localidad, las Comunidades, Juntas 
de labradores y Cooperativas de trabajo agrícolas, respecto de las fin-
cas pertenecientes a hacendados forasteros. 
Cuando las adquisiciones se realicen por las entidades referidas en 
el párrafo anterior, tendrán que respetarse, durante cinco años, los 
contratos de arrendamiento existentes, salvo que por pacto tengan 
éstos una mayor duración. 
Las fincas adquiridas con arreglo a lo establecido en esta base, no 
podrán ser enajenadas durante un plazo de cinco años. 
Base 28, A los efectos de las bases anteriores, se entenderá por 
arrendamiento todo contrato, escrito o verbal, por virtud del cual se 
cultiven tierras ajenas, ya sea en colonia, subarriendo, aparcería o 
cualquiera otra forma análoga, y se considerará como arrendatario, a 
iguales efectos, al colono, aparcero, subarrendatario o cultivador en 
general de tierras ajenas mediante precio. 
Los derechos que en esta ley se otorgan a los arrendatarios, se en-
tenderán concedidos, en caso de subarriendo, únicamente en favor de 
los subarrendatarios. 
Base 29. Las fincas rústicas gravadas con censos, foros, subforos, 
rabassa mor ía y cualesquiera otros gravámenes de la misma naturale-
za, estarán sujetas a las propias reglas establecidas en las bases 22, 23 
y 24, con las modificaciones siguientes: 
Cuando de la revisión a que se refiere la base 22, resulte que la fin-
ca de que se trate es susceptible de mayor producción, los plazos que 
se señalan en aquella base, serán concedidos al censatario, forero o 
poseedor de dicha finca. 
De la solicitud de tercera persona a que se refieren las bases 23 y 
24, se dará traslado al poseedor de la finca gravada. Cuando éste acep-
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te el pago de la Contribución correspondiente a la mayor renta líqui-
da o al mayor líquido imponible que se fije, tendrá derecho a redimir 
el gravamen que sobre aquélla pese mediante el precio estipulado en 
los contratos respectivos, el que corresponda con arreglo a los pre-
ceptos del Código civil, y en su defecto el que resulte de capitalizar la 
pensión a un tipo que variará entre el 4 y el 6 por 100, según la índole 
de la carga, en la cuantía y forma que la ley determine. 
En el caso de expropiación en favor de tercera persona, satisfará 
ésta al poseedor de la finca el precio que resulte de capitalizar al 5 por 
100 la renta líquida o el líquido imponible, deduciendo el importe de 
la carga si no estuviera ya deducido, y con más el 5 por 100 por que-
branto y precio de afección. El adquirente tendrá derecho a redimir 
el gravamen en las condiciones establecidas en el párrafo anterior. 
Base 30. Cuando los derechos que integran el dominio estén d iv i -
didos entre varías personas, y alguna de ellas cultive por sí misma la 
finca, tendrá, además de los derechos que de su título se deriven, los 
que estas bases conceden a los arrendatarios. 
Cuando los derechos que integran el dominio estén divididos entre 
varias personas y ninguna cultive por sí misma la finca, los cultiva-
dores tendrán respecto de ellas todos los derechos que en estas bases 
se les conceden, y las relaciones entre los cultivadores y dichas per-
sonas, y de éstas entre sí, se determinarán, en la forma que la ley es-
tablezca, por la respectiva valoración de sus derechos. 
Tanto en uno como en otro caso, los derechos que estas bases con-
ceden a los terceros se darán contra las distintas personas entre quie-
nes esté dividido el dominio, y las relaciones entre aquéllos y éstas, y 
de éstas entre si, se determinarán como se establece en el párrafo an-
terior. 
Base 31. Transcurridos los plazos a que se refieren las bases 22 y 
23, y mientras no se solicite la expropiación, tendrá el Estado, me-
diante el pago del precio señalado en la base 24, la facultad de expro-
piar a su favor, con objeto de poder enajenar las fincas rústicas de 
que se trate, por parcelas, a plazos o en la forma que estime más con-
veniente para facilitar el cultivo. 
Base 32. Transcurridos dos años desde la publicación de la ley, 
todo solar edificable, situado en el interior de una capital de provincia 
o población mayor de 20.000 habitantes, estará sujeto a un recargo 
del 20 por 100 sobre la cuota por contribución territorial. 
Los solares sitos en las zonas de ensanche de las mismas poblacio-
nes sufrirán un recargo en la contribución territorial del 10 por 100, 
pasados cinco años desde la publicación de la ley. 
Estos recargos dejarán de exigirse desde que comience la edifica-
ción sobre el solar. Si se interrumpieran las obras por culpa del pro-
pietario, volverá a exigirse el recargo. 
Base 33. Toda persona que pretenda edificar en solar ajeno situado 
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en capital de provincia o población mayor de 20.000 habitantes, ten-
drá derecho asolicitar su expropiación, acompañando el anteproyecto 
de la edificación que se proponga construir, y depositando, en con-
cepto de fianza, el importe de la contribución de un año de la finca de 
que se trate. 
De esa solicitud se dará traslado al propietario, por término de dos 
meses, a fin de que manifieste si desea él edificar. De no querer ha-
cerlo, se verificará la expropiación del solar, previo depósito por el 
solicitante y entrega al propietario del precio que resulte de capitali-
zar al 5 por 100 el líquido imponible, con más el 5 por 100 en concepto 
de quebranto y afección. 
Si el adquirente no ejecutare las obras por causa a él imputable, 
dentro del plazo en que se hubiere comprometido a hacerlo, se le du-
plicará la cuota contributiva. 
De aceptar la invitación el propietario, se le concederá un plazo 
para la edificación, y transcurrido éste sin que la haya realizado por 
causa a él imputable, se le impondrá un recargo del 50 por 100 de la 
contribución. 
Cuando por cualquier causa no se conceda a un tercero la expro-
piación que hubiere solicitado, se le devolverá la cantidad que haya 
depositado en concepto de fianza. Si se accediere a su pretensión, se 
considerará este depósito como parte del precio a los efectos de la en-
trega del mismo. Y en el caso de que el solicitante no entregue el pre-
cio dentro del término que se fije en la ley, perderá la fianza, que se 
distribuirá por mitad entre el Tesoro y el propietario. 
Base 34. En todos los casos de expropiación por utilidad pública 
no podrán pretender los dueños de las fincas rústicas o urbanas de 
que se trate una valoración superior a la que resulte de capitalizar 
al 5 por 100 la renta líquida que figure en los Avances catastrales o 
Registros fiscales, o el líquido imponible que aparezca en los Amil la-
ramientos, con más el 5 por 100 en concepto de quebranto y precio de 
afección. 
Base 35. E l Estado podrá ceder las fincas rústicas que posea, y 
que, no estando destinadas a ningún servicio público, se hallen i m -
productivas, a cualquiera que lo solicite, con sujeción a las reglas 
siguientes: 
1. a Será requisito indispensable para la admisión de la correspon-
diente solicitud que el peticionario no sea, ni haya sido, deudor a la 
Hacienda por contribución territorial en los cinco últimos años. 
2. ' No podrá adjudicarse a cada solicitante terrenos cuya exten-
sión exceda de 40 hectáreas, para lo cual se dividirán en parcelas las 
fincas de extensión mayor, en la forma que se estime conveniente. 
3. ' Con cada solicitud habrá de presentarse el plan de las mejoras 
y obras que se proponga realizar el solicitante para poner en cultivo 
la finca. 
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4. ' Aprobado que sea por la A d m i n i s t r a c i ó n el pian a que se refiere 
la regla anterior, e n t r a r á el solicitante en el disfrute de la finca, gra-
tuitamente y con e x e n c i ó n del pago de la c o n t r i b u c i ó n territorial por 
el tiempo que se haya calculado y aprobado para la r e a l i z a c i ó n de las 
obras o mejoras. 
5. * Transcurrido ese plazo y h a b i é n d o s e terminado en él dichas 
obras o mejoras, el Estado c e d e r á al expresado solicitante el dominio 
de la finca, y q u e d a r á sujeta é s t a al pago de la C o n t r i b u c i ó n que le co-
rresponda. 
6. a Transcurrido dicho plazo sin haberse realizado las obras o me-
joras consignadas en el plan aprobado, por causas que la Administra-
c i ó n estime dependientes de la voluntad del solicitante, s e r á é s t e p r i -
vado de la p o s e s i ó n de la finca, quedando en beneficio del Estado las 
obras o mejoras realizadas. 
7. a S i las obras o mejoras a realizar no hubieran podido ser termi-
nadas en el plazo que se fijare, por causas que la A d m i n i s t r a c i ó n esti-
me independientes de la voluntad del interesado, p o d r á serle concedi-
da a é s t e una p r ó r r o g a , que no exceda de la mitad de dicho plazo. Ter -
minada la p r ó r r o g a , se c u m p l i r á lo establecido en la regla $.*, si las 
mejoras hubiesen sido terminadas, y en el caso contrario, s erá priva-
do de la finca el solicitante, quedando en beneficio del Estado las obras 
o mejoras realizadas. 
8. * Cuando haya varios solicitantes respecto de una misma finca, 
se a d j u d i c a r á é s t a a aquel cuyo plan de aprovechamiento estime m á s 
beneficioso la A d m i n i s t r a c i ó n . 
Base 36. Las fincas r ú s t i c a s del Estado no destinadas a servicios 
p ú b l i c o s y susceptibles de inmediato cultivo, p o d r á n ser cedidas con 
s ó l o el cumplimiento de los requisitos establecidos en las reglas ! . • 
y 2 . ' de la base anterior, a cualquiera que lo solicite, mediante el abo-
no, por anticipado, de la c o n t r i b u c i ó n correspondiente a un a ñ o . 
Cuando haya varios solicitantes se a d j u d i c a r á la finca a aquel que 
declare para ella mayor l í q u i d o imponible. 
Base 37. E l aumento de riqueza que se obtenga por virtud de lo 
dispuesto en las bases anteriores, c o n t r i b u i r á fuera de cupo en las lo-
calidades sujetas a este r é g i m e n . 
Base 38. S e r á nula toda e s t i p u l a c i ó n por la que se renuncie a cual-
quiera de los derechos concedidos en esta ley. 
Base 39. Para la r e s o l u c i ó n de las cuestiones que se susciten con 
motivo del ejercicio de los derechos establecidos en las bases prece-
dentes, exceptuando las que e s t é n atribuidas al conocimiento de la 
A d m i n i s t r a c i ó n , se c r e a r á n Tribunales a g r í c o l a s en las cabezas de par-
tido, compuestos del Juez de primera instancia. Presidente, de dos 
Jurados y un suplente, propietarios, y de otros dos Jurados y un s u -
plente, cultivadores, no propietarios. La e l e c c i ó n de los Jurados se 
hará cada dos a ñ o s , en la forma que la ley determine, entre todos 
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los que tengan vecindad en el territorio y disfruten de la capacidad 
necesaria. 
La competencia se determinará por el lugar donde se halle situada 
la finca origen de la controversia. 
El procedimiento será sumario, y se ajustará, en cuanto le sean 
aplicables, a los preceptos de la ley de Tribunales industriales de 22 
de julio de 1912 . 
No se someterán a los Tribunales agrícolas las cuestiones a que 
pueda dar lugar la aplicación de la ley, sino cuando asi lo reclame al-
guna de las partes. 
Base 4 0 . El Gobierno estimulará, por los medios a su alcance, la 
formación de instituciones que faciliten: 
a) La adquisición de fincas rústicas por los cultivadores; 
b) La realización de mejoras en dichas fincas; 
c) E l fomento en cualquier forma de la riqueza inmueble. 
Base adicional. Los actuales poseedores de bienes del Estado, que 
por sí o por sus ascendientes, descendientes, cónyuges o colaterales 
hasta el tercer grado, los hubieren reducido a cultivo, y cultivado nor-
malmente con anterioridad a la fecha de esta ley, tendrán derecho a 
que se les adjudiquen administrativamente, con las condiciones si-
guientes: 
Si los terrenos fueren cultivados por los propios poseedores, la ad-
judicación se hará previa justificación de hallarse amillaradas o ins-
critas en el Catastro las fincas de que se trate, y de estar el solicitante 
al corriente en el pago de la Contribución. Se entenderán para estos 
efectos como cultivadas por los propietarios las fincas dadas en 
aparcería. 
Cuando se trate de poseedores que no cultiven por sí mismos las 
fincas, será indispensable para la adjudicación a su favor: 
i.0 Tener inscritas en el Amillaramiento o en el Catastro, la finca 
o fincas de que se trate. 
2.0 Estar al corriente en el pago de la Contribución. 
3.0 Satisfacer un canon del 5 por 1 0 0 anual del valor de la finca o 
fincas, durante diez años. 
Si dichos poseedores simulasen el cultivo directo para eludir el 
pago del canon referido, les será aplicable la disposición del párrafo 
último de la base 17. 
Art. 2.0 La ley redactada con sujeción a las bases consignadas en 
el artículo anterior deberá ser publicada en la Gacela de Madrid, den-
tro del plazo máximo de seis meses a contar desde el día de la pro-
mulgación de la presente. 
Una vez publicada la ley, el Gobierno dará cuenta de ella inmedia-
tamente a las Cortes si estuviesen reunidas, o, en otro caso, en la pri-
mera reunión que celebren. 
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La ley no empezará a regir ni producirá efecto alguno hasta que se 
cumplan los sesenta días siguientes a aquel en que se haya dado cuenta 
a las Cortes de su publicación en la Gaceta de Madrid. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 

Proyecto de ley sobre constitución de un Banco 
Agrícola Nacional. 
A LAS CORTES 
Al cumplir el Gobierno de S. M . el compromiso contraído de pre-
sentar al Parlamento un plan completo económico financiero, no ha-
bía de olvidar la riqueza agrícola, que en España, por falta de elemen-
tos, se desarrolla en condiciones de manifiesta inferioridad, con rela-
ción a otros países. Por lo que ella representa en la economía nacio-
nal, y porque de otro modo resultarían poco menos que estériles los 
intentos del Estado para favorecer la evolución del cultivo, es preciso, 
ante todo, proveerla de los medios económicos necesarios para que 
puedan los agricultores mejorar el suelo, y buscar un mayor rendi-
miento al capital y al trabajo. 
Impónese hace muchos años la constitución de un organismo que 
proporcione aquellos medios en condiciones eficaces, ya que otras 
formas de crédito que hasta ahora se ensayaron, apenas si dieron fru-
to; y en cuanto a los Pósitos, no sería prudente transformar de modo 
súbito su organización tradicional, de escasa eficacia si se quiere, pero 
fecunda y fácil dentro de su reducida órbita. 
A aquel fin responde el presente proyecto, mediante la creación del 
Banco agrícola nacional de España, insistentemente reclamado por 
los agricultores, con el número de Sucursales y Agencias que se con-
sidere necesario para que pueda extender su beneficiosa acción a to-
das las regiones, ya con su propio capital, o bien sirviendo de inter-
mediario entre capitalistas y agricultores, por virtud de la emisión y 
negociación de obligaciones y bonos agrarios al portador. 
Procúrase delimitar bien la esfera de acción del nuevo organismo, 
señalando taxativamente las operaciones que ha de realizar, y asegu-
rando el cumplimiento de su fin principal, mediante la obligación que 
se le impone de emplear en préstamos y cuentas de crédito a los agri-
cultores los dos tercios, cuando menos, del capital con que opere. 
A nadie se le oculta que hoy la inmensa mayoría de nuestros agricul-
tores tropieza con la falta de numerario para cultivar y mejorar las 
tierras, y que tal dificultad es muchas veces insuperable por las con-
24 
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diciones, ruinosas para ellos, en que les ofrece la usura rural los me-
dios que necesitan. La índole especial del crédito agrícola, que exige 
la mayor amplitud en la aceptación de garantías, ha sido, sin duda, la 
causa de que los organismos de crédito hoy existentes no hayan bas-
tado a remediar dicha situación. Por ello ha sido objeto de especial 
cuidado la regulación de las operaciones de crédito que el Banco haya 
de realizar. 
Lo que se dice del crédito puede aplicarse también a multitud de 
otras operaciones, como la de seguro agrícola; compra de abonos, 
aperos, semillas, etc., venta de los productos de la agricultura, y tan-
tas más que los labradores tienen que hacer aisladamente, venciendo 
considerables obstáculos o entregándose en manos de personas que en 
muchos casos les explotan, en vez de favorecerlos. El nuevo Banco fa-
cilitará dichas operaciones, y además realizará otras indispensables 
para las propiamente agrícolas, evitando que el agricultor haya de 
acudir a varias entidades bancadas, estando, como están en la mayo-
ría de los casos, íntimamente unidas todas esas operaciones. 
A la constitución del Banco contribuye el Estado con una cantidad 
importante, y en su funcionamiento se reserva, a más de aquella in -
tervención a que su participación en el capital fundacional le da dere-
cho, la necesaria para asegurar el cumplimiento de la importante mi-
sión social que dicho Banco ha de realizar. 
Para el cumplimiento de sus fines, se le otorga toda clase de me-
dios, autorizándole que constituya organismos de responsabilidad l i -
mitada, dedicados especialmente a algunos de tales fines que requie-
ren un peculiar desarrollo, anticipándole las cantidades que invierta 
en préstamos hipotecarios, y concediéndole otras facilidades, incluso 
alguna nueva en nuestra legislación, aunqué en otras ocasiones pro-
yectada, cual es la de la creación de la cédula titular de la propiedad 
inmueble. Esta innovación, que seguramente ha de facilitar en gran 
manera la constitución y realización de la garantía hipotecaria, puede 
producir en la práctica muy beneficiosos resultados, por lo cual se au-
toriza al Gobierno para que, de ser así, le dé carácter de generalidad, 
aplicándola a otros actos o contratos. 
Prescindiendo de eruditas referencias a organizaciones extranjeras, 
yendo directamente a la clave de la dificultad, que ha sido, hasta aho-
ra, la falta de numerario disponible para instituciones de crédito agra-
rio; acomodándose a la situación real de nuestra patria, el Gobierno 
ofrece al Parlamento una solución con el deseo de huir de disertacio-
nes académicas y de hallar en ella una fórmula financiera, de la que 
brote el numerario por que suspiran hace tantos años nuestros culti-
vadores. 
Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, y autorizado por S. M . , tiene el 
honor de someter a la aprobación de las Cortes el adjunto 
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PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Se autoriza al Gobierno para constituir un Banco Agrí-
cola Nacional, con sujeción a las siguientes bases: 
Base i.a El Banco tendrá la forma anónima y se denominará Banco 
Agrícola Nacional de España. 
Se constituirá por tiempo indeterminado y no podrá disolverse por 
la voluntad de los socios, sin la autorización del Gobierno. 
El Banco estará domiciliado en Madrid y tendrá sucursales en to-
das las poblaciones en que sean convenientes para el cumplimiento de 
sus fines generales. 
El establecimiento de sucursales se hará por iniciativa del Banco, 
con la aprobación del Ministro de Hacienda. 
Dentro de los dos años siguientes a la constitución del Banco, ha-
brá de hallarse abierta al público una sucursal, por lo menos, en 
cada una de las regiones agrícolas peninsulares, excepto en aquella 
que pueda ser servida por la Oficina central. 
Establecida una sucursal, no podrá ser suprimida sin la autoriza-
ción del Ministro de Hacienda. 
E l Banco podrá además, sin necesidad de autorización, establecer 
agencias o representaciones en todos los pueblos o lugares en que las 
estime precisas para facilitar sus relaciones con los agricultores. 
Base 2.a E l Banco podrá realizar las operaciones que se expresan a 
continuación: 
i.0 Otorgar préstamos en metálico: 
A) Para las necesidades del cultivo, su mejora o transformación. 
B) Para la compra de semillas, aperos, máquinas, abonos, gana-
dos, y, en general, cuantos elementos sean precisos para las explota-
ciones agrícolas. 
C) Para la incorporación de parcelas y redención de cargas reales 
sobre fincas rústicas. 
D) Para alumbramiento de aguas, establecimiento o ampliación de 
riegos, regulación de cursos de agua, obras de defensa de terrenos 
agrícolas, saneamiento y desecación de terrenos, construcción de ca-
minos, edificaciones rurales, repoblación forestal, plantaciones de 
olivares, viñas y árboles frutales, y, en general, para obras de mejora 
permanente de las fincas rústicas. 
E) Para la adquisición de fincas por los que hayan de cultivarlas 
o por otras personas que estén dispuestas a realizar mejoras en ellas. 
F) Para la adquisición o arrendamiento de ganados, pastos, y, en 
general, cuantos elementos sean necesarios para el fomento de la ga-
nadería. 
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G) Para el pago de los arrendamientos y las contribuciones i m -
puestas sobre las fincas rústicas y la ganadería. 
H) Para la instalación de establecimientos de enseñanza, investi-
gación o demostración agrícolas, y la mejora o ampliación de los 
existentes. 
2.0 Abrir cuentas de crédito para los mismos fines señalados en el 
número anterior. 
3.0 Adquirir fincas rústicas para cederlas en parcelas, al contado 
o a plazos, a los cultivadores. 
4.0 Explotar y mejorar las fincas rústicas que adquiera conforme 
al número anterior, o en pago de lo que se le adeude por capital o 
intereses. 
5.0 Aceptar letras y prestar afianzamiento de obligaciones. 
6.° Admitir depósitos regulares y custodia de valores y efectos. 
7.0 Abrir cuentas corrientes de efectivo y depósitos bancarios. 
8.° Adquirir por cuenta propia en el Reino o en el Extranjero, abo-
nos, aperos, semillas, máquinas, ganados y demás elementos de la in-
dustria agrícola y ganadera, para revenderlos en España, al contado 
o a plazos. 
9.0 Adquirir por cuenta ajena, en España o en el Extranjero, los 
mismos productos o elementos expresados en el anterior apartado, 
recibiendo su importe al contado o a plazos. 
10. Establecer almacenes, silos y depósitos para los productos de 
la agricultura y de la ganadería, y expedir resguardos transferibles o 
intransferibles de los productos en ellos depositados. 
11. Vender en comisión los productos de la agricultura y de la ga-
nadería, en España o en el Extranjero, estableciendo para ello las 
agencias que estime necesarias. 
12. Otorgar seguros agrícolas. 
13. Librar, expedir, negociar, cobrar y pagar, por cuenta propia o 
ajena, cualesquiera documentos de crédito y giros precisos para la 
práctica de las operaciones señaladas en los apartados anteriores o 
que sean consecuencia de ellas. 
E l Banco podrá adquirir y poseer las fincas urbanas y los bie-
nes muebles necesarios para la realización de las mencionadas ope-
raciones. 
E l Gobierno, oyendo al Consejo de Estado, podrá autorizar al Ban-
co para verificar operaciones no previstas en esta base, siempre que 
sean de igual o análoga naturaleza y de manifiesta importancia para 
la agricultura o la ganadería. 
Base 3/ Las operaciones de los números letra H, 6.°, 7.0 y 13 
de la base anterior, podrá realizarlas el Banco con cualquier persona 
o entidad; las demás, solamente con propietarios de fincas rústicas, 
cultivadores, ganaderos, explotadores de alguna industria rural, o co-
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lectividades formadas por los mismos para fines agrícolas o gana-
deros. 
Esto no obstante, el Banco podrá hacer con otras personas las ope-
raciones necesarias para la debida ejecución de las que verifique con 
las personas o colectividades anteriormente mencionadas. 
Para realizar cualquiera operación con personas distintas de las 
enumeradas en los párrafos anteriores o sus representantes, necesita-
rá el Banco autorización del Ministro de Hacienda, el cual sólo podrá 
concederla cuando entienda que dicha operación ha de reportar algu-
na utilidad a la agricultura o a la ganadería. 
Base 4.a Para la realización de las operaciones señaladas en el nú -
mero 10 de la base 2.% tendrá el Banco la consideración legal de Com-
pañía de Almacenes generales de depósito, a los efectos de la emisión 
de resguardos. 
Las conexiones de los almacenes de depósitos del Banco con los 
puertos, ferrocarriles y caminos ordinarios de servicio público serán 
consideradas como de utilidad pública a los efectos de la expropiación 
forzosa. 
Base 5.' E l capital del Banco será de 100 millones de pesetas, de 
los cuales aportará el Estado hasta 25, y el resto se cubrirá por apor-
tación particular, para lo cual el Gobierno abrirá un concurso entre 
entidades bancarias españolas o una suscripción pública, según esti-
me más conveniente, estableciendo en cada caso las condiciones y 
plazos de uno o de otra. 
Si el Banco se constituyese por concurso entre entidades banca-
rias, aquella o aquellas a quienes se adjudicase, quedarán obligadas a 
poner a disposición del público el 25 por 100, al menos, de las accio-
nes, en las mismas condiciones en que ellas las adquieran. 
Si el Banco se constituyese por suscripción pública, y ésta excediere 
de límite fijado, se hará el correspondiente prorrateo entre los sus-
criptores. En el caso de que no se suscribieren los 75 millones, el Go-
bierno, oyendo el Consejo de Estado, podrá constituir el Banco, si 
considera suficiente de momento la cantidad suscrita, quedando en 
cartera el resto de las acciones. 
Al constituirse el Banco se determinará la parte de capital que ha 
de desembolsarse desde luego, y las reglas a que han de sujetarse los" 
sucesivos desembolsos, a medida que las necesidades de aquél lo re-
quieran. El desembolso del Estado y el de los particulares habrán de 
estar siempre en la misma proporción. 
La parte de capital de aportación particular estará representada 
por acciones nominativas de 500 pesetas cada una. Las acciones en 
poder de extranjeros no podrán exceder de la quinta parte del capital 
desembolsado. 
Base 6.* A la aportación particular del capital del Banco, podrá 
concurrir la Delegación Regia de Pósitos con sus fondos disponibles, 
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y los mismos Pósitos, autorizados por aquélla, con los que tengañ en 
su poder. 
Base 7.a Se autoriza al Gobierno para emitir y negociar en la for-
ma y condiciones que estime más seguras y convenientes a los inte-
reses del Estado, Deuda pública, en la cantidad necesaria para satis-
facer las cantidades correspondientes a la participación del Estado en 
el capital del Banco, cada vez que deba realizarse un desembolso a 
cuenta de dicha participación. 
Se entenderán comprendidos los créditos necesarios para el servi-
cio de la Deuda que se emita y negocie en uso de esta autorización, en 
el estado letra A de los Presupuestos generales del Estado. 
Base 8/ Las aportaciones del Estado y las de los particulares, 
participarán en las ganancias y pérdidas del Banco, en la forma si-
guiente: 
A) Una vez hechas del producto líquido las deducciones estatuta-
rias, se asignará un 5 por 100 de interés anual a las acciones de las 
aportaciones particulares; 
B) Hecha la asignación anterior, se aplicará, si las utilidades alcan-
zasen a ello, un 5 por 100 a las acciones que representen la aportación 
del Estado; 
C) Equiparadas con arreglo a los dos anteriores párrafos, las accio-
nes de las aportaciones de los particulares y del Estado, el resto de los 
beneficios se distribuirá por igual entre unas y otras acciones; 
D) Las pérdidas que tuviere el Banco afectarán por igual a las ac-
ciones de ambas clases. 
En caso de liquidación, la masa social se distribuirá entre el Esta-
do y los partícipes particulares en proporción del importe de sus res-
pectivas participaciones en el capital nominal del Banco. 
La liquidación habrá de ser necesariamente intervenida por el 
Estado. 
E l importe de lo que deba percibir el Tesoro con arreglo a esta 
base, se figurará en el estado letra B de los Presupuestos generales 
del Estado. 
Base 9.' El Banco Agrícola Nacional de España estará facultado 
para emitir y negociar obligaciones en las condiciones consignadas en 
el artículo 176 del Código de Comercio, con la autorización del Go-
bierno. También podrá, igualmente, con autorización del Gobierno, 
emitir y negociar bonos agrarios al portador, con interés y a venci-
miento fijo de tres meses a tres años. 
E l valor total de las obligaciones y bonos en circulación no podrá 
exceder del duplo de la suma del capital desembolsado y del fondo ge-
general de reserva. 
Base 10. E l Estado podrá facilitar al Banco una suma igual a las 
cantidades que éste invierta en préstamos hipotecarios, hasta la cifra de 
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IOO millones de pesetas, teniendo derecho preferente sobre las hipote-
cas constituidas en garantía de tales préstamos mientras no sea rein-
tegrado. E l interés de la operación u operaciones, será igual al de la 
Deuda pública que se emita en virtud de lo dispuesto en el párrafo si-
guiente. El reintegro de dichas cantidades se verificará por anualida-
des fijas, pudiendo, esto no obstante, el Banco anticipar el reembolso 
total o parcialmente. 
Para cubrir las cantidades que el Estado facilite al Banco, podrá el 
Gobierno emitir y negociar, en las condiciones más favorables para los 
intereses del Tesoro, Deuda pública, que se denominará «Deuda espe-
cial hipotecaria del Tesoro» amortizable por anualidades fijas. Esta 
deuda gozará de todas las garantías y privilegios de la Deuda pública 
y de las exenciones privativas de la del Tesoro y tendrá además por 
garantía especial las cantidades entregadas por el Estado al Banco, 
con los derechos preferentes que en el párrafo primero de esta base se 
consignan. 
E l Tesoro se reservará siempre el derecho de amortizar anticipada-
mente toda emisión, o parte de ella, reembolsando los títulos a la par 
o adquiriéndolos libremente en el mercado. Si la amortización se hi-
ciera por reembolso y no alcanzase a todos los títulos de una emi-
sión, se designarán por sorteo público los que hayan de quedar amor-
tizados. 
Se entenderán comprendidos en el estado letra A de los Presupues-
tos generales del Estado los créditos necesarios para el servicio de 
la Deuda que se emita y negocie en virtud de lo anteriormente esta-
blecido. 
Los gastos de emisión y negociación y los del servicio de pago de 
cupones y títulos amortizados serán de cuenta del Banco, el cual, den-
tro de los quince días siguientes a la notificación de las liquidaciones, 
reintegrará al Estado el importe de las cantidades que éste hubiese 
pagado por los conceptos referidos. 
Se figurará en el estado letra B de los Presupuestos generales del 
Estado el importe de los intereses y reintegros que el Banco abone al 
Estado por razón de las cantidades que éste le facilite. 
Base t i . Los préstamos y cuentas de crédito que el Banco otorgue 
tendrán como garantía alguna o algunas de las siguientes: 
4^) Fianza de persona o personas de responsabilidad, a juicio del 
Banco. 
B) Pignoración de efectos públicos o de los emitidos por Socieda-
des o Compañías domiciliadas en España, que hayan sido admitidos 
a negociación en las Bolsas oficiales. 
C) Pignoración de cosechas, frutos pendientes, máquinas, aperos, 
ganados y demás elementos de la industria agrícola y de la ganadería. 
Estas garantías, sin cambiar de esencia, podrán quedar en poder del 
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deudor, y si éste dispusiere de ellas sin conocimiento ni autorización 
del Banco, incurrirá en la responsabilidad del núm. 5.0delart. 548 del 
Código penal; 
D) Hipoteca de fincas rústicas y urbanas. 
Cuando la garantía sea la citada en el apartado^, el préstamo o la 
cuenta de crédito se otorgará por un período máximo de seis meses, 
prorrogable por otros seis. 
Cuando la garantía sea la mencionada en el apartado B, dicho 
plazo no excederá de un año, prorrogable por otro, y la cantidad por 
que se conceda el préstamo o se abra la cuenta de crédito, no podrá 
pasar del 90 por 100 del valor de cotización de ios valores públicos, o 
del 75 del de los industriales. 
Las operaciones que tengan como garantía la señalada en el apar-
tado C, se harán por el plazo máximo de tres años y cantidad que no 
exceda de dos tercios del valor de los bienes pignorados. 
En las cuentas de crédito con garantía hipotecaria, el plazo poi-
que se abran no excederá de cinco años, y el importe de las mismas 
no podrá pasar del 75 por 100 del valor de los bienes hipotecados, de-
ducido del importe de las cargas que pesen sobre ellos. Sólo se esti-
mará en el valor de la finca el de las plantaciones, edificaciones u 
otras mejoras expuestas a destrucción, cuando su valor estuviere de-
bidamente asegurado. 
En los préstamos hipotecarios el límite de su importe será el se-
ñalado en el párrafo anterior, y el plazo por que se otorguen podrán 
ser hasta de veinticinco años. 
E l Banco podrá otorgar préstamos o abrir cuentas de crédito a las 
Asociaciones de agricultores y ganaderos constituidas legalmente, 
con la sola garantía personal y solidaria de los asociados. Estas ope-
raciones no podrán hacerse por plazo mayor de un año, prorrogable 
de seis en seis meses, y habrán de ser objeto, necesariamente, de 
acuerdo del Consejo de administración en cada caso. 
Base 12. E l Banco habrá de emplear en préstamos y cuentas de 
crédito los dos tercios, cuando menos, del capital desembolsado y del 
importe de las Obligaciones y bonos en circulación. 
De dichos dos tercios no podrá invertir más que uno en operacio-
nes con garantía hipotecaria. 
Base 13. Los préstamos y créditos que otorgue el Banco devenga-
rán un interés anual que no podrá exceder del 5 por 100. 
Cuando por circunstancias extraordinarias no sea posible al Banco 
mantener tal límite de interés, podrá aumentarse éste con autoriza-
ción expresa del Ministro de Hacienda, y sólo por el tiempo que di-
chas circunstancias duren, pero sin que en ningún caso pueda el 
aumento exceder del 1 por 100 del tipo de interés que el propio Banco 
pague por las obligaciones emita. 
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El interés no será recargado, en concepto de comisión o cualquie-
ra otro, con una cantidad superior a la corriente en el mercado. 
Base 14. E l reintegro de los préstamos que excedan de 1.000 pese-
tas, y el pago de sus intereses, se realizarán por anualidades fijas, en 
la proporción y condiciones que se establezcan al hacerse la con-
cesión. 
E l Consejo de administración del Banco podrá acordar, en casos 
excepcionales, que durante los tres primeros años sólo se exija el i n -
terés. 
El reintegro de los préstamos que no excedan de 1.000 pesetas, y 
el de las cuentas de crédito, cualquiera que sea su cuantía, así como 
el pago de los intereses, se hará en la forma y condiciones que para 
cada caso se estipulen. 
No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, el prestatario 
podrá anticipar el reembolso total o parcial de los préstamos o crédi-
tos que le hayan sido concedidos, pero deberá anunciarlo con tres 
meses de antelación por lo menos. Si lo hiciera sin mediar este aviso, 
pagará una indemnización que, en ningún caso, podrá exceder del 
1 por 100 de la cantidad reembolsada anticipadamente. 
Sólo será exigible el interés correspondiente a las cantidades no 
reembolsadas. 
Base 15. Las personas naturales deudoras al Banco por préstamos 
a largo plazo, podrán en cualquier momento, de la vigencia de dichos 
préstamos, exigir la combinación de la amortización con el seguro 
para caso de muerte del deudor. 
E l otorgamiento de otras combinaciones de la amortización con el 
seguro de vida, será siempre potestativo para el Banco. 
Base 16. E l Banco, previa notificación al deudor, y en su caso al 
tercer poseedor, podrá exigir el reintegro anticipado de sus présta-
mos en los siguientes casos: 
A) Por falta de pago de los intereses o de alguno de los plazos del 
capital; 
B) Por incumplimiento de cualquiera de las condiciones del con-
trato; 
C) Por reducción del valor de la garantía a menos de los límites 
mínimos previstos en esta ley, en los casos de los apartados B) y C) 
de la base 11, y por daños sobrevenidos en las fincas en el caso del 
apartado D) de la propia base. 
Base 17. Se crea la cédula titular de la propiedad inmueble, que 
será un certificado expedido con arreglo a modelo por el Registrador 
de la propiedad correspondiente, y en el que se contendrán, con vista 
de la titulación de cada finca y de lo que respecto de sus cargas resul-
te, las indicaciones necesarias para su determinación jurídica y mate-
rial y el estado de dichas cargas. Quedará en poder del Registrador 
25 
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Ja titulación presentada por el propietario, y de la expedición de la cé-
dula se tomará nota en el Registro de la propiedad. 
La mencionada cédula podrá ser entregada como garantía de las 
operaciones que el Banco realice. La entrega de la cédula al Banco se 
hará constar en el Registro de la propiedad presentándola previa-
mente en éste y consignando en ella la cesión, que estará intervenida 
por corredor de comercio o por agente de Cambio y Bolsa, donde 
lo hubiere. 
Llegado el vencimiento de la obligación, el Banco tendrá derecho a 
pedir judicialmente la venta del inmueble, en pública subasta, para 
el cobro de su crédito. 
Se autoriza al Gobierno para aplicar estas disposiciones a la cons-
titución de garantía hipotecaria en toda clase de actos o contratos en 
vista de los resultados que se obtengan. 
Base 18. E l Banco podrá promover la constitución de un instituto 
de responsabilidad limitada, que tenga por fines sociales la adquisi-
ción de fincas rústicas para cederlas en parcelas, al contado o a pla-
zos, a los cultivadores, y la explotación y mejora de las mismas fincas 
mientras las conserve en su poder, así como la de aquellas otras que 
adquiera en pago de lo que se le adeude por capital e intereses. Consti-
tuido el Instituto dejará el Banco de realizar las operaciones consig-
nadas en el núm. 3.0 de la base 2.a de esta ley. 
E l capital con que haya de operar este Instituto no podrá exceder 
de la vigésima parte del capital desembolsado del Banco. Su cons-
titución y manera de funcionar se determinarán por éste y habrán 
de ser aprobadas por el Gobierno, que se reservará una intervención 
análoga a la que en el funcionamiento del mismo Banco le señala 
esta ley. 
Las hipotecas constituidas a favor del Instituto en garantía del pago 
del precio aplazado en las ventas que haga, podrán ser cedidas al Ban-
co, abonando éste su importe. 
Base 19. Para la realización de las operaciones de seguro agrícola 
podrá el Banco, de acuerdo con el Gobierno, promover la formación 
de otro Instituto de responsabilidad limitada, cuyo capital no excede-
rá de la vigésima parte del capital desembolsado del Banco. 
La constitución y funcionamiento de dicho Instituto se determina-
rán en forma análoga a la establecida en la base anterior. 
Base 20. El Banco publicará en la Gaceta de Madrid, dentro de los 
diez primeros días de cada mes, el estado de situación, referido al úl-
timo día hábil del mes anterior. 
Base 21. El Banco Agrícola Nacional de España estará gobernado 
por un Consejo de Administración, compuesto de nueve individuos, 
de los cuales nombrará tres el Gobierno, y los seis restantes la Junta 
general de accionistas, caso de haberse cubierto por la aportación par-
ticular la cantidad de 75 millones de pesetas. De no haber ocurrido 
- 195 -
así, por cada 12 millones y medio no suscritos de capital nombrará un 
Consejero más el Gobierno y uno menos la Junta general. 
E l Presidente del Consejo de Administración será designado por el 
Gobierno, a propuesta, en terna, del propio Consejo, y de entre los 
que formen parle de éste. 
E l nombramiento de los Consejeros designados por el Gobierno y 
el de Presidente se harán por Real decreto. 
Los estatutos determinarán el tiempo durante el que han de ejer-
cer su cargo los individuos del Consejo, y las reglas para su renova-
ción, asi como el sueldo del Presidente y las dietas que hayan de per-
cibir los Consejeros, sin que en ningún caso pueda exceder el impor-
te de éstas, para cada uno, de 10.000 pesetas por año. 
El Consejo de Administración nombrará el Director gerente, el Se-
cretario general y todo el personal necesario para el funcionamiento 
del Banco. 
Base 22. E l Gobierno designará un funcionario de la Administra-
ción de la Hacienda, que ejercerá el cargo de Inspector del Estado en 
el Banco, y que como tal podrá asistir, con voz, pero sin voto, a las 
Juntas generales, a las reuniones del Consejo y a las de las Comisio-
nes especiales, e inspeccionará las operaciones y la contabilidad del 
Banco y sus Sucursales. El Inspector del Estado tendrá a sus órdenes 
el personal necesario, designado por el Ministro de Hacienda entre los 
funcionarios del ramo. 
El Estado satisfará directamente el sueldo, las dietas y los gastos 
de locomoción del personal de la Inspección. 
De los acuerdos que adopte el Consejo de Administración, con el 
voto en contra de todos los Consejeros nombrados por el Gobierno, o 
con la protesta del Inspector del Estado, se dará cuenta inmediata-
mente al Ministro de Hacienda, quien, dentro del plazo de tercero día, 
podrá oponerse a la ejecución de dichos acuerdos. Transcurrido este 
plazo sin haberse dictado resolución por el Ministro, serán ejecutivos 
los acuerdos. La resolución del Ministro oponiéndose a la ejecución de 
los acuerdos del Consejo será motivada, habrá de fundarse en haberse 
infringido esta ley o los Estatutos del Banco, y contra ella no proce-
derá otro recurso que el Contencioso-Administrativo. 
Base 23. La constitución del Banco, así como la emisión de sus ac-
ciones, estarán exentas de los impuestos de Timbre y Derechos reales. 
E l Gobierno podrá acordar, con carácter temporal, otras exencio-
nes de esos impuestos para determinadas operaciones del Banco, 
dando cuenta a las Cortes. 
Art. 2.0 Una vez acordada la constitución del Banco, el Gobierno, 
en el plazo de quince días, nombrará los Consejeros cuya designación 
le corresponda en virtud de lo dispuesto en la base 21 del artículo an-
terior, y convocará a la Junta general de accionistas para el nombra-
miento de los restantes. 
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Constituido el Consejo de Administración, redactará los Estatutos 
dentro del plazo de tres meses, y los elevará a la aprobación del Go-
bierno, quien, oído el Consejo de Estado, y a propuesta del Ministro 
de Hacienda, resolverá en el término de un mes. Los Estatutos apro-
bados se publicarán en la Gacela de Madrid. 
El Banco comenzará a funcionar dentro de los sesenta días siguien-
tes al de la aprobación de sus Estatutos. 
Art. 3.0 E l Ministro de Hacienda adoptará las disposiciones necesa-
rias para la ejecución de la presente ley. En todo caso, dará cuenta a 
las Cortes del uso que hiciere de las autorizaciones que en ella se con-
ceden y de las cantidades facilitadas al Banco en virtud de lo dispues-
to en la base 10 del artículo 1.0 
Art. 4.0 Se derogan todas las disposiciones anteriores que se opon-
gan a lo preceptuado en la presente ley. 
En todo aquello que no se halle expresamente previsto en las bases 
del articulo i.0, ni en los Estatutos del Banco que el Gobierno aprue-
be, serán de aplicación los preceptos del Código de Comercio. 
Madrid 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, Sa«-
tiago Alba. 
Proyecto de ley sobre auxilios a las industrias 
nueras y al desarrollo de las ya existentes. 
A LAS CORTES 
De antiguo viene achacándose en gran parte la culpa de la falta de 
desarrollo de nuestras industrias al Estado oficial, a los Gobiernos, 
que, a juicio de los que de esta manera opinan, en vez de favorecer e 
impulsar las iniciativas particulares, las ahogan con gravosos y com-
plicados impuestos y con trabas y dificultades de todo género. 
Sin entrar de momento a examinar la causa que lo produzca, es un 
hecho innegable que nuestra industria tiene hoy escaso desarrollo, si 
bien se compara con el que debiera alcanzar, dada la riqueza y condi-
ciones generales de nuestro país. Es, por otra parte, cierto también que 
en estos últimos tiempos se ha iniciado un movimiento apreciable en 
pro del acrecentamiento de la industria nacional, y que tal movimien-
to podría producir en un porvenir muy próximo un progreso con-
siderable en el desenvolvimiento de aquélla, estimulado, en primer 
término, por el trastorno que en las condiciones de la competencia 
industrial extranjera, ha determinado y habrá de determinar la actual 
conflagración europea. 
Así, pues, seguramente es este el momento oportuno para que, in-
troduciendo normas y criterios no más que vislumbrados, acaso, en 
nuestra legislación, y concediendo ventajas y privilegios apenas goza-
dos hoy por los hombres de iniciativas en España, conceda el Estado 
ayuda decidida a la industria española, abriendo para ella una nueva 
era de prosperidad, que forzosamente habrá de redundar de una ma-
nera positiva en pro del engrandecimiento de la patria. 
La conveniencia, y aun la necesidad del auxilio, por nadie que se 
dé cuenta de nuestra situación podrán ser rebatidas. La manera de 
aplicar el principio, la clase y forma de tal auxilio, será o no acertada, 
pero responde a lo que se ha considerado como medio más rápido y 
eficaz para obtener aquel fin. 
De tres clases son los auxilios que se proponen, procurando buscar 
para cada caso el medio mejor de protección, y al propio tiempo el 
- 198 -
menos gravoso para el Estado, en cuanto ambos puntos de vista son 
compatibles. 
Consiste la primera clase de auxilios en la concesión de determina-
das ventajas, exenciones y privilegios que no requieran desembolso 
de fondos por parte del Estado. Entre ellos figuran beneficios en el 
orden fiscal, de diferentes formas en relación con aquellos impuestos 
que más directamente afecten a las industrias de que se trate, y con-
cesiones de regímenes especiales de favor en las relaciones con Ban-
cos y entidades que tienen carácter nacional y disfrutan de la protec-
ción del Poder público. 
La segunda forma de auxilios es la entrega de cantidades a présta-
mo, con las debidas garantías, pero en condiciones que resulten una 
ayuda positiva, ya que, si el medio no es nuevo en su aplicación por 
entidades particulares, hasta la fecha no ha dado resultado. 
E l tercer medio de auxilio consiste en la garantía de un interés mí-
nimo a los capitales invertidos en ciertas grandes industrias; y por lo 
mismo que es el más arriesgado, demanda mayores previsiones, que 
en el proyecto se procura concretar con claridad. 
Los requisitos que se exigen para poder gozar de tales auxilios, la 
forma de su concesión y la intervención, aunque limitada, que el Go-
bierno se reserva en las industrias favorecidas, son otros tantos fac-
tores que permiten esperar que los beneficios habrán de alcanzar ex-
clusivamente a las industrias nacionales; que con ellos no se habrá de 
perjudicar a otras ya establecidas, y que el espíritu de la ley no ha de 
ser desvirtuado para convertirla en medio de obtener lucros persona-
les a costa de los fondos públicos. 
El carácter especial de la ley, y el tratarse de un régimen nuevo, 
aconsejan que su aplicación sea temporal, y hasta breve, sin perjuicio 
de su prórroga, si la experiencia llegara a poner de manifiesto que no 
eran estériles los sacrificios del Erario público. 
No es aventurado opinar que tales sacrificios serán bien pronto 
compensados con creces, no ya sólo por un considerable aumento de 
la riqueza nacional, sino hasta por el mismo positivo incremento que 
recibirán los ingresos del Estado al calor de la vitalidad que la nueva 
ley puede y debe difundir por todo el país. A ello, a impulsar con v i -
goroso y rápido empujón el trabajo nacional, aspira el Gobierno. 
Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros, y con la autorización de S. M , , 
tiene el honor de someter a las Cortes el adjunto 
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PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Se autoriza al Gobierno para favorecer la creación de 
industrias nuevas en España y el desarrollo de las ya existentes, con 
arreglo a las siguientes bases: 
Base i . ' Podrán aplicarse los beneficios concedidos en esta ley a 
los negocios e industrias siguientes: 
A) Construcción de buques, con preferencia los de más de 10.000 
Jtoneladas, hasta llegar a la cifra de 600.000 toneladas Moorson, con 
destino exclusivo a la Marina mercante española; 
B) Industrias hulleras, hasta completar el déficit de la producción 
en orden al consumo nacional de carbón; 
C) Industrias del hierro y del acero y sus manufacturas, singu-
larmente las que provean de elementos de todas clases a la defensa 
nacional; 
D) Industrias del cobre, del cinc y del latón, con la misma preferen-
cia del apartado anterior; 
E) Fabricación de herramientas no elaboradas aún en España; 
F) Industrias agrícolas dedicadas a la transformación de produc-
tos españoles que actualmente son transformados en el Extranjero; 
G) Sindicatos de exportación de ganados, vinos, frutos y produc-
tos agrarios españoles; 
//) Producción de abonos y de maquinaria agrícola; 
/) Utilización de saltos de agua, con una potencia mínima total de 
1.000 caballos de fuerza; 
J ) Industrias químicas, y en especial las productoras de materias 
colorantes; 
K) Lavado de lanas; 
L) Fabricación de material eléctrico de todas clases; 
M) Fabricación de material científico; 
N) Industrias del libro, con preferencia las que se dediquen a la 
exportación de publicaciones españolas a América; 
O) Industrias creadas para satisfacer necesidades de la política de 
penetración en Marruecos; 
P) En general, todas las industrias que produzcan artículos to 
davía no producidos en España; las que transformen primeras mate-
rias en la actualidad enviadas con tal objeto al extranjero, y las i n -
dustrias existentes en España, en cuanto a las ampliaciones de sus 
propios negocios y a la creación de otros complementarios o deriva-
dos de los mismos. 
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Base 2.a Para obtener los beneficios de la presente ley, serán con-
diciones precisas: 
1. * Que los particulares o entidades favorecidos, sean españoles. 
Las Sociedades serán consideradas como españolas a dicho efecto: 
a) Tratándose de Sociedades regulares colectivas y comanditarias 
simples, cuando posea dicha nacionalidad la mayoría de los socios; 
b) Tratándose de Sociedades anónimas o comanditarias por acciones, 
cuando sean españoles el Presidente y la mayoría de los individuos del 
Consejo de Administración. 
2. • Que el 8o por IOO, al menos, del personal empleado en las Ofici-
nas y trabajos de la industria o negocio, sea también español. Se ex-
ceptúa el de aquellas secciones o talleres para cuyos servicios se re-
quieran conocimientos técnicos especiales; pero en este caso, el per-
sonal extranjero deberá sujetarse a la expresada proporción pasados 
cinco años, a contar desde el día en que comenzare a funcionar la in-
dustria o negocio. 
3. ' Que el combustible, los materiales y elementos de instalación y 
los artículos empleados o utilizados en los servicios y explotación de 
la industria o negocio, sean de procedencia nacional, con excepción de 
aquellos casos en que indispensablemente hayan de ser adquiridos en 
el extranjero, por razones técnicas, por notable diferencia en el coste 
o por no existir en España. 
Base 3.a La protección del Estado para lograr los fines de la pre-
sente ley, podrá otorgarse a las industrias o negocios, bajo las siguien-
tes formas: 
4^) Acuerdos de la Administración, sin auxilio económico directo; 
JB) Auxilios o préstamos en efectivo, otorgados directamente; 
C) Garantía de interés mínimo al capital invertido. 
No se podrá otorgar conjuntamente las formas de protección con-
signadas en las letras B) y C). 
Base 4.* Los acuerdos de la Administración a que se refiere la le-
tra A ) de la base anterior podrán ser: 
A) Exención de los impuestos de Derechos reales y de Timbre para 
los actos todos relacionados con la constitución de la entidad de que 
se trate; 
B) Aplazamiento del pago de todos los demás impuestos que gra-
ven la industria correspondiente hasta que hayan transcurrido cinco 
años desde que comenzare el ejercicio legal de la misma. 
Las cuotas atrasadas podrán ser satisfechas en otros cinco años, 
junto con las corrientes; 
C) Reducción al 50 por 100 de los mismos impuestos durante un 
quinquenio, si la entidad favorecida prefiriese la forma de liquidación 
anual; 
D) Libre introducción, durante quince años, de las primeras ma-
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tenas indispensables para la industria de que se trate, y hasta ahora 
no manipuladas ni trabajadas en el país; 
E) Derecho arancelario invariable durante los mismos quince años 
para el producto elaborado; 
F) Exención de todo impuesto de exportación durante cinco años; 
G) Régimen amplio de admisión temporal, en la forma que regla-
mentariamente se determine para todas las primeras materias, y los 
productos que hayan de transformarse en España o adicionarse a otros 
españoles con destino, en uno y otro caso, a la exportación; 
//) Régimen de especial protección en el Banco de España y en el 
Nacional de Comercio exterior. La forma de practicar este régimen 
será determinada por el Reglamento, de acuerdo con la representación 
legal de ambos Bancos. 
/) Régimen de especial protección en el Banco Hipotecario, en cuan-
to al otorgamiento de préstamos, con la garantía de bienes inmuebles. 
La forma de practicar este régimen será también determinada por el 
Reglamento, de acuerdo con la representación legal de dicho Banco; 
J) Régimen de especial protección en cuanto a las tarifas para el 
transporte de productos por las líneas de ferrocarriles y navegación 
que exploten Compañías subvencionadas por el Estado. Estas tarifas 
especiales se fijarán de acuerdo con las respectivas Compañías; 
K) Exención de toda clase de arbitrios municipales y de puertos; 
L ) Preferencia de los productos de las industrias de que se trate 
en los contratos de suministros y ejecución de obras del Estado, la 
Provincia o el Municipio, así como en las obras o servicios que se ha-
gan por concesión del Estado mismo. 
Base 5/ Los auxilios o préstamos en efectivo otorgados directa-
mente por el Estado, se sujetarán a las siguientes reglas: 
A) La cuantía no podrá exceder del 50 por 100 del capital necesa-
rio para la creación de las nuevas industrias o la ampliación de las 
existentes; 
D) La entrega podrá hacerse de una sola vez o en distintos plazos, 
a medida que lo exija la índole de la industria de que se trate, y en 
vista de lo solicitado por las entidades interesadas y del informe de la 
Comisión protectora de la producción nacional; 
C) E l tiempo transcurrido entre la fecha del acuerdo de concesión 
del préstamo y el de la entrega de su importe total, o, en su caso, del 
primer plazo, no deberá ser mayor de tres meses; 
D) La garantía podrá ser hipotecaria, pignoraticia o personal. La 
Comisión protectora de la producción nacional propondrá, respecto 
de la aceptación de una o varias de las garantías ofrecidas por los i n -
teresados, sin perjuicio de quedar afecta toda la industria a la devo-
lución del capital prestado y sus intereses; 
E) E l interés será del 5 por 100 anual de la cantidad recibida por 
26 
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el industrial. En caso de devolución parcial del préstamo, dicho inte-
rés afectará solamente a la cantidad no reembolsada; 
F) Los préstamos se otorgarán por un plazo máximo de diez años, 
cuando se trate de ampliación de industrias ya establecidas, y de quin-
ce para las de nueva creación; 
G) El reembolso del capital prestado se hará por anualidades, en 
la proporción que se señale al concederse el préstamo. 
En los casos de préstamo para nuevas industrias, podrá acor-
darse que en los tres primeros años no se satisfaga más que el in -
terés. 
En todo caso, el industrial podrá verificar mayores reembolsos que 
los señalados en la concesión del préstamo, cuando lo tenga por con-
veniente; 
H) Los préstamos estarán exentos de los impuestos de Derechos 
reales y Timbre del Estado; 
/) Los industriales, particulares o Sociedades a quienes se hayan 
otorgado préstamos con arreglo a esta ley, estarán obligados a justi-
ficar haberlos empleado exclusivamente en aquellas necesidades para 
que fueron concedidos, y habrán de someterse a todas las comproba-
ciones que prescriba la Comisión protectora de la producción nacio-
nal al proponer la concesión, y a las que acuerde el Ministro de Ha-
cienda. 
Cuando se trate de préstamos que hayan de entregarse de una sola 
vez, se determinarán al concederlos los plazos en que habrá de hacer-
se dicha justificación. Cuando se trate de préstamos que se hayan de 
entregar en plazos, no se podrá abonar el segundo y sucesivos sin que 
preceda la justificación respecto del anterior. 
En los casos en que falte la justificación a que se refieren los pá-
rrafos anteriores, se exigirá desde luego el reintegro total del présta-
mo, si se hubiera hecho de una vez; y si se hubiera otorgado por pla-
zos, la devolución de los ya satisfechos; 
J ) Cuando por muerte o por cualquier otro motivo distinto del de 
cesión, se sustituya por otra la persona a quien se otorgase el présta-
mo, el Ministro de Hacienda, previo informe de la Comisión protectora 
de la producción nacional, podrá acordar que se proceda a la liquida-
ción o reducción de dicho préstamo, si entendiere que por virtud de 
tal sustitución han desaparecido o disminuido las condiciones de ga-
rantía en que aquél se hizo. 
La cesión de las industrias objeto de auxilio o préstamo, sólo po-
drá verificarse con autorización del Ministro de Hacienda, y con las 
condiciones que éste fije, oída la Comisión protectora de la produc-
ción nacional; 
K) Cuando se haya dejado de hacer efectivo alguno de los plazos 
de reembolso a su debido vencimiento, el Ministro de Hacienda, pre-
vio informe de la Comisión antes mencionada, podrá acordar que se 
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exija el importe total de la cantidad que quede por reembolsar y de 
los intereses vencidos y no satisfechos; 
L) La suspensión de pagos de particulares o Compañías que ha-
yan recibido préstamos con arreglo a la presente ley, no afectará al 
derecho del Estado para exigir el reintegro del capital e intereses 
en la forma y plazos establecidos al hacerse la correspondiente con-
cesión. 
En el caso de quiebra, tendrá el Estado preferente derecho al rein-
tegro del capital prestado y sus intereses, y designará un liquidador 
especial que intervenga todas las operaciones y reserve del activo la 
parte necesaria para dicho reintegro; 
M) Todos los débitos que resulten a favor del Estado por esta 
clase de operaciones serán exigidos por la vía administrativa de 
apremio. 
Base 6.* Se autoriza al Gobierno para emitir y negociar a la par, en 
una o varias veces, bonos del Tesoro, por las cantidades necesarias 
para satisfacer el importe de los préstamos a que se refiere la base an-
terior, sin que en ningún caso, hasta que otra cosa se disponga por 
una nueva ley, pueda haber en circulación bonos de esta clase por 
suma mayor de 100 millones de pesetas. 
Los bonos serán de tres series. A, B y C, por las cantidades res-
pectivas de loo, 500 y 5.000 pesetas nominales cada uno; se denomi-
narán «Bonos para el fomento de la industria nacional»; devengarán 
un interés anual no superior al 5 por 100, pagadero por trimestres 
vencidos; estarán exentos de todo impuesto o contribución, y tendrán 
la consideración de efectos públicos. Su amortización se verificará a 
la par, en el plazo máximo de veinte años, a contar desde su emisión. 
El Gobierno podrá, en vista de los reembolsos que se hayan efectua-
do, si no hay nuevas solicitudes de préstamo, acordar la amortización 
por sorteo de una cantidad de bonos igual a la reembolsada, aunque 
no hayan transcurrido los plazos de amortización. 
En el estado letra A de los Presupuestos generales del Estado se 
consignará la cantidad necesaria para el pago de intereses y amortiza-
ción, en su caso, de los bonos, y el de los gastos que ocasione este 
servicio; y en el estado letra B se figurará un nuevo epígrafe para los 
ingresos que se hagan por pago de intereses y reintegro de los présta-
mos concedidos. 
Base 7.* Con objeto de favorecer la constitución en España de 
grandes industrias, respecto de las cuales no fuere suficiente estímulo 
el contenido en las bases anteriores, se autoriza al Gobierno para con-
ceder la garantía de interés por el Estado, con arreglo a las siguientes 
condiciones: 
A) E l interés garantido no podrá exceder del 5 por 100 anual del 
capital invertido en el negocio. Si en éste se obtuviesen beneficios, la 
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subvención se reducirá a la cantidad precisa para completar el interés 
del 5 por 100 a aquel capital; 
B) La suma máxima consignada a tal efecto en los Presupuestos 
del Estado, será la de 10 millones de pesetas; 
C) El período de duración, improrrogable, de dicha garantía, será 
de quince años; 
D ) Para conceder la garantía será preciso que se haya desembol-
sado una suma de capital no inferior a la mitad de la cantidad cuyo 
interés garantice el Estado, que habrá de ser suscrita en efectivo por 
los fundadores o gestores del negocio; 
E) La contabilidad de las industrias se llevará con arreglo al Códi-
go de Comercio, aun cuando se trate de personas naturales, y el Es-
tado sólo tendrá en ella la intervención indispensable para determinar 
la procedencia y medida del interés garantido. 
Base 8.a Las concesiones que con arreglo a la presente ley otorgue 
la Administración, sólo podrán solicitarse durante un período de tres 
años, que concluirá en 31 de diciembre de 1919. 
El Gobierno, teniendo en cuenta los resultados de la experiencia, y 
oídos la Comisión protectora de la producción nacional y el Consejo 
de Estado en pleno, podrá prorrogar aquel plazo por otro igual, si así 
lo considerase conveniente para los intereses públicos. 
Base 9.a Sin perjuicio de lo dispuesto en la base 5.a, letra I), y en 
la 7.% letra E), toda industria a la que se haya otorgado alguna de las 
concesiones a que esta ley se refiere, quedará sometida a la inspec-
ción del Ministro de Hacienda, ejercida por el órgano técnico que el 
Reglamento señale, exclusivamente para el efecto de apreciar si se 
cumplen o no las condiciones con que la concesión fué hecha y si 
se continúa produciendo el artículo o artículos que le sirvieron de 
motivo. 
Con tal objeto, en la concesión se expresará siempre con toda cla-
ridad el mínimum de tipos o clases de artículos a producir o a expor-
tar, y la Administración señalará, asimismo, los progresos a realizar 
en cuanto al número de aquéllos, durante el curso de los años en que 
se mantenga la protección del Estado. 
Cuando se trate de industrias cuya protección por el Estado consis-
ta en préstamos que no tengan garantía real, se entenderá facultada la 
Inspección para examinar, en cualquier momento, libros y documen-
tos, a fin de conocer la situación económica de la entidad prestataria. 
Base 10. E l Gobierno procederá inmediatamente a reorganizar la 
Comisión protectora de la producción nacional, creada por el artícu-
lo 10 del Reglamento de 23 de febrero de 1908, para la ejecución de la 
ley de 14 de febrero de 1907, a fin de que en ella figuren y queden de-
bidamente representados todos los elementos y regiones de la produc-
ción y del trabajo en España. 
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Dicha Comisión redactará, con arreglo a las presentes bases, el Re-
glamento para la aplicación de esta ley, que se aprobará por Real de-
creto, a propuesta del Ministro de Hacienda. 
Base i i . La Comisión protectora de la producción nacional, exa-
minará las instancias y documentos presentados; pedirá las aclaracio-
nes, ampliaciones y justificaciones que estime necesarias; practicará 
las comprobaciones que considere oportunas, bien por si misma, bien 
valiéndose de funcionarios técnicos que designe; oirá, si lo cree con-
veniente, las opiniones de personas o entidades que puedan ilustrarla 
en cuanto a la procedencia de otorgar o denegar el auxilio solicitado; 
y en vista de todo ello, formulará la oportuna propuesta. 
E l Ministro de Hacienda oirá, además, según los casos, a la Direc-
ción General de Comercio, a la de Agricultura, a la de Aduanas, o a 
cualquier otro Centro administrativo o técnico del Estado, y, en todo 
caso, a la Intervención general, sobre la procedencia dé cada petición 
y el régimen a establecer para la misma. 
Cuando se solicite la protección del Estado, en las formas Ay B de 
la base 3." de esta ley, se publicará el correspondiente anuncio en la 
Gacela de Madrid y en el b o l e t í n Oficial de la provincia o provincias en 
que las industrias hayan de emplazarse, a fin de que puedan formu-
larse protestas, especialmente por otras industrias similares que se 
consideren perjudicadas con el otorgamiento de la concesión solicitér-
da. Formuladas dichas protestas, en término de veinte días, y contes-
tadas en igual plazo por la entidad solicitante, resolverá el Ministro de 
Hacienda, sin ulterior recurso, después de oír a los Centros que con-
sidere oportuno, de los indicados en los párrafos precedentes. 
Cuando lo que se solicite sea la garantía de interés por el Estado, 
se abrirá concurso público, por si otra entidad quisiera mejorar las 
condiciones propuestas respecto de garantías técnicas, amplitud del 
fin social, cantidad y calidad del producto o productos elaborados, 
disminución de interés, o beneficios al Estado en sus propios pedidos. 
Sobre el concurso informarán, en los respectivos casos, los Centros 
antes mencionados, y, además, el Consejo de Estado en pleno, y será 
resuelto en Consejo de Ministros, a propuesta del de Hacienda, sin ul-
terior recurso. 
Toda concesión hecha con arreglo a esta ley deberá ser publicada 
en la Gacela de Madrid y en el Bolelin Oficial de la provincia o provin-
cias donde haya de funcionar la industria o negocio de que se trate, 
con las protestas u oposiciones formuladas, si las hubiere, los infor-
mes emitidos y el texto íntegro de la resolución dictada. 
Anualmente el Ministro de Hacienda remitirá a las Cortes, dentro 
de los diez días siguientes al de la primera reunión de éstas en cada 
año, los expedientes originales, o testimonio auténtico de los mismos, 
de las concesiones hechas o denegadas durante el ejercicio prece-
dente. 
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Art. 2.° E l Ministro de Hacienda dictará las disposiciones necesa-
rias para la ejecución de esta ley, y dará cuenta a las Cortes del uso 
que se haga de las autorizaciones en ella concedidas. 
Quedan derogadas todas las disposiciones contrarias a las de la 
presente ley. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
liago Alba. 
Proyecto de ley sobre creación de un Banco Espa-
ñol de Comercio Exterior. 
A LAS CORTES 
La necesidad de fomentar y robustecer el crédito industrial y mer-
cantil de España, como medio imperiosamente reclamado por las cir-
cunstancias para el acrecentamiento de la riqueza nacional, se presen-
ta cada día con caracteres más apremiantes; y a nadie parecerá aven-
turada la presunción de que esta necesidad ha de llegar a sentirse en 
su más alto grado el día en que el término de la guerra devuelva su 
plena actividad a la industria y al comercio de los países en que, por 
consecuencia de la actual conflagración, se hallan hoy aquéllos para-
lizados o grandemente restringidos. 
De todos son conocidas las condiciones en que se desenvuelve el 
crédito industrial y mercantil en nuestro país y las dificultades con 
que nuestros comerciantes, grandes y pequeños, tropiezan, principal-
mente en lo que se refiere al comercio de exportación. 
Ni los Bancos privilegiados, ni nuestra Banca privada han logrado 
vencer tales dificultades. Ante la ineficacia de la actuación particular, 
se impone una intervención del Estado que pueda llegar a solucionar 
el problema. 
Algunos de los dignos antecesores del Ministro que suscribe in-
tentaron laudables soluciones, pero no llegaron éstas a producir re-
sultados prácticos. Reciente la última de ellas, encaminada a la crea-
ción de un consorcio de Bancos, que no pudo lograr efectividad posi-
tiva por la resistencia que opusieron los propios Bancos que habían 
de componerlo, el Ministro que suscribe entiende que la solución ade-
cuada no podría hoy encontrarse sino en la creación de un Banco 
nuevo, auxiliado e intervenido por el Estado. Dedicado a operaciones 
cuya falta padecen nuestros comerciantes e industriales y que los de-
más Bancos no realizan, no verán éstos en el nuevo organismo un 
competidor más en situación privilegiada, y habráse obtenido, con 
provecho para todos, un ideal tanto tiempo anhelado en España. Com-
plemento de sus operaciones y medio también de contribuir a los fines 
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indicados, será la realización, por la entidad que se crea, de opera-
ciones de crédito naval y de seguro marítimo, que favorezcan los trans-
portes de tal clase y con ello faciliten el desarrollo de una rama i m -
portante de la industria nacional. No es aventurado confiar en la efi-
cacia de esta solución, dada la insistencia con que la opinión la ha re-
clamado y los procedimientos utilizados en los últimos tiempos por 
los pueblos más adelantados en tales órdenes de la actividad. 
Por ello, y apreciando los beneficios que en esos pueblos también 
han producido instituciones análogas o parecidas, el Ministro que sus-
cribe, de acuerdo con el Consejo de Ministros y autorizado por S. M . , 
tiene el honor de someter a la consideración de las Cortes el adjunto 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Se autoriza al Gobierno para constituir un Banco que 
fomente la aplicación del crédito al desarrollo del comercio exterior, 
con sujeción a las siguientes bases: 
Base i . " E l Banco tendrá la forma anónima; se denominará «Banco 
Español de Comercio Exterior», y su domicilio estará en Madrid. 
Se constituirá por tiempo indeterminado, y no podrá disolverse 
por la voluntad de los socios, sin la autorización del Gobierno. 
Podrá establecer Sucursales, con la misma autorización, en los 
puntos que tenga por conveniente. 
Base 2.a E l Banco realizará las operaciones siguientes: 
a) Otorgamiento de crédito para facilitar el comercio de exporta-
ción de productos de todo género y el de importación de las prime-
ras materias y auxiliares de la agricultura y de las industrias na-
cionales; 
b) Descuento, compra y venta de giros internacionales en cual-
quier clase de moneda; 
c) Apertura de créditos en moneda extranjera para las operaciones 
de comercio exterior; 
d) Nacionalización de las aceptaciones y giros producidos por la 
importación de mercaderías extranjeras; 
e) Constitución de almacenes generales de mercaderías y depósi-
tos francos; 
/) Establecimiento de servicios de información y de propaganda, y 
museos comerciales; 
g) Otorgamiento de préstamos con la garantía de naves; 
h) Seguros marítimos; 
() Cuantas otras operaciones sean complementarias de las an-
teriores. 
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Base 3.a Para la realización de las operaciones a que se refiere la 
letra e) de la anterior base, el Banco tendrá la consideración legal de 
Compañía de Almacenes generales de depósito, a los efectos de la 
emisión de resguardos. Además, las conexiones de los almacenes de 
depósito del Banco con los puertos, ferrocarriles y caminos ordinarios 
de servicio público, serán consideradas como de utilidad pública, a 
los efectos de la expropiación forzosa. 
Base 4.a E l Gobierno fijará el capital del Banco, que no podrá ser 
menor de 40 millones de pesetas Habrá de formarse el capital, por 
aportación y mediante concurso entre entidades bancadas españolas, 
o por suscripción pública, según estime conveniente el Gobierno, el 
cual establecerá, en su caso, las condiciones y plazos del concurso o 
de la suscripción, respectivamente. 
Si se constituyese el Banco por concurso entre entidades banca-
das, aquella o aquellas a quienes se adjudique, quedarán obligadas a 
poner a disposición del público el 25 por 100, cuando menos, de las 
acciones, en las mismas condiciones en que ellas las adquieran. 
Si el Banco se constituyese por suscripción pública, y ésta exce-
diese del capital fijado por el Gobierno, se hará el correspondiente pro-
rrateo entre los suscriptores. 
El capital del Banco estará representado por acciones nominativas. 
Las acciones en poder de extranjeros no podrán exceder de la quinta 
parte del capital desembolsado. 
Base 5.' E l Estado subvencionará al Banco con una cantidad que 
en ningún caso podrá exceder del 5 por IOO anual del capital desem-
bolsado por las acciones. Si el Banco obtuviese beneficios, la subven-
ción se reducirá a la cantidad precisa para completar el interés del 5 
por 100 anual de aquéllas. 
Base 6.* El Banco estará facultado, previa siempre la autorización 
del Gobierno: 
a) Para emitir y negociar obligaciones en las condiciones consig-
nadas en el artículo 176 del Código de Comercio; 
b) Para emitir cédulas u obligaciones de crédito naval, con arreglo 
a las prescripciones de la ley de 21 de agosto de 1893. 
El interés de unas y otras obligaciones se fijará en cada emisión 
por acuerdo entre el Banco y el Gobierno. 
Base 7.a Mientras el mercado no absorba las cédulas de crédito na-
val que el Banco emita en virtud de lo dispuesto en la base anterior, 
el Estado podrá facilitarle, con cargo a la Deuda del Tesoro, las can-
tidades que hayan de invertirse en préstamos con hipoteca naval, 
hasta la suma de 50 millones de pesetas, teniendo derecho preferente 
sobre las garantías en tanto no sea reintegrado de las cantidades faci-
litadas. 
E l interés de éstas será igual al señalado para dichas cédulas. 
E l reintegro de las cantidades facilitadas se verificará a medida 
27 
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que se vaya realizando la suscripción de las cédulas que el Banco 
emita. 
En el estado letra A de los Presupuestos generales del Estado se 
consignará la cantidad necesaria para el pago de intereses de la Deu-
da que se emita, con objeto de facilitar al Banco las sumas a que se 
refiere esta base y el de los gastos que ocasione este servicio, y en el 
estado letra B se figurará un nuevo epígrafe para los ingresos que se 
hagan por pago de intereses y reintegro de dichas sumas. 
Base 8.a Los créditos que conceda el Banco, salvo los que tengan 
la garantía de hipoteca de buques, tendrán como plazo máximo el de 
seis meses, renovable por otros seis. 
E l tipo del descuento se fijará por el Banco, de acuerdo con el Go-
bierno. 
Base 9.a Las garantías de los créditos que el Banco otorgue, serán: 
a) Manufacturas, productos de la tierra, minerales, y, en general, 
las mercaderías que no se alteren fácilmente por su naturaleza; 
b) Conocimientos de embarque, cartas de porte y facturas comer-
ciales; 
c) Efectos públicos o los emitidos por Sociedades o Compañías do-
miciliadas en España, que sean cotizables en Bolsas públicas; 
d) Fianza solidaria de persona o personas de responsabilidad, me-
diante su intervención, en letras, pagarés, pólizas u otros documentos 
de crédito. 
Base 10. Cuando las garantías sean las consignadas en la letra a) 
de la base anterior, el importe del crédito oscilará entre el 50 y el 75 
por 100 del valor de tasación de las mercaderías pignoradas, teniendo 
en cuenta sus distintas condiciones y facilidades de enajenación. 
Cuando las garantías sean las consignadas en la letra c) de la mis-
ma base, el crédito podrá llegar al 90 por 100 del precio de cotización 
de los valores públicos y al 75 por 100 de los industriales. 
Base 11. Los créditos que el Banco otorgue a los exportadores es-
pañoles con la garantía de conocimientos de embarque o de cartas de 
porte, tendrán las limitaciones siguientes: 
1/ Si las mercaderías estuvieran vendidas en el momento del em-
barque y hubieren de ser entregadas al comprador contra reembolso 
inmediato, la cuantía del crédito podrá alcanzar hasta el total impor-
te de la correspondiente factura. 
2/ Si las mercaderías estuvieren vendidas en el momento del em-
barque y la entrega hubiere de hacerse mediante la aceptación de le-
tras, la cuantía del crédito no podrá exceder del 80 por 100. 
3.* Si las mercaderías no estuvieren vendidas a su salida de Espa-
ña, la cuantía del crédito tendrá como límite máximo los dos tercios 
del valor de aquéllas. 
Base 12. Las facturas comerciales se considerarán como documen-
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tos descontables y endosables por todo su valor, siempre que en ellas 
aparezca su importe, la fecha en que deba hacerse efectivo y la con-
formidad del comprador, y lleven adherido el timbre que les corres-
pondería si se tratara de una letra de cambio. Las facturas con estos 
requisitos extendidas, tendrán la misma eficacia que las letras de 
cambio en lo que afecta a pago, protesto y acción ejecutiva. 
Base 13. E l Banco, por medio de sus Sucursales o corresponsales 
en el extranjero, podrá abrir a los importadores españoles créditos 
destinados al pago inmediato a los vendedores extranjeros de los pro-
ductos de cuya importación se trate. 
También podrá aceptar y pagar, con la garantía de los importado-
res españoles, los giros hechos por los vendedores extranjeros. 
E l Banco estará facultado para retener como garantía de las an-
teriores operaciones, los conocimientos de embarque y cartas de 
porte. 
Base 14. Los préstamos que otorgue el Banco con la garantía de 
buques, se ajustarán a los preceptos de la ley de Hipoteca naval de 21 
de agosto de 1893. 
Base 15. E l Banco no podrá afectar en operaciones de seguro ma-
rítimo más del 25 por 100 de la suma del capital desembolsado y de 
las obligaciones no hipotecarias en circulación. 
Base 16. E l Gobierno designará un representante suyo que inter-
vendrá las operaciones del Banco y asistirá, con voz, pero sin voto, a 
las sesiones que el Consejo de Administración celebre. 
Dicho representante podrá oponerse a los acuerdos u operaciones 
que estime contrarios a los fines del Banco o perjudiciales a los inte-
reses de éste. Si a pesar de esa oposición se practicasen tales acuer-
dos u operaciones, las pérdidas que de ellos resulten no se computa-
rán para fijar la cantidad que el Estado haya de satisfacer al Banco, a 
fin de completar el interés a que se refiere la base 5/ 
El representante del Estado dará inmediatamente cuenta de la opo-
sición que formule al Ministro de Hacienda, el cual, dentro del plazo 
de tres días, podrá dejarla sin efecto. 
Base 17. Si durante tres años consecutivos las acciones del Banco 
obtuvieran un beneficio superior al 8 por 100, cesará la obligación, por 
parte del Estado, de abonar la subvención que se expresa en la 
base 5.a 
También dejará de abonarse la subvención referida, cualquiera que 
sea la situación económica del Banco, a los diez años de su consti-
tución. 
En uno y en otro caso, el Banco no necesitará de las autorizacio-
nes que se previenen en la base i.a, párrafo tercero, base 6.a y base 8.a, 
párrafo segundo, y cesará la intervención permanente que se estable-
ce en la base 16; pero el Ministro de Hacienda podrá en todo momen-
to intervenir en el funcionamiento del Banco, para que éste cumpla 
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sus fines y realice sus operaciones con arreglo a sus Estatutos y a loá 
preceptos de esta ley. 
Asimismo, en cualquiera de los casos de los dos párrafos primeros 
de esta base, podrá el Estado seguir facilitando al Banco las cantida-
des a que se refiere la base 7.'; pero entonces intervendrá directamen-
te el Gobierno en la fijación del interés de las Obligaciones hipoteca-
rias y en cuanto se relacione con las garantías de éstas. 
Base 18. La constitución del Banco, así como la emisión de sus 
acciones, estarán exentas de los impuestos de Derechos reales y 
Timbre. 
Base 19. Aprobado el concurso o suscrito el capital necesario para 
la constitución del Banco, la entidad o entidades adjudicatarias o los 
suscriptores presentarán al Gobierno, dentro del plazo de dos meses, 
los Estatutos de dicho Banco, y el Gobierno, oído el Consejo de Esta-
do, resolverá en el término de un mes. 
Los Estatutos aprobados se publicarán en la Gaceta de Madrid, y el 
Banco comenzará a funcionar dentro de los treinta días siguientes al 
de la aprobación de aquéllos. 
Art. 2.0 E l Ministro de Hacienda adoptará las disposiciones nece-
sarias para la ejecución de la presente ley. En todo caso dará cuenta 
a las Cortes del uso que hiciere de las autorizaciones que en ella se 
concedan y de las cantidades entregadas al Banco para préstamos, 
con garantía hipotecaria naval. 
Art. 3.0 Se derogan todas las disposiciones anteriores que se opon-
gan a lo preceptuado en la presente ley. 
En todo aquello que no se halle expresamente previsto en las ba-
ses precedentes, ni en los Estatutos que el Gobierno apruebe, serán 
de aplicación los preceptos del Código de Comercio. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
í i a g o Alba. 
Proyecto de ley sobre modificación y prórroga 
del privilegio del Banco de España. 
A LAS CORTES 
Cercano ya el término del plazo que se señaló en 1891 para la du-
ración del privilegio otorgado al Banco de España—por cierto cuando 
todavía faltaban trece años para la expiración del contrato entonces 
vigente—, cree el Gobierno que responde a una necesidad pública 
innegable sometiendo al Parlamento este problema, al mismo tiempo 
que ha de afrontar tantos más de tan directa y trascendental influen-
cia sobre la economía nacional. 
No son sólo conveniencias inaplazables del Tesoro; es más todavía 
el interés, repetidamente encomiado, de las fuerzas vivas del país, 
mal acomodadas con el régimen actual, y hasta la propia ventaja del 
Banco de España, a quien importa conocer con tiempo las bases por 
que ha de regirse en una nueva etapa de su existencia, ligada, preci-
samente, a momento como este, de singular importancia para la vida 
económica de España, los que imponen el proyecto de ley adjunto, 
anunciado en el programa del Gobierno. 
En ejecución del mismo, cree el Ministro que suscribe no haber 
excedido los límites que recomienda una patriótica prudencia. Ha 
huido de intransigencias de escuela y de exageraciones doctrinales 
para no poner en riesgo el normal desarrollo del primer estableci-
miento de crédito nacional—acaso se produciría grave daño si hu-
biera de pretenderse en un día modificar en absoluto reglas o prácti-
cas que pudieran considerarse erróneas—; pero, al propio tiempo, no 
ha olvidado nada de lo que el común asenso de las gentes diputaba 
como indispensable en una nueva ley para el Banco. 
Asi se logran, desde luego, ventajas considerables para el Estado 
en sus relaciones de Tesorería y de servicios diversos; se consagra el 
principio fiscal sobre la circulación de billetes; se reduce el plazo para 
la entrega del importe de los billetes retirados de la circulación que 
no hayan sido presentados al cobro, y se obtiene la cooperación del 
Banco para la política de acción comercial en Marruecos. 
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Y desde otro punto de vista de mayor influencia para la política 
económica del país y para la consolidación del crédito público y del 
particular del Banco, se amplía, por coeficientes invariables, la ga-
rantía metálica del billete; se moviliza, dentro de términos razona-
bles, la cartera en valores públicos del Establecimiento; se da for-
ma práctica al ideal de constituirle en «Banco de Bancos» y de i m -
pulsarle hacia las operaciones comerciales; se cierra el paso a todo 
temor de futuras enajenaciones de oro; se le asocia a los posibles des-
arrollos de la política monetaria en defensa del cambio nacional, y se 
ejerce discreta tutela sobre el libre y no siempre bien aconsejado albe-
drío de sus accionistas, señalando proporciones entre la distribución 
de sus dividendos y la ampliación necesaria de sus fondos de reserva. 
Por último, para que en todo caso el Estado disponga de medios 
de soberanía capaces de imprimir una nueva política bancada, si así 
lo aconsejaran las futuras direcciones de la economía mundial y las 
especiales de la española, se ha traído al proyecto de contrato un prin-
cipio, consignado como esencial en las convenciones que regulan la 
vida de los grandes Bancos extranjeros, y que, descansando, natural-
mente, sobre la obligación del previo reembolso al Banco de todos sus 
créditos contra el Estado, permita a éste moverse con todo desemba-
razo, a contar de una fecha determinada, y siempre, claro es, median-
te el voto del Parlamento. 
Por todo lo expuesto, el Ministro que suscribe, de acuerdo con el 
Consejo de Ministros y autorizado por S. M . , tiene la honra de some-
ter a la aprobación de las Cortes el siguiente 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Se prorroga hasta el 31 de diciembre de 1942 el privi-
legio concedido al Banco de España por el Decreto-ley de 19 de mar-
zo de 1874, prorrogado luego por la ley de 14 de julio de 1891. 
Art. 2.0 E l Banco seguirá encargado, sin percibir comisión alguna, 
de todos los servicios del Estado que actualmente tiene a su cargo. Si 
en adelante el Banco se encargara de nuevos servicios del Estado, se 
fijará, de acuerdo con éste, la comisión que haya de cobrar por ellos. 
Art. 3.0 Se amplía hasta 100 millones de pesetas la cuenta corrien-
te de plata para el servicio de Tesorería. Los saldos de esta cuenta de-
vengarán el interés del 1 por 100. 
Art. 4.0 La obligación que contrajo el Estado de devolver en 1921 
los 150 millones de pesetas que el Banco le prestó en virtud de la ley 
de 14 de julio de 1891 queda aplazada, sin devengar interés, hasta el 
31 de diciembre de 1942. Tampoco producirán interés a favor del Ban-
co, en lo sucesivo, los pagarés de la Deuda flotante de Ultramar que 
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conserva en su cartera, cuyo importe de 100 millones de pesetas no 
será devuelto hasta el 31 de diciembre de 1942, si así conviniere al 
Estado. 
Art. 5.0 No obstante lo establecido en el artículo anterior, el Estado 
podrá devolver al Banco, a contar desde 1922, hasta 25 millones de 
pesetas por año, de los 250 millones a que dicho artículo se refiere. 
En tal caso, el citado Establecimiento abonará al Estado el 5 por 100 
anual de una cantidad igual a la reembolsada; de manera que, cuando 
sean devueltos totalmente los 250 millones, el Banco deba abonar 12 
millones y medio de pesetas anuales, como compensación del privile-
gio que en esta ley se'le concede; 
Art. 6.° Los billetes de Banco estarán sujetos, en la parte que ex-
cedan de las reservas metálicas, a un impuesto anual, por Timbre, de 1 
por 1.000, pagadero en trimestres, a razón de 25 céntimos por 1.000, 
en cada uno de aquéllos, sobre la cifra de circulación media en el t r i -
mestre anterior. Dicho gravamen se pagará en metálico. 
Art. 7.0 La suma de billetes en circulación, hasta 3.000 millones de 
pesetas, que se fija como máxima, habrá de estar garantida constan-
temente con una reserva metálica no inferior al 60 por 100. Dos ter-
cios, cuando menos, de la reserva metálica serán en oro, y el resto, 
hasta completar el otro tercio, en plata. E l oro podrá ser en moneda 
española, por su valor nominal; en moneda extranjera de oro, por su 
valor a la par monetaria; y en barras, por el valor corriente en el mer-
cado del kilogramo de oro fino. La plata será en moneda de curso 
legal en España. 
Hasta el 5 por 100 de la reserva metálica en oro, que en cualquier 
momento deba tener el Banco, podrá computársele el oro disponible 
a la vista que tenga en poder de sus corresponsales en el Extranjero. 
Art. 8.° El importe de los billetes en circulación, cuentas corrien-
tes y depósitos en efectivo, no podrá exceder en ningún momento del 
total a que asciendan las existencias en metálico, pólizas de présta-
mos, créditos con garantías estatutarias, efectos descontados realiza-
bles en el plazo de noventa días como máximo, y la Deuda del Estado 
que el Banco conserve en cartera, conforme a esta ley. 
Art. 9.0 La Deuda perpetua que podrá conservar el Banco en car-
tera, no será mayor, a los tipos de la cotización media del mes ante-
rior, que la diferencia entre el valor de los inmuebles y el importe del 
capital del Banco, sumado con el fondo de reserva. El exceso se de-
berá enajenar por el Banco, a partir de 1919, en 20 anualidades, por 
vigésimas partes. Mientras este exceso se halle en cartera, el Estado 
percibirá el 25 por 100 de los intereses que produzca. 
Art. 10. Queda prohibido al Banco tener en su cartera valores mo-
biliarios. Mientras conserve en cartera las acciones de la Compañía 
Arrendataria de Tabacos, participará el Estado del 25 por 100 de los 
intereses de las mismas. 
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Art, i i . E l Banco bonificará del 1/2 al 1 por 100 de interés las ope-
raciones de préstamos y descuentos de efectos comerciales que admi-
ta con la mediación o garantía de otros Bancos o Sociedades de cré-
dito, Cajas rurales o Sindicatos de todo género, legalmente constituí-
dos, para lo cual se formarán listas, con la intervención del Gobierno, 
de los favorecidos por esta disposición. 
Art. 12. E l Banco de España intensificará sus operaciones de prés-
tamo sobre valores industriales que ofrezcan suficiente garantía, de 
manera que, dentro del período de cuatro años, a contar desde la pro-
mulgación de esta ley, dichas operaciones representen, cuando me-
nos, una suma igual al 75 por 100 de los préstamos hechos por el 
Banco con garantía de efectos públicos. Dentro de otro período de 
cuatro años, y para lo sucesivo, la cantidad de préstamos sobre valo-
res industriales no será inferior a la prestada sobre valores públicos 
de toda clase. 
Art. 13. Se reduce a cinco años el plazo de diez fijado por el ar-
tículo 5.0 de la ley de 13 de mayo de 1902 para la entrega por el Banco 
al Tesoro público del importe de los billetes retirados de la circula-
ción que no hayan sido presentados o no se presenten al cobro. 
Art. 14. E l Banco no podrá hacer enajenaciones del exceso de oro 
que ingrese en sus cajas sobre el destinado a la reserva metálica sino 
obteniendo en cada caso la previa autorización del Gobierno. 
Art. 15. De acuerdo con el Gobierno, el Banco procederá: 
i.0 A la ampliación del número de sus sucursales. 
2.0 A adoptar las medidas procedentes para el desarrollo de nues-
tra acción comercial en Marruecos. 
También contribuirá, en los términos que con el Gobierno conven-
ga, a la desmonetización de parte de sus reservas de plata, y conver-
sión de las mismas en oro, si así se estableciera en lo porvenir. 
Art. 16. Una vez cubierto un interés del 10 por 100 al capital social 
del Banco, habrá de dedicar éste, del exceso sobre sus utilidades lí-
quidas, el 10 por 100 a aumentar el fondo de reserva, hasta que el im-
porte del mismo sea de 50 millones de pesetas. 
Art. 17. A partir de 31 de diciembre de 1926, el Gobierno podrá 
proponer a las Cortes la terminación del privilegio concedido al Banco 
de España, previo aviso al mismo con un año de antelación. 
El derecho del Banco en este caso se reducirá al reembolso total de 
lo que el Estado le deba, según liquidación que se practique al efecto. 
Art. 18. Además de las disposiciones de la presente ley, que regi-
rán en primer término, serán de aplicación las hasta ahora vigentes 
en lo que no se opongan a aquéllas. 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 
Proyecto de ley eximiendo a las Sociedades que 
exploten negocios en España , del pago de Dere-
chos reales y de Timbre por la domiciliación de 
sus valores en el Reino. 
A LAS CORTES 
Desde que sucesos desgraciados que jamás dará la Patria al olvi-
do, al propio tiempo que aumentaron su deuda y quebrantaron su 
crédito, empequeñecieron el valor de su moneda, fué preocupación 
de todos los Gobiernos el nivel de los cambios con el exterior. 
Mejoras naturales, provenientes de la evolución de la riqueza, 
combinadas con el orden y el sosiego logrados en el desarrollo de los 
asuntos políticos y con el acierto evidente de medidas fiscales bien 
conocidas, restablecieron, por fortuna, en gran parte la prosperidad 
de otros tiempos, y colocaron la moneda española en situación poco 
inferior a la de las unidades extranjeras. 
Últimamente la perturbación producida por el actual conflicto 
europeo en las Haciendas de los países beligerantes ha aportado a 
España el fenómeno, tan halagüeño como inesperado, de que su mo-
neda se cambie, según actualmente ocurre, con importante beneficio 
sobre las más saneadas del mundo. 
No puede calcularse si tan satisfactorio estado de cosas perdurará 
después de la guerra, porque es imposible adivinar la combinación 
de los factores que han de entrar en juego para restablecer el equili-
brio. Pero es indudable que la ocasión se brinda como nunca propi-
cia, y nace espontáneo el requerimiento, para que por lo menos la 
nación española se apresure a la eliminación de aquellas influencias 
que positiva, seguramente, por opinión unánime, contribuyeron a la 
desventura de los tiempos pasados. 
Figuraba en primera línea como causa del desnivel de nuestros 
cambios la necesidad de situar en el extranjero, en fechas de antema-
no sabidas, sumas considerables para el pago de los intereses de la 
Deuda exterior, así como para el de los devengados por los valores 
mobiliarios de las Sociedades que hubieron de buscar capital fuera de 
la Nación, bien para constituirse, bien para desarrollarse, con el com-
promiso de abonar en moneda extranjera el interés. 
La primera parte de este problema procuróse que quedara aten-
38 
- 218 — 
dida en las disposiciones adoptadas para la domiciliación de los t í tu-
los de la Deuda exterior, y no es la presente ocasión discreta para 
emitir juicio, y menos para señalar rectificaciones, en cuanto a aquel 
criterio de política financiera. 
Pero, aparte la Deuda del Estado, calcúlase fundadamente no me-
nos que en 5.000 millones de francos la suma de valores industriales 
españoles, acciones y obligaciones, que están domiciliadas en el ex-
tranjero para el pago de los dividendos y de los intereses; lo cual su-
pone la necesidad de situar más allá de la frontera 200 millones de 
francos anualmente. 
Favorece a las Sociedades la situación actual, puesto que aprove-
chan los beneficios del cambio. Pero, no seguras de que se prolongue 
indefinidamente esta inesperada mejora, consta al Gobierno que mu-
chas de ellas sienten previsoramente el deseo de librarse de una vez 
para siempre del tributo rendido a la moneda extraña. Aquél ha de 
ver con buenos ojos que esta sumisión desaparezca en absoluto, no 
sólo porque ello coincide con su política de defensa del crédito y de 
los valores nacionales, sino, de momento, por la relación del caso con 
el problema de los cambios. 
Resulta, por tanto, un deber del Gobierno facilitar los medios de 
que las Sociedades sometidas a tan gravosa exigencia se libren del 
peso que las oprime. Ninguno a tal fin tan directo y tan práctico, 
como declararlas por ahora exentas de los impuestos que, recayendo 
sobre la documentación en que ha de constar la novación de las obli-
gaciones vigentes, podrían ser dificultad para los necesarios acuerdos 
sociales. El Estado no sufrirá perdida positiva al conceder la exen-
ción, porque, sin ella, dada su importancia, es más que probable que 
los acuerdos no se establecieran. Pero, aun supuesto lo contrario, la 
Nación obtendrá siempre el beneficio de la menor demanda de mone-
da extranjera, que se traducirá en notoria ventaja para el saneamien-
to de la española. 
Y si la medida tuviera eficacia para lograr, por ejemplo, la nacio-
nalización de las acciones de los ferrocarriles españoles, o cuando me-
nos el control efectivo de su gestión, habría España dado el primer 
paso seguro y eficaz en un camino que se muestra a todos los hom-
bres previsores como indispensable para llegar a una política econó-
mica nacional, de ideales amplios y de concepciones vastas, en la cual 
el Gobierno piensa y a la que procura de momento servir con estas 
soluciones preliminares, que habrán, más tarde, de tener cabal y cum-
plido desarrollo por lo que a la política de los transportes afecta. 
Fundado en estas consideraciones, el Ministro que suscribe, de 
acuerdo con el Consejo de Ministros y autorizado por S. M . , tiene el 
honor de someter a la deliberación de las Cortes el siguiente 
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PROYECTO DE LEY 
Artículo i.0 Estarán exentos de los impuestos de Derechos reales 
y de Timbre todos los actos y documentos mediante los cuales las So-
ciedades y Compañías poseedoras de negocios en España, realicen la 
conversión o variación de los títulos de sus acciones y obligaciones, a 
los efectos de que puedan ser satisfechos exclusivamente en pesetas, 
y en el Reino los dividendos o intereses actualmente pagaderos en mo-
neda extranjera. 
Art. 2.0 La disposición contenida en el artículo anterior habrá de 
aplicarse a las Sociedades que adopten los acuerdos a que la misma 
se refiere antes de 31 de diciembre de 1917. El gobierno podrá, a pro-
puesta del Ministro de Hacienda, y oído el Consejo de Estado, prorro-
gar por un año más el indicado plazo. 
Art. 3.0 En el caso de que una empresa revisase su acuerdo ante-
rior y estableciese nuevamente el derecho al pago de los dividendos o 
intereses en moneda extranjera, nacerá inmediatamente el derecho de 
la Hacienda al percibo de los impuestos que hubieran dejado de satis-
facerse con arreglo al artículo anterior. 
Art. 4.0 E l Ministro de Hacienda dictará las disposiciones necesa-
rias para el cumplimiento de la presente ley, y dará cuenta a las Cor-
tes del uso que hiciere el Gobierno de la autorización a que se refiere 
el art. 2.0 
Madrid, 24 de septiembre de 1916.—El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 

Proyecto de ley sobre liquidación de los débitos del 
Estado con los Ayuntamientos y Diputaciones. 
A LAS CORTES 
Es evidente la necesidad de reorganizar las Haciendas locales, y de 
que el Poder público atienda a la situación verdaderamente angustio-
sa en que aquéllas se encuentran. Pero un estudio detenido de la cues-
tión, con vista de los datos que la realidad ofrece, ha confirmado en el 
Ministro que suscribe el convencimiento de la esterilidad de cualquie-
ra iniciativa que se preocupara sólo de la creación de una serie de re-
cursos, más o menos artificiosos, en favor de unas Haciendas en esta-
do de insolvencia, como lo están, desgraciadamente, la mayoría de las 
locales. Por amplios que fueran tales recursos, nunca serían lo bas-
tante para cubrir las apremiantes atenciones del presente, más las 
cuantiosas de un pasado que agobia con enorme pesadumbre a todas 
ellas, y muy especialmente a las municipales. Es cierto que en muchas 
ocasiones se ha intentado cancelar tal carga; pero también lo es que 
no siempre acompañó el éxito al buen deseo que animara en tal em-
presa a ilustres predecesores del Ministro que suscribe, sin duda por-
que los medios ensayados hasta ahora con este objeto no tuvieron 
otro alcance que el puramente fiscal, de proporcionar, siquiera mo-
mentáneamente, un aumento de ingresos al Tesoro público. 
La experiencia, pues, aconseja seguir otro camino, iniciando la 
obra, modesta, pero sólida y eficazmente, por los cimientos, para de 
este modo ofrecer, como base segura de la reforma, la formalidad y 
solvencia de las Haciendas locales, mediante el arreglo y fácil extin-
ción de sus deudas. Para ello se hace preciso disponer, como punto de 
partida, una liquidación completa y definitiva de créditos a favor y en 
contra de las Corporaciones provinciales y municipales, y una vez l i -
quidadas ambas deudas, admitir la compensación de unos créditos 
con otros, concediendo, por último, una amplia bonificación, de modo 
que, reducido el volumen de los débitos, los recursos, pocos o mu-
chos, que después se ofrezcan a las entidades locales sean recursos sa-
neados aplicables al desenvolvimiento de su vida ordinaria, y sólo en 
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tina pequeña parte, sin apremio de plazo, a enjugar lo que les quede 
por solventar con el Tesoro. 
No es sólo el interés de las Corporaciones locales lo que inspira esta 
medida, sino el interés de la misma Hacienda nacional, ya que impor-
ta mucho a ésta fijar definitivamente en su balance aquellas dos par-
tidas de su activo y de su pasivo, y cerrar definitivamente, entre otras, 
la cuenta desamortizadora que, abierta allá en el año de 1855, apenas 
si se columbra el día de su liquidación, aumentando, como es consi-
guiente, la incertidumbre a medida que más nos alejamos de tal fecha. 
Es principio generalmente aceptado en las legislaciones modernas 
sobre Haciendas locales, el dotar a éstas de un patrimonio propio, pa-
trimonio de renta territorial o industrial, según las- condiciones de 
cada país; y volviendo en ello a lo que es la genuína tradición españo-
la, se coloca en el proyecto la primera piedra en tal sentido, suspen-
diendo las leyes desamortizadoras que pusieron en venta los bienes y 
derechos patrimoniales de nuestras Corporaciones locales; y se manda 
devolver los que se encuentran en la actualidad en estado de venta, y 
reintegrar los que, en lo sucesivo, vayan apareciendo con el mismo, 
carácter, para que los usen y disfruten en la forma que las leyes de-
terminen, que no puede ser otra que la de obtener de ellos el máximo 
de rendimiento o producto. 
Por último, inspirado el proyecto en el solo propósito de fijar las 
bases para una nueva Hacienda local, se establece en el mismo, res-
pecto a las Diputaciones provinciales, que desde i.0 de enero de 1917 
dejará de ser fija la cuota que actualmente satisfacen en concepto de 
asignación para gastos de enseñanza, poniendo con ello término a 
constantes y justas reclamaciones de todas las provincias. 
La realidad, imponiéndose al deseo, exige, pues, dividir la obra de 
reorganización de las Haciendas locales como expuso ya el Gobierno 
en su programa, en dos etapas o períodos: el primero, de liquidación 
y arreglo de deudas; el segundo, de creación de los recursos que han 
de dotarlas. A l primero responde este proyecto de ley. Procurará sa-
tisfacer el segundo, el que se habrá someter al Parlamento en la pró-
xima primavera. 
Fundado en las consideraciones expuestas, el Ministro que suscri-
be, de acuerdo con el Consejo de Ministros y autorizado por S. M . , 
tiene el honor de someter a la deliberación de las Cortes el adjunto 
PROYECTO DE LEY 
Artículo i.B Se autoriza al Gobierno para preparar la constitución 
de las Haciendas locales, con sujeción a las siguientes reglas: 
1/ A l efecto de constituir en lo posible aquéllas sobre la base de un 
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patrimonio territorial, se suspenden las leyes de 1.0 de mayo de 185$ 
y 11 de julio de 1856, y sus disposiciones complementarias, en lo refe-
rente a la venta de bienes inmuebles y Derechos reales pertenientes 
a los Ayuntamientos, y de los que pudieran aparecer de las Diputacio-
nes provinciales. 
2. ' En consecuencia de lo dispuesto en la regla anterior, los bienes 
y derechos que se hallen en la actualidad en estado de venta, se de-
volverán a las respectivas Corporaciones, para su uso y aprovecha-
miento en la forma que determinan las leyes. Del mismo modo, a 
aquellas Corporaciones corresponderá exclusivamente el dominio y 
administración de los que en lo sucesivo vayan apareciendo con el ca-
rácter de bienes desarmotizados. 
3. * Se procederá por el Estado a practicar una liquidación a cada 
una de dichas Corporaciones, de los bienes y derechos vendidos y 
cuyo importe no le haya sido entregado en la forma que establecen 
las disposiciones vigentes en la materia. Tal liquidación, una vez apro-
bada, tendrá el carácter de «liquidación definitiva por capital e intere-
ses procedentes de la desamortización», y, por consiguiente, no se 
podrá en lo sucesivo intentar reclamación alguna contra eí Ectado por 
dicho concepto. 
4. ' Previa invitación por la Dirección general de la Deuda y Clases 
pasivas a las Corporaciones interesadas, para que presenten los datos 
y antecedentes que obren en su poder, procederá dicho Centro, con 
vista de los mismos y de los que existan en sus oficinas, a practicar 
las liquidaciones a que se refiere la regla anterior. Una vez practica-
das, se someterán a la aprobación de las respectivas Diputaciones y 
Juntas municipales. En caso de disconformidad podrán dichas Cor-
poraciones recurrir en alzada ante una Junta, compuesta por el Sub-
secretario del Ministerio de Hacienda, como Presidente, y, en concep-
to de Vocales, el Director general de la Deuda y Clases pasivas y el de 
Administración. 
5. * Se procederá al mismo tiempo a practicar una liquidación a 
cada Diputación y Ayuntamiento de los créditos que por todos con-
ceptos tengan a favor y en contra del Estado hasta 31 de diciembre 
del presente año. 
Con este fin las Delegaciones de Hacienda invitarán a las Diputa-
ciones y Ayuntamientos de las respectivas provincias para que en el 
plazo que al efecto se señale, presenten los documentos siguientes: 
A) Certificación, con referencia a los libros de la contabilidad pro-
vincial o municipal, del estado de débitos, clasificados por conceptos, 
a favor del Estado, hasta 31 de diciembre del presente año; 
B) Certificación, con referencia a los mismos libros, del estado de 
créditos, clasificados también por conceptos, contra el Estado hasta 
la misma fecha; 
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C) Certificación del acuerdo o acuerdos de la Diputación o Junta 
municipal aprobando ambos estados y aceptando como partidas de 
cargo y data todas las expresadas en los mismos; 
D) Certificación de ser firme el acuerdo o acuerdos a que se refiere 
el anterior apartado. 
El plazo que se conceda a las mencionadas Corporaciones para la 
presentación de documentos no podrá bajar de tres meses. Trancurri-
dos éstos sin haberse hecho aquélla se practicarán de oficio las l iqui-
daciones a que se refiere la presente regla y la anterior, y entonces 
deberán pasar las Corporaciones por lo que resulte de los libros de 
contabilidad de la Hacienda del Estado. 
6. a Presentados en las respectivas Delegaciones de Hacienda los 
documentos a que se refiere la regla anterior, se procederá por las 
mismas, en el plazo que al efecto se Ies señale, al examen y censura 
de los estados señalados en las letras A y B, elevando después el ex-
pediente a la Subsecretaría del Ministerio de Hacienda, con informe, 
en que se hará constar si son exactos dichos estados, atendidos los 
datos y comprobantes de las oficinas provinciales, o, en otro caso, se 
explicarán las diferencias que resulten. 
En el caso de conformidad en las cifras de los débitos y créditos, o 
cuando las Corporaciones acepten todas las partidas de cargo y data 
que resulten de los libros de las oficinas provinciales de Hacienda, se 
suspenderán los procedimientos de apremio incoados para hacer efec-
tivos los descubiertos de dichas Corporaciones, y no se podrá, en 
lo sucesivo, emplear tales procedimientos por cantidad mayor de la 
que se señale en los conciertos que autoriza esta ley. 
Cuado las Corporaciones provinciales o municipales no acepten la 
diferencia que resulte entre los libros de su contabilidad y la del Es -
tado, la Subsecretaría del Ministerio de Hacienda, con vista de estos 
antecedentes y los demás que juzgue oportunos, formará nuevos esta-
dos de débitos y créditos, que someterá, por conducto de la Delega-
ción de Hacienda, a la aprobación de la Corporación de que se trate, 
la cual, si no se conformara tampoco, podrá recurrir en alzada ante la 
Junta anteriormente citada. En este caso, actuará como Vocal de la 
Junta el Interventor general de la Administración del Estado, en vez 
del Director general de la Deuda y Clases pasivas. 
La suspensión de los procedimientos de apremio por descubiertos 
al Tesoro no se verificará en este caso hasta que sea firme el acuerdo 
recaído respecto de las liquidaciones. 
7. a Contra los acuerdos de las Juntas a que se refieren las reglas 4.a 
y 6.a, en todos los casos en que se concede alzada ante ellas, podrá in-
terponerse el recurso contencioso-administrativo, conforme a las dis-
posiciones vigentes en la materia; pero el hecho de utilizar dicho re-
curso llevará consigo la pérdida del derecho a gozar de la bonificación 
que se concede por la presente ley. 
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S." Practicadas y aprobadas las liquidaciones a que se refieren las 
reglas precedentes, con el fin de facilitar la extinción de deudas y po-
ner a la Hacienda local en condiciones de solidez y solvencia, se ad-
mitirá la compensación de los créditos que resulten a favor de las D i -
putaciones provinciales y Ayuntamientos con los que estas entidades 
tengan a favor del Tesoro público. 
Dicha compensación se hará conforme a las siguientes bases: 
A) Diputaciones provinciales y Ayi intamieníos deudores al Estado y 
acreedores a la vez por bienes de propios.— En este caso se compensarán 
los créditos, y el saldo que resulte contra la Diputación o el Ayunta-
miento se bonificará en una tercera parte a favor de dichas Corpora-
ciones. 
B) Diputaciones y Ayuntamientos acreedores y deudores del Estado por 
concepto distinto de bienes de propios.—Del mismo modo se compensa-
rán los créditos: el saldo favorable a las Diputaciones y Ayuntamien-
tos se reconocerá íntegro a su favor, y si el saldo es contrario, se les 
bonificará en un 20 por 100. 
C) Diputaciones y Ayuntamientos sin créditos compensables, y só lo 
acreedores del Estado.— A las Corporaciones que se encuentren en este 
caso se les reconocerá todo el saldo de la liquidación a su favor. 
D) Diputaciones y Ayitntamientos sólo deudores del Estado.— Se boni-
ficará a las expresadas Corporaciones con el 15 por 100 de la cantidad 
de que resulten deudoras. 
9. * Los créditos que después de la compensación y bonificación, o 
sólo después de esta última, resulten a favor del Estado, se saldarán 
mediante conciertos obligatorios. En ellos se tendrá en cuenta para 
fijar la anualidad: 
A) La cuantía del Presupuesto de gastos de la Diputación o Ayun-
tamiento. 
B) La importancia de la deuda. 
C) Las condiciones económicas de la Corporación. 
D) Los recursos de que disponga. 
Apreciando todos estos factores, se fijará la anualidad, tomando 
por base la cifra del Presupuesto de gastos o el importe de la deuda, 
pero en ningún caso podrá ser la indicada anualidad inferior al 5 por 
100 ni superior al 10 por 100 del importe del Presupuesto. Tampoco 
excederá del IO por 100 del importe de la deuda cuando se tome ésta 
por base. 
10. Los saldos que resulten a favor de las Diputaciones y Ayunta-
mientos, procedentes de la venta de bienes de propios se abonarán a 
aquéllos en Deuda intransferible, con arreglo a la legislación vigente. 
Los saldos que resulten a favor de dichas Corporaciones, por con-
ceptos de naturaleza distinta de los del anterior párrafo, serán satis-
29 
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fechos también en Deuda intransferible, a cuya inversión aplicará el 
Estado, hasta donde sea menester, el importe de la recaudación anual 
obtenida por los conciertos a que se refiere esta ley. 
11. En los presupuestos de gastos de las Diputaciones y Ayunta-
mientos se creará un epígrafe que dirá: «Anualidad al Tesoro público 
por atrasos», donde se consignará la partida correspondiente. Los De-
legados de Hacienda remitirán todos lósanos, en el mes de julio, a los 
Gobernadores civiles. una relación certificada de los Ayuntamientos 
concertados de las provincias respectivas; y los Gobernadores, antes 
de aprobar los presupuestos de dichas Corporaciones, los pasarán a 
informe de las Delegaciones de Hacienda, las cuales, dentro del térmi-
no de cinco días, informarán acerca de si se ha incluido en los referi-
dos presupuestos el importe de la anualidad correspondiente. Sin este 
informe favorable no podrá ser aprobado el presupuesto. 
E l Ministerio de Hacienda remitirá también al de la Gobernación, 
en el mismo mes, una relación de las Diputaciones concertadas, en que 
conste la cantidad que corresponde a cada anualidad, al efecto de que 
no pueda ser aprobado ninguno de los presupuestos sin la inclusión 
en ellos de dicha cantidad. 
E l Ministro de la Gobernación comunicará al de Hacienda, al ser 
aprobados tales presupuestos, haberse incluido en ellos la anualidad 
de que se trata. 
12. Desde 1.0enero de 1917, la asignación que las Diputaciones pro-
vinciales satisfacen actualmente al Estado por los gastos que originan 
las Inspecciones de primera enseñanza, Escuelas Normales de Maes-
tros y IVlaestras, Institutos incorporados de segunda enseñanza y Es-
cuelas de Artes e Industrias, dejará de ser cuota fija, y estará en rela-
ción con los gastos y productos del servicio. 
A este efecto, las oficinas provinciales de Hacienda, practicarán 
anualmente una liquidación de tales obligaciones, fijando los gastos 
que representen, y los productos que se obtengan de los derechos por 
matrículas y títulos y demás que satisfagan los alumnos que reciban 
enseñanza en dichos Establecimientos, y de las rentas que correspon-
dan a los mismos por sus bienes propios, los cuales continuarán su-
jetos a la incautación dispuesta en el artículo 27 de la ley de 29 de ju -
nio de 1890. 
La diferencia que resulte entre los gastos y los productos se abo-
nará por el Estado a las Diputaciones cuando los segundos excedan a 
los primeros, y por las Diputaciones al Tesoro público, en el caso 
contrario. 
Las liquidaciones que se practiquen conforme a esta regla serán 
ejecutivas, desde luego, sin perjuicio de los recursos que contra ellas 
puedan entablar las Corporaciones interesadas. 
13. Todas las operaciones a que se refiere la presente ley quedarán 
terminadas dentro del plazo de un año, a partir desde la fecha de su 
— 227 — 
promulgación. El Gobierno, a propuesta del Ministro de Hacienda y 
oyendo al Consejo de Estado en pleno, podrá prorrogar dicho plazo 
por otro igual si dentro de aquél no fuere posible terminar las l iqui-
daciones. 
Art. 2 . ° E l Ministro de Hacienda dará cuenta a las Cortes del uso 
que se haga de las autorizaciones contenidas en el anterior articulo, y 
enviará también a los Cuerpos Colegisladores, en los diez primeros 
días de cada una de sus reuniones, un estado, por provincias, de las 
liquidaciones hasta entonces practicadas. 
Art. 3.0 Quedan derogadas todas las disposiciones que se opon-
gan al cumplimiento de la presente ley. 
Madrid, 24 de septiembre de 1914. — El Ministro de Hacienda, San-
tiago Alba. 
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